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			Introducción




			Jorge E. Culebro Moreno

			Carlos Alberto González Zepeda

			Armando Islas Delgadillo 

			Universidad Autónoma Metropolitana, Cuajimalpa

			


El libro tiene el propósito de analizar los procesos de modernización del Estado que han sucedido en México, tanto los nuevos instrumentos de coordinación y regulación como los mecanismos de transformación institucional que se han implementado en las últimas décadas. Lo anterior obedece por una parte al reciente interés por el estudio de las reformas administrativas en el ámbito de la política pública (Aucoin, 1990) y por la otra a los resultados de la llamada reforma regulatoria y la evolución del Estado regulador (Majone, 1994). En gran medida, y también así sucede en la presente obra, el hilo conductor de estos estudios se concentra en el análisis de los procesos de transformación institucionales en diversas áreas y sus implicaciones de política pública (Freeman y Rossi, 2012; Christensen y Lægreid, 2006; 2007; Verhoest et al., 2007; Radaelli y Meuwese, 2009; Lægreid et al., 2008; Hansen y Pedersen, 2006). En este sentido, una de las premisas más importantes de las que parte el texto es que el papel que ha jugado el cambio institucional en la reforma del Estado (Hall y Thelen, 2009) se caracteriza por el desarrollo de nuevas formas de coordinación y regulación en distintos sectores, como la migración (Byrkjeflot et al., 2014), los sistemas de salud (Cassels, 1995), el turismo (Tang, 2015), la energía, la política social y el bienestar social (Pavolini y Ranci, 2008).

			De esta manera, la línea argumentativa radica en el cambio institucional expresado en dos grandes tendencias internacionales: por un lado, la modernización administrativa, conocida también como nueva gerencia pública (Newman, 2002; Christensen y Lægreid, 2011), y sus posteriores movimientos como las iniciativas de Gobierno Unido y de Gobernanza, entre otros; y por el otro lado, la reforma regulatoria, cuyos resultados se pueden observar no sólo en una mayor especialización horizontal cuando se crean agencias reguladoras (Culebro, 2014; Gilardi, 2005), sino también en la introducción de novedosas formas de regulación (Jordana y Levi-Faur, 2004). La primera de estas dimensiones se refiere al conjunto de instrumentos mediante los cuales se busca alinear las tareas, objetivos y metas en las organizaciones públicas, ya sea de manera voluntaria o coercitiva (Rommel y Verhoest, 2014); mientras que la segunda se relaciona con un concepto más amplio, que incluye aspectos de política pública, gobernanza y el desarrollo de espacios y regímenes regulatorios.

			En el caso particular de las reformas regulatorias, durante las últimas décadas se ha aplicado un conjunto de éstas dirigido a modificar la estructura del sector público y, en consecuencia, sus procesos y mecanismos de decisión. Desde otros niveles, estos cambios se han orientado también a fortalecer los instrumentos de gobernanza y de esta manera transformar la relación entre el Estado y los ciudadanos. Los efectos han llegado a ser muy diversos, para algunos este tipo de transformaciones tienen como resultado la construcción de organizaciones públicas alrededor de factores clave como las identidades, la jerarquía y la racionalidad (Brunsson y Sahlin-Andersson, 2016), para otros son una fuente de aprendizaje a partir de su experiencia y de sus sistemas político-administrativos (Olsen y Peters, 1996), o bien los efectos tienden a modificar los mecanismos de rendición de cuentas y desempeño del sector público (Lægreid, 2014). Por otro lado, gran parte de la discusión se ha centrado en las trayectorias divergentes o similares que han tenido estas reformas no sólo sobre el aparato gubernamental de los países (Kettl, 2000), sino también en los gobiernos locales (Wollman, 2012), inclusive la construcción de nuevos híbridos organizacionales en el sector público (Christensen, 2012).

			Es factible entonces observar a lo largo del texto los efectos de la modernización del aparato estatal en dos grandes áreas, la primera de ellas se encuentra en los problemas de coordinación y regulación; la segunda, en las implicaciones de una mayor especialización horizontal y vertical en el sector público, ya sea mediante la creación de organismos reguladores o agencias con propósito único; dicha especialización ha sido producto de la introducción de herramientas gerenciales originadas en el sector privado, como los sistemas de evaluación del desempeño (May, 2003) o convenios de desempeño (Culebro, 2008). En este sentido, uno de los elementos clave en los procesos de transformación institucional del gobierno se encuentra en la vinculación entre la necesidad de una mejor coordinación y esquemas de regulación novedosos, por ejemplo, en las potenciales tensiones entre la necesidad de mayor control político y la autonomía de las organizaciones públicas (Lægreid, 2014). El supuesto detrás de estas tensiones reside en la necesidad de establecer una mayor diferenciación en la separación de funciones para lograr credibilidad y eficiencia en la prestación de los servicios, sin que esto implique un detrimento en otras áreas, como la transparencia y rendición de cuentas.

			Una de las principales contribuciones que perseguimos con este libro se encuentra en analizar el impacto de los procesos de transformación del Estado y de modernización administrativa en dos grandes dimensiones: la coordinación en el sector público y el impacto de las nuevas formas de regulación en diversos sectores de la política pública en México. Estas dos grandes dimensiones abarcan los sistemas nacionales, la política social en materia de pobreza, alimentación y servicios de salud, programas de combate a la corrupción y promoción de la rendición de cuentas, así como la política en materia de migración y movilidad.

			A lo largo de la obra nos preguntamos acerca de las tendencias que han tomado los procesos de reforma en sectores relevantes y sensibles del contexto mexicano, y también acerca de la forma en que diversos factores institucionales han caracterizado los cambios en el gobierno y en su relación con la sociedad. Así, por un lado tenemos la colaboración y cooperación en el diseño e implementación de las políticas públicas y, por el otro, la existencia e implicaciones de las nuevas formas de regulación en dichos sectores.

			El hilo conductor que guía los capítulos se encuentra en resaltar el papel que ha jugado el cambio institucional en sectores importantes de México, como la política social, combate a la corrupción y migración, entre otros. Así, la relevancia del texto radica en hacer visibles los diversos problemas de coordinación y regulación en la política en México. Con ello se pretende analizar los mecanismos de transformación institucional y el impacto de las nuevas formas de coordinación y regulación en diversos sectores. 

			El libro se encuentra organizado en dos grandes secciones, mediante las cuales se integran las diversas transformaciones que han ocurrido en la coordinación y la regulación del sector público. La primera aborda los problemas de coordinación en el contexto de las reformas, mientras que la segunda lo hace desde el ámbito de la regulación en su sentido más general; ambas secciones permitirán al lector tener un panorama amplio, pero también detenerse en casos específicos en los que pueden observarse las transformaciones institucionales en sectores concretos. Con este diseño se busca crear un vínculo entre estas dos dimensiones alrededor de las transformaciones que ha sufrido el sector público en los últimos años.

			La primera parte, Coordinación y transformación institucional, inicia con el capítulo “Candados y exhortaciones: cooperación y coordinación en los sistemas nacionales mexicanos”, en el cual Fernando Nieto realiza un estudio sobre las innovadoras formas de instrumentar soluciones a diversos problemas en la política pública en México. Estas fórmulas organizacionales de actuación se han denominado sistemas nacionales; su función estriba en coordinar esfuerzos colaborativos entre las organizaciones involucradas, en mayor o menor medida, en la implementación de políticas públicas encaminadas a mejorar las condiciones políticas, sociales, económicas, fiscales y de seguridad y justicia. El análisis parte de la premisa de que cada institución pública o privada participante posee características organizacionales y operativas que representan importantes diferencias con otras instituciones, pero al mismo tiempo los sistemas nacionales comparten características. El objetivo planteado en el texto es ordenar y describir una variedad de modos de cooperación (alineación de fines) y coordinación (alineación de medios) de estos sistemas, abordados desde la óptica organizacional y conceptualizados como redes de colaboración. Al final, el autor define dos formas de conseguir los objetivos de cada sistema nacional, con base en las diferentes lógicas organizacionales y escenarios que las anidan. La primera, las exhortaciones, como medios de regulación soft y tecnologías de gestión limitada basadas en acuerdos e incentivos. La otra forma, los candados, que constituyen regulaciones más estrictas y mecanismos de gestión coercitivos, homogéneos o centralizados.

			Enseguida, Cristopher Ballinas y Gabriela García presentan un análisis detallado sobre la permanencia de prácticas “clásicas” de los gobiernos, en las que se utilizan los programas sociales como mecanismos de creación de clientelas políticas a través del uso discrecional de los recursos públicos; en el capítulo “Los Juegos del Hambre: La Cruzada Nacional contra el Hambre y la desarticulación de los controles de la política social en México”, los autores muestran la aparición de retrocesos en la utilización de los programas sociales para fines políticos, debido a la atomización y fragilidad institucional en el proceso de toma de decisiones en los programas sociales en la era posterior a la alternancia política que se vivió en México. La coordinación se ejerce a través de diferentes controles, y los autores hacen explícito cómo estos controles y demás medidas para garantizar un adecuado desempeño han sido ignorados sin dificultad, y por tanto se recobran usos que se creían superados. Concluyen señalando cómo los esfuerzos realizados para contar con diversos controles que regulen el diseño y alcance de los programas sociales y eviten el abuso no han sido suficientemente efectivos, además de que son ignorados por los diseñadores con la finalidad de conseguir ganancias políticas, como en los viejos tiempos.

			Sobre la misma línea, Ixshel Delgado y Jorge E. Culebro orientan su análisis hacia el desarrollo de la política social en México y en particular al caso de la estrategia de la Cruzada Nacional contra el Hambre (cnch) como un mecanismo de adaptación y aprendizaje institucional producto de un proceso de transferencia y difusión de políticas públicas; en el capítulo “Transferencia de políticas y aprendizaje del exterior en la política social mexicana: el caso de la Cruzada Nacional contra el Hambre” los autores se preguntan acerca de las condiciones bajo las cuales ocurren estos procesos, sus efectos en el contexto político administrativo y cómo los procesos de transformación institucional afectan el desarrollo de estos mecanismos. Para ello, se retoman elementos del enfoque de la transferencia y difusión de políticas públicas y del análisis del institucionalismo sociológico. El texto sugiere un conjunto de problemas derivados de una serie de filtros institucionales cuyo resultado es una transferencia incompleta debido a tres grandes dimensiones: la primera es la inconsistencia en la interpretación y expresión del problema con respecto al origen de la política y al actual sistema político; la segunda consiste en la ausencia de una política alimentaria y de bienestar social integral, lo que resulta en un conjunto de intervenciones fragmentadas y parciales para solucionar un problema que desde el inicio fue incorrectamente percibido ya que su definición atendió a las consecuencias del daño (el hambre extrema) pero no hacia la determinación del problema; finalmente, una débil coordinación institucional y organizacional en la implementación de políticas públicas transversales en la política de seguridad alimentaria.

			Manuel Lara Caballero y Raúl Hernández Mar, en el capítulo “Los instrumentos de coordinación en la Cruzada Nacional contra el Hambre. Un análisis de su diseño institucional”, analizan si alguno de los componentes de la gestión basada en resultados, información específica, capacidades e incentivos, más otros elementos, requieren de modificaciones para cumplir de manera adecuada con el objetivo de este programa. Los autores desarrollan los conceptos teóricos relevantes del enfoque de la gestión basada en resultados que deriva de la Nueva Gerencia Pública (ngp), con el cual analizan a lo largo del capítulo los instrumentos de coordinación en el diseño institucional y explican el funcionamiento, operación y competencias de los Comités Comunitarios en la cnch para los casos de tres comunidades del Estado de México. 

			El sector salud ha sido un espacio importante en diversos instrumentos de coordinación ya sea entre las agencias involucradas o bien entre los distintos niveles de gobierno (Tjerbo y Kjekshus, 2005), así como en novedosas formas de regulación en todas sus áreas, desde la farmacológica y epidemiológica hasta la de publicidad y ventas, incluyendo, por ejemplo, el caso presupuestal que tiene como objetivo corregir la situación actual de la población con menores recursos mediante beneficios palpables. De ahí la relevancia de conocer los criterios de asignación del gasto público a fondos específicos destinados a paliar las carencias en salud de los habitantes con mayores necesidades. En este sentido, Christopher Cernichiaro y Abigail Rodríguez, en el capítulo “Asignación del gasto público en salud en México: el Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud”, demuestran cómo la asignación de estos recursos ha seguido un comportamiento inercial. Esta conclusión deviene de utilizar como insumos estadísticos la construcción de un panel de datos para las 31 entidades federativas que parte de 1998 y se extiende hasta 2013. Así, los factores que determinan la asignación de los recursos a las entidades federativas no han sido suficientes para corregir las condiciones de rezago prevalecientes en algunas entidades federativas. Por lo cual se plantea la ampliación de las estadísticas vitales para incluir aspectos que plasmen con mayor especificidad los contextos de vulnerabilidad en sectores particulares de la sociedad. Por ejemplo, variables que denoten con más cercanía las condiciones de vulnerabilidad y carencias en servicios de salud (más allá de la esperanza de vida y la tasa de mortalidad), de modo que sea posible dirigir los recursos hacia las regiones con mayor rezago.

			Como parte del análisis y estudio de las instancias de coordinación nacional en México, en el capítulo “La coordinación perdida: el nuevo sistema de justicia penal en México en vilo” Armando Islas elabora una valoración del Consejo de Coordinación de la Implementación de la Reforma de Seguridad y Justicia, de 2008. El argumento principal del autor es que la instancia de coordinación nacional fue un elemento orientador y efectivo para guiar a las entidades federativas y, más específicamente, a las instituciones estatales que conforman los sistemas de justicia locales en los estados. En este trabajo se exponen todos los acuerdos logrados por el Consejo de Coordinación para mostrar la relevancia y efectos en la cristalización del nuevo sistema de justicia penal. Además, se narra la evolución histórica de esta instancia política para describir la participación que tuvo en el proceso. Se hace hincapié en la importancia de contar con este tipo de instituciones, ya que para el recién conformado sistema de justicia el Consejo de Coordinación dejó de existir meses después de terminar el plazo constitucional para la implementación (18 junio de 2016). El capítulo deja la moneda en el aire al preguntarse qué instancia estará encargada de coordinar la colaboración entre las organizaciones que conforman el sistema de justicia, y que pertenecen a diferentes poderes de Estado, situación que complejiza la coordinación interinstitucional para la consolidación del sistema. 

			Las migraciones evidencian la poca sensibilidad y capacidad del Estado y la poca coordinación entre los gobiernos municipal, estatal y federal para dar seguimiento al desarrollo de políticas y programas públicos dirigidos a la población migrante. Sobre esta línea Carlos Alberto González Zepeda y Ana Isabel Flores Guerrero, en el capítulo “Política social para las migraciones. Mecanismos organizacionales y de coordinación del Programa de Atención a Jornaleros Agrícolas y el 3 × 1 para Migrantes”, explican el papel que ha jugado el cambio institucional en sectores importantes de la política social, específicamente en temas como la migración. Su trabajo muestra, por un lado, los diversos problemas de coordinación en la implementación de dichos programas sociales y, por el otro, el retraimiento del Estado en sus funciones y la cada vez mayor participación de la sociedad civil migrante en el diseño de la política social. De este modo, presentan la forma en que diversos factores institucionales, al relacionarse con los actores involucrados, permiten una colaboración más horizontal en el diseño e implementación de políticas públicas.

			En la segunda sección del libro se aborda el tema de la regulación y su relación con la transformación institucional en diversos sectores de México, desde los problemas que implica el desarrollo de la especialización horizontal como una forma de coordinación, hasta las dificultades en temas como migración. Bolívar Portugal y Jacint Jordana presentan el capítulo “Estrategias de rendición de cuentas de las agencias reguladoras en México: los casos de la cnbv, Cofepris e ift”, en el cual exploran la relación entre dos grandes tendencias de la reforma administrativa y del Estado mexicano: la proliferación de agencias reguladoras independientes y la implementación de novedosos mecanismos de rendición de cuentas. El propósito general del capítulo es explorar si las agencias reguladoras han desarrollado agendas propias que implementen de manera efectiva mecanismos de rendición de cuentas en sus ámbitos de actuación y, si lo han hecho, de qué manera dichos mecanismos han tenido un uso estratégico que les otorgue mayores posibilidades de autonomía e independencia frente a otros actores, públicos y privados. Los autores toman como referente empírico el caso de tres agencias reguladoras en México: la Comisión Federal para la Protección de los Riesgos Sanitarios (Cofepris), la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (cnbv) y el Instituto Federal de Telecomunicaciones (ift) para mediante una visión comparada muestrar una parte relevante de la diversidad de entornos y arreglos institucionales en que se desenvuelven mecanismos formales e informales de rendición de cuentas en el ámbito de la regulación social y económica en México.

			Posteriormente se aborda el ámbito de la regulación en salud; Javier de la Rosa, en el capítulo “Sistema universal de salud: cambios institucionales y el derecho a la salud en México”, al analizar los procesos de reforma al sector salud a partir de los cambios en los esquemas de protección social, en particular aquellos relacionados con el sistema universal de salud, argumenta que se han desarrollado de forma parcial. En el texto se revisa la relación entre Estado, mercado y sociedad en los regímenes de bienestar social, para posteriormente estudiar los cambios institucionales en la propuesta del sistema universal de salud con un énfasis en el desarrollo del sistema de protección social en la figura del llamado Seguro Popular.

			A continuación se presentan dos trabajos inmersos en un tema de actualidad para la agenda pública: el diseño e implementación de políticas que tienen como propósito mejorar las condiciones de laborales de los migrantes mexicanos en el extranjero, así como contribuir en la promoción del desarrollo comunitario a partir del diseño y aplicación de programas sociales –como educación, salud y vivienda– enfocados en sectores considerados vulnerables. En este sentido, Elizabeth Juárez Cerdi, en el capítulo “Condiciones laborales e irregularidades que enfrentan los migrantes michoacanos, jornaleros agrícolas, contratados para trabajar temporalmente en Canadá o en Estados Unidos”, se enfoca en el análisis del alto nivel de intervención del Estado mexicano en los procedimientos oficiales para la migración laboral controlada. Al comentar el caso de los programas de visas H2-A y H2-B que se otorgan a aquellos trabajadores que se dirigen a los Estados Unidos, y el Programa de Trabajadores Agrícolas Temporales México-Canadá (ptat) para aquellos que son contratados en Canadá, la autora expone las diversas irregularidades que ambos programas presentan respecto a las condiciones laborales de los contratados, principalmente trabajadores migrantes. Por un lado, detecta que debido al poco control sobre las empresas de contratación e incluso por el desconocimiento de los funcionarios mexicanos que participan en la contratación del ptat, cada vez son menos los supuestos beneficiarios de estos sectores. Y es durante el proceso de contratación donde se ve la efectividad de los negociadores mexicanos para ofertar la mano de obra de sus trabajadores dejando el mayor beneficio económico para el productor. Mientras que en el caso de los programas de trabajadores temporales con visas H2-A y H2-B no existe conocimiento por parte del gobierno mexicano sobre el número de trabajadores que son contratados, su lugar de procedencia, las condiciones laborales y el lugar de trabajo al que llegan en Estados Unidos. En el capítulo se concluye que una regulación deficiente, expresada en la falta de control y vigilancia por parte del Estado mexicano, ha facilitado que se generen casos de extorsión, fraudes, abusos, malinterpretación o engaño en las condiciones de trabajo, o en los datos que se anotan en las solicitudes para el Departamento del Trabajo norteamericano.

			Finalmente, en el capítulo “Dispositivos institucionales mexicanos impulsores de la movilidad estudiantil”, Alma Trejo Peña presenta el contexto institucional al que se enfrentan los estudiantes mexicanos de posgrado y cómo éste influye en la inserción laboral futura una vez que se egresa de las instituciones de educación superior en México y en el extranjero. La autora señala que si bien hace algunas décadas en este país era posible lograr una movilidad social por medio de los estudios universitarios, en la actualidad es cada vez más difícil hacerlo por esa vía. Su trabajo, inmerso en el tema de las migraciones y las movilidades, parte de la premisa de que los factores estructurales, como el sistema jurídico en materia de educación superior, las instituciones educativas, el mercado de trabajo, los programas de becas y el perfil sociodemográfico de los estudiantes, son los detonadores de la movilidad estudiantil a nivel nacional y permiten la construcción de rutas estudiantiles hacia el extranjero. A través de la revisión exhaustiva del marco jurídico mexicano en materia de educación, la autora señala que a partir de la década de los ochenta hubo un incremento considerable en la movilidad estudiantil mexicana hacia el extranjero y en las becas para la formación de investigadores en México, dejando ver la implementación de ciertos mecanismos de regulación que empujan a los estudiantes a formarse en el otros países. Es decir, esta movilidad ocurre por antecedentes relacionados con el contexto institucional de partida.

			Como vemos, la integración de los temas analizados alrededor de la transformación institucional desde los problemas de coordinación institucional y regulación, teniendo como eje la modernización en diversos sectores, posee especial relevancia en el contexto actual de gobierno por diversas razones. Por un lado, estamos viviendo entornos de alta competitividad económica en donde los esquemas de coordinación y regulación de las actividades que realizan los actores económicos, políticos y sociales determinan en gran medida el beneficio social, entendido como el mejoramiento de la calidad de vida de la población. Este esfuerzo analítico apunta hacia esa dirección, pues desde diferentes temas aporta formas aplicadas y los resultados alcanzados en, por ejemplo, políticas sociales que intentan disminuir los niveles de pobreza, con resultados poco favorables; así como en temas de salud, gasto gubernamental y sistemas de coordinación para su instrumentación. Por otro lado, en prácticamente todos los casos analizados se puede distinguir cómo la coordinación, los instrumentos de regulación y las reglas del juego pautadas por los órganos reguladores (o por diseñadores de las políticas públicas) requieren, en algunos casos, repensarse a la luz de los efectos logrados. De esta manera, el libro abona al análisis del impacto de la coordinación y regulación en distintas áreas como la política social, la corrupción, el turismo y las migraciones, entre otras. Por último, a lo largo del texto se puede evidenciar el papel tan importante que han jugado las instituciones y el cambio institucional en los procesos de reforma administrativa e implementación de políticas públicas, aun cuando existen brechas que abrir y explotar analíticamente para abonar a la discusión sobre cómo coordinar y regular para obtener mejores resultados. Esta obra intenta alimentar la discusión con los análisis de las prácticas de regulación y de coordinación aplicadas en los gobiernos recientes.
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Introducción

			Los sistemas nacionales son la más reciente apuesta del Estado mexicano para ordenar y revitalizar políticas públicas nacionales e impulsar cambios sociales e institucionales en el país. El supuesto de origen de la construcción de sistemas nacionales es que muchos de los problemas que enfrentamos como sociedad son complejos en sus causas y su alcance. Por tanto, se requiere de meta-organizaciones que garanticen la acción colectiva de los diferentes actores públicos (y a veces privados) responsables de solucionar estas situaciones en diferentes áreas y niveles de gobierno (Weber y Khademian, 2008).

			Los sistemas nacionales (de transparencia y acceso a la información, desarrollo social, información estadística, seguridad pública, anticorrupción, fiscalización, protección civil, etcétera), por regla general, comparten algunas características en su organización. Primero, son creados a partir de una reforma legal. En casi todos los casos, la reforma se acompaña de la promulgación de una ley de observancia general; esto es, que resulta obligatoria para todos los poderes públicos y los tres niveles de gobierno. Segundo, los sistemas nacionales están dotados de objetivos de política pública más o menos concretos que están codificados en ley y que, en principio, obligan a diferentes organizaciones e instancias a colaborar. Tercero, los objetivos de un sistema nacional cruzan transversalmente jurisdicciones y competencias de distintas organizaciones públicas, pero también pueden involucrar –aun indirectamente– a los sectores social y privado (p.ej., Sistema Nacional de Desarrollo Social y Sistema Nacional Anticorrupción). Finalmente, los sistemas usualmente cuentan con algún mecanismo de coordinación. Esto se traduce, por lo general, en un reparto de competencias y en la creación de una instancia de coordinación (usualmente un secretariado técnico, un consejo nacional, una comisión ex profeso o una combinación de éstos).

			Detrás de los aspectos comunes se esconden diferencias organizacionales y operativas importantes. A pesar de que casi todos los sistemas pueden categorizarse como redes de colaboración dentro de un “marco obligatorio” (Alexander, 1995: 59), no todos se organizan con base en los mismos principios de gobernanza interna. Algunos, como el Sistema Nacional de Información Estadística y Geográfica, tienen un arreglo centralizado con pocas instancias de coordinación, mientras que otros, como el Sistema Nacional de Desarrollo Social, se organizan con mayor horizontalidad y fragmentación de responsabilidades (cf. Cejudo y Michel, 2015).

			Los sistemas no solo operan en dominios específicos de política pública y, por tanto, están sujetos a diferencias en objetivos, recursos, marcos normativos y contingencias. Los sistemas nacionales mexicanos también operan bajo lógicas organizacionales distintas. Estas lógicas, a su vez, se traducen en diferentes arreglos e instrumentos que, en principio, habrían de asegurar la colaboración y el cumplimiento de fines. No obstante, la literatura a este respecto, para el caso mexicano, es aún muy incipiente (cf. Peters, 1998).

			Basta una revisión rápida de la evidencia para constatar que, en las últimas décadas, el número de sistemas nacionales ha aumentado hasta ocupar un lugar importante en la organización del Estado mexicano (Méndez, 2010; Cejudo y Pardo, 2016). Sin embargo, entender la lógica organizacional de los sistemas nacionales es importante no solo en razón de su número. En la medida en que desempeñan un papel fundamental en la hechura e implementación de políticas públicas torales para el país, también es importante comprender mediante cuáles medios logran sus propósitos. En la medida en que las bases organizacionales sean claras es que se puede ayudar a diagnosticar problemas de diseño y operación, así como eventualmente informar sobre el potencial de los sistemas nacionales como herramientas eficaces de política pública y cambio social (Cabrero, 2007).

			El objetivo de este texto no es ofrecer un estudio pormenorizado de los diferentes sistemas nacionales, su génesis y desarrollo o su desempeño y resultados. Aunque sin duda hacen falta investigaciones en todos esos rubros, aquí, en cambio, me enfocaré en ofrecer elementos conceptuales para entender parte de la lógica organizacional de los sistemas nacionales, entendiéndolos como mecanismos de colaboración y acción concertada entre diferentes organizaciones. En particular, me interesa explorar cómo los sistemas nacionales resultan en una variedad de modos de cooperación (alineación de fines) y coordinación (alineación de medios). Para ello, primero trato la naturaleza de los sistemas nacionales desde el mirador organizacional como redes de colaboración. Después, a partir de una tipología de “modelos de colaboración”, estudio diferentes escenarios que describen distintas lógicas organizacionales. Finalmente, presento y discuto algunas implicaciones y posibilidades para futuras investigaciones.




			Los sistemas nacionales como redes de colaboración

			Una primera dificultad en estudiar los sistemas nacionales es su caracterización como fenómeno organizacional. A pesar de que las leyes generales establecen competencias e instancias de coordinación, los sistemas nacionales no son estructuras jerárquicas con un principio de autoridad vertical y líneas de mando claramente definidas. Tampoco son mercados donde los integrantes del sistema interactúan por medio de intercambios voluntarios y obtienen información a través del mecanismo de precios. Los sistemas nacionales pueden entenderse mejor como redes de organizaciones autónomas, pero con facultades más o menos concurrentes y con un propósito y marco normativo común. Los sistemas nacionales se asemejan a lo que en la literatura organizacional se conoce como redes interorganizacionales: “patrones más o menos estables de interacción cooperativa entre actores mutuamente dependientes en torno a problemas específicos de política pública” (Bouckaert, Peters y Verhoest, 2010: 44).

			Según con Powell: 




			[En una red] las transacciones ocurren no a través del intercambio discrecional, ni por mandato administrativo, sino por medio de redes de individuos comprometidos en acciones recíprocas, preferenciales y de mutuo apoyo. […] El supuesto básico de una red es que una parte depende de recursos controlados por otra, y que hay ganancias potenciales de juntar recursos (Powell, 1990: 303).

			


No obstante, vale decir que los sistemas nacionales se desvían del tipo ideal de red interorganizacional que describe Powell en al menos dos sentidos. Primero, la coordinación en un sistema nacional no (solo) es un producto espontáneo de las interacciones entre actores interdependientes. En realidad, en casi todos los ejemplos, la coordinación dentro de los sistemas nacionales está impuesta por un mandato de ley. Segundo, los sistemas nacionales, a diferencia de las redes emergentes o espontáneas, tienen un grado significativo de formalización. La mayoría de los sistemas tiene una instancia formal de coordinación y una lista de competencias que derivan en obligaciones (administrativas y sustantivas) sancionadas jurídicamente. El mandato legal y administrativo, por tanto, juega un papel decisivo en los sistemas nacionales (cf. Gulati y Gargiulo, 1999).

			Pero entender los sistemas nacionales como redes es particularmente útil para aprehender la lógica organizacional de los mismos y, más importante aún, para entender las diferentes formas en que se logra colaboración entre los miembros de un sistema.

			A diferencia de otras propuestas (e. g. Cabrero, 2007), el enfoque que propongo no parte de una organización o de las características o resultados de una política o programa específico, sino de las propiedades generales del sistema nacional como red en sí misma. Esto no implica que elementos concretos relacionados con el dominio de política pública o con organizaciones específicas sean irrelevantes. Sin embargo, mi punto es que existen propiedades y fenómenos estructurales al nivel de la red completa que son significativos.

			Los trabajos que han estudiado a las redes interorganizacionales como fenómeno organizacional han contribuido a nuestro entendimiento de su estructura y dinámicas internas. Por ejemplo, Provan y Milward han estudiado los patrones de integración y coordinación en sistemas de salud. Ellos concluyen que la centralización de la red es clave para la efectividad de la misma (Provan y Milward, 1995). En cambio, Williams apunta que la centralización y la formalización reducen la cooperación voluntaria en una red (Williams, 2005). Otros han estudiado propiedades estructurales, como la densidad de conexiones y el crecimiento y desarrollo de una red. Morrissey y sus colegas, por ejemplo, en un estudio sobre redes de organizaciones dedicadas a la salud y seguridad social, concluyen que puede existir un efecto compensatorio entre la densidad de la red y la capacidad de centralización: la densidad de conexiones en una red de colaboración disminuye a medida que aumenta la centralización y, viceversa, a medida que se descentraliza una red, incrementa su densidad (Morrissey et al., 1994).




			Gobernanza de una red de colaboración

			Un aspecto particularmente importante es la forma en que se gobiernan las redes interorganizacionales; es decir, es relevante entender cómo gestionan su funcionamiento y logran concertar la acción colectiva de sus integrantes. Estas redes no son solo vehículos de intercambio de información y recursos, también son mecanismos de colaboración y gobierno (Coleman, 1990 y Ouchi, 1979). En este sentido, los sistemas nacionales, en tanto redes interorganizacionales, pueden entenderse como una forma alternativa de gobernanza que puede operar cuando los mercados fallan o no son viables, y que es estructuralmente distinta de las jerarquías burocráticas tradicionales (Bouckaert, Peters y Verhoest, 2010; Powell, 1990; Williamson, 1975).

			Provan y Kenis (2008) desarrollaron una tipología de modelos de gobernanza de redes interorganizacionales. Según con estos autores, existen al menos tres tipos de gobernanza: el modelo de gobierno compartido, el modelo de organización líder y el modelo con una organización administradora de la red (nao, por sus siglas en inglés). El primer modelo se refiere a una arquitectura institucional donde todas las organizaciones que componen la red participan colectivamente en las decisiones estratégicas y operativas de la misma. El modelo con organización líder se refiere a redes donde una sola organización o un subconjunto de la red asume el gobierno de la misma. Este modelo tiende a surgir en situaciones en las que una organización es más poderosa o cuenta con mayores recursos o legitimidad que el resto. A diferencia del primer modelo, las interacciones entre partes de la red tienden a ser coordinadas desde un solo nodo. Finalmente, en el modelo nao la red crea una organización o instancia específicamente diseñada para administrar la red; la organización administradora no participa directamente en las decisiones estratégicas sobre el funcionamiento de la red, sino que se dedica a operarlas, de ahí que el modelo nao pueda coexistir con los dos primeros modelos de gobernanza de redes (Provan, Fish y Sydow, 2007: 504).

			La tipología de Provan y Kenis es informativa y puede arrojar luz sobre diferencias entre los sistemas nacionales mexicanos. En particular, permite distinguir entre arquitecturas de gobierno. Por ejemplo, el Sistema Nacional Anticorrupción y el Sistema Nacional de Seguridad Pública se aproximan al modelo nao. Ambos sistemas cuentan con un consejo coordinador plural que delega la operación de la red en una organización auxiliar (una secretaría ejecutiva, en el primer ejemplo, y el Secretariado Ejecutivo de Seguridad Pública, en el segundo). Mientras, el Sistema Nacional de Desarrollo Social y el Sistema Nacional de Transparencia tienen características del modelo de organización líder; en ambos casos, una organización (la Secretaría de Desarrollo Social y el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, respectivamente) preside como instancia de coordinación de todo el sistema. Finalmente, el Sistema Nacional de Fiscalización se aproxima a una red con gobierno compartido, donde un consejo rector toma decisiones estratégicas y operativas que afectan a la red, pero en su integración participan, en principio, todas las organizaciones que conforman el sistema.

			La clasificación, no obstante, no dice mucho de los medios concretos de gobierno y gestión de la red (cf. Benson, 1975). En particular, si es cierto que diferentes estructuras de red pueden existir, es igualmente posible que diferentes redes interorganizacionales adopten e implementen estrategias de gobierno interno igualmente diferenciadas. En otras palabras, es posible concebir diferencias en los modelos de colaboración de los distintos sistemas nacionales.




			Candados y exhortaciones

			La colaboración efectiva entre miembros de una red supone la cooperación y coordinación de los mismos (Cook, 1977; Edelenbos, Klijn y Steijn, 2011). Por cooperación entiendo la alineación de fines. Esta implica la certeza para una organización de que otras organizaciones de la red perseguirán intereses compatibles con los propios (Williams, 2005). O, para decirlo de otra manera, asegurar la cooperación dentro de una red interorganizacional implica minimizar el riesgo de comportamientos oportunistas (Lindenberg, 2000). En términos analíticos, el problema de la cooperación puede entenderse –como en el Dilema del Prisionero– como una situación en la que dos o más organizaciones deben renunciar a la ganancia potencial que podrían obtener si explotaran a otras organizaciones cooperativas (Luce y Raiffa, 1957).

			Por coordinación entiendo la alineación de medios. La coordinación supone que los integrantes de la red disponen de sus recursos y capacidades de manera articulada, evitando redundancias, insuficiencias y desperdicios. A diferencia de la cooperación, los problemas de coordinación no constituyen en estricto sentido un dilema social –dado que las organizaciones no necesariamente tienen intereses incompatibles (Heckathorn, 1996)–. Para una organización que participa en la red, los problemas de coordinación derivan de la incertidumbre respecto a cuáles medios usarán sus contrapartes. Así, el problema esencial de la coordinación es que los actores no necesariamente saben cuáles recursos serán desplegados y mediante cuáles cursos de acción: si los actores tuviesen información completa (y suponiendo que no existieran problemas de cooperación), la coordinación sería sostenible en tanto se evitarían ineficiencias en la red (Heckathorn y Maser, 1990).

			Con base en lo anterior, se puede decir que el problema fundamental de asegurar colaboración en una red interorganizacional implica el obtener, al mismo tiempo y de manera sostenida, cooperación y coordinación de los miembros de la red (figura 1). Dado que los sistemas nacionales tienen un mandato legal de solucionar un problema público por medio de la acción colectiva, ¿de cuáles estrategias y herramientas pueden echar mano para garantizar la colaboración de sus partes?




			Figura 1. Problema fundamental de la colaboración en una red interorganizacional
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Fuente: Elaboración propia.

			


Como sugiere la tipología de Provan y Kenis, una de las alternativas es estructural: las redes pueden (re)configurar la composición de su gobierno interno de distintas maneras, de forma que, si todo lo demás se mantiene constante, la colaboración y efectividad de la red se maximicen (Provan y Kenis, 2008: 241). No obstante, como ya han discutido Bouckaert, Peter y Verhoest (2010) a partir del trabajo de Mintzberg y otros, los medios con los que se puede obtener coordinación no necesariamente se restringen a alternativas netamente estructurales. Por ejemplo, las redes pueden coordinar esfuerzos mediante la aplicación de tecnologías gerenciales (como los sistemas presupuestarios y de planeación). De manera análoga, Gormley ha discutido distintas maneras de obtener cooperación en un sistema administrativo. La discusión de Gormley incluye una amplia variedad de medios de control. Por ejemplo, se puede obtener cooperación por medio de transparentar resultados, implementar auditorías, girar órdenes ejecutivas o establecer y aplicar sanciones, entre otros (Gormley, 1989; ver también, Lindenberg, 2000, y Ouchi, 1979).

			De manera más general y con base en las metáforas de Gormley sobre el control burocrático, pienso que se pueden identificar los medios para asegurar cooperación y coordinación en un continuo que corre desde medios blandos o “exhortaciones”, hasta soluciones duras y coercitivas o “candados”.

			Por un lado, las exhortaciones establecen expectativas y convenios. Este tipo de medio genera colaboración al dar ofrecimientos y persuadir a los miembros de la red, sin necesariamente imponer castigos o coacciones. Su eficacia radica en la posibilidad del ajuste, el compromiso y la negociación. Por el otro lado, los candados establecen prescripciones y proscripciones. Estos medios favorecen la colaboración al instituir poderes de control, obligaciones concretas y sanciones para los transgresores. La eficacia de los candados radica en su inflexibilidad, formalidad y en la amenaza de coerción. Las exhortaciones apelan a la voluntad; los candados a la compulsión. El cuadro 1 presenta algunos ejemplos concretos de exhortaciones y candados.

			La diferenciación entre medios para obtener cooperación y coordinación en una red interorganizacional es útil en la medida en que revela distintas combinaciones o modelos de colaboración. Es decir, desde esta perspectiva, dependiendo de la adopción y prevalencia de distintos vehículos de cooperación y coordinación, aparecerán diferentes estructuras y formas de gobierno de una red, revelando, así, una tipología que puede iluminar diferencias entre los sistemas nacionales. Sin embargo, antes de presentar estos tipos, es importante hacer dos aclaraciones.




			Cuadro 1. Ejemplos de medios blandos (exhortaciones) y duros (candados) para lograr cooperación y coordinación
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Fuente: Elaboración propia.

			


Primero, la distinción entre exhortaciones y candados no supone cosa alguna sobre la eficacia de estos medios en un caso concreto. No hay razón a priori para suponer que medios blandos sean menos (o más) efectivos que los medios duros para obtener y mantener colaboración en una red. La cuestión de la eficacia depende, entre otras cosas, de las contingencias a las que se enfrente una red específica (Oliver, 1990) y, por ende, constituye una cuestión empírica. Segundo, la presentación dicotómica simplifica la diferencia entre medios al clasificarlos como exhortaciones o candados. No obstante, es importante señalar que, en realidad, los instrumentos (estructurales o gerenciales) que se implementan en las redes de colaboración pueden combinar aspectos blandos y duros (como en el caso de las inspecciones aleatorizadas). Además, es posible que, con el tiempo y durante el desarrollo de una red, nuevos medios sean adoptados, combinados o caigan en desuso.

			Suponiendo que los medios de gobierno de una red pueden combinarse con el objetivo de lograr colaboración, entonces, al menos cuatro escenarios son posibles. La matriz en la figura 2 presenta diferentes combinaciones que, analíticamente, pueden caracterizar la gestión y gobierno de redes interorganizacionales.




			Figura 2. Cuatro modelos de colaboración en red
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Fuente: Elaboración propia.

			


Sistema negociado-flexible. El primer escenario es el de la red que hace uso de exhortaciones para obtener cooperación y coordinación de sus miembros. Esta red se caracteriza fundamentalmente por la negociación y compromiso sobre fines, acompañados de una regulación blanda sobre las formas de coordinación. Estas características hacen que este tipo de red sea más flexible y fluida que las alternativas. Los riesgos de esta opción, sin embargo, radican en que puede incurrirse en altos costos de negociación –dada la intensidad de las transacciones necesarias para mantener la red funcionando–. También, puede haber alta inestabilidad y, en última instancia, retrasos en la operación. De ahí que este modelo de colaboración sea más adecuado para redes pequeñas, en las que exista gran densidad de relaciones (para evitar pérdidas de información) y consenso sobre fines. En este caso, los administradores de la red deben tener alta capacidad de negociación o mediación, y debe haber gran capacidad de gestión de las tareas de la red (particularmente, aquellas relacionadas con control y monitoreo).

			Sistema transaccional. En una red transaccional, la cooperación se logra por medio de negociación y acuerdo entre las partes, pero la coordinación se mantiene mediante la aplicación de estrategias y sistemas centralizados y homologados. En este caso se establece una red de política pública que logra traducir una serie de ajustes mutuos respecto a los fines (transacciones) en una regulación común y en procedimientos de coordinación armonizados. El supuesto central es que las transacciones se concretan en un sistema de implementación concertado y vinculante. La ventaja de este sistema es que, una vez alcanzado un acuerdo sobre los fines, los miembros del sistema y los administradores de la red no necesariamente incurren en grandes costos de coordinación (o al menos no en el largo plazo). El riesgo evidente es que la efectividad de la armonización de medios depende de la capacidad de acuerdo sobre fines. De ahí que este modelo de colaboración sea adecuado para redes de tamaño medio, donde exista cierto consenso ex ante de objetivos y en las que capacidad de negociación o mediación de los administradores de la red sea considerable.

			Sistema desconcentrado. En una red desconcentrada, la cooperación se logra a partir del uso de regulación dura (e. g., contratos o un estatuto de la red) y, potencialmente, mediante la institución de un sistema de control y sanción centralizado. En cambio, la coordinación de medios se logra a partir de la adopción de sistemas de operación y reglas blandas, como, por ejemplo, la implementación de un presupuesto por resultados o de un sistema de capacitación transversal. Este tipo de red interorganizacional tiene la ventaja de minimizar los costos de transacción relacionados con la adopción de objetivos comunes, así como de favorecer la coordinación mediante instrumentos no intrusivos. El riesgo de este modelo es que, aun si se minimiza la probabilidad de oportunismo gracias a regulación dura, la red puede incurrir en altos costos de coordinación. Tales características hacen que este modelo de colaboración sea conveniente para el caso de redes especializadas, en las que los integrantes están altamente diferenciados en capacidades o en competencias, o en casos en los que los recursos necesarios para la implementación de la política son específicos para cada integrante de la red.

			Sistema acoplado. Finalmente, en una red interorganizacional acoplada, la cooperación y coordinación de los integrantes se logra principalmente por medio de candados. Este tipo de red se caracteriza por su carácter rígido e integrado. Específicamente, existen mecanismos formales y coercitivos que minimizan el oportunismo y, en cambio, favorecen la alineación de objetivos. La coordinación también se logra a partir de medios duros como el presupuesto por insumo o la estandarización de procesos y la concentración de información en un sistema central. La ventaja de este tipo de red de política es su coherencia organizacional (i. e., entre fines y medios). No obstante, existen también potenciales desventajas como el formalismo, legalismo y la incapacidad de adaptación a eventos externos. Este modelo de colaboración es conveniente para redes grandes con baja densidad de conexiones, o donde existe una alta concurrencia de competencias y responsabilidades.

			Esta tipología puede ayudar a identificar diferencias en la organización y gobierno de las redes de colaboración. En el caso de los sistemas nacionales mexicanos, la tipología nos ayuda a identificar la variedad de modelos que se han adoptado, así como las potenciales ventajas y desventajas comparativas. Como cualquier otro tipo ideal, los modelos de colaboración son instrumentos de medición, en el sentido de que no tienen poder prescriptivo que sirva para evaluar deficiencias. Los modelos son abstracciones conceptuales que sirven para comparar casos empíricos. El cuadro 2 resume algunos aspectos clave de los diferentes modelos de colaboración.
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Dos casos

			A modo de ilustración, a continuación, presento brevemente dos casos y los posiciono en la tipología de modelos de colaboración en red. 

			1. Sistema Nacional de Transparencia (snt). Es la red de colaboración abocada a articular e implementar la política nacional de transparencia, acceso a la información y protección de datos personales. Su base normativa deriva del artículo 6º constitucional y la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública. En este sistema participan el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (Inai), el Archivo General de la Nación, la Auditoría Superior de la Federación (asf), el Instituto Nacional de Estadística y Geografía y los 32 organismos garantes de las entidades federativas. La Ley General de Transparencia establece en su artículo 31 que las funciones del snt incluyen: establecer lineamientos, indicadores y modelos para hacer cumplir la ley, desarrollar y establecer programas comunes, difundir criterios comunes de catalogación y sistematización de la información, establecer lineamientos para la operación de la Plataforma Nacional de Transparencia, establecer programas de profesionalización y emitir acuerdos y resoluciones generales.

			Para organizar el sistema, el snt cuenta con un consejo nacional, conformado por los integrantes del sistema y presidido por el Inai. Este consejo (que funciona en pleno al menos dos veces al año o mediante comisiones) toma decisiones estratégicas y operativas para todo el snt. El reglamento del consejo nacional establece las bases de operación del mismo, incluyendo la obligatoriedad de que toda decisión sea aprobada en forma de acuerdo. El consejo, a su vez, delega la ejecución de acuerdos y el seguimiento de los lineamientos en un secretario ejecutivo (que pertenece al Inai). Dentro de sus facultades, el Inai puede suscribir, en el marco del snt, convenios de colaboración específicos con los organismos garantes. Asimismo, los organismos garantes pueden suscribir acuerdos entre ellos y participar en sesiones regionales del snt.

			Un elemento crucial es la existencia de una Plataforma Nacional de Transparencia. Esta es una plataforma digital homologada y operada centralmente que incluye los sistemas de solicitudes de acceso a la información y medios de impugnación, los portales de obligaciones de transparencia, y el sistema de comunicación del snt y entre organismos garantes y sujetos obligados. 

			2. Sistema Nacional de Fiscalización (snf). El snf es una red de colaboración de las instancias federales y locales responsables de las tareas de auditoría y fiscalización del sector público. El snf está integrado por la Secretaría de la Función Pública, la asf, las contralorías de los estados, las entidades fiscalizadoras superiores locales y los órganos internos de control de la administración pública federal, de los poderes legislativo y judicial, de los órganos constitucionales autónomos y de las paraestatales. El snf conjuga los esfuerzos de las distintas organizaciones y departamentos fiscalizadores para dar mayor coherencia a sus trabajos y generar una estrategia común que permita, entre otros objetivos, formar y mejorar capacidades (asf, 2008). En otras palabras, el sistema se concibe principalmente como un mecanismo de conciliación y homologación. Esto explica que, en el caso del snf, el énfasis está en la armonización de normas profesionales, la creación de sistemas de capacitación y el intercambio de información.

			A diferencia de otros sistemas, el snf no se constituyó inicialmente a partir de un mandato de ley1. En cambio, el snf se creó a partir de la iniciativa encabezada por la asf y la Secretaría de la Función Pública en 2012. Solo en 2014 se le reconoció formalmente, cuando se dictaminaron las reformas que dieron origen al Sistema Nacional Anticorrupción.

			La organización del snf se establece en sus bases generales de coordinación y en sus bases operativas. Este último documento, “producto de la buena fe y común acuerdo”, establece que el snf es, ante todo, un conjunto de “mecanismos interinstitucionales de coordinación” (snf, 2012: 4). Los miembros del snf se reúnen periódicamente para dar seguimiento conjunto a los objetivos del sistema y, a partir de la Tercera Reunión Plenaria (2012), vigilar la implementación del plan estratégico común. A partir de la Quinta Plenaria (2015) se decidió crear un comité coordinador que, entre otras responsabilidades, organiza los grupos de trabajo del sistema y vincula las labores del snf con el Sistema Nacional Anticorrupción.

			El snf y el snt son dos ejemplos de red interorganizacional que, aunque similares en algunos aspectos, operan con lógicas organizacionales específicas. Mientras el snt tiene mecanismos de cooperación negociados, pero también más formalizados (en tanto existe una ley general que establece obligaciones concretas), el snf tiene bases operativas más flexibles pactadas por los miembros mismos. El snf, además, implementa regulación blanda y múltiples mecanismos transversales de homologación para generar coordinación entre los miembros. El snt, por su parte, también usa instrumentos transversales, pero sus sistemas de información y control son centralizados y estandarizados (e.g., Plataforma Nacional de Transparencia).

			En términos de la tipología de modelos de colaboración, parece que el snt tiene características de una red transaccional. Ello implica una prevalencia de candados para obtener coordinación, a un tiempo que se usan exhortaciones para alcanzar cooperación de los miembros de la organización. En la figura 3, por tanto, podemos ubicar al snt en el cuadrante superior derecho. No obstante, la formalización de acuerdos y lineamientos para asegurar la alineación de intereses implican la presencia, en este caso, de candados. De ahí que, acaso, el snt quede mejor clasificado como una red preponderantemente transaccional con algunos elementos de red acoplada. Las implicaciones de este carácter mixto no son necesariamente obvias. Sin embargo, al menos se puede decir que un sistema de este tipo puede fácilmente incurrir en costos de cooperación en el corto plazo que podría compensar con ahorros en coordinación y, eventualmente, con el uso selectivo de candados.




			Figura 3. El Sistema Nacional de Transparencia (snt) y el Sistema Nacional de Fiscalización (snf), según la tipología de modelos de colaboración
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Fuente: Elaboración propia.

			


El snf, por su parte, puede clasificarse en el cuadrante superior izquierdo de la figura 3. Esto es, la organización del snf se aproxima a una red negociada-flexible. En este tipo de arreglo la cooperación y coordinación se alcanza por medio de exhortaciones. En este sentido, es interesante notar que el snf tiene un consenso sobre fines y que también depende de subredes de organizaciones (la Comisión Permanente de Contralores Estados-Federación y la Asociación Nacional de Organismos de Fiscalización Superior y Control Gubernamental), lo que implica una mayor densidad de relaciones (más allá de las estrictamente asignadas al snf). También es interesante notar en este caso que, a medida que se ha desarrollado el sistema, ha habido ejercicios de centralización y adopción de reglas más formales. Esto señala cambios recientes en la lógica de colaboración tendientes a crear nuevos candados y, por tanto, a alejarse del tipo puro de red negociada-flexible. En tanto red negociada-flexible, no obstante, los administradores del snf deben mantener alta capacidad de negociación y mediación entre miembros de la red. Esto además implica que tareas de control y monitoreo transversal son de particular cuidado en este sistema.




			Conclusiones

			Los sistemas nacionales se han convertido en pieza clave de las políticas públicas del país. La eficacia de los estos sistemas depende, al menos en parte, de cómo logren garantizar la colaboración de las distintas organizaciones que participan en ellos. De ahí que no solamente sea relevante entender la forma en que se estructuran, sino también entender los medios de los que echan mano para asegurar la colaboración; en este caso, colaboración se entiende como la combinación de cooperación y coordinación. Existen al menos dos tipos de medios para obtener estos objetivos: exhortaciones y candados. Las primeras se refieren a medios de regulación blanda y tecnologías de gestión no intrusivas, basadas en el acuerdo y la creación de incentivos. Los segundos se refieren a formas de regulación dura y a mecanismos de gestión coercitivos, estandarizados o centralizados. Las distintas combinaciones de medios derivan, analíticamente, en diferentes modelos de colaboración que son útiles para entender divergencias organizacionales entre los sistemas nacionales.

			Vistos de esta manera, los sistemas nacionales no solo refieren a una variedad de problemas y arenas de política, sino que también expresan diversas formas de organizar la colaboración intergubernamental. Este texto se redactó con el propósito de establecer algunas bases conceptuales para asir estos distintos modelos. No obstante, aún quedan cabos sueltos que apunto aquí como caminos para futuras investigaciones.

			Primero, es necesario estudiar más casos y evaluar si los elementos conceptuales que aquí he ofrecido sirven para clasificar y comparar otros sistemas nacionales. La variedad de sistemas –y potencialmente de sus lógicas de organización– debería proveer suficiente material empírico para este ejercicio.

			Segundo, es importante teorizar e investigar empíricamente las consecuencias de la tipología. En particular, sería conveniente entender las conexiones entre modelos de colaboración y contingencias y desempeño de los sistemas nacionales. Por ejemplo, sistemas acoplados parecerían, a priori, ser más estables que los sistemas negociados. Esta relación entre modelo de colaboración y estabilidad del sistema podría tener consecuencias para la efectividad del mismo (Williams, 2005). Otro aspecto a explorar es la relación (potencialmente inversa) entre candados y colaboración voluntaria. Una hipótesis de trabajo sería que el uso de candados implica un efecto compensatorio entre la participación voluntaria de los miembros de la red y el costo en control para el nodo coordinador. Este aspecto puede ser de particular relevancia en redes grandes que usualmente incurren en altos costos de cooperación y coordinación (Provan y Kenis, 2008).

			Tercero, como es evidente, la organización de los sistemas nacionales no es estática. De ahí que otra área de oportunidad sea investigar el desarrollo histórico de los sistemas, así como la adopción y desuso de distintos modelos de colaboración. Lo anterior conlleva entender las determinantes del cambio organizacional de los sistemas nacionales. Sin duda la regulación y legislación desempeñan un papel muy importante a este respecto, pero también sería interesante investigar los efectos de cambios en el tamaño de la red, la complejidad de funciones o las características del dominio de política pública.

			Los sistemas nacionales son una apuesta por integrar y hacer más efectiva la acción pública del Estado mexicano. Hasta ahora, solo se han analizado parcialmente. Aún faltan herramientas para clasificar y comparar los diferentes sistemas. Más y mejores investigaciones son necesarias. No obstante, creo que los elementos aquí expuestos representan una entrada promisoria para entender las lógicas de colaboración de estas redes. La esperanza es que el estudio de estos sistemas eventualmente decante en lecciones sobre diseño y operación que permitan potenciar su efectividad y limitar sus defectos.







			
				
					NOTAS AL PIE


1.	En 2016, se reguló al snf en el marco de la Ley General del Sistema Nacional Anticorrupción
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Introducción

			El supuesto democrático afirma que los ciudadanos eligen a sus representantes con el fin de que apliquen una serie de políticas que les brinden un mayor desarrollo. Por ello, los candidatos a estas posiciones presentan diversas plataformas políticas, las cuales, de ser elegidos, son las que implementarán durante su paso por el poder. Al dar su voto, los ciudadanos también están eligiendo las políticas que se han de impulsar. Sin embargo, los representantes elegidos no pueden poner en práctica todas las políticas por ellos mismos, necesitan de administradores encargados del diseño y puesta en marcha de las decisiones, lo que resulta en una paradoja. Los administradores pueden decidir seguir los mandatos de los políticos o alejarse de ellos.

			Durante varias décadas tanto la ciencia política, la administración pública y la teoría de la organización pusieron especial énfasis en diferentes controles con el fin de garantizar el logro de los fines u objetivos que se han trazado los políticos.1 La literatura administrativa coincide en resaltar que el buen diseño de los procedimientos administrativos hará que los administradores no se alejen de los objetivos que trazan los políticos o que persigan sus propios objetivos, lo que se conoce como administrative drift (McCubbins et al., 1987 y 1989; McCubbins y Schwartz, 1984; Moe, 1990a; Weingast y Moran, 1983). Ejemplo de ello son los sistema de gestión de personal, los procedimientos, los sistemas de incentivos, monitoreo y sanción, o aquellos de vigilancia desde otros poderes o instancias; los cuales se llevan a cabo de manera pasiva, activa o reactiva.2 

			México no fue la excepción. Desde la década de los setenta fue incorporando diversos sistemas de control, monitoreo y sanción para los administradores públicos, Son de destacar los diferentes procedimientos y normatividades que se diseñaron después de la transición partidaria en el año 2000, sobre todo para regular los programas sociales. 

			A lo largo de los años de aplicación de programas sociales se acumularon reclamos por su uso discrecional y político.

			Ante estos reclamos por un manejo objetivo y políticamente imparcial de los programas sociales en México y luego de la alternancia política a nivel nacional se comenzaron a incorporar en ley una serie de controles que buscaban un uso eficiente y eficaz de los recursos públicos en la atención de los problemas sociales, sobre todo en un contexto de alta competencia política y de escasez de recursos. Era necesario generar una estructura institucional apropiada para el manejo de los programas sociales como eje clave para la lucha contra el uso político de los recursos destinados a estos programas, a través de la creación de condiciones propicias ex ante (normatividad y procedimientos) dentro de la administración pública para que se minimizaran las probabilidades de uso clientelar de los recursos de los programas.

			A pesar de lo extendido de su uso y del reconocimiento a la incorporación de reglas claras en el diseño de los programas sociales, el presente artículo muestra como aún persisten viejas prácticas en su aplicación. Los controles que se introdujeron en la administración pública mexicana para el uso eficiente y eficaz de los recursos para un mejor desempeño pueden ser fácilmente obviados o incluso revertidos y con ello continuar el uso político y discrecional de los recursos. Utilizamos como estudio de caso la Cruzada Nacional contra el Hambre (cnch), programa del gobierno federal 2012-2018.

			Si bien la cnch fue anunciada con bombo y platillo por el gobierno federal, en medio de un inflado optimismo patrocinado por un artificial pacto político entre diversas fuerzas partidarias, llamado “Pacto por Mexico”, a continuación se muestra que la citada Cruzada carece de un sólido planteamiento del problema y tiene un confuso diseño de objetivos, una dispersa focalización de municipios y una torpe selección de alternativas de política; además, lo que buscaba eran rentas políticas. La cnch ejemplifica entonces cómo, a pesar de las reformas que se hicieron a los procesos y procedimientos para la toma de decisiones de la política de desarrollo social que pudieran garantizar una mejor focalización del gasto público destinado a atender a aquellos más desaventajados, se presentan retrocesos y usos políticos de los programas sociales derivando en una fragmentación y débil capacidad institucional para la toma de decisiones en programas sociales postalternancia.3

			


El marco analítico

			Uno de los dilemas clásicos de la ciencia política y la administración pública se refiere al control sobre los encargados de diseñar e instrumentar las decisiones de política y fue magníficamente expresado por Madison, Hamilton y Jay en The Federalist, quienes mencionaron que en el hecho de delegar las decisiones de política a otros se creaba un problema de control para los políticos, primeramente, y para los ciudadanos, al final.4 El problema surge del hecho de que para obtener los beneficios de delegar a alguien la responsabilidad de un asunto o tema, también se le tiene que dar el beneficio de la discreción. Sin embargo, la discreción de aquellos encargados de diseñar e instrumentar las políticas puede tornarse en contra de la voluntad de aquellos que los contratan. Esto se denominaría en la literatura como el dilema de la delegación y los problemas de agencia (véase McCubbins et al., 1987 y 1989).

			Las propuestas de solución vinieron primero de la teoría de la organización, la cual, para regular la conducta de los administradores sugirió alinear sus incentivos a los de los directivos o gerentes; sin embargo, las organizaciones burocráticas son diferentes de las privadas y responden a diferentes incentivos, pues en las primeras se cuenta con elementos adicionales que no tienen las segundas, como son normativas públicas y la presencia del poder público que esta asimétricamente distribuido en la jerarquía (Allison G. T., 1992). Por ello, los incentivos clásicos de las organizaciones privadas no son suficientes en las organizaciones públicas, ya que deben reconocer que la distribución asimétrica del poder público crea retos al control organizacional.

			La ciencia política, así como la técnica administrativa, posteriormente coincidieron en apuntar que establecer normas, planes, procedimientos y procesos administrativos sirve para controlar la conducta de los burócratas y con ello lograr que no se alejen de los objetivos. Asimismo, las formas burocráticas del control del proceso de trabajo son importantes pues fijan las actividades de monitoreo, reglas, normas, estándares de los procesos, políticas y jerarquía de la autoridad.

			El control burocrático es una modalidad de control organizacional que se basa particularmente en reglas, normas, políticas y sistemas de recompensas. El control burocrático considera la racionalidad y toma en cuenta tanto los objetivos como los medios para llegar a éstos. La finalidad del control burocrático es doble: en el aspecto administrativo busca el uso eficiente de los recursos y con ello también maximizar los resultados de la organización, entidad o gobierno; por el otro, en el área política trata que los burócratas no utilicen su discreción para asignar los recursos sino sólo den seguimiento a los objetivos que ha trazado la coalición gobernante, por lo que también sirve como complemento al sistema de rendición de cuentas (véase Coen y Thatcher 2005).

			Estos controles aparecen como elementos necesarios en los Estados modernos para el control político y administrativo en las democracias. Cobran vital importancia principalmente en países en desarrollo, o en aquellos cuyos sistemas se caracterizaban por el oportunismo de sus miembros (véase Ballinas, 2011; Winecki 1996). De acuerdo con esta perspectiva, un gran número de autores argumenta que los políticos pueden, hasta cierto punto controlar a los burócratas (véase Calvert et al., 1987; McCubbins et al., 1987, 1989). Por ello, mientras el poder legislativo garantiza el control a través del correcto diseño institucional, el poder ejecutivo utiliza reglas, procesos y procedimientos para limitar la discreción administrativa (Moe, 1989a, 1989b, 1990a; Moe y Wilson, 1994). Estos argumentos tuvieron un fuerte eco en la disciplina administrativa, por lo que desde la década de los años setenta se hizo énfasis en que los gobiernos deberían construir mejores procedimientos que para asegurar el control administrativo que maximizara sus beneficios (Alesina y Tabellini 2004, 2005; Epstein y O’Halloran 1999; Fiorina, 1986). Después, en la literatura se asumió que estos controles funcionan también como mecanismos de rendición de cuentas, y que permiten que las decisiones se implementen de acuerdo con la voluntad popular.

			Sin embargo, un par de décadas después nueva literatura mostró que los mecanismos de control implican una serie de costos para los políticos y aún más para los ciudadanos, por lo que, si no están diseñados de manera correcta y no han logrado modificar de manera sostenida la conducta de los administradores, se tendrán dificultades, pues ni políticos ni ciudadanos desearán incurrir en costos para ejercer esos controles (Arnold, 1987; Canes-Wrone, 2003; Ferejohn and Shipan, 1989, 1990; Wood, 1988; Wood and Waterman, 1991). Por lo tanto, difícilmente se controlará el uso de los recursos o se revertirán decisiones, aunque vayan contra los objetivos para los cuales fueron creados los controles originalmente (véase Aberbach, 2002; Coen y Thatcher, 2005). Todo esto representa un reto a la creación de controles y procedimientos.

			Otros estudios posteriores han mostrado cómo, en contextos de cambio, de gobiernos divididos y de gran competencia electoral, los controles tienden a incrementarse con el fin de garantizar control y obediencia (Epstein y O’Halloran, 1994, 1999). La idea detrás del endurecimiento de los controles es que éstos se mantengan a pesar de la incertidumbre política o del cambio electoral. También de acuerdo con Dunleavy (1991), esto puede incluir desde  las normas y los procedimientos con que se toman las decisiones hasta el control de los nombramientos de los burócratas, la forma de asignación del presupuesto, el diseño institucional de la oficina y el sistema de recompensas y sanciones.

			En ese mismo sentido, Bawn (1995) encontró que, dependiendo de las complejidades técnicas de la política, los controles serán de tipo ex ante o de tipo ex post. Siendo éstos para los temas en que resulta difícil encontrar información relevante o ésta es variante o incierta, y los ex ante para garantizar cierta calidad, proceso, tipo o resultado. Más tarde, Huber y Shipan (2002) mostraron que el uso de normas, procesos y procedimientos para controlar el comportamiento de los burócratas se hará dependiendo del tema y, de acuerdo con la importancia política que le den, se preferirán controles ligeros o hasta el microcontrol del diseño y alcance de las decisiones de política.5 




			El caso de México

			México no ha sido ajeno al desarrollo de estos instrumentos normativos, pues desde la década de los setenta fue incorporando diversos sistema de control, monitoreo y sanción para los administradores públicos, pero sólo de manera formal e incipiente. Su apogeo fue durante las reformas económicas y políticas de los años noventa, proceso por demás interesante. Las reformas económicas trajeron una concentración de poder económico, pero también preocupación en el poder político. El proceso de democratización eventualmente cambiaría el equilibrio de poder, no sólo a nivel nacional sino también subnacional, por lo que se tenía que asegurar que los grupos afectados no trataran de tomar ventaja del proceso de cambio político y quedarse con posiciones dominantes. Por ello, se debían construir diversas instituciones formales que garantizaran el desarrollo económico sin agentes dominantes a la vez que reglas claras para el ejercicio del poder –conocidas como reformas de segunda generación.


			Lo que parecía al principio un mero problema económico o administrativo terminaba siendo un problema político. Esto originó que se desarrollaran diversos instrumentos de control, antes ausentes en la administración pública mexicana o que eran inoperantes, los cuales iban desde aquellos para prevenir las conductos nocivas (corrupción), los que garantizaban la homogeneidad en los perfiles de los servidores públicos (servicio civil) hasta diversas normatividades que incentivaban a los administradores para que hicieran uso eficiente y eficaz de los recursos públicos.6 

			En México, la política social comprende múltiples programas, basados en diferentes estrategias de intervención y que atienden a diferentes grupos objetivo.7 La política social es vista como un elemento que ayuda al mejoramiento de las condiciones de vida de las personas. Debido a la existencia de imperfecciones del mercado en el sistema capitalista, se entiende que una de las responsabilidades del Estado moderno es la atención de las necesidades básicas de la población, por lo que se justifica la participación del gobierno para corregir dichas asimetrías o para la provisión de ciertos servicios que cada sociedad ha determinado como básicos o como derechos inherentes a las personas (Arias y Muñoz, 2008).

			La reducción de la pobreza es uno de los objetivos principales de la política social. Sin embargo, existen diferencias importantes en cómo se define la pobreza y, por lo tanto, en cuál es la mejor manera de atacarla. Las definiciones de pobreza van desde una línea de pobreza extrema medida en dólares, una perspectiva de inequidad pobreza-rezago social, hasta conceptos multidimensionales de pobreza que no sólo implican escasez de recursos materiales sino también de lo no material (Hall y Midgley, 2004). Por su parte, los programas sociales son instrumentos del gobierno federal para atender problemáticas específicas que tienen prioridad nacional. Su objetivo es atender o remediar diversas desigualdades derivadas de la estructura de los mercados y de la representación política. La política social considera aspectos relevantes que abren la posibilidad de hablar de desarrollo social, destacando elementos esenciales como la participación ciudadana, la generación de capacidades, de derechos y responsabilidades (Andrenacci y Soldano 2006). Por ello, la política social se ve como una forma de garantizar un conjunto de bienes y servicios esenciales para todas las personas, independientemente de su nivel de ingresos, favoreciendo el acceso y la inclusión de los grupos más desfavorecidos de la sociedad por el sistema de mercado. La conclusión con base en ese argumento es que la política social influye decisivamente en la calidad de vida (Arias, 2008). Por lo tanto, su diseño e implementación impactará en el resultado de los programas.

			En México, a lo largo de los años de aplicación de programas sociales se acumularon reclamos por su uso discrecional y político con el fin de hacerse de clientelas políticas. Tras la transición, había una creciente preocupación de que los gobiernos subnacionales, aquellos encargados de instrumentar de manera local gran parte de los programas nacionales, corrompieran los objetivos de los programas. La preocupación abarcaba la creación, diseño e implementación; la elección de los beneficiarios, así como la aplicación de recursos. Por ello, el gasto social experimentaba un incremento sustancial pero un uso poco eficiente de los recursos y una ausencia de resultados.

			Es de destacar que, derivado de los reclamos para un manejo objetivo y políticamente imparcial de los programas sociales en México, el gobierno federal comenzó a construir una serie de controles que permitieran un uso eficiente y eficaz de los recursos públicos en la atención de los problemas sociales; en un contexto de alta competencia política y de escasez de recursos se hizo necesario vigilar el gasto en programas sociales. Era importante generar una estructura institucional apropiada para el manejo de los programas sociales como eje clave para la lucha contra el uso político de los recursos destinados a estos programas; se buscó crear condiciones propicias ex ante (normatividad y procedimientos) dentro de la administración pública para que se minimizaran las probabilidades de uso clientelar de los recursos de programas sociales. Esta normatividad se fue extendiendo y ha sido parte del diseño de los programas sociales no sólo a nivel federal, sino también subnacional. Se legisló y se establecieron procedimientos controlados por las Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp) (encargada de la asignación, gestión y vigilancia de los recursos públicos a nivel federal) y la Secretaría de la Función Pública (encargada de la vigilancia, control y sanción de la gestión pública federal).

			Posteriormente, en 2004, se publicó la Ley General de Desarrollo Social (lgds), que tiene entre sus objetivos garantizar “el pleno ejercicio de los derechos sociales consagrados en la Constitución”; además esta Ley establece áreas prioritarias de atención, impone restricciones en materia de presupuesto, regula la participación de la sociedad civil en la política social y establece mecanismos de evaluación, entre otros aspectos. En agosto de 2005 se creó el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) como un organismo público descentralizado de la Administración Pública Federal con el objetivo de revisar periódicamente el cumplimiento del objetivo social de los programas, metas y acciones de la política de desarrollo social; la medición de la pobreza,8 y contar con información que sea de utilidad para mejorar la toma de decisiones en la materia.9

			Los diferentes procedimientos y normatividades que se diseñaron después de la transición partidaria en el año 2000 tenían por objetivos: a) mejorar la intervención gubernamental al tener una regulación sobre la creación y operación de los programas sociales; b) hacer explícitos y transparentes, ex ante, los criterios para la asignación de recursos, y c) con ello disminuir el uso discrecional y político de los recursos públicos. Ejemplo de ello es que desde la transición se incorporaron dentro del proceso de presupuestación los “programas sujetos a reglas de operación”, así como los mecanismos para su evaluación. Las reglas de operación aparecen como un conjunto de disposiciones que precisan la forma de operar un programa, con el propósito de que se logren los niveles esperados de eficacia, eficiencia, equidad y transparencia. En ellas se debe de establecer clara y previamente quién puede ser sujeto de recibir los apoyos, los apoyos específicos que ofrecen los programas y los requisitos para obtenerlos.

			Los programas sociales están sujetos a la previa publicación de las reglas de operación, las cuales se elaboran paralelamente al presupuesto. Entonces el ejecutivo determinará cuáles programas estarán sujetos a estas reglas, que se pueden modificar en cada ciclo presupuestal o, en su defecto, a lineamientos, que pueden superar los ciclos presupuestales. Para 2015, existían 94 programas sociales sujetos a reglas de operación.10

			Los programas sujetos a reglas de operación son aquellos ejecutados por dependencias y entidades de la administración pública federal directa o indirectamente por medio de subsidios o transferencias, en efectivo, en especie o mediante la prestación de servicios. El supuesto detrás de las reglas de operación y los lineamientos radica en la idea de que el adecuado diseño de los programas contribuye a reducir significativamente las probabilidades de un uso político de los recursos y reduce los elevados costos de supervisión del mismo, ya que es mucho más sencillo vigilar la estructura de un programa que detectar en cada momento los potenciales comportamientos inadecuados de los administradores públicos. Si bien no todos los programas sociales a nivel federal están sujetos a estos controles, sí están obligados a hacer públicos sus objetivos y la forma en que operarán y se asignarán los subsidios.

			Esta normatividad se desarrolló como parte de un conjunto de herramientas para la mejora de la gestión pública y es resultado de la introducción de los valores de gestión orientada a resultados y del presupuesto basado en resultados. Asimismo, encontraba su justificación en mejorar la planeación nacional, haciendo énfasis en el nexo entre el Plan Nacional de Desarrollo, los programas sectoriales y los programas presupuestales. Por ello, a partir de 2007 la shcp, la Secretaría de la Función Pública y el Coneval han acompañado a los programas sociales en la elaboración de este instrumento de planeación, con medidas de supervisión de gasto eficiente, en pleno apego a las reglas que regulan el comportamiento de los servidores públicos, y una labor orientada a resultados.

			Las dependencias han contribuido a mejorar la planeación al interior de los programas presupuestales a partir de la elaboración de matrices de indicadores para resultados. Esta herramienta busca mejorar el diseño de los programas federales, contar con mejores indicadores estratégicos y de gestión, así como tener un nexo más claro con los programas sectoriales y el Plan Nacional de Desarrollo. Se parte de que un correcto diseño de los programas resulta en una correcta focalización, lo cual permite maximizar la reducción de la pobreza al hacer un uso eficiente de los recursos destinados a ese objetivo, a la vez que aprovechar el costo de oportunidad que se obtiene del número de beneficiarios y el monto de las transferencias.11 Dicha orientación debe estar dirigida a la población objetivo (del programa o de la política) para poder desarrollar los mecanismos adecuados que ayuden a cumplir los objetivos antes establecidos. Por el contrario, tal como lo mencionan Hernández, Orozco y Vázquez (2008), la focalización mal implementada puede generar que se incluyan personas que no necesitan el apoyo o los recursos y se excluya a las personas que sí necesitan el apoyo. El rigor en los diagnósticos y el diseño entonces ayuda a maximizar la eficiencia y efectividad de los programas, y a la vez minimizar los problemas de control político de los burócratas. Lo anterior es revisado a la luz de la Cruzada Nacional contra el Hambre (cnch) en la siguiente sección.




			La Cruzada Nacional contra el Hambre

			En la toma de posesión como presidente, Enrique Peña Nieto anunció el inicio de una “cruzada contra el hambre”, la cual sería encomendada a la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol) del gobierno federal. La cnch se presentó como una política pública, social, integral y participativa, que pretendía dar una solución estructural y permanente al grave problema del hambre que existe en el país. La cnch reconocía que la privación de alimentos es producto del entorno socioeconómico que requiere de un enfoque de política pública (sic) integral en materia de alimentación, salud, educación, vivienda, servicios en la vivienda e ingreso (Secretaria de Desarrollo Social, 2014a).

			De acuerdo con la Sedesol, la cnch es una estrategia de inclusión y bienestar social de carácter nacional, que busca garantizar la seguridad alimentaria y la nutrición de 7.01 millones de mexicanos que viven en condiciones de pobreza extrema. Esta estrategia se implementa mediante la coordinación de diferentes dependencias de la Administración Pública Federal, de organizaciones de la sociedad civil y del sector privado.

			La estrategia de la cnch pretendía resolver la “inaceptable presencia de hambre en millones de mexicanos” también se proponía llegar a tener “cero hambre a partir de una alimentación y nutrición adecuada de las personas que viven en pobreza multidimensional extrema y carencia de acceso a la alimentación”, finalmente “eliminar la desnutrición infantil aguda y a mejorar los indicadores de peso y talla en la niñez” (Secretaría de Desarrollo Social, 2014a). La cnch está dirigida a aquellas personas que no tienen ingresos ni acceso a alimentos. Está orientada a una población constituida por las personas que viven en condiciones de pobreza multidimensional extrema y que presentan carencia de acceso a la alimentación (Secretaría de Desarrollo Social, 2014a). La cnch se implementa a través de un Sistema Nacional que busca atender el problema del hambre en México. Este sistema debe garantizar un funcionamiento adecuado y ordenado, que permita la coordinación de los tres órdenes de gobierno.




			La definición del problema y la estrategia de intervención

			La cnch define el hambre como la situación que enfrenta una persona al encontrarse en pobreza extrema y con carencia alimentaria. La cnch argumenta que hay un doble vínculo entre hambre y nutrición; por pobreza extrema se habla de un ingreso por debajo de la línea de bienestar mínimo y la carencia por acceso a la alimentación es por la inseguridad alimentaria cuando no se tiene acceso a los alimentos suficientes y nutritivos. Al hambre también se le vincula con los derechos sociales contemplados en la medición multidimensional de la pobreza: vivienda, servicios básicos de salud, educación, salud, seguridad social, entre otros.

			Desde su inicio, la cruzada fue polémica en su definición y su focalización. En cuanto a lo primero, y previo a la publicación de su decreto de creación “el hambre se define como la situación que enfrenta una persona al encontrarse en pobreza extrema y con carencia alimentaria” (Secretaría de Desarrollo Social, 2014a).12 Lo cual daba una definición muy laxa al problema central y la población objetivo no coincidía con otras mediciones oficiales. En ese momento, México tenía, según información del Coneval (2013), 53.3 millones de personas en pobreza, las cuales constituyen 45.5% del total de la población, que presentan carencias en educación; en el acceso a los servicios de salud; en la calidad y espacios de la vivienda; en el acceso a los servicios básicos en la vivienda, y en el acceso a la alimentación. Para el año 2010, en México casi 28 millones de personas no tuvieron acceso a una alimentación adecuada y dentro de éstos, 7.4 millones se encuentran en pobreza extrema (Encuesta Nacional de Salud y Nutrición, 2012).13

			Sin embargo, en su primera aproximación, la cnch se enfoca en una población objetivo de 7.04 millones, ajustada posteriormente a 7.01 millones. Junto con ello, los municipios de atención anunciados en su decreto de creación no coincidían con la distribución de la población objetivo. En su primera etapa la cnch centraría su trabajo en 400 municipios prioritarios y atendería a 7.4 millones de personas (48.6% en zonas urbanas y 51.3% en zonas rurales) que viven en condiciones de pobreza multidimensional extrema y que presentan carencia de acceso a la alimentación, según se señaló en el Decreto publicado el 22 de enero de 2013 en el Diario Oficial de la Federación. La cnch aseguró que en su etapa final incluirá a todos los municipios del país. En el siguiente mapa podemos ver la distribución geográfica de los municipios de la cruzada en su primera etapa.




			Figura 1. Ubicación geográfica de los 400 municipios prioritarios de la cnch
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Fuente: Secretaría de Desarrollo Social, 2013.

			


Es importante notar lo siguiente: al contrastar los 400 municipios contenidos en el decreto de la cnch con los datos de Coneval 2010, que se muestran en la figura 2, observamos que sólo 195 municipios están considerados dentro de los que presentan mayor porcentaje de personas con carencia a acceso a la alimentación en el país. De los 2 456 municipios de la república mexicana, 1 250 municipios tienen el menor porcentaje –de entre 0 y 20%– de la población en pobreza extrema, 668 municipios  concentran de 20 a 40% de población en pobreza extrema, 390 municipios  representan de 40 a 60% de la población en pobreza extrema, mientras que 148 municipios  concentran el mayor porcentaje –de 60 a 85%– de la población en pobreza extrema (Coneval, 2013). Esto significa que existen 32 376 718 personas vulnerables por carencia social de los cuales 27 988 899 son vulnerables por carencia en acceso a la alimentación. Por lo tanto, tener una población objetivo de 7.01 millones no es consistente con la información de pobreza alimentaria disponible en ese momento. 




			Figura 2. Ubicación geográfica de los municipios por porcentaje de la población en situación de pobreza extrema

			[image: 10-figura2]





Fuente: Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, 2010.

			


La figura 3 nos indica que según los resultados del Coneval 2010 sólo 195 municipios están considerados dentro de los que presentan mayor porcentaje de personas con carencia a acceso a la alimentación en el país (Coneval, 2013). Esto nos da un claro ejemplo del mal diseño en la selección de los primeros 400 municipios para la cnch en su primera etapa.

			Figura 3. Ubicación geográfica de los municipios por porcentaje de la población con carencia por acceso a la alimentación

			[image: 10-figura 2]





Fuente: Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, 2013.

			


Al día de hoy, la cnch cubre un total de 1 012 municipios, cuenta con 182 405 certificaciones en el país, 10 038 comedores comunitarios de los cuales se beneficia a 1 030 258 personas, existen ya 1 054 856 familias beneficiadas con tarjeta Sin Hambre o apoyo económico: en total, 4 177 563 personas beneficiadas con dicho apoyo (Sin Hambre, 2015). 

			


Ejes estratégicos

			La cnch está dirigida a aquellas personas que no tienen ingresos ni acceso a alimentos. Según la Sedesol (2014b), esta “cruzada” tiene diferentes campos de acción para lograr su objetivo. Existen cinco ejes estratégicos en la cnch: el ingreso, el aumento de la oferta de alimentos, el acceso a los alimentos, la inclusión productiva y, finalmente, la movilización y contraloría social.

			De acuerdo con la Sedesol (2014b) el ingreso está dentro de los ejes para proteger el poder adquisitivo y el ingreso, la cnch pretende fomentar políticas de empleo y fortalecer los programas de transferencias. Por ejemplo en el eje  del aumento de la oferta de alimentos, se pretende mejorar la disponibilidad, acceso a los alimentos y apoyar la economía campesina; mientras que en el de acceso a los alimentos, se pretende promover en localidades a través de la comercialización y el fortalecimiento de las redes de abasto (Secretaría de Desarrollo Social, 2014b).




			Figura 1. Ejes estratégicos de la Cruzada Nacional contra el Hambre
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Fuente: Elaboración propia.

			


La cnch se comprometió a resolver la presencia de hambre en el país; sin embargo, la definición de hambre no está clara, ya que abarca aspectos como pobreza extrema, carencia alimentaria, carencias sociales, ingreso por debajo de la línea de pobreza, inseguridad alimentaria, desnutrición y derecho a la alimentación. Estos conceptos no son lo mismo ni se deben atender de la misma manera. No existe una única definición de hambre ni de la problemática que se desea atender con esta estrategia. Las acciones contenidas en sus líneas estratégicas no atienden las causas que pretende solucionar la cnch.

			Como lo muestra García Vázquez (2014), la definición del problema del hambre, si bien es complejo, delimita no sólo el problema a atender sino a su vez las líneas de intervención. Si bien la cruzada conceptualiza al problema del hambre como un problema de “derechos”, para el cual debe darse una justicia social que permita acabar con la pobreza alimentaria, la intervención para la cruzada se da a través de corregir problemas del mercado, pero no con mecanismos de justicia social.




			La variable política

			Desde un inicio, la cnch recibió duras críticas por un posible uso electoral y político de sus tareas. La focalización de los municipios prioritarios distaba de aquellos marcados en los mapas oficiales de la pobreza. En ese sentido, otras investigaciones (Merino, 2013) anticiparon que buscaban explicaciones electorales a esta focalización. La investigación de Merino mostró que en aquellos lugares donde en la elección presidencial se había registrado un voto por el entonces Partido de la Revolución Democrática (prd), se eleva la probabilidad de ser seleccionados como municipios de la cnch aunque según los criterios de la focalización no debería ser así. Además, encontró que a mayor participación electoral, menor era la probabilidad de ser un municipio seleccionado por la cnch. En ese sentido, las siguientes gráficas muestran el comportamiento electoral de los municipios de la cruzada. El resultado muestra que la cruzada ni siquiera servía como estrategia que asegurara una base electoral para el año 2018, sino que era una simple campaña de “marketing” para la entonces Nueva Administración. 

			El siguiente análisis muestra que hay una tendencia a privilegiar municipios priístas. Más claramente, que la carencia alimentaria es mayor en aquellos municipios gobernados por el pri. En las gráficas (a, b, c) de la figura 3 podemos observar que aún con una R2 baja, la pendiente de la recta es positiva. Para las elecciones de 2000 y 2006 podríamos decir que la población que no tiene acceso a la alimentación vota por el pri. Sin embargo, para la tercer gráfica de los 400 municipios, se ve una R2 mucho menor, además que la pendiente de la recta no es muy significativa por lo que podríamos decir que el partidismo es casi nulo.




			Figura 2. Resultados electorales en 2006 y 2012
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Fuente: Elaboración propia. Nota: La gráfica muestra el porcentaje de preferencias electorales de la siguiente manera pan, pri  y prd.

			


Dicho lo anterior, decidimos agregar a cada una de las rectas una ecuación polinomial de cuarto grado, ya que era la que nos arrojaba resultados más visibles y ajustaba mejor nuestros datos –gráficas a.1), b.1) y c.1)–. En este sentido, nuestra R2 no aumentó significativamente, así que podemos concluir que para los municipios de la primera etapa de la cnch la asociación entre el porcentaje del voto priista y el porcentaje de la población con carencia a la alimentación es limitada pero sí existe. Lo cual es contradictorio, si se quisiera a la cnch con fines políticos; lo que nos dice la estadística es que entre más se vote por el pri más probabilidades hay de terminar en carencia alimentaria.




			Figura 3. Porcentaje de la población con carencia alimentaria vs. porcentaje de voto por el pri en 2000, 2006 y 2012 para los 400 municipios de la cnch en su primera etapa

			Gráfica a)
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Gráfica a.1)
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Gráfica b)
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Gráfica b.1)
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Gráfica c)
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Gráfica c.1)
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Resultados

			El 9 de julio de 2013 el Coneval presentó un Esquema General de Evaluación de la cnch con vista a 2013-2018, con el objetivo de generar información que permitiera mejorar el diseño e implementación de la Cruzada y, por otra, que contribuyera a la transparencia y rendición de cuentas de la política de desarrollo social en México. En esta evaluación, el Coneval planteó observaciones en puntos estratégicos como, por ejemplo, que el problema que busca resolver la cnch no está definido en los documentos analizados, y que es necesario utilizar la misma definición y conceptos en la enunciación del problema en los diversos documentos; también enfatizó que mediante la información analizada se constató la necesidad de homogeneizar el planteamiento de los elementos del marco lógico, el fin, propósito, componentes y actividades con las definiciones y conceptos de los diversos documentos; así como la importancia de exponer claramente si el propósito será ajustado a partir de la medición de pobreza del Coneval cada dos años (Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, 2013).

			En este sentido –y como resultado a lo identificado por el Coneval (2013) como parte de un proceso que promueve no sólo la transparencia y la rendición de cuentas, sino la mejora continua y oportuna de la política social–, los avances, retos y problemáticas encontrados por este diagnóstico fueron comunicados a la  Sedesol durante el proceso.

			Además de las recomendaciones de 2013, el Coneval realizó el seguimiento del Esquema General de Evaluación de la Cruzada en agosto del 2015. Este seguimiento presenta los resultados a la mitad del sexenio, con el objetivo de mostrar sus avances, fortalezas y áreas de oportunidad, a partir de elementos como la coordinación interinstitucional y la identificación de las necesidades básicas de los hogares asociadas a las carencias sociales (Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, 2013a y 2013b).

			En el seguimiento al esquema se enfatizaron temas como el de la importancia de la coordinación interinstitucional, los cambios realizados por la  Sedesol al Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social (fais) para fortalecer la coordinación entre órdenes de gobierno; también se solicitó la información sobre el estudio de hogares que fueron beneficiarios por la Cruzada entre 2013-2014 y 2015, así como un estudio exploratorio del impacto de la Cruzada, en el cual se comparen las condiciones de vida de la población beneficiaria de la Cruzada con las de la población con características similares que no ha sido atendida en el marco de dicha estrategia (Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social, 2015).

			La publicación del Programa Nacional México Sin Hambre 2014-2018, que se daría un año después de la publicación del Decreto inicial de la Cruzada pretendía corregir unos de los errores de origen en el diseño de ésta, principalmente, la carencia y el conflicto en definiciones básicas, la precisión de su población objetivo y su focalización. Se calculó que había 7.2 millones de personas en pobreza extrema, que además se encontraban en un estado de inseguridad alimentaria; se ubicaban en 1 012 municipios.

			Sin embargo, como se ha podido ver, el Programa Nacional México Sin Hambre 2014-2018 no se creó como un programa presupuestario, lo que lo obligaría a tener reglas de operación, sino que quedó como un programa sombrilla, dejando al libre albedrio de los programas integrantes su interacción con los objetivos del Programa Nacional. Esto explica en gran medida la desaceleración de la Cruzada y el eventual abandono, incluso desde la mitad de la administración 2012-2018.




			Comentarios finales

			Los procesos de modernización de los gobiernos latinoamericanos fueron muy variados y con diversos resultados. México siempre fue presentado como el campeón de las reformas económicas. Luego de las reformas económicas de los noventa, el gobierno mexicano también obtuvo un alto reconocimiento por su política social, con la adopción de programas sociales para el desarrollo de capacidades a través de transferencias condicionadas. México desarrolló además una sólida metodología para el diagnóstico de diversas carencias sociales, la instrumentación de sus programas sociales a través de diversas reglas de control ex ante, las que incluían criterios claros en su operación y asignación de recursos, completados con la creación de un organismo autónomo encargado de evaluar la política social.

			Desde un inicio, la cnch no fue concebida como un programa, para que estuviera fuera de los controles que el sistema político mexicano había creado. Los objetivos de la cnch son confusos e inconsistentes, el primer objetivo tiene como fin dar alimentación y nutrición adecuada a las personas que viven en pobreza multidimensional extrema, pero no basta con entender qué es el hambre sin mostrar cuáles son nuestras alternativas para combatirla. La política social puede actuar como la generadora de políticas y procedimientos utilizados por el gobierno para reducir la vulnerabilidad de las personas; sin embargo, la cnch no actúa de esta manera, no hace política social sino que trabaja como un Estado benefactor paternalista, sin favorecer que el individuo encuentre las herramientas para su propio desarrollo.

			Junto con ello, la población objetivo no está bien focalizada; se dirige a niños o a toda la población que vive en condiciones de pobreza extrema o sólo a las personas más necesitadas de los ٤٠٠ municipios. Continuamente se cambia de niños a adultos, de adultos a familia, etcétera. Aunque sea una política en crecimiento, su futuro es muy incierto ya que la población objetivo de la cnch es sólo 25% del total de la población que vive con hambre en México.

			El presente análisis muestra que a pesar del esfuerzo de contar con diversos controles para regular el diseño y el alcance y evitar el abuso de los programas sociales, dichos controles fueron obviados por los diseñadores con el fin de maximizar sus rentas políticas. La cnch representa un retroceso en el control sobre el uso político de los programas sociales, que ha derivado en una fragmentación y débil capacidad institucional de la toma de decisiones en programas sociales postalternancia.







			
				
					NOTAS AL PIE


1.Nos referimos por control de la administración pública al conjunto de procedimientos, normatividad y acciones mediante las cuales los políticos garantizan (por medio de incentivos o sanciones) que las instituciones públicas tiendan al logro de sus fines y objetivos.

				

				
					2.	Por ejemplo, lo que la literatura llama active oversight, o sea  “police patrols” para el control de la burocracia; véase McCubbins y Schwartz (1984).

				

				
					3.	Cabe aclarar que el presente capítulo se refiere únicamente a los controles ex ante que se crearon como control del diseño de los programas sociales y para limitar el uso clientelar de los programas sociales federales, ya que por el otro lado existen una serie de disposiciones ex post (como la fiscalización) que también ayudan en detectar y probar el uso clientelar de los programas sociales, así como el uso indebido o desvío de recursos, pero que no son objeto de análisis de este trabajo.

				

				
					4.	Esto aparece en El espíritu de las leyes de Montesquieu (1750), quien argumentaba que la organización democrática moderna adolecía de centralizar el gobierno en una sola o en pocas personas, por lo que al final se podría tornar en un gobierno despótico, no diferente al de los reyes que se trataron de derrocar con el nuevo régimen. Por ello la necesidad de, para evitar el abuso de poder, mantener una división de poderes, los cuales sirven como una suerte de pesos y contrapesos a los otros poderes, por lo que ninguno puede tornarse como absoluto. Para revisar estos argumentos consultar también a Lowi (1992) y a O’Donnell (1994).

				

				
					5.	Algunos autores como Weingast y Moran (1983) y Martin (1997) estudiaron esto para el caso del Congreso estadounidense; Mientras que Wilson (1989) y Moe (1989a, 1989b) lo hicieron para los esfuerzos del presidente estadounidense por controlar a la burocracia central.

				

				
					6.	Algunos de éstos derivados de su propio devenir (ejemplo, la renovación moral de la administración pública) o de su inscripción a organismos internacionales (como el caso de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos). Para un recuento de estos instrumentos véase Ballinas (2000).

				

				
					7.	Las políticas sociales, que en muchos países habían estado enmarcadas en los Estados benefactores, se fueron transformando en programas focalizados para atender situaciones muy particulares de pobreza o para enfrentar el resultado de los shocks económicos de las reformas de las tres décadas finales del siglo xx (Naim, 1995).

				

				
					8.	La Ley General de Desarrollo Social estipula que la medición de la pobreza se realizará por las siguientes dimensiones: ingreso corriente per cápita, rezago educativo, acceso a los servicios de salud, acceso a la seguridad social, calidad y espacios de la vivienda, acceso a servicios básicos en la vivienda, acceso a la alimentación y grado de cohesión social. De acuerdo con el Coneval, cuando los individuos tienen al menos una carencia social y perciben un ingreso inferior a la línea de bienestar, cuyo valor equivale al costo de las canastas alimentaria y no alimentaria juntas, se encuentran en condición de pobreza. Pobreza extrema se considera cuando una persona presenta tres o más carencias sociales y percibe un ingreso inferior a la línea de bienestar mínimo, es decir, tiene un ingreso total que es menor al costo de la canasta alimentaria básica.

				

				
					9.	Dentro de la lgds, el capítulo VI, “De la definición y medición de la pobreza”, hace referencia en su artículo 36 a los lineamientos y criterios que establece el Coneval para la definición, identificación y medición de la pobreza. Cabe mencionar que para ello se deberá utilizar la información que genera el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) independientemente de otros datos que se estimen convenientes.

				

				
					10.	Aunque no existe una definición sobre reglas de operación en documentos oficiales, el Presupuesto de Egresos de la Federación incluye el listado de programas que para ese ciclo fiscal se sujetarán a reglas de operación “de manera enunciativa y no limitativa”, pues el Ejecutivo podrá determinar qué programas se sujetarán a éstas, por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp). Este número puede variar de año a año y de presupuesto a presupuesto.

				

				
					11.	Las estrategias de focalización consisten en dirigir las acciones a una población o territorio definido con el fin de lograr la eficiencia en la gestión de los recursos.

				

				
					12.	En su decreto de creación y en su última modificación, en mayo de 2014, se concluyó que el hambre se define como la situación que enfrenta una persona al encontrarse en pobreza extrema y con carencia alimentaria; esta definición considera tanto el ingreso por debajo de la línea de bienestar mínimo, que representa el costo de una canasta de alimentos mínimos necesarios para tener una nutrición adecuada, así como la carencia de acceso a la alimentación, que se basa en el concepto de inseguridad alimentaria (Sin Hambre, 2014e).

				

				
					13.	En 2012, de acuerdo con la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición (Ensanut), 2.8% de los menores de cinco años presentaban bajo peso, 13.6% baja talla, 1.6% desnutrición aguda (emaciación) y 23.3% anemia.
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Introducción 

			Las reformas y los procesos de modernización al sector público que se han implementado en las últimas décadas en el país buscaron modificar la estructura del sector con la finalidad de mejorar servicios y procesos de gestión dirigidos a diversos grupos de la población, ya sea mediante la separación de funciones a través de un aumento en el tipo de especialización horizontal, o bien a través de políticas dirigidas a descentralizar diversas competencias. Los procesos de modernización y descentralización del sector público en México han tenido efectos diversos y no siempre en el sentido deseado; una de las áreas más afectadas es la política social y en particular los programas relacionados con el combate a la pobreza, con la alimentación y con la salud. En todos ellos, los cambios a la estructura administrativa de los procesos de decisión han modificado la relación entre los ciudadanos y el gobierno y eventualmente dan lugar a nuevos esquemas de gobernanza.

			Por otro lado, la difusión y la transferencia de políticas han ganado un creciente interés en el sector público para explicar los procesos de diseño e implementación de políticas públicas en diferentes contextos, no obstante que su utilidad para el análisis comparativo ha sido débilmente abordada, sobre todo cuando se trata de países que están en un contexto diferente a donde han operado muchas de las reformas recientes en gestión pública. Asimismo, otro tema de interés no sólo para los académicos, sino también para funcionarios preocupados por la implementación de políticas públicas es el desarrollo de instrumentos de coordinación que permitan disminuir la fragmentación y atomización que ha traído consigo la introducción de la llamada Nueva Gestión Pública (Culebro, 2008;Christensen y Lægreid, 2007).

			En el caso de México el interés por conocer los problemas de coordinación en el sector público es reciente (Culebro, 2008; Culebro y Arellano, 2012; Cejudo y Michel, 2015). En gran medida estos problemas de coordinación son el resultado, por un lado, de una fallida implementación de políticas destinadas a ampliar la especialización horizontal y por el otro, de fallas en el diseño institucional del contexto político administrativo y de la toma de decisiones al interior del sistema político. En cuanto a la política alimentaria vigente en México, se han identificado problemas de diseño y coordinación en al menos dos dimensiones referidas en la literatura: primero, una dimensión institucional en la que destaca el problema de la fragmentación de la política social, derivada de la falta de coherencia entre programas y de la ausencia de instrumentos de gestión (Cejudo y Michel, 2015); y segundo, una dimensión de diseño enfocada por un lado en la definición y diagnóstico del problema público, y por otro, en la forma en que se consideraron modelos internacionales de política social para su implementación en el contexto mexicano (Coneval, 2013; Gamboa, 2013).

			De esta manera, el propósito de este capítulo se dirige a analizar el desarrollo de la política social en México y, en particular, el caso de la estrategia de la Cruzada Nacional contra el Hambre (cnch), como un mecanismo de adaptación y aprendizaje institucional producto de un proceso de transferencia y difusión de políticas públicas. Nos preguntamos acerca de las condiciones bajo las cuales ocurren estos procesos y sobre sus efectos en el contexto político administrativo, así como en qué forma los procesos de institucionalización afectan el desarrollo de estos mecanismos.

			El capítulo considera la utilidad de la difusión y transferencia de políticas públicas en combinación con el análisis institucional a partir del Nuevo Institucionalismo, particularmente el sociológico y el histórico.




			Transferencia y difusión de políticas. El marco de análisis a partir del aprendizaje institucional

			La adaptación y aprendizaje institucional es considerado a partir de dos grandes niveles de análisis, el primero se encuentra relacionado con la transferencia y difusión de políticas públicas, y el segundo, con el análisis institucional desde muy diversos enfoques. La combinación de estos dos niveles sugiere que la implementación de las reformas se incorpora a un contexto institucional existente, de tal manera que las ideas, programas y políticas que se transfieren pasan por un filtro institucional que afecta el desarrollo y los resultados esperados, así como la profundidad del cambio y su ámbito de aplicación (Bull, 2007).

			Más en sintonía con la difusión de políticas, Evans y Davies (1999) ven a la Transferencia de Políticas Públicas (tpp) cercana a un concepto de nivel medio y dentro de un entorno multiorganizacional y multidisciplinario, en donde es precisamente el ámbito internacional el que produce esta transferencia. Por otro lado, parte de la literatura sobre transferencia sugiere que puede llegar a convertirse en una fuente de innovación y aprendizaje de experiencias exitosas (Dussauge, 2015), aunque su implementación no resulte necesariamente en una mejora de la gestión o la prestación de los servicios, ya que ésta puede ocurrir sólo para simplificar la búsqueda de alternativas o disminuir cualquier tiempo de riesgo. No obstante, la tpp, como cualquier otro instrumento decisorio en las organizaciones, se enfrenta a los problemas derivados de la ambigüedad, incertidumbre y racionalidad limitada propios de los procesos de innovación y aprendizaje.

			De alguna forma esta transferencia y aprendizaje implica también un proceso de construcción de lecciones en el ámbito internacional y generación de conocimiento a partir de otras experiencias, en las cuales resulta factible desarrollar modelos y programas. Para lograr esto, Rose (1991) sugiere que la lección se construye alrededor de 10 pasos, algunos de ellos con características similares a la tpp y en otros se profundiza sobre el carácter cognoscitivo de los mecanismos de aprendizaje.

			Desde una perspectiva más empírica otros estudios se han apoyado en el análisis institucional para explicar las posibles fallas en la implementación de modelos organizacionales producto de procesos de transferencia y aprendizaje –como en el caso de la promoción turística (Culebro y Askvik, 2010), donde las fallas ocurren por diversas razones, ya sea por problemas de legitimidad o por los elementos propios de las instituciones, como su carácter normativo y cognoscitivo; en otras ocasiones la tpp genera un conjunto de paradojas institucionales en términos de regulación y rendición de cuentas (Figueras y Culebro, 2012)– o bien para estudiar los programas de mejora de la gestión pública a partir de transferencia entre países similares (Dussauge, 2015) y como herramienta conceptual para la tpp en contextos latinoamericanos.

			El capítulo asume que la transferencia de políticas públicas, así como el aprendizaje del exterior y la construcción de lecciones no ocurre de forma aislada, sino que transcurre dentro de un contexto institucional específico y en ambientes organizacionales (Meyer y Rowan, 1977) afectados por trayectorias de dependencia y coyunturas críticas que reflejan el sistema político administrativo y los procesos de decisión y cambio (Olsen y Peters, 1996), así como la conformación de diversos campos organizacionales (DiMaggio y Powell, 1983), por ejemplo, en el sector salud (Scott, 2001). Estos campos se encuentran integrados por tres pilares o componentes: regulativo, cognitivo y normativo; el primero de ellos enfatiza el papel de las sanciones, apoyado por una lógica instrumental en la que precisamente el apego a reglas formales provee de legitimidad a las decisiones de las organizaciones; el segundo, cultural/cognitivo, implica un conjunto de creencias compartidas que permiten otorgar un significado a las acciones; y el tercero, normativo, se apega más a las normas de carácter social en las organizaciones, como los procesos de acreditación y certificación (Scott 2001).




			La Cruzada Nacional contra el Hambre en México en el marco de la transferencia de políticas y el aprendizaje del exterior

			El marco analítico de la transferencia de políticas desarrollado en profundidad por Dolowitz y Marsh (2000) ha tenido concordancia con el trabajo propuesto por Rose (1996) en el sentido de considerar la transferencia de políticas como un marco que aglutina diversos conceptos: difusión, convergencia, aprendizaje y obtención de enseñanzas. Este último, de acuerdo con Rose (2001) es resultado del interés de los gobiernos por llevar a cabo acciones que en otros contextos hayan funcionado previamente, con la intención de mantener cierto grado de seguridad en torno a las acciones gubernamentales. Lo anterior impulsa a los agentes de la transferencia a buscar experiencias exitosas en ámbitos internacionales susceptibles de ser transportadas a los contextos nacionales o locales. Desde la perspectiva de Rose, es posible suponer que la obtención de enseñanzas, vista como un tipo de “transferencia voluntaria” implica un aprendizaje consciente, deliberado e intencional. Es decir, si bien es cierto que la transferencia se define como “un proceso en el cual los conocimientos acerca de las políticas, las disposiciones administrativas y las instituciones en un momento y/o lugar, se usan en la elaboración de políticas, disposiciones administrativas e instituciones en otro momento y/o lugar” (Dolowitz y Marsh, 1996: 344), Rose atribuye a dicho proceso una intencionalidad orientada a la acción política. En palabras de Rose, “una enseñanza es, entonces, una moraleja política deducida al analizar las acciones de otros gobiernos” (Rose, 1991: 7). Cabe destacar que, en la perspectiva de Rose, las lecciones o aprendizajes son vistas como herramientas que guían acciones futuras, es decir que, con base en la experiencia actual de otros países, es posible mejorar elementos de la política nacional y ofrecer una alternativa –con suficiente evidencia– para desarrollar nuevos programas y acciones a mediano y largo plazos (Rose, 1991). 

			Bajo la perspectiva de los autores mencionados, en este apartado se analiza la Cruzada Nacional contra el Hambre (cnch) utilizando el marco de la transferencia de políticas para identificar aquellos elementos que arrojan luz sobre algunas etapas del proceso de transferencia en particular. Se parte del argumento señalado por Evans y Davies (1999) sobre la dificultad de identificar con precisión los componentes tangibles e intangibles de la transferencia, así como el de tomar con reserva una postura que afirme rotundamente la validación o existencia de dicha transferencia. En cambio, este trabajo apunta a la identificación de algunos elementos presentes de la transferencia de políticas que pueden convertirse en lecciones de aprendizaje, reconociendo la complejidad de la política social mexicana, en particular de los programas y políticas enfocados a mejorar la situación alimentaria y el combate a la pobreza en el país.

			Con base en lo anterior, se retoman cuatro pasos de la propuesta original de Rose (1991) con el fin de extraer lecciones de la experiencia brasileña en cuanto a la formulación de un programa de seguridad alimentaria (Hambre Cero) implementado en 2003 por el gobierno federal, y que 10 años más tarde sirvió de modelo para implementar la estrategia mexicana cnch. Asimismo, los cuatro pasos se complementan con cinco de las siete preguntas desarrolladas por Dolowitz y Marsh (1996) para identificar elementos del proceso de transferencia de políticas. El cuadro 1 muestra la integración de ambas propuestas en relación con los elementos que se analizan para el caso mexicano.
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Diagnóstico del problema. El apoyo institucional y trayectorias históricas

			México tiene una amplia trayectoria de política pública en materia de alimentación y nutrición. El periodo posrevolucionario marcó el origen de las políticas y los programas públicos de nutrición, orientados en aquel momento hacia dos grandes rubros: la producción de alimentos y el consumo alimentario. El marco que imperó en aquel periodo fue el de la soberanía alimentaria, cuando el Estado buscaba la autosuficiencia alimentaria a partir de las mejoras al campo mexicano. El marco de la seguridad alimentaria coincidió con las reformas estructurales al Estado y con el enfoque de modernización del país. Durante la segunda mitad de la década de los ochenta y parte la década de los noventa, el gobierno mexicano comenzó a diseñar políticas y programas focalizados hacia la población que vivía en situación de pobreza extrema rural y urbana y concentró sus acciones en las llamadas políticas de consumo. Desde 1940, el entonces presidente Lázaro Cárdenas definió la política alimentaria como parte de la política social. Prácticamente desde ese periodo, los asuntos de alimentación formaron parte de un rubro que más tarde se llamaría desarrollo social y ocuparía el ramo 20 del gasto público federal. Así, la política alimentaria se ha relacionado con políticas de combate a la pobreza o de mejoramiento de las condiciones de vida general de la población. Lo anterior explica, en parte, por qué la incorporación de los problemas alimentarios en la agenda de salud es relativamente reciente.1

			La política alimentaria actual asume plenamente el derecho a la alimentación como parte de los derechos humanos. Pese a que el Estado mexicano ha reconocido estos derechos a través de la ratificación y firma de diversos tratados, instrumentos, cartas y convenios internacionales en la materia,2 comenzó a diseñar Planes Nacionales de Desarrollo (pnd) con enfoque de derechos humanos a partir del año 2000, siendo el pnd 2007-2012 y el pnd 2013-2018 los que incorporan claramente dicho enfoque.3 Cabe destacar que la política social en México está reglamentada, primero por la Carta Magna, segundo por los Planes Nacionales de Desarrollo (pnd), tercero por la Ley General de Desarrollo Social, que regula la Política Nacional de Desarrollo Social, y finalmente, por las leyes, normas y reglas de operación aplicables. Pese a que el tema alimentario ha estado presente en la agenda de gobierno desde hacer varias décadas, durante la administración pasada la alimentación se incorpora en la agenda gubernamental y política a partir del reconocimiento del derecho a la alimentación. Este derecho, quedó reglamentado en la Constitución Política Mexicana en 2011, cuando se reformó el artículo 1º, título primero constitucional, Capítulo ١. “De los derechos humanos y sus garantías” (el capítulo cambió de denominación y dejó el concepto de garantías individuales para referirse a derechos humanos y sus garantías) (dof, 2011). Esta reforma dio pie a que cuatro meses más tarde se adicionara al artículo 4º constitucional el siguiente párrafo: “Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad. El Estado lo garantizará”. También el artículo 27 se modificó, para quedar como sigue: (Con referencia al párrafo XX): “El desarrollo rural integral y sustentable a que se refiere el párrafo anterior, también tendrá entre sus fines que el Estado garantice el abasto suficiente y oportuno de los alimentos básicos que la ley establezca” (dof, 2011). Por su parte, la Ley General de Salud también señala la importancia de una política integral en materia de alimentación, al mencionar entre los objetivos del Sistema Nacional de Salud: “Diseñar y ejecutar políticas públicas que propicien la alimentación nutritiva, suficiente y de calidad, que contrarreste eficientemente la desnutrición, el sobrepeso, la obesidad y otros trastornos de la conducta alimentaria.” (dof, 2016).

			Es en este contexto que en 2013 el gobierno federal mexicano sitúa el problema alrededor de un marco institucional y pone en marcha la Cruzada Nacional contra el Hambre (cnch), asumiendo un enfoque de derechos humanos a partir del derecho a la alimentación y reconociendo que los esfuerzos de administraciones previas han sido insuficientes para atender la problemática alimentaria del país. Sobre todo, con respecto a las personas que experimentan situaciones de hambre y que viven en contextos de extrema pobreza (dof, 2013). De acuerdo con el decreto de creación, la cnch es una estrategia de inclusión y bienestar social cuyo propósito es conjuntar esfuerzos y recursos de la federación, las entidades y los municipios, también de los sectores público, social, privado y de organismos internacionales para cumplir objetivos como: cero hambre a partir de una alimentación y nutrición adecuada; eliminar la desnutrición infantil aguda y mejorar indicadores de peso y talla en la niñez; aumentar la producción de alimentos y el ingreso de los campesinos y pequeños productores agrícolas; minimizar las pérdidas postcosecha y promover la participación comunitaria para la erradicación del hambre (dof, 2013). Uno de los elementos novedosos de la cnch es proponerla como un instrumento bajo coordinación interinstitucional e intersecretarial (Coneval, 2015). En este sentido, la Cruzada agrupa programas y políticas ya existentes, que contaban con recursos financieros y reglas de operación propios, bajo el nuevo esquema de combate al hambre y a la pobreza extrema. De acuerdo con Gamboa (2013), la Cruzada tomó como modelo el diseño institucional del programa Hambre Cero implementado por el gobierno brasileño en 2003. El cuadro 2 muestra algunas características políticas de ambos países y de los programas alimentarios implementados. En el caso brasileño, durante el periodo 2003-2011, que fue la duración del programa Hambre Cero; para el caso mexicano a partir de 2013 y hasta la fecha, que es el tiempo de operación de la cnch.

			Cuadro 2. Hambre Cero (Brasil) y Cruzada Nacional contra el Hambre (México). Contexto político/administrativo.
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			Fuentes: Elaboración propia con base en: Diario Oficial de la Federación (2013); Decreto por el que se establece el Sistema Nacional para la Cruzada contra el Hambre, del 22 de enero de 2013, y Da Silva, Del Grossi y Galvao (2012).

			


El cuadro 3 compara algunos elementos específicos de ambas políticas alimentarias, con la finalidad de complementar el paso 1 de Rose (definición del problema) y de relacionar las siguientes preguntas: ¿qué se transfiere? y ¿de dónde viene la transferencia?, de la propuesta de Dolowitz y Marsh (1996).




			Cuadro 3. Hambre Cero (Brasil) y Cruzada contra el Hambre (México). Definición del problema y características de los programas
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Fuente: Elaboración propia con base en el Diario Oficial de la Federación (2013) y Decreto por el que se establece el Sistema Nacional para la Cruzada contra el Hambre, del 22 de enero de 2013. Da Silva, Del Grossi y Galvao (2012).

			Nota: Con el programa Hambre Cero, Brasil cumplió el Objetivo de Desarrollo del Milenio, que es reducir la extrema pobreza a la mitad entre 1990 y 2015.

			


El contenido de la transferencia

			La transferencia de políticas y aprendizaje se caracterizó por convertirse en un proceso híbrido y limitado –y al mismo tiempo filtrado en un contexto político–, asumiendo elementos propios. De acuerdo con el Coneval (2013), el diseño de la Cruzada recuperó las experiencias internacionales de Perú (Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria 2004-2015), Nicaragua (Programa Hambre Cero), Brasil (Hambre Cero), entre otros. Siendo este último el que mayores similitudes tiene con la versión mexicana. De acuerdo con el enfoque de Dolowitz y Marsh (2000) se transfirió el contenido general de la política y la idea planteada en el diagnóstico del problema. Cuando decimos que la transferencia ocurrió al nivel del contenido de la política, nos referimos a lo que señalaban los autores: “se entiende a la política como declaraciones amplias de intención que indican una dirección deseada”, en este sentido, la idea de combatir el hambre y la pobreza extrema es recuperada por el gobierno mexicano como el objetivo central de la Cruzada, a partir del cual se desarrolla la estrategia. Si bien México recupera la idea de combatir al hambre y la pobreza, no utiliza la Cruzada como política de seguridad alimentaria articulada con políticas estructurales, como en el caso brasileño. No obstante, el Coneval en su evaluación sobre el diseño de la Cruzada señaló como déficit que en el diagnóstico no siempre se consideraron todos los elementos de la política brasileña, tampoco se retomaron los problemas que enfrentó Brasil en aquel momento (Coneval, 2013). Aunque en ambos programas se plantearon los mismos: objetivo general; el desarrollo de estrategias, metas, instrumentos, acciones y, sobre todo, el marco teórico-conceptual para definir hambre y pobreza, asumieron características propias. 

			Mientras que el programa brasileño colocó el problema del hambre como un problema estructural derivado del modelo económico, que favorece la concentración de la renta y que amplía las desigualdades socioeconómicas, la Cruzada definió el hambre a partir de indicadores de carencias sociales, es decir, elaboró una definición “operativa” sin delinear los elementos teóricos o conceptuales involucrados. Para el programa mexicano el hambre es la condición resultante de tener inseguridad alimentaria moderada o severa (medida a través del indicador de carencia alimentaria), además de vivir en condiciones de pobreza extrema (población con ingresos menores al valor de la canasta básica alimentaria y con al menos tres carencias sociales). En conjunto, este sector de la población es el que vive en condiciones de pobreza extrema alimentaria o hambre.4 Como se mencionó, de la propuesta brasileña se transfiere a México la idea general de la política, que en el caso particular, ocurrió en un momento político coyuntural, pues el año previo a la implementación de la Cruzada se realizaron elecciones presidenciales en el país, y el entonces candidato del pri a la presidencia, Enrique Peña Nieto, ya enarbolaba la Cruzada como parte de su proyecto de campaña.




			Origen de la transferencia

			El origen de la transferencia fue doble, aunque en primer lugar se identifica al gobierno brasileño como la fuente original de transferencia, y en segundo lugar se identifican organismos internacionales como otra fuente de transferencia. El gobierno brasileño tomó parte en una estrategia regional, a partir de la cooperación Sur-Sur y con la renovación de una agenda internacional que permitió la participación de este país en iniciativas internacionales como: Iniciativa América Latina y el Caribe Sin Hambre, Diálogo Brasil-África sobre Seguridad Alimentaria, Lucha contra el Hambre y Desarrollo Rural, Reforma del Comité de Seguridad Alimentaria de la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura (fao), por mencionar algunos (Da Silva, Del Grossi y Galvao, 2012). Por otro lado, el programa brasileño retomó en aquel momento los Objetivos de Desarrollo del Milenio de la Organización de las Naciones Unidas (onu), que se propuso reducir la pobreza extrema a la mitad entre 1990 y 2015. Cabe mencionar que las agendas políticas a nivel mundial han reconocido la lucha contra el hambre no sólo como una condición necesaria para el desarrollo de las sociedades, sino como elemento indispensable en la garantía de derechos humanos,5 lo que sugiere una valoración ético-política e ideológica sobre qué tipo de sociedad se busca construir y cuáles serían las prioridades y directrices para conseguirla.




			Abstracción del modelo de causa y el diseño de la lección

			Un modelo describe de forma genérica los elementos de un programa que son necesarios para que pueda funcionar y la abstracción identifica lo que es común en muchos países (Rose, 1991). Así, identificar focos de abstracción (elementos comunes) y poner atención en los aspectos esenciales (necesarios para funcionar), son aspectos fundamentales para realizar un análisis comparativo y obtener con ello lecciones o aprendizajes del exterior. Un modelo, entonces, identifica un problema sobre el cuál se plantean una o varias soluciones, así como la forma en que se relacionan; es decir, cómo y de qué manera se pueden transformar las soluciones en acciones con intencionalidad política para modificar el statu quo. De lo anterior es posible suponer que las lecciones del exterior se transforman en acciones con cierta intencionalidad política, las cuales, una vez que son abstraídas de un programa real (un contexto A), pueden ser transportadas (a un contexto B) y modificar o reorientar ya sea algunos elementos del programa local en cuestión, o incluso transformar la orientación política en su conjunto. De acuerdo con la propuesta de Rose (1991), una lección del exterior debe incluir los elementos necesarios para que los programas funcionen, pero debe dejar fuera aquellos elementos “no esenciales”.

			El autor propone algunos elementos que es necesario identificar: 1) reglas de actuación, por ejemplo, reglas de operación de programas específicos, normas y demás leyes de competencia; 2) los requerimientos administrativos para el cumplimiento del programa; 3) la necesidad de personal, por ejemplo, especialistas en la materia, operadores en distintos niveles, auditores, etcétera; 4) los receptores de los programas, ya sea un sector de la población (mujeres, niños, adultos mayores), o bien organizaciones (hospitales, universidades, agencias gubernamentales). Cabe mencionar que, si bien es posible dar seguimiento a estos elementos durante el proceso de transferencia, la obtención de enseñanzas del exterior para el propio contexto o país es un proceso dialéctico, en el sentido de que el modelo inicial no necesariamente es el modelo final de implementación, ya que durante el proceso se reconfiguran algunos de los elementos básicos. Es decir, se puede enfatizar la inclusión de dichos elementos, pero con ello no termina el proceso de aprendizaje. El cuadro 4 muestra los elementos del modelo de abstracción para el caso de la Cruzada Nacional contra el Hambre y el Proyecto Hambre Cero.




			Cuadro 4. Elementos del modelo de abstracción. Brasil-México.

			[image: 12-cuadro 4]


[image: 12-cuadro 4-2]





Fuente: Elaboración propia con base en: Diario Oficial de la Federación (2013). Decreto por el que se establece el Sistema Nacional para la Cruzada contra el Hambre, del 22 de enero de 2013. Da Silva, Del Grossi y Galvao (2012).

			


Que exista una correspondencia entre el modelo del cual se abstraen lecciones y la aplicabilidad de los aprendizajes en el propio contexto es variable y depende de si la lección es una adaptación, un híbrido, una síntesis de modelos, o simplemente está inspirado en el modelo extranjero (Rose, 1991). La adaptación del modelo a las circunstancias concretas del país es una forma de importación simple de la cual se pueden diseñar lecciones. Así, la adaptación implica un cierre, una correspondencia entre la fuente original y el programa que se desea replicar; no necesariamente deben ser idénticos, pero cuanto mayor sea el grado de correspondencia, mayor será el grado de aprendizaje del exterior.




			Grados de la transferencia

			Derivado de la propuesta de Dolowitz y Marsh, es posible suponer que el grado de transferencia en la cnch es el de imitación en tanto recupera la idea general de combatir el hambre y la pobreza; pero a su vez es inspiracional, pues en el discurso político, la Cruzada se asumió como una política integral y completa, aunque debido a la premura en su implementación (Coneval, 2013) los alcances esperados aún se muestran parciales y fragmentados (Cejudo y Michel, 2015). La transferencia del modelo brasileño hacia el contexto mexicano muestra un grado de correspondencia menor, es decir, se trata de un modelo que imita al original –al menos al nivel de las ideas y de principios generales–, basado en la inspiración; por lo que no es posible afirmar que sea una copia fiel del proyecto brasileño.

			El último paso que se toma como referencia en este trabajo es el número 8 de la propuesta original de Rose y se denomina: manejando el problema en el contexto, que a su vez es compatible con las preguntas planteadas en el trabajo de Dolowitz y Marsh asociadas al contexto institucional: ¿cuáles son las restricciones de la política?, y ¿cómo la transferencia conduce al fracaso de la política?




			Coordinación y contexto institucional

			Esta etapa introduce a la tercera parte del capítulo, pues se trata, fundamentalmente, de identificar cuáles elementos del contexto intervienen en el éxito o fracaso en la implementación de la política. Para efectos de este trabajo, se destacan sólo aquellos elementos del contexto institucional, ya que en cualquier proceso de transferencia deben tenerse en cuenta los requerimientos administrativos e institucionales para que los programas funcionen. De acuerdo con Rose “debido a que cada programa tiene que ser anclado dentro de las instituciones de gobierno, una lección no se puede importar si no hay una institución que pueda ponerla en práctica” (Rose, 2001: 16).




			Restricciones de la política

			Desde la perspectiva de Dolowitz y Marsh (2000), es posible identificar cuando menos dos elementos –no exhaustivos ni excluyentes–, que muestran las tendencias en las restricciones que tuvo la Cruzada al implementarse en el país:

			Primero, el marco cultural/cognitivo que acompaña la orientación política y las trayectorias en cada país y que fue consecuente con el programa en cada contexto. Pese a que ambos países son repúblicas democráticas, representativas, federales y presidencialistas, en Brasil históricamente han predominado gobiernos afines a la socialdemocracia, a los movimientos sociales por la lucha y defensa de derechos de las minorías y por una construcción de sociedad en defensa de la salud colectiva; en ese sentido, Hambre Cero se planteó como una política de seguridad alimentaria, integral y articulada con otras políticas de tipo estructural, con la finalidad de erradicar el hambre y la pobreza extrema a partir del reconocimiento urgente del cambio en la política económica de tipo neoliberal que predomina en el continente latinoamericano en los últimos 30 años. En México, la orientación política predominante ha sido una de centro-derecha que favorece los proyectos y políticas sociales en una lógica mercantil; cabe mencionar que, al menos durante los inicios de la década 2000-2009, la capital del país (Ciudad de México) logró avanzar en el posicionamiento de gobiernos afines a los partidos de izquierda socialdemócrata. 

			En segundo lugar, un elemento de restricción es la factibilidad institucional y estructural relacionada con el marco regulativo. Se ha documentado que, aun cuando la Cruzada intenta resolver el problema de la fragmentación en la política social mediante la búsqueda de coherencia entre programas, la coordinación entre estructuras de decisión y los procesos administrativos, y la integración de la acción gubernamental, no logra contrarrestar el efecto desarticulador de reglas, normas y sobre todo de rutinas de operación arraigadas en las acciones de funcionarios del programa (Cejudo y Michel, 2015).




			Discusión y conclusiones

			El propósito del capítulo consistió en analizar el desarrollo de la política social en México, y en particular el caso de la estrategia de la cnch, como un mecanismo de adaptación y aprendizaje institucional producto de un proceso de transferencia y difusión de políticas públicas. 

			Asumiendo la utilidad de la difusión y transferencia de políticas públicas junto con el análisis institucional de diversas características de la implementación de la política, así como de la transferencia misma, la implementación de la Cruzada desde el ámbito de la transferencia de políticas y aprendizaje del exterior sugiere un conjunto de problemas derivados de una serie de filtros institucionales, cuyo resultado es una transferencia incompleta debido a tres grandes dimensiones: la primera es la inconsistencia en la interpretación y expresión del problema con respecto al origen de la política y el actual sistema político. La segunda consiste en la ausencia de una política alimentaria y de bienestar social integral, lo que resulta en un conjunto de intervenciones fragmentadas y parciales para solucionar un problema que desde el inicio fue incorrectamente percibido, ya que su definición atendió a las consecuencias del daño (el hambre extrema) pero no realiza precisamente un viraje hacia la determinación del problema. Finalmente, el análisis de la cnch permite observar la existencia de una débil coordinación institucional y organizacional en la implementación de políticas públicas transversales en la política de seguridad alimentaria.







			
				
					NOTAS AL PIE


1.	Históricamente, las políticas alimentarias se han articulado en torno a la relación alimentación-trabajo, como elemento clave del desarrollo social del país. Si bien durante la década del sesenta ya se reconocían la desnutrición y los problemas de deficiencia de micro y macronutrimentos como problemas de salud pública, las políticas alimentarias siguieron bajo la dirección y regulación de la Secretaría de Desarrollo Social. Es hasta 2010, en el contexto del reconocimiento de la obesidad y, en general, de las enfermedades crónicas degenerativas como problemas de salud pública, que la Secretaría de Salud comienza a realizar acciones específicas en la materia. 

				

				
					2.	La Declaración de Ginebra de 1924 y la Declaración de los Derechos del Niño de 1959 son antecedentes internacionales que suponen no sólo el reconocimiento del derecho a la salud y a la alimentación de un sector de la población, sino el consenso internacional sobre los compromisos y obligaciones que adquieren los Estados firmantes.

				

				
					3.	La Ciudad de México marcó un antecedente a nivel local al diseñar programas con enfoque de derechos. Como ejemplo, en 2001 se creó la Pensión Alimentaria Ciudadana para Adultos Mayores de 70 y más años, lo que supuso, al menos en el discurso, un cambio de paradigma en las políticas sociales y en la forma de pensar y definir el envejecimiento. Véase Delgado, 2012. 

				

				
					4.	Véase www.sinhambre.gob.mx 

				

				
					5	El término de la Segunda Guerra Mundial dio paso a la formulación de instrumentos de carácter jurídico que garantizan los llamados derechos humanos. Es entonces cuando las agendas internacionales comienzan a diseñar políticas públicas con enfoque de derechos. 
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Introducción

			La Cruzada Nacional contra el Hambre (cnch) es una estrategia del gobierno federal para contender con la pobreza, con la finalidad de garantizar la seguridad alimentaria y nutrición de aproximadamente 7.01 millones de mexicanos que no tienen los recursos suficientes para el ejercicio pleno de su derecho a la alimentación (Coneval, 2009). El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) informó que, en el año de 2012, 9.8% de los mexicanos se encontraba en una situación de pobreza multidimensional extrema. La Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol) define la cnch como una estrategia de bienestar social que no sólo fomenta la coordinación entre diferentes dependencias de la administración pública en sus tres órdenes de gobierno, el sector privado y organizaciones de la sociedad civil (osc), sino que busca que la participación de la ciudadanía se convierta en el eje transversal que incida en todas sus acciones con la finalidad de reducir el número de personas en condición de pobreza extrema y carencia alimentaria, transformando los entornos social y económico, y mejorando la inclusión y el desarrollo comunitario.

			El diseño de la cnch está sustentado en la Ley General de Desarrollo Social (lgds) que no sólo contiene los lineamientos y criterios mínimos para la identificación y medición de la pobreza, sino que busca incidir transversalmente en los programas y acciones que ejecuten las dependencias públicas al establecer la reducción de la pobreza como el indicador más importante del desempeño de la política de desarrollo social (dof, 2013). El decreto que dispone la norma jurídica para la cnch, con fecha de publicación el 22 de enero de 2013, le señala los siguientes objetivos (Sedesol, 2013a;  Sedesol, 2013b): i) cero hambre a partir de una alimentación y nutrición adecuada de las personas en pobreza extrema y carencia por acceso a la alimentación; ii) eliminar la desnutrición infantil aguda y mejorar los indicadores de peso y talla de la niñez; iii) aumentar la producción de alimentos y el ingreso de los campesinos y pequeños productores agrícolas; iv) minimizar las pérdidas poscosecha y de alimentos durante su almacenamiento, transporte, distribución y comercialización, y v) promover la participación comunitaria para la erradicación del hambre.

			Los comités comunitarios (cc) son un instrumento de representación y participación social con el que se busca traducir las necesidades específicas de una comunidad en acciones concretas que den solución y establezcan qué problemas consideran más importantes. El objetivo de este capítulo es analizar los instrumentos de coordinación establecidos en el diseño institucional de la cnch para determinar si alguno de los tres componentes de la gestión basada en resultados, información específica, capacidades e incentivos, así como otros elementos necesitan modificaciones para cumplir de manera adecuada con el objetivo de la cnch.

			En la parte final del sexenio de Enrique Peña Nieto, aproximadamente cinco años despúes de que inició la operación de la cnch, es importante analizar los instrumentos de coordinación establecidos en su diseño institucional. El capítulo dispone de cuatro apartados: En el primero se establecen los conceptos teóricos relevantes del enfoque de la gestión basada en resultados que deriva de la Nueva Gerencia Pública (ngp), los cuales serán útiles para analizar si los instrumentos de coordinación en el diseño institucional de la cnch cumplen satisfactoriamente con los objetivos planteados del programa. En el segundo se hace una descripción del funcionamiento, operación y competencias de los cc en la cnch. En el tercer apartado se elabora un análisis del diseño institucional con énfasis en los instrumentos de coordinación de los cc, tomando como ejemplo tres comunidades del Estado de México. Por último, con la intención de poner en perspectiva el ejercicio realizado, se cierra con algunas conclusiones sobre posibles cambios en el diseño.

			En el caso de México, la cnch es ejemplo de una política social que al menos en sus objetivos y diseño busca fortalecer los procesos de modernización del Estado mediante el desarrollo de nuevos instrumentos de coordinación, como el comité comunitario, por lo que es importante analizar las implicaciones de política pública que son resultado de estos cambios, como se establece en el capítulo introductorio de esta obra y como hilo conductor de la misma. Por tal motivo, se busca contribuir al análisis de los procesos de coordinación del sector público en los que uno de los ejes centrales es la participación ciudadana, ampliando los canales de inclusión y su voz, así como su capacidad de influencia, cooperación y exigencia al desempeño y acciones de los gobiernos. 

			Es importante señalar que si bien esta coordinación puede comprenderse como la acción individual y colectiva que realizan los ciudadanos para ejercer influencia y control sobre el gobierno, la intervención directa en la agenda pública, diseño, ejecución y evaluación de políticas públicas se hace cada vez más necesaria para motivar el interés en los asuntos públicos y con ello incidir políticamente en el control social y el ejercicio de la función pública (Natal y Rojas, 2014).




			Algunos conceptos teóricos de la gestión basada en resultados

			En este apartado se revisan algunos de los principales conceptos teóricos del enfoque de la gestión basada en resultados que deriva de la Nueva Gerencia Pública (ngp), con la finalidad de analizar si el diseño institucional1 de la cnch cumple satisfactoriamente con los objetivos planteados. La ngp pone mayor énfasis en el desempeño de los programas gubernamentales y las instituciones que conforman la administración pública (Lynn, 1998), en un contexto que favorece conceptos como la eficiencia, eficacia y legitimidad. Esta propuesta utiliza elementos derivados de los mecanismos de mercado, considerando que los actores se comportan de manera racional de acuerdo a los incentivos recibidos.

			Bajo este esquema, cambiar los incentivos puede ayudar a mejorar el diseño institucional de la cnch a fin de lograr un sistema eficiente de gestión de resultados, el cual requiere de la correcta relación de tres elementos (Swiss 2005, 593):

			
					Información. Son las diferentes maneras de especificar los resultados previstos para después medir el desempeño del programa, como es el caso del decreto que dispone la norma jurídica para la cnch y los lineamientos publicados por la  Sedesol.

					Las capacidades. Se necesitan para actuar con base en la información recopilada, ya que ésta no sería útil si no se tienen los conocimientos para entenderla, más el entrenamiento, los recursos, el equipo o la autonomía para actuar. 

					Los incentivos. Cualquier sistema basado en resultados debe proveer incentivos adecuados para actuar utilizando la información recopilada y las capacidades generadas. Si no se tienen los estímulos correctos, tanto la información como las capacidades pierden su importancia. Existen diversas razones individuales o institucionales para que los incentivos no sean los adecuados; las primeras hacen referencia a la resistencia de los individuos al cambio, la falta de comprensión de los resultados o cómo obtenerlos, etcétera, mientras que las segundas se relacionan con la visión de corto plazo de algunos funcionarios públicos, el énfasis de ciertos líderes políticos sobre los beneficios simbólicos o distributivos de ciertas políticas públicas en vez de la eficacia, entre otros. 

			

			La idea es modificar los incentivos para alinear los objetivos con los buenos resultados, ya que si falta alguno de estos tres componentes –información, capacidades e incentivos– o no tienen un diseño adecuado, el sistema de gestión fallará, por lo que es importante identificar cuál de ellos necesita reforzarse. Cuando se analiza una política pública, es necesario también considerar los elementos del programa que valoren (Swiss, 2005: 594-595):

			
					El marco temporal en el que se recibirán sus resultados. Algunos programas producen sus resultados más importantes cuando se implementan, mientras que de otros se espera que den frutos en el largo plazo.

					La claridad de su cadena causa-efecto. Cuando una política pública no tiene clara su cadena de causa-efecto será más complicado evaluar los resultados para implementar los incentivos adecuados.

					El grado en que los incentivos pueden focalizarse sin crear daños colaterales. Ésta es una característica conjunta del programa y del tipo de recompensa utilizada, ya que entre más se otorgue un incentivo entre los agentes que no se desea afectar es menos probable conseguir un efecto positivo.

					El grado de influencia de factores políticos. El mejor sistema de incentivos entrega de manera constante las recompensas que son esperadas, mientras que un sistema inestable (por tener un mayor grado de influencia de factores políticos) producirá menos estímulos para alinear los objetivos con los buenos resultados.

			

			De los cuatros criterios mencionados, los dos primeros se refieren al diseño del programa, mientras que los últimos dos relacionan las características del programa con el tipo de incentivos utilizados. Estos criterios en conjunto conforman un indicador para conocer bajo qué escenario los incentivos podrán generar mayor impacto; se espera que tengan el mayor éxito cuando los resultados se den en el corto plazo, puedan ser atribuidos a los esfuerzos de la política pública (claridad en la cadena causa-efecto), los incentivos estén focalizados y sean entregados de manera consistente, sin la interferencia política.

			Por tal motivo, en los siguientes apartados se plantea la siguiente hipótesis: el diseño institucional de la cnch no desarrolla un sistema de gestión basado en resultados eficientes porque no proporciona la información adecuada para clarificar la cadena de causa-efecto y carece de las capacidades económicas necesarias para generar mecanismos de seguimiento y vigilancia en la focalización de los incentivos.




			Los CC en la CNCH

			En el mes de julio del año 2013 se publicaron los lineamientos para el funcionamiento de los cc de la cnch (Sedesol, 2013a;  Sedesol, 2013b; Sin Hambre, 2014a; Sin Hambre, 2014b); a partir de ese momento hasta el inicio de 2015 se han conformado alrededor de 60 217 comités en los diferentes municipios seleccionados por la Sedesol debido a la alta incidencia de personas que en ellos se encuentran en situación de pobreza extrema y que de manera simultánea presentan también carencia por acceso a la alimentación, según los criterios de la medición multidimensional de la pobreza elaborada por el Coneval.

			Los cc son un órgano de participación social y representación en zonas urbanas, rurales e indígenas; son electos en una asamblea general a la que pueden asistir todos los miembros de una localidad. El promotor juega un papel central en la implementación de la cnch porque es el enlace directo entre la sociedad, las autoridades municipales, estatales y federales; lo interesante de esta figura es que por lo general son estudiantes universitarios que a través de una institución de educación superior firman un contrato de medio año, reciben una compensación económica mensual y capacitación por parte de la  Sedesol a nivel federal.

			En una primera etapa el promotor tiene que conocer, identificar y delimitar la comunidad donde se va a implementar la cnch para convocar a los habitantes a una reunión con varios días de anticipación en un lugar de preferencia público, accesible y reconocido por todos; en casos donde sea complicado cumplir con todas estas características se puede realizar la asamblea en alguna iglesia o casa, siempre y cuando a ninguno de los interesados se les niegue el acceso. El promotor expone el día de la asamblea general los objetivos de la cnch, así como las actividades a realizar; el primer punto del orden del día es invitar a toda la comunidad a participar en la mesa directiva del comité, el cual está conformado de un presidente, un secretario, un tesorero, un vocal de control y vigilancia y siete vocales que corresponden a las siguientes comisiones de trabajo: salud, educación, alimentación, seguridad social, vivienda, servicios básicos de la vivienda e ingreso; en algunos casos especiales, en lugares donde la comunidad participe mucho, se puede dar la figura de vocales auxiliares.

			Los integrantes del comité deben reunir cuatro requisitos para garantizar que puedan operar con cierto nivel de autonomía (Sedesol, 2013a;  Sedesol, 2013b): i) habitar en la comunidad, barrio, colonia o localidad donde se constituye el comité; ii) no ocupar cargo de representación popular, ni ser servidor público de los tres órdenes de gobierno, asociación partidista, política o religiosa; iii) ser una persona reconocida por su honestidad y responsabilidad en la comunidad, y iv) tener presencia y capacidad de convocatoria en su comunidad. 

			Las funciones y competencias del cc electo democráticamente por votación en la asamblea son las siguientes (Sedesol, 2013a;  Sedesol, 2013b):

			
					Promover la organización de los miembros de la comunidad, estableciendo la asamblea general como órgano de decisión.

					Detectar y ordenar por prioridades la problemática existente en la comunidad.

					Informar a los miembros de la comunidad acerca de los avances del plan comunitario.

					Establecer los mecanismos de corresponsabilidad entre la comunidad y los tres órdenes de gobierno.

					Participar en los procesos de ejecución, supervisión, control y seguimiento de proyectos y acciones de los programas sociales federales.

					En caso de ser necesario, participar en la ubicación, implementación y operación de un comedor comunitario.

			

			En la figura 1 se muestra el proceso completo para la elaboración del plan comunitario. Los trabajos de la cnch inician, una vez establecidos los comités de manera formal en la asamblea, con la elaboración de un autodiagnóstico elaborado de manera conjunta entre el promotor y los habitantes de la comunidad. En términos generales, el autodiagnóstico incluye (Sedesol, 2013a;  Sedesol, 2013b; Sin Hambre, 2014a; Sin Hambre, 2014b): i) documentos y elementos probatorios de que el cc se constituyó de manera formal, como fotos, minutas de las reuniones, el acta constitutiva, lista de asistencias, entre otros; ii) un pequeño censo de variables sociodemográficas; iii) información de las seis carencias de la medición multidimensional de la pobreza y servicios públicos disponibles en la localidad; iv) descripción del proceso de comercialización y abasto; v) riesgos en la colonia, y vi) aspectos económicos y sociales. En esta etapa los promotores tienen que ganarse la confianza de los habitantes de la localidad porque no sólo se realizan actividades en los puntos de reunión, sino también se hace un recorrido en toda la comunidad para identificar los problemas en el medio físico, social y económico. La calidad de la información depende del trabajo de recopilación que realice el promotor, por lo que pueden existir importantes sesgos que muestren incongruencias con la información oficial reportada por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) o el Coneval.




			Figura 1. Proceso de elaboración del plan comunitario
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Fuente: Sedesol (2013a; 2013b).

			


El segundo paso es elaborar la matriz de inversión, que consiste en el análisis de oportunidades y problemáticas; los habitantes de la comunidad contestan un cuestionario para así tener los insumos necesarios para diseñar el plan comunitario (Sedesol, 2013a;  Sedesol, 2013b; Sin Hambre, 2014a; Sin Hambre, 2014b): i) identificación de los problemas prioritarios, ii) opciones de solución, iii) elaboración de indicadores, iv) metas que se proponen alcanzar a través de indicadores, v) acciones necesarias para cumplir con las metas, vi) recursos necesarios, vii) calendario de programación y viii) responsables de cada una de las acciones previstas.

			En este sentido, los lineamientos de la cnch hacen hincapié en que este proceso es de planeación comunitaria participativa, con lo que se fomenta la construcción de ciudadanía porque (Sedesol, 2013b):

			
					Las comunidades tienen derecho a participar en las decisiones que afectan sus condiciones de vida y trabajo.

					La participación real requiere la intervención de la comunidad en todas las fases del proceso de desarrollo: planeación, implementación, supervisión, seguimiento y evaluación.

					El desarrollo de las capacidades es esencial para promover la participación equitativa entre mujeres, hombres y jóvenes.

					Las comunidades tienen recursos que pueden impulsar su desarrollo, por lo que es importante fomentar las capacidades necesarias para aprovecharlos; además de hacerlos visibles, su aprovechamiento puede tener un impacto positivo.

					Las comunidades son las primeras interesadas, de entre todos los protagonistas del desarrollo, en identificar problemas y en el mantenimiento y mejora de su entorno.

			

			En la penúltima etapa se elabora el plan comunitario, que es un documento de planeación, gestión y acción en el que se plasma el proceso participativo de toda la comunidad para atender los objetivos, intereses, oportunidades, problemáticas, demandas y necesidades de los habitantes. El cc es responsable de la gestión y aplicación transparente de todos los recursos: financieros, materiales, tecnológicos, humanos, de tipo público o privado, que reciban. La elaboración del plan comunitario es una de las etapas más importantes en la cnch porque resume toda la información recopilada tanto en el autodiagnóstico como en la matriz de inversión; en este plan se establecen, a través del consenso, la jerarquización de las problemáticas, así como las posibles alternativas de solución avaladas por la comunidad. Los documentos tienen que ser autorizados en la asamblea general para después entregarse de manera formal a los representantes de la  Sedesol a nivel federal, estatal y a las autoridades del municipio.

			Por último, una vez que se entregó el plan comunitario inicia el proceso para la gestión de los programas sociales del gobierno federal que pueden resolver y atender los principales problemas de las comunidades; es importante señalar que los gobiernos estatales y municipales pueden canalizar sus programas y recursos para la atención de algunas necesidades prioritarias. La mayor parte de los cc, hasta inicios del año 2015, han elaborado y aprobado sus planes comunitarios, por lo que se encuentran en la fase de implementación de los proyectos o programas sociales que se relacionan con las necesidades o resolución de problemas dentro de la comunidad. El comité es competente para dar seguimiento a las actividades de atención, pero el problema es que no existen lineamientos mínimos que contemplen la evaluación en ningún apartado de la guía metodológica, por lo que no existen mecanismos formales para conocer el éxito o fracaso que tienen las acciones del gobierno para resolver la situación de pobreza; hasta aquí concluyen las actividades de la cnch, por lo que se espera a nuevas asambleas para continuar identificando problemas y generar alternativas dentro de las comunidades.




			El diseño institucional de la Cruzada Nacional contra el Hambre

			La cnch es una política social que pertenece a un interesante proceso de cambios institucionales, políticos y sociales que buscan garantizar la inclusión de la sociedad en la toma de decisiones públicas porque supone una nueva forma de entender al gobierno y a la forma en que se relaciona con la sociedad. El cc es una figura de participación ciudadana que pretende, por lo menos a nivel de diseño, que el Estado pueda asegurar el ejercicio de los derechos sociales establecidos no sólo en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (cpeum), sino también en la lgds.

			En este sentido, se parte de dos supuestos: el primero es que la ciudadanía será capaz de actuar en colaboración con el gobierno para fomentar un mayor compromiso y objetividad en la definición de la atención prioritaria de sus necesidades, en el diseño e implementación de políticas públicas, así como en su monitoreo y evaluación. El segundo supuesto es que el gobierno respetará lo establecido en el plan comunitario como un espacio de innovación política que busca que la gente se involucre de manera directa en la definición del interés público, los problemas que les afectan y en los mecanismos de decisión.

			Las capacidades decisorias son las habilidades técnico-políticas para la articulación entre las fases de las políticas públicas con los niveles participativos propuestos en la matriz de Canto (2002). Las fases de la política pública están conformadas por (Canto, 2002: 70):

			
					La agenda. El establecimiento de los temas de la agenda implica relaciones de poder que dependen no sólo de la capacidad de argumentación de los diversos actores involucrados, sino también del distinto peso político de los demandantes.

					Análisis de alternativas. La fase de análisis de alternativas se lleva a cabo después de la identificación del problema y de las posibles soluciones. Se analizan los distintos caminos para resolver el problema público y, al hacerlo, se deben tomar en cuenta la mayor cantidad de factores, como el económico, político, organizacional, cultural, tecnológico, entre otros.

					Decisión. En esta parte del proceso interviene la voluntad de quien decide, pero está acotada por las reglas existentes y por el contexto en que se toma la decisión específica.

					Implementación. Por lo general, en esta etapa no siempre sucede lo decidido de la forma en que se planeó en un principio; lo normal es que exista una brecha entre lo acordado por el decisor y lo realizado por los ejecutores encargados de la implementación.

					Evaluación. En esta etapa se pueden identificar, bajo ciertos parámetros, los logros y las deficiencias de la política pública, por ello a partir de las evaluaciones se pueden hacer modificaciones.

					Por otra parte, en los niveles de participación es importante señalar que las propuestas formuladas son producto de los acuerdos que se van tomando en los siguientes rubros (Canto, 2002: 76):	Información. Está relacionado con el conocimiento de presupuestos, normatividad, programas, planes y proyectos del sector gubernamental, entre otros.

	Consulta. Sucede cuando el gobierno a través de reuniones, visitas o entrevistas pregunta a los ciudadanos.

	Decisión. En este nivel se formaliza la consulta para volver obligatoria la decisión, algunos ejemplos son el plebiscito, el referéndum y el presupuesto participativo.

	Delegación. El gobierno otorga a los ciudadanos la capacidad de implementar los proyectos o programas que atienden los problemas públicos.

	Asociación. Plantea que las organizaciones de la sociedad civil emprendan políticas públicas y acuerden con el gobierno o lo contraten para la realización de programas en común, cada uno en el ámbito de sus responsabilidades.

	Control. Está relacionado con la fase de evaluación en que la participación ciudadana se ve reflejada en la atención de las acciones y decisiones del gobierno.




			

			


Cuadro 1. Niveles de participación y fases de las políticas públicas en la Cruzada Nacional contra el Hambre
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Fuente: elaboración propia con base en Canto (2002) y Contreras (2015).

			


En el cuadro 1 se muestra la relación entre los niveles de participación y las fases de las políticas públicas que se encuentran especificadas en el diseño de la cnch; en términos generales los cc tienen mayor capacidad decisoria en la dos primeras fases de la política pública, pero a partir de la tercera disminuye y en cambio aumenta la participación del gobierno a través del promotor, responsables de programas o representantes de los gobiernos municipales, estatales y federales. En la fase de la agenda los cc tienen la capacidad de decidir los problemas que requieren atención dentro de su comunidad porque quedan plasmados en el autodiagnóstico; posteriormente, en el análisis de alternativas se elabora el plan comunitario con base en la información recopilada del autodiagnóstico donde se pide que los ciudadanos señalen la prioridad de sus problemas y propongan posibles soluciones; si bien en la fase de decisión la comunidad tiene la capacidad de acordar las acciones que se deben emprender, no existe obligación por parte del gobierno, tanto a nivel federal, estatal o municipal, de cumplir con alguna de sus demandas, por lo que su poder de decisión queda acotado y no hay delegación ni control.

			En la fase de implementación el cc sólo tiene la capacidad de decidir hasta el nivel de consulta, porque el gobierno federal controla las acciones o programas para atender los problemas de la comunidad; en algunos casos, como el programa de comedores comunitarios, sí existe colaboración directa con las comunidades para su implementación. Por último, sólo existe información sobre la evaluación por parte de los cc hacia la cnch, pero hasta el momento no se encuentran definidos en los lineamientos mecanismos formales para otros niveles de participación; es importante señalar que algunas de las principales características que pueden influir en sus capacidades decisorias son:

			
					Información y documentos. El promotor está obligado a brindar a los miembros del cc información sobre el funcionamiento de la cnch y los reglamentos de los cc, pero si los integrantes de éstos no solicitan y revisan la documentación de las actividades no podrán conocer los alcances de éstas, tampoco sus derechos ni las obligaciones de los servidores públicos.

					Capacidades de organización. El primer requisito para que un comité funcione es la capacidad de organización de la sociedad, que no sólo se refleja en la cantidad de asambleas y acuerdos, sino también en la interacción de sus integrantes. La participación ciudadana no se puede ver limitada sólo porque la población no cuenta con el conocimiento técnico para involucrarse en determinados problemas públicos, está asociada con el proceso participativo que toma en cuenta su heterogeneidad y capacidad reflexiva para medir y evaluar las consecuencias de las acciones de gobierno para así garantizar la defensa de sus intereses y exigir sus derechos; por ejemplo, una localidad bien organizada puede lograr que el gobierno atienda todas sus propuestas si ejerce presión por los mecanismos formales e informales.

			

			La materia de intercambio político2 de los comités proviene de su proyecto político, expresado en los planes comunitarios que contienen información valiosa sobre la jerarquización de las necesidades de cada localidad. Una vez identificados los problemas prioritarios se busca atender los ocho indicadores de la lgds a través de diversos programas del gobierno federal, en especial de la Sedesol, así como de otras dependencias y organismos públicos (Lara, 2015).

			En el cuadro 2 se muestra una relación entre los indicadores y los posibles beneficios a que tendrían acceso las comunidades. Es importante enfatizar dos puntos: el primero es que la cnch es una estrategia de asignación de recursos que, si bien puede hacer más eficiente el proceso de identificación de la población potencial, también puede usarse como instrumento electoral que ofrece a los simpatizantes el acceso a los programas sociales sin tomar en cuenta criterios objetivos para la selección de un padrón. El segundo punto es que cuando existen otras necesidades que no se pueden relacionar con ningún programa social como el mejoramiento del espacio público, la construcción de clínicas de salud o escuelas, los gobiernos estatales o municipales pueden, con base en sus competencias, resolver los problemas de las comunidades.




			Cuadro 2. Materia de intercambio político en la cnch
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Fuente: elaboración propia con base en Sedesol (2013b) y Lara (2015).

			


Las principales problemáticas por orden de importancia detectadas por los cc en la implementación de la cnch son las siguientes (Sin Hambre, 2014a; Sin Hambre, 2014b):

			
					Seguridad. La mayoría de las comunidades denuncian en sus autodiagnósticos problemas de seguridad, por lo que consideran que es una limitante para el desarrollo, aun cuando no es un indicador contemplado en los lineamientos.

					Salud. Los problemas en el sector salud son una demanda recurrente, principalmente por la falta de una clínica cercana o por la carencia de doctores y medicamentos en los centros de salud.

					Educación. El tema de educación fue considerado como prioritario en los planes comunitarios: se solicitaron becas para niños y jóvenes, así como el ingreso de familias al programa Prospera; también son recurrentes las solicitudes para mejorar las condiciones de infraestructura de las escuelas preescolares, primarias o secundarias.

					Servicios y calidad de la vivienda. En el caso de las comunidades rurales donde se implementa la Cruzada no se cuenta con acceso a servicios básicos como drenaje o agua entubada, mientras que en zonas urbanas son muy frecuentes el hacinamiento y las condiciones precarias en los hogares.

					Alimentación. El programa de comedores comunitarios está enfocado a mejorar el acceso a una alimentación adecuada en las comunidades rurales y urbanas; los cc tienen que hacer una solicitud a la Sedesol para su aprobación.

			

			En la figura 2 se plantea la estructura organizacional formal propuesta por la Sedesol en los lineamientos de la cnch. El cc se conforma en una asamblea general donde, en pleno, sus miembros son electos de manera democrática; el problema radica en que el promotor comunitario, los actores a nivel municipal o estatal o incluso algún partido político pueden imponer a los miembros de los comités, lo que sin duda modifica las relaciones de intercambio político, así como los posibles bienes a intercambiar.




			Figura 2. Estructura organizacional de los cc
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Fuente: Sedesol (2013a).

			La estructura organizacional de los comités permite enfocarse en conseguir dos tipos de bienes: los primeros son de tipo social, su necesidad se genera por una falta de productos, servicios o instituciones que deberían de ser provistos por actores tradicionales como el Estado; por ejemplo, la construcción de infraestructura social, mejoramiento de espacios públicos, entre otros. Los segundos son bienes de los que se carece por fallas de mercado o acciones ilegítimas, como la seguridad pública cuando las acciones realizadas por el gobierno son insuficientes y se necesitan propuestas creativas por parte de la ciudadanía.

			En este sentido, el plan comunitario se puede considerar como un proceso de restauración de las necesidades sociales locales no abordadas por las organizaciones tradicionales, cuando existe un problema de información asimétrica entre lo que quiere la ciudadanía y lo que ofrecen las autoridades en sus diferentes niveles. En la figura 3 se muestra el elemento de información, en específico la relación entre el material de intercambio y la estructura organizacional en tres niveles:

			
					Comité comunitario. El material de intercambio se limita sólo a información sobre las necesidades, algunas estadísticas y problemas de atención prioritaria que se plasman en el plan comunitario; es importante señalar que se pueden generan altas expectativas por parte de los ciudadanos, pero el gobierno no se compromete a resolver ninguna petición.

					Municipio. El material de intercambio del municipio es más propenso a realizarse a través de la negociación o la presión, ya que no existe ninguna obligación estipulada en los lineamientos de la cnch para cumplir o resolver cualquier problema identificado en el plan comunitario; no obstante, puede existir una reasignación eficiente de recursos porque muchas veces el municipio pone a disposición de la cnch sus programas y el Fondo para la Infraestructura Social Municipal (fism).

					Estado. El diseño de la cnch propone que el gobierno federal y estatal sean los responsables de decidir la forma en que se van a resolver los problemas plasmados en el plan comunitario; ellos canalizan los programas de la Sedesol para resolver necesidades relacionadas con los ocho indicadores de la lgds o a través del Fondo de Infraestructura Social Estatal (fise).

			

			


Figura 3. Material de intercambio por estructura organizacional de los cc
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Fuente: Sedesol (2013b).

			


Por último, se presenta una comparación de tres cc en el municipio de Toluca. La elección de esta muestra se basa en dos puntos. El primero está relacionado con la información disponible de la matriz de inversión y los planes comunitarios, lo que permite analizar el proceso completo en su elaboración; en segundo lugar, el contacto que se tuvo con el responsable del establecimiento del comité comunitario hasta entregar el plan comunitario a las autoridades competentes. Este análisis permitirá analizar a través de los instrumentos de coordinación del cc si la relación entre información, capacidades e incentivos tiene un diseño institucional adecuado para cumplir con los objetivos de la cnch. En resumen, si bien la muestra de comunidades no es representativa desde el punto de vista estadístico, son estudios de casos que reflejan lo siguiente, como se muestra en el cuadro 3:

			


Cuadro 3. Elemento de capacidades decisorias
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Fuente: elaboración propia con base en la información obtenida de los autodiagnósticos y planes comunitarios y Contreras (2015).




			
					El primer comité es de la comunidad Ejido de Oxtotitlán, el cual tuvo una participación comunitaria satisfactoria, por lo que es un ejemplo en el que la información, capacidades e incentivos funcionaron de manera adecuada para conseguir los resultados establecidos en el plan comunitario. 

					El segundo comité, de la comunidad de Santa Ana Tlapaltitlán, no obtuvo todos los resultados establecidos en el plan comunitario, pero su funcionamiento fue adecuado y cumplió con lo mínimo requerido en la cnch.

					El tercer comité es el de San José Guadalupe Otzacatipan, en éste hubo poca participación.

			

			En el cuadro 4 se muestra un resumen de los objetivos de cada uno de los casos de estudio, fruto de la elaboración del plan comunitario conjuntamente por el comité y las autoridades municipales, estatales y federales. Esta información es importante para conocer si es necesario o no modificar los incentivos para alinear los objetivos con los buenos resultados, ya que si falta alguno de estos tres componentes: información, capacidades e incentivos, o no tienen un diseño adecuado, el sistema de gestión fallará, por lo que es importante identificar cuál de ellos necesita reforzarse. Por otro lado, como se estableció en el primer apartado, es necesario también considerar los elementos del programa que valoren (Swiss, 2005: 594-595):

			
					El marco temporal en el que se recibirán sus resultados. Es necesario que en el corto y mediano plazo las comunidades perciban los resultados de la cnch, de lo contrario se corre el riesgo que se vea más como un programa electoral que como política pública.

					La claridad de su cadena causa-efecto. En este caso, si bien con la elaboración del plan comunitario se identifican los principales problemas a resolver, es probable que no se tenga claridad en la cadena de causa-efecto, ya que muchas de las acciones consistieron en relacionar políticas públicas existentes con los derechos sociales.

					El grado en que los incentivos pueden focalizarse, sin crear daños colaterales. En este rubro es importante la participación del comité, con la finalidad de generar incentivos positivos para la implementación de los proyectos.

					El grado de influencia de factores políticos. El mejor sistema de incentivos entrega de manera constante las recompensas que son esperadas, mientras que un sistema que es inestable (por tener un mayor grado de influencia de factores políticos) producirá menos estímulos para alinear los objetivos con los buenos resultados.

			

			El cuadro 4 muestra el resumen de los objetivos planteados en cada una de las comunidades de estudio en el municipio de Toluca, Estado de México en las asambleas se obtuvieron los siguientes resultados:




			Cuadro 4. Resultados de la implementación de la cnch

			[image: 14-cuadro 4]


[image: 14-cuadro 4-2]





Fuente: elaboración propia con base en la información obtenida de los autodiagnósticos y planes comunitarios y Contreras (2015).

			


Los cc en el municipio de Toluca fueron conformados con el apoyo del gobierno municipal mediante su Dirección de Desarrollo Social, una vez que se contó con el apoyo de las autoridades municipales fue más fácil reunir a los habitantes de la comunidad para llevar a cabo las asambleas; esta información es relevante ya que hace suponer que una estructura organizacional definida puede lograr mejores resultados. Los comités analizados se conformaron como se muestra en el cuadro 5.




			Cuadro 5. Estructura organizacional de los cc
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Fuente: elaboración propia con base en la información obtenida de los autodiagnósticos y planes comunitarios y Contreras (2015).

			


Los instrumentos de coordinación en la cnch que pueden influir en el éxito de su proyecto político o plan comunitario son las siguientes (se complementan en el cuadro 6).

			


Cuadro 6. Estrategias de los comité comunitarios seleccionados
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Fuente: elaboración propia con base en la información obtenida de los autodiagnósticos y planes comunitarios y Contreras (2015).

			


Información y documentos. El promotor comunitario está obligado a otorgar información acerca del funcionamiento de la cnch y los reglamentos de los comités, pero es más importane que los integrantes de éste soliciten toda la documentación de las actividades que se llevarán a cabo en su comunidad, con la finalidad de que tengan un conocimiento previo a la implementación de dicha estrategia.

			Capacidad de organización. El primer paso para que un comité funcione es la capacidad de la comunidad para organizarse, incluso sin la necesidad del promotor, esto con el objetivo de generar mayor cantidad de asambleas, acuerdos y una mejor interacción entre los integrantes de la comunidad y posteriormente con las autoridades.

			Capacidad de colaboración con autoridades. Este aspecto no siempre está presente en todos los comités, ya que aun cuando hay representantes de las autoridades en todas las asambleas, los responsables de la atención e implementadores de programas están regularmente en sus respectivas oficinas, delegaciones, etc. Por lo que es necesario que los comités sepan dónde pueden acudir para la atención de sus objetivos y demandas.

			Capacidad de gestión. La capacidad para incentivar o presionar a las autoridades para llevar a cabo las acciones en atención a los objetivos del comité es un aspecto importante para el éxito de los comités. 

			En el cuadro 7 se muestran las acciones que se están llevando a cabo para atender los objetivos y demandas que se solicitaron en los autodiagnósticos y planes. Es importante resaltar que el comité de Ejido de Oxtotitlán ha tenido mayor atención por parte de las autoridades, por el seguimiento de su plan comunitario y la presión que ejerce el comité hacia las autoridades.

			Los proyectos de los cc se ven directamente afectados por situaciones que no estan contempladas en la cnch, porque ésta no genera incentivos para fomentar o generar capacidades de organización, relación y gestión dentro de los comités; desde el diseño no existe un mecanismo claro de capacitación para los integrantes de los comités, de modo que puedan tener información concreta y fácil de usar acerca de los programas o instrumentos de que pueden beneficiarse.




			Cuadro 7. Estatus de objetivos de los cc
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Fuente: elaboración propia con base en la información obtenida de los autodiagnósticos y planes comunitarios y Contreras (2015).

			


Durante la implementación, los cc deben ingeniárselas para cumplir los objetivos y demandas de su plan comunitario, porque gran parte del éxito en los resultados del plan comunitario depende de la capacidad de gestión y negociación con las autoridades para atender sus necesidades y emprender soluciones a sus problemas. Cada comunidad cuenta con diferentes condiciones y niveles de participación por parte de sus habitantes, esto afecta directamente al éxito que puedan tener posteriormente sus proyectos.

			


Conclusiones

			En este capítulo se utilizó el enfoque de la gestión basada en resultados que deriva de la Nueva Gerencia Pública (ngp) para analizar el diseño institucional de la cnch y determinar si alguno de los tres componentes que conforman la gestión basada en resultados (información específica, capacidades e incentivos) así como otros elementos de la política social (claridad en causa-efecto e incentivos focalizados) necesitan modificaciones para cumplir satisfactoriamente con los objetivos planteados en el plan comunitario. Como resultado del análisis se concluye que las reglas actuales de operación no logran la correcta relación de los tres elementos (información, capacidades e incentivos) para alcanzar un sistema eficiente de gestión de resultados que cumpla con los objetivos para contender con la pobreza. 

			La realización de un autodiagnóstico y plan comunitario es una buena estrategia por parte de la Sedesol para incluir a los ciudadanos en el ciclo de las políticas públicas; sin embargo, esta participación sólo tiene éxito cuando el comité se coordina de manera adecuada en el diseño institucional desde un principio. Los incentivos se alinean con los resultados cuando los participantes funcionan como un grupo de personas que da validez a las acciones de gobierno; pero cuando son actores pasivos muchos se alejan o simplemente no se integran porque no ven la posibilidad de que sus demandas se cumplan.

			La información de la cnch que se presenta en su guía metodológica y lineamientos cuenta con una justificación adecuada, sin embargo no incluye un esquema de incentivos para la gente que desea participar en el comité comunitario, esto disminuye el interés pues no se ven resultados de manera inmediata. Por otro lado, un factor que puede afectar la participación dentro de los cc es la intervención de algún partido o grupo político, ya sea en la conformación del comité o en la implementación; las personas se desaniman o desconfian cuando se favorece a algún grupo en específico.

			Los comités mal conformados o incompletos tienen menos posibilidades de éxito para llevar a cabo los objetivos de su plan comunitario. Las demandas u objetivos de cada comité comunitario dependen directamente de su ubicación geográfica. En el caso de las comunidades urbanas es más común encontrar problemas de seguridad pública y hacinamiento, en las comunidades rurales encontramos mayor problema en servicios básicos de vivienda, salud y educación.

			La Sedesol realiza acciones para atender las necesidades de los cc; sin embargo, hay demandas u objetivos en los que no tiene competencia, como la seguridad pública y el sector salud. Por tal motivo, además de la colaboración entre los tres niveles de gobierno y la colaboración intersecretarial también se deben incorporar programas que atiendan este tipo de problemas públicos que son de gran interés en las comunidades mexicanas. Es importante, desde el punto de vista institucional, buscar un balance de los tres elementos (información específica, capacidades e incentivos) propuestos por Swiss (2005) a fin de mejor la obtención de resultados positivos que estén alineados con los objetivos en el corto y largo plazo, atribuibles a los esfuerzos de la política pública (claridad en la cadena causa-efecto), asimismo, que los incentivos estén focalizados y sean entregados de manera consistente, sin interferencia política.

			La cnch es una estrategia ambiciosa que pretende coordinar programas y recursos en beneficio de las localidades con mayor incidencia de pobreza multidimensional extrema, el problema radica en que está generando altas expectativas en los ciudadanos al intentar resolver algunas de las principales necesidades detectadas en los planes comunitarios; a casi tres años de su operación se tiene que considerar la viabilidad política, económica y social de intentar satisfacer la mayor cantidad de demandas de los comités, además de hacer hincapié en la coordinación intersecretarial y con los tres niveles de gobierno.

			El diseño de la cnch busca tres objetivos generales, que si bien no son excluyentes entre sí, tienen un impacto en la manera en que fomentan la participación ciudadana a través de los cc, o sea por el enfoque metodológico y normativo para implementarlos (Montecinos, 2011):

			
					La participación pretende profundizar en la democracia para dotar a la ciudadanía de mecanismos que la involucren en la toma de decisiones públicas.

					Las experiencias buscan empoderar a la ciudadanía para generar capital social, en el que lo importante son las relaciones y las redes que se generan durante el proceso.

					Los casos que buscan mejorar las acciones de gobierno y políticas públicas resuelven mejor los problemas de la población.

			

			Los instrumentos de coordinación en la cnch permiten reflexionar de manera preliminar sobre algunos puntos de su diseño institucional:

			
					Generar capacidades en los comités. Los espacios para la participación existen, el problema es que no siempre se da un diálogo efectivo entre los representantes de los tres niveles de gobierno, el promotor y la comunidad, por lo que es importante generar capacidades e incentivos para que incidan más en la solución de los problemas y participen en otras fases de la política pública, como la implementación o la evaluación.

					Redefinición del problema público. El nombre específico de la “Cruzada contra el hambre” expresa el compromiso del gobierno por incrementar el acceso a alimentación, no obstante, si uno analiza los alcances de sus lineamientos encuentra que no sólo busca erradicar el hambre sino también mejorar las condiciones de vida de las familias mexicanas en otras dimensiones, como salud, educación, servicios básicos de la vivienda, entre otros. Por tal motivo, hace falta revisar a nivel nacional los vacíos para la atención de problemas que no pueden ser atendidos todavía por la cnch, por ejemplo, la seguridad pública que fue una preocupación constante de los cc, pero la Cruzada no tiene competencia para resolverla, lo que implica un mayor esfuerzo de coordinación entre diferentes dependencias.

					Capacitación adecuada a los promotores y a los comités. Los dos son actores relevantes para interactuar con el gobierno en la elaboración de su proyecto político; entre mayor organización, exigencia, consenso y seguimiento por parte de los cc tienen mayores posibilidades de que sus demandas se atiendan. Por tal motivo, es importante capacitar de manera adecuada a los promotores y comités para dotarlos de herramientas que les ayuden a cumplir con sus objetivos.

					Distinguir entre lo urbano y lo rural. Los formatos de la Sedesol para la elaboración del autodiagnóstico, matriz de inversión y el plan comunitario no hacen la distinción entre localidades urbanas y rurales, que claramente tienen problemas y necesidades distintas, las cuales se tienen que matizar desde el diseño.

			




			
				
					NOTAS AL PIE


1.	El diseño institucional se refiere a las reglas bajo las cuales operan los actores relevantes para la implementación de la política y a los incentivos derivados de las mismas. 

				

				
					2.	La materia de intercambio se define como la existencia y posesión de un bien que se va a intercambiar, no sólo se refieren al intercambio de equivalentes, sino a bienes de naturaleza diversa que van desde ofrecimiento laborales hasta la generación de consenso, programas sociales, lealtad política, disenso, entre otros (Lara, 2015).
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Introducción

			El Sistema Nacional de Salud en México, en el sector público, se constituye por un subsector de seguridad social y otro subsector coordinado por la Secretaría de Salud y las secretarías de salud estatales. El subsector de seguridad social se financia con aportaciones del gobierno federal, los empleadores y los trabajadores; proporciona servicios de salud a trabajadores formales y a sus familias, que son derechohabientes del Instituto Mexicano del Seguro Social (imss), del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (issste), de Petróleos Mexicanos (Pemex), de la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena) y de la Secretaría de Marina (Semar). El otro subsector se financia totalmente con las contribuciones del gobierno federal, de las entidades federativas y aportaciones de las personas beneficiadas. 

			A partir de 1998 se creó el Ramo 33 como parte del Presupuesto de Egresos de la Federación, este hecho constituyó un paso importante en el proceso descentralizador de la época: se buscaba la transferencia, tanto de recursos como de la capacidad para la toma de decisiones, de la federación hacia los gobiernos estatales para que éstos proveyeran diversos servicios públicos, como educación básica y normal, salud, seguridad, fortalecimiento de infraestructura municipal, entre otros. El Ramo 33 se integró inicialmente en las siguientes divisiones: Fondo de Aportaciones para la Educación Básica y Normal (faeb), Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social (fais), Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud (Fassa), Fondo de Aportaciones Múltiples (fam), Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal (Fortamun), luego se agregaron, en 1999, el Fondo de Aportaciones para la Educación Tecnológica y de Adultos (faeta), el Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal (fasp), y en el año 2008 el Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de las Entidades Federativas (fafef).

			La conveniencia de transferir recursos hacia las entidades federativas se fundamenta, al menos teóricamente, en que las autoridades locales ejercerán con mayor eficiencia los recursos públicos destinados a satisfacer las necesidades de su población, dado que, al encontrarse más cerca de ella, tienen un mejor discernimiento de éstas (Oates, 1997).

			El Fassa es el segundo en lo que se refiere a magnitud, solamente el faeb ostenta un monto mayor.1 Para abonar a la transparencia de la distribución de los recursos federales contenidos en el Fassa se establecieron los criterios de asignación en los artículos 29, 30 y 31 de la Ley de Coordinación Fiscal. Este mandato especifica que el capital físico y humano en salud transferido del gobierno federal a las autoridades locales orientará la distribución futura, empero, falla en referir los elementos exactos que determinen la repartición de recursos, e incluso hay imprecisiones respecto al sentido en que la influirán. Asimismo, puede percibirse un sesgo inercial propiciado porque las percepciones de periodos anteriores son consideradas en las asignaciones futuras.

			Dados los argumentos anteriores, cobran relevancia las investigaciones encaminadas a arrojar luz sobre los criterios que motivan al gobierno federal para asignar más o menos recursos económicos para un asunto de vital importancia como lo es la salud. El objetivo de esta investigación es determinar cuáles son los factores que influyen en la distribución del Fassa en los 31 estados del país para el periodo 1998-2013 –se excluye a la Ciudad de México–. Para ello se utilizan datos de fuentes oficiales, principalmente los reportados en los informes de gobierno de la Presidencia de la República, así como de otras instituciones públicas, como el Consejo Nacional de Población y el Banco de México. A partir de los insumos estadísticos se construye un panel de datos para las 31 entidades federativas, que parte de 1998 y se extiende hasta 2013; se utiliza este agregado para modelar la evidencia observada de acuerdo con técnicas econométricas que, en conjunto, nos permiten abarcar la heterogeneidad de las entidades de la república –un objetivo primordial de la descentralización es atender las necesidades específicas de las poblaciones locales–, así como el sesgo inercial que se prevé ocurre en la repartición de recursos federales dadas referencias señaladas en la Ley de Coordinación Fiscal.

			El trabajo se organiza de la siguiente forma: enseguida, se muestran las características y la evolución del Fassa; en la sección siguiente se presenta la metodología econométrica utilizada; a continuación, se exponen los resultados del análisis econométrico, y finalmente se presentan las principales conclusiones de la investigación.




			Características del Fondo de Aportaciones para los Servicios de Salud

			El objetivo general del Fassa es asegurar el acceso a servicios de salud a la población sin seguridad social (no derechohabiente de los sistemas tradicionales de seguridad social); este objetivo también se atiende a través del Sistema de Protección Social en Salud (spss) reglamentado en los artículos 77 bis 1 al 77 bis 41 de la Ley General de Salud; de este último se desprende el Régimen Estatal de Protección Social en Salud (repss) que se instrumenta a través del Seguro Popular.


			En la Ley de Coordinación Fiscal (lcf) se especifican los criterios para la distribución de recursos del Fassa a las entidades federativas. De acuerdo con el artículo 30 de la lcf, para la determinación del Fassa se consideran: a) el inventario de infraestructura médica y las plantillas de personal; b) los recursos contenidos en el Presupuesto de Egresos de la Federación (pef) transferidos a las entidades federativas durante el ejercicio fiscal anterior, para cubrir el gasto en servicios personales; c) los recursos contenidos en el pef transferidos a las entidades federativos durante el ejercicio fiscal anterior, para cubrir el gasto en operación e inversión; y d) otros recursos que se especifiquen en el pef para promover la equidad en los servicios de salud.

			La asignación de los recursos se realiza con base en la aplicación de la siguiente fórmula (Congreso de la Unión, 1978):




			∑Fi=∑(M*Ti),  Ti=Di/DM,

			Di=max[POBi*(PMIN*0.5*((REMi+IEMi )) – Gti ),0]    (1)

			


Donde:	

			Fi = monto correspondiente a la i-ésima entidad federativa del monto total M. 

			M = recursos aprobados en el pef para promover la equidad en servicios de salud.

			Ti = distribución porcentual correspondiente a la i-ésima entidad federativa del monto total M.

			DM = monto total del déficit en entidades federativas con gasto total inferior al mínimo aceptado. 

			Di = monto total del déficit de la i-ésima entidad federativa con gasto total inferior al mínimo aceptado.

			POBi = población abierta en i-ésima entidad federativa. 

			PMIN = presupuesto mínimo per cápita aceptado. 

			REMi = Razón estandarizada de mortalidad de la i-ésima entidad federativa. 

			IEMi = índice estandarizado de marginación de la i-ésima entidad federativa. 

			Gti = gasto total federal que para población abierta se ejerza en las entidades sin incluir M del ejercicio correspondiente.

			Notoriamente, a partir del procedimiento de distribución de recursos del Fondo a las entidades federativas se observa un componente inercial, debido a que la asignación actual considera las asignaciones previas. Es importante señalar que en la distribución de recursos solamente se incluyen dos variables explícitas asociadas al bienestar y calidad de vida de la población: la tasa de mortalidad y el índice de marginación. Estos rasgos son relevantes porque sugieren la falta de elementos más precisos para la asignación de recursos, mientras que la tendencia es a reproducir el beneficio que algunas entidades obtienen; además, a diferencia de otros fondos, como el fais, no se han efectuado adecuaciones en los criterios de distribución que permitan reorientar los apoyos hacia las entidades que más lo requieren. Por ejemplo, en el caso del fais, la reforma reciente, del año 2013, precisó nuevas pautas para la disposición del fondo con base en nuevas definiciones de pobreza (por ingreso y carencias) del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval); en particular, con el fais se asegura la orientación de la distribución de los recursos a las entidades con las mayores poblaciones con carencias sociales.2

			En el cuadro 1 se presenta la evolución, en tasas de crecimiento del total de recursos del Fassa, del que resalta el mayor aumento en el periodo 2011-2012. El cuadro 2 ofrece un contraste entre los recursos del fondo que se asignan por entidad federativa y para los años 2007 y 2013; al respecto destaca los estados que han recibido más recursos per cápita en ambos periodos: Colima, Baja California Sur, Campeche y Nayarit, en cambio, quienes menores recursos per cápita han recibido son: Baja California, Coahuila, Chihuahua, el Estado de México, Guanajuato, Puebla y Veracruz. La coincidencia de las entidades que más o menos reciben en los dos periodos, evidencia el componente inercial del Fassa.




			Cuadro 1. Tasa de crecimiento de recursos del Fassa
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Fuente: Elaboración propia con datos de la SHCP.

			





Cuadro 2. Distribución de recursos del Fassa

			(datos en pesos per cápita a precios constantes de 1998)
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Fuente: Elaboración propia con datos de la SHCP.

			


De acuerdo con el Presupuesto de Egresos de la Federación, además del Fassa, se destinan recursos al Sistema de Protección Social en Salud (spss), a través del Ramo Administrativo 12. Como se especifica en la Ley General de Salud (artículo 77 bis 13), las aportaciones del Fassa se utilizan también para los objetivos del spss; pero este sistema se financia además con las aportaciones de las entidades federativas y con cuotas familiares de los beneficiarios.

			A partir del año 2012 se ha realizado la evaluación del Fassa de acuerdo con el sistema de evaluación del desempeño propuesto por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp) y el Coneval; bajo este sistema, se valoran indicadores de eficacia, eficiencia, calidad y economía para cada uno de los objetivos de fin, propósito, componente y actividad. Debe resaltarse que los indicadores propuestos para la evaluación de cada nivel de objetivos adolecen de las mismas limitaciones de otros programas de política pública: los indicadores cambian constantemente, de modo que no es posible realizar un seguimiento periódico de los avances en el área; y la mayoría de los indicadores (excepto los de fin) se concentran en evaluar los medios a través de los cuales se ejerce el gasto, pero no los impactos que se logran alcanzar.

			Como ejemplo, a partir de datos de la shcp (2016), para la evaluación del Fassa en cuanto al objetivo de fin se han propuesto los indicadores de: tasa de mortalidad general (en el año 2012), y razón de mortalidad materna (en 2013), razón de mortalidad materna en mujeres sin seguridad social (de 2014 a 2016); y en cuanto a indicadores de propósitos se plantearon: número de médicos por cada 1000 habitantes (en 2012), médicos generales y especialistas por cada 1000 habitantes (en 2013), porcentaje de nacidos vivos de madres sin seguridad social atendidos por personal médico (de 2014 a 2016).




			Especificaciones econométricas de los modelos de efectos aleatorios, efectos fijos y estimación dinámica de Arellano-Bond

			En este apartado se presentan brevemente las técnicas econométricas utilizadas para dilucidar los elementos que influyen en la distribución de los recursos del Fassa. Cada uno de los segmentos contiene la especificación que estima el modelo correspondiente, se describen los términos que la componen y se enfatiza su relevancia. Si bien la principal finalidad de esta sección es hacer la exposición teórica de las técnicas, se reportan también las pruebas que justifican la relevancia de sus estimaciones, es decir, la evidencia de que proveen inferencias superiores a las de una regresión tradicional de mínimos cuadrados ordinarios. Primero se explica el modelo de efectos fijos, posteriormente el de efectos aleatorios y por último, la estimación dinámica de Arellano-Bond.

			


Modelo de efectos fijos 

			La especificación del modelo de efectos fijos es la siguiente:




			Yit = vi + β1 X1t+ ··· + βJ XJt + eit          (2)

			


Donde i se refiere a cada uno de los 31 estados de la República Mexicana, mientras que t es el año de reporte de la variable, de esta manera Yit es la variable dependiente para entidad federativa i en el año t; βJ , J = 1,2,3...8 es el parámetro correspondiente a cada variable dependiente X1t; vi es un término de error constante para cada i; y eit es un término de error aunado a un estado en un momento específico del tiempo.

			El modelo de efectos fijos asume vi ≠ 0 tal que es posible vi = 0 para algún i. Si la información es homogénea entre estados, vi = 0 [image: ] i basta usar un método de estimación por mínimos cuadrados ordinarios pues las unidades espaciales no presentan características particulares (Márquez, 2005). Para corroborar que exhiben circunstancias especiales se utiliza la Prueba F restrictiva cuya hipótesis nula es vi = 0 [image: ] i. Aunque el objetivo principal de esta sección es describir teóricamente los paradigmas, es conveniente demostrar su relevancia desde este momento, por ende, en el cuadro 3 se muestra la prueba de hipótesis mencionada para cada horizonte temporal.




			Cuadro 3. Prueba F restrictiva para cada muestra

			[image: 16-cuadro 3]





Fuente: elaboración propia.

			


En la aplicación de las pruebas debe notarse que el periodo de análisis se subdividió en dos series (los periodos 1998-2007 y 2007-2013), debido a cambios metodológicos en el reporte de los recursos correspondientes al Fassa, que dificultan la construcción de una sola serie. Para ambas muestras se rechaza la hipótesis nula, comprobando así la importancia de analizar las muestras con el paradigma de efectos fijos, es decir se cumple    

			


Modelo de efectos aleatorios 

			Respecto al modelo de efectos aleatorios, a priori la especificación es muy parecida a la de efectos fijos, pero tiene una sutil diferencia bastante importante: 




			Yit=αi+β1 X1t+...+βJ XJt+eit          (3)

			con αi=α+ui

			


Utilizando la misma notación anterior, ahora también asume la presencia de carácter particular en el ámbito espacial , La diferencia con el caso previo consiste en que  tiene dos elementos: una media del error,  más una desviación constante en el tiempo característica a cada jurisdicción,  Si esta desviación es nula,  la ecuación de efectos aleatorios es idéntica a una de mínimos cuadrados ordinarios, en cuyo caso éste sería el camino a seguir dada la ausencia de heterogeneidad espacial. Para confirmar la pertinencia de la estimación de efectos aleatorios utilizamos la prueba de multiplicadores de Lagrange de Breusch y Pagan3 que propone la hipótesis nula de que la varianza del término  es cero,  esto es, no hay divergencia considerable entre las entidades federativas. Como en el caso anterior, se reporta en el cuadro 4 la evidencia que justifica el uso del modelo. Considerando el p-value se verifica la necesidad de estimar los parámetros por efectos aleatorios en ambos periodos.4

			


Cuadro 4. Prueba de Breusch y Pagan para cada muestra

[image: 16-cuadro 4]





			Fuente: elaboración propia.

			


La prueba de Hausman genera evidencia para cerciorarse de cuál modelo es más conveniente para modelar la heterogeneidad espacial. La elección está en función de la correlación entre el término de error,  y las variables dependientes  El contexto de efectos aleatorio asume que la correlación es cero, pero si ésta existe y es estadísticamente significativa, el modelo exhibirá variables omitidas, situación en la cual el modelo de efectos fijos brindará mejores resultados. La hipótesis nula de esta prueba es que los estimadores de los modelos no divergen considerablemente. Si no se rechaza la hipótesis nula, el modelo de efectos aleatorios brindará mejores estimaciones al no usar tantas variables dummies como su contraparte (Márquez, 2005). Sin embargo, el panel de datos que se utiliza para cada estimación no cumple todos los supuestos necesarios para llevar a cabo dicha prueba debido a que se requiere una muestra mayor; considerando los datos reportados en los informes de gobierno de la Presidencia de la república citados no es posible alargar la serie de tiempo para aumentar el tamaño de la muestra; no obstante, como se explicará posteriormente, los resultados de cada modelo arrojan parámetros muy parecidos para cada técnica.5 

			


Estimación Dinámica de Arellano-Bond

			Las técnicas descritas hasta este punto enriquecen la investigación al abordar la heterogeneidad espacial de las jurisdicciones de interés. En esta sección se introduce la estimación dinámica de Arellano-Bond (A-B) cuya contribución radica en observar el componente inercial que pondera en la toma de decisiones del gobierno federal. Este método permite introducir como variable explicativa la variable dependiente con rezago, pero sin caer en los problemas que comúnmente acompañan este ejercicio. La función de la estimación de Arellano y Bond es:




			Yit=Yit-1+β1 X1it+...+β7 X7it+eit          (3)

						

						    con eit=ui+vit

			


Como se indicó, el modelo dinámico agrega un instrumento representado por la variable endógena rezagada para cada estado, ;  es el término de error de cada entidad; y  es el error de una observación particular. Se utiliza sólo un rezago para estimar la inercia distributiva dado que la repartición del fondo se hace anualmente, es decir, estamos considerando si las asignaciones captadas en el pasado inmediato influyen las subsiguientes. Introducir rezagos de otra manera causaría problemas de correlación entre el instrumento y el término de error, específicamente con el efecto fijo de cada entidad , generando un estimador sesgado de la variable, es más, si el resto de las variables independientes están correlacionadas con el instrumento , los estimadores de éstas tendrán sesgos similares. La técnica dinámica obtiene la primera diferencia de (4), con lo cual elimina los efectos fijos del modelo , de manera que evita los problemas descritos y, por ende, estima parámetros más certeros de acuerdo a Baum (2006). La relevancia de aplicar esta técnica se verifica a través del nivel de autocorrelación; para conseguirlo, se aplica la prueba de errores en primeras diferencias, cuyos resultados, se presentan en el cuadro 5.




			Cuadro 5. Prueba de autocorrelación para cada muestra
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Fuente: elaboración propia.

			


Una vez justificadas las técnicas de estimación y habiendo enfatizado la relevancia de usarlas se procede a reportar los resultados obtenidos.

			


Coeficientes Estimados con las técnicas de efectos aleatorios, efectos fijos y dinámica de Arellano-Bond, 1998-2007 y 2007-2013

			Para dilucidar los determinantes de la distribución del Fassa se emplea en las estimaciones el monto del fondo en términos per cápita a precios constantes de 1998 como variable dependiente. Las variables explicativas son: los rubros estatales de registros vitales (esperanza de vida y la tasa bruta de mortalidad infantil); la proporción de población de alta demanda,6 que es un aproximado de la probabilidad con que una entidad federativa demandará servicios de salud; la capacidad de producir satisfactores de necesidades, infraestructura y capital humano en materia sanitaria, medidos por el número de consultorios médicos, camas censables y personal médico respectivamente; y el pib real per cápita a precios de 1998 que representa la riqueza estatal. La información fue recabada de los anexos estadísticos de informes de gobierno de la Presidencia de la república, de las proyecciones de población 1990-2030 del Consejo Nacional de Población y del Banco de México.

			Los resultados de la estimación para el periodo 1998-2007 se presentan en el cuadro 6. Los signos negativos de los coeficientes estimados para los registros vitales sugieren por una parte que la federación destina menos aportaciones a las entidades con mejor desempeño sanitario pero que también procura a las rezagadas. El coeficiente menor a cero aunado a la esperanza de vida (estadísticamente significativo en los tres modelos) sugiere que los estados más capaces de satisfacer sus necesidades sanitarias tienden a ser menos “auxiliados” por la autoridad central. Por sí solo, esto implicaría una conducta contraria al criterio de utilizar los recursos federales eficientemente pues se estarían destinando más recursos a las entidades menos capaces de atender las necesidades de sus habitantes; además, la correlación inversa con la tasa de mortalidad (estadísticamente significativa con efectos fijos y aleatorios) implica más recursos federales a los estados que registran menos muertes de infantes que no han cumplido un año de edad.

			La probabilidad de requerir servicios de salud (estadísticamente significativa en la estimación de efectos aleatorios y en la dinámica) pondera negativamente en la toma de decisiones del gobierno federal. Estudios previos a éste han referido que políticas de prevención en salud están ausentes en el criterio distributivo, si bien se encuentra evidencia de que sí influye en las asignaciones del gobierno federal, a priori resulta contraintuitivo que lo haga de forma negativa. Considerando la interpretación de los coeficientes de los registros vitales sería interesante construir una variable de probabilidad de demanda de servicios de salud para niños y otra para adultos mayores, dados los coeficientes estimados de los registros vitales se esperaría que el coeficiente de la primera fuera positivo y el de la segunda, negativo.

			Por último, de las variables de capital humano y físico únicamente el personal médico es estadísticamente significativo (sólo en la estimación de efectos aleatorios), investigaciones previas (Moreno, 2001) denotaban que los recursos humanos y de infraestructura transferidos a los estados generaban un proceso distributivo inercial; sin embargo, nuestro análisis, basado en una muestra mayor, denota que la influencia de dichos recursos en la toma de decisiones se ha diluido al menos hasta 2007. Empero, las aportaciones recibidas un año antes influyen en mayor captación de recursos federales de acuerdo al modelo de Arellano-Bond, lo cual denota que si bien la federación ha tratado de diversificar la distribución de recursos también hay un componente inercial, este comportamiento es congruente con el artículo 30 de la Ley de Coordinación Fiscal que especifica que una entidad federativa no puede percibir menos recursos de los recibidos en asignaciones pasadas.
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Para el segundo periodo analizado, los resultados se presentan en el cuadro 7: se observa que los registros vitales influyen también en la asignación de recursos. Si bien en el primer intervalo ostentaron coeficientes negativos ahora actúan en el sentido contrario; a primera vista podría pensarse que es una contradicción en relación al criterio más reciente, sin embargo, es fácil observar que cualitativamente es el mismo. El coeficiente positivo de la esperanza de vida (significativo en los modelos efectos fijos y efectos aleatorios) señala que aquellas entidades con mayor tiempo promedio de vida esperado reciben más presupuesto. A su vez el parámetro estimado para la tasa de mortalidad infantil (estadísticamente significativo en el modelo de efectos aleatorios) enfatiza un elemento compensatorio para aquellos estados con mal desempeño en materia sanitaria, específicamente para las entidades con alto número de muertes de niños menores a un año de edad. 
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Aunado a lo anterior, la población de alta demanda de servicios de salud (estadísticamente significativa en los modelos de efectos aleatorios y de efectos fijos) es considerada al momento de distribuir el Fassa. Sin embargo, la evidencia de ambos modelos es contradictoria entre sí, pues en efectos aleatorios la correlación es inversa mientras que en efectos fijos es positiva. A pesar de esta divergencia, es claro que el gobierno federal considera el elemento de prevención al distribuir los recursos. Finalmente, para el intervalo 2007-2013, las asignaciones percibidas un año antes siguen determinando parcialmente la percepción de nuevos recursos. Como se ha mencionado, éste es un comportamiento que era de esperarse, dadas las especificaciones de la Ley de Coordinación Fiscal.

			


Conclusiones

			Los registros vitales son uno de los componentes esenciales al determinar las asignaciones del Fassa. Los modelos econométricos planteados sugieren que el gobierno federal premia a los estados con mejor desempeño sanitario, pero también compensa a aquellos más rezagados. Este comportamiento es acorde a una meta planteada en el Plan Nacional de Desarrollo cuando la descentralización de los servicios de salud a través del ramo 33 daba sus primeros pasos: brindar un mínimo de recursos destinados al rubro sanitario, denotado como: “Paquete Básico de Servicios de Salud”. 7

			Una importante contribución de este trabajo es que detecta la existencia del componente de prevención en el criterio distributivo. La evidencia denota que la probabilidad de demandar servicios de salud es tomada en cuenta al asignar el Fassa en el periodo analizado; sin embargo, en el caso específico del intervalo 2007-2013 no permite determinar en qué sentido influye a la captación de recursos, una manera en que podría generarse esta información es uniendo ambos paneles para aumentar el tamaño de la muestra, pero al analizar los datos reportados en los informes de la Presidencia de la república se detecta una fluctuación considerable entre 2007 y 2008.

			Por último, la inercia distributiva por concepto de los recursos sanitarios con motivo de la descentralización de servicios de salud puesta en marcha en 2008 ha mermado, pues tanto capital humano como capital físico han dejado de ser relevantes en la asignación del Fassa; sin embargo, como señala la Ley de Coordinación Fiscal, los resultados muestran que las asignaciones pasadas influyen en las nuevas.

			El criterio distributivo de las autoridades federales presenta elementos comunes a lo largo del periodo en que ha operado el Ramo 33, pero en la práctica este criterio ha presentado diversos ajustes en los 15 años transcurridos desde que se creó. Una recomendación que se deriva del estudio es la necesidad de incluir, como elementos decisores para la distribución del Fondo, aquellas variables que denoten con más cercanía las condiciones de vulnerabilidad y carencias en servicios de salud (más allá de la esperanza de vida y la tasa de mortalidad), de modo que sea posible dirigir los recursos hacia las regiones de mayor rezago.







			
				
					NOTAS AL PIE


1.	Actualmente etiquetado como Fondo de Aportaciones para la Nómina Educativa y Gasto Operativo (Fone).

				

				
					2.	El Coneval define a la población en pobreza como aquella que presenta al menos una carencia social (educación, salud, seguridad social, vivienda, servicios básicos y alimentación) y un ingreso menor al de la línea de bienestar; la población en pobreza extrema es la que presenta tres o más carencias sociales y un ingreso menor al de la línea de bienestar; la población vulnerable por carencia social es aquella que presenta al menos una carencia social, pero su ingreso es mayor al de la línea de bienestar; y la población vulnerable por ingreso es aquella que no presenta carencias sociales, pero su ingreso es inferior al de la línea de bienestar. De acuerdo con el Coneval (2013), en el año 2012, del total de habitantes (117.3 millones de personas), el 45.5% vive en pobreza, de los cuales el 9.8% se encuentra en pobreza extrema; además 28.6% de la población es vulnerable por carencia social, el 6.2% es vulnerable por ingreso, y sólo el 19.8% de la población no es pobre no vulnerable.

				

				
					3.	 También se usa para verificar heterocedasticidad.

				

				
					4.	 El resultado mostrado se refiere a la regresión que incluye al Estado de México; sin embargo, al excluir éste de la regresión se confirma la relevancia de EA (chi2(1) = 541.90; Prob > chi2 = 0.0000).

				

				
					5.	La correlación entre ui y las variables dependientes Xn es de -.3800 al incluir al Estado de México; sin éste es de 0.3777.

				

				
					6.	La población de alta demanda la calculamos al agregar a los habitantes de 0 a 14 años de edad más los habitantes de 65 años en adelante, este total lo expresamos como proporción de la población estatal total.

				

				
					7.	De acuerdo con Moreno (2001), el paquete básico de servicios de salud es un programa federal del Consejo Nacional de Salud, compuesto por un mínimo de recursos de promoción, prevención y rehabilitación.

				

			

		


		
			Referencias bibliográficas 

			Baum, C. F. (2006). An introduction to modern econometrics using Stata, College Station, TX: Stata Press.

			Coneval (2013). “Anexo estadístico de pobreza en México 2012”, México. Disponible en: 

			http://www.coneval.gob.mx/Medicion/Paginas/Medici%C3%B3n/Pobreza%202012/Anexo-estad%C3%ADstico-pobreza-2012.aspx

			Congreso de la Unión (1978). Ley de Coordinación Fiscal, Diario Oficial de la Federación, 27 de diciembre de 1978 (última reforma: 18 de julio de 2016), México.

			––– (1984). Ley General de Salud, Diario Oficial de la Federación, 7 de febrero de 1984 (última reforma: 1º de junio de 2016), México.

			––– (2006). Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, Diario Oficial de la Federación, 30 de marzo de 2006 (última reforma: 11 de agosto de 2014), México.

			––– (2008). Ley General de Contabilidad Gubernamental, Diario Oficial de la Federación, 31 de diciembre de 2008 (última reforma: 9 de diciembre de 2013), México.

			Gómez Dantés, O., Sesma, S., Becerril, V, Kanul, F. M., Arreola, H. y Frenk, J. (2011). Sistema de Salud de México, Salud Pública de México, 53 (S2): S220-S232.

			Márquez, J. (2005). Diagnóstico y especificación de modelos panel en Stata 8.0, documento de trabajo, Centro de Investigación y Docencia Económicas.

			Martínez, G. (2016). Política de asignación de recursos del Seguro Popular: análisis y recomendaciones, Salud Pública de México, 58 (5): 577-583.

			Merino, G. (2003). Descentralización del sistema de salud en el contexto del federalismo. en Kanaul, F. y Nigenda, G. (eds.). Caleidoscopio de Salud: de la Investigación a las Políticas y de las Políticas a la Acción, México: Funsalud, 195-207.

			Moreno, C. (2001). La descentralización del gasto en salud en México. Una revisión de criterios de asignación, Gestión y política pública, 11 (2): 373-406.

			Oates, W. E. (1997). On the Welfare Gains from Fiscal Decentralization, Economia delle Scelte Pubbliche, 2 (3): 83-92.

			Secretaría de Hacienda y Crédito Público (2016). “Presupuesto de Egresos de la Federación. Ejercicio Fiscal 2016”, Disponible en: https://www.pef.hacienda.gob.mx/es/PEF

			Secretaría de Salud (2005). “Norma Oficial Mexicana NOM-040-SSA2-2004 en materia de información de salud”, Diario Oficial de la Federación, 28 de septiembre de 2005, México.

			Yaffee, R. (2003). A Primer for Panel Data Analysis, Nueva York: Information Technology Services,  New York University.

			


Páginas de internet consultadas:

			Secretaría de Hacienda y Crédito Público (2016). Consultada el 30 de septiembre de 2016. http://www.gob.mx/hacienda

			Secretaría de Salud (2016). Consultada el 30 de septiembre de 2016. http://www.gob.mx/salud.

		


		
			Capítulo VI. La coordinación pérdida: El nuevo sistema de justicia penal en México en vilo1




			Armando Islas Delgadillo

			Universidad Autónoma Metropolitana, Cuajimalpa

			


Introducción

			El sistema de justicia penal vigente en México hasta antes del 18 de junio de 2016 se caracterizó por un notable atraso y una alta deficiencia desde la procuración, impartición y administración de la justicia en términos de su eficiencia, acceso, y transparencia.2 Este comportamiento del sistema ha generado, entre otras reacciones, una desconfianza generalizada de la sociedad hacia el aparato de justicia y las instituciones que en mayor o menor medida lo conforman.3

			Así, el sistema de justicia mexicano enfrenta grandes retos institucionales para afianzar la observancia de los preceptos constitucionales en materia de garantías individuales, derechos humanos, seguridad pública y el debido proceso. En este sentido, el 18 de junio de 2008 se vieron cristalizados los esfuerzos del poder ejecutivo y legislativo para emprender una reforma constitucional de gran calado que modificó el sistema de justicia penal mexicano. La reforma penal aprobada tuvo un plazo de ocho años para que la federación y las entidades federativas complementaran el marco legal y generaran las capacidades instituciones adecuadas para poner en funcionamiento los nuevos procedimientos.

			Dicha reforma, que implicó un cambio de suma importancia en el sistema de justicia penal mexicano en los tres órdenes de gobierno, se llevó a cabo en un proceso de transición y coexistencia entre el antiguo y el nuevo sistema, cuya duración fue de ocho años (2008-2016). Para tener una idea clara de lo que representó este hecho, la transición significó la adecuación y ajuste, prácticamente en su totalidad, de cada institución que forma parte del sistema para cada entidad federativa, así como de las instituciones federales. Este esfuerzo resultó en la transformación de cuando menos 132 instituciones, las cuales están soportadas y relacionadas en un andamiaje legal, formal e informal, y responde cada una a dinámicas, si bien similares, muy particulares y específicas. Todo esto llevó a pensar en el gran reto y enorme desafío de implementar la reforma en tiempo y en forma, tal cual fue diseñada y aprobada.

			Desde esta perspectiva, se puede observar la enorme complejidad que representó este desafío, sobre todo desde una visión de relaciones intergubernamentales y de la propia implementación como una parte fundamental en toda política pública. En la práctica gubernamental existen diseños organizacionales que generan una red de contactos e interacciones que hacen necesario el funcionamiento de sus burocracias, independientemente de cuál sea la forma de organización, federal o centralista. Esto implica un problema para generar esquemas de cooperación y de interacción efectivos entre las instituciones involucradas, mismas que tienen sus propias dinámicas de funcionamiento y reglas formales e informales, difíciles de entender y poco visibles.

			Para realizar esta ingente tarea de coordinación se constituyó por acuerdo nacional (signado por los tres poderes de la Unión) una instancia encargada de coordinar las acciones que se realicen en los tres niveles de gobierno para la implementación de la reforma constitucional, a la cual se denominó Consejo de Coordinación para la implementación del Sistema de Justicia Penal (en adelante Coco). En buena medida se creó un mecanismo nacional como medio para lograr cumplir la instauración de un nuevo modelo de procuración e impartición de justicia en todo el país.

			En este sentido, el objetivo del presente trabajo es valorar, en términos de sus méritos, la actuación de esta instancia que tuvo una “vida útil” de poco menos de ocho años. En la medida que el Coco haya logrado sus cometidos será un indicativo de que la implementación de esta política pública, toral para el país, fue exitosa. De la misma forma se describirán los medios (consejos de coordinación locales) a través de los cuales en los estados se logró el cumplimiento de sus objetivos.

			En esta valoración se destacan las bases organizacionales, que deben ser claras, desde el diagnóstico del problema, su diseño y operación, y eventualmente informar sobre los avances y logros obtenidos. En pocas palabras, se describirá la instancia de coordinación nacional, su desarrollo o desempeño, y resultados: los modos de cooperación y coordinación.

			Para ello, se abordará la conceptualización de la reforma constitucional como una política pública. Se advierte que, al margen de los resultados de la actuación de la instancia de coordinación, la necesidad de mantener alineados los fines (cooperación) y medios (coordinación) en el mediano plazo fue un elemento fundamental para el garantizar mejores resultados en esta etapa incipiente del nuevo sistema de justicia penal en México.

			Para dar cumplimiento al propósito del presente capítulo se tiene establecida la siguiente estructura: en primer lugar, se hará un recorrido para explicar cómo a través de las políticas públicas el gobierno o las instituciones que conforman el Estado dirigen sus esfuerzos para atender problemas públicos. En segundo lugar, se distingue la implementación como una parte sustantiva del esfuerzo público, encaminada a mejorar las condiciones sociales; en particular se destacan la coordinación y las relaciones institucionales como piedra angular del proceso. Más adelante, se analizará la instancia de coordinación creada para instrumentar los cambios constitucionales que constituyen la Reforma Penal de 2008, y se evaluarán los productos del Coco, entendidos como los acuerdos tomados, para así valorar sus efectos en la implementación del sistema de justicia penal. Por último, se destacarán los retos en cuanto a coordinar, desde una perspectiva sistémica, la operación de todo el sistema de justicia en los ámbitos federal y estatal, y se expondrán las conclusiones. Resulta importante reflexionar sobre la situación contrafáctica para valorar la actividad del Consejo y conocer además de su actuación: qué hubiera sucedido en caso de no existir esta instancia. 

			


Antecedentes

			El proceso de reforma de los sistemas de justicia penal en Latinoamérica fue un hecho de magnitudes importantes para toda la región hacia una justicia transparente, eficiente, confiable y garante de los derechos humanos. Los primeros antecedentes datan de la década de los noventa, cuando los primeros países hispanohablantes comenzaron el trayecto hacia la reforma de sus propios aparatos de justicia. Por ejemplo, desde 1991 se tiene registrado cómo en la República Argentina comenzó el cambio normativo en algunas provincias, sin embargo, el proceso en este país no ha terminado. Seguidamente se dieron a la tarea de iniciar la implementación de reformas penales en Guatemala, Costa Rica y El Salvador (1998) y Venezuela (1999). Por último, al inicio del siglo xxi entraron en otra dinámica judicial Chile y Paraguay (2001), Honduras (2002), República Dominicana (2004), Colombia (2005), Perú (2006), y México, Brasil y Panamá (2008) (Riego y Santelices, 2005).

			Cabe mencionar que si bien todos estos países reformaron sus respectivos códigos procesales penales, no todos tuvieron puestas en marcha o instrumentalizaciones semejantes. Cada país partió de una base institucional particular, además de condiciones de origen diversas y demasiado heterogéneas. Por ejemplo, el caso chileno (que ha sido evaluado como una práctica exitosa) es particularmente especial puesto que en ese Estado no existía el ministerio público como la institución encargada de perseguir el delito e iniciar acción penal ante un tribunal, lo cual trajo consigo beneficios organizacionales en términos de que no tuvieron la necesidad de vencer viejas rutinas o modos de actuar de los ministerios públicos que constituyeran factores de riesgo para la adecuada operación del sistema acusatorio.

			Otro factor a tomar en cuenta es el sistema político que rige en cada nación. Como se sabe, en la mayoría de los países centro y sudamericanos la forma de gobierno es centralista, lo que en alguna medida facilita la instauración de políticas nacionales homogéneas, que responden a liderazgos institucionales que no “chocan” o “compiten” con los gobiernos subnacionales o territoriales.

			En síntesis, el proceso de reforma penal ha implicado un conjunto de acciones dirigidas a reconformar las instituciones para generar las condiciones necesarias que el nuevo orden jurídico instala para la mejora de la justicia, pero con realidades distintas en cada país e institución nacional o local, lo cual hace complejo el éxito o fracaso del proceso.

			Al respecto, al realizar todas las acciones dirigidas hacia este cambio se debe partir de considerar a la administración pública como una red de organizaciones antes que una organización monolítica (Cabrero y Castillo, s/f). Así, la operación del sistema de justicia penal acusatorio difícilmente se puede pensar como una solución única, aplicable mediante vías exclusivas de control jerárquico y centralizado. Lo anterior deja entrever una relación interorganizacional compleja y de equilibrios que urge de acompañamiento de mecanismos (explicativos) de coordinación como herramienta útil para el funcionamiento equilibrado. Además, no solamente están las instituciones operadoras sustantivas, sino que juegan un papel complementario las agencias de seguridad, de derechos humanos, y ámbitos como el económico, social y cultural.

			Por otro lado, la noción de redes nos permite alejarnos de la recurrente simplificación que presupone la acción de “el gobierno”, y nos acerca a la intrincada red de relaciones cooperativas y no-cooperativas que explican la (des)coordinación entre las agencias y niveles gubernamentales y su interacción con los actores privados. En este aspecto, es importante tener en cuenta que la política y las políticas se “hacen” mediante procesos de negociación, acuerdo y compromiso, no sólo al nivel de tomadores de decisiones sino, en este caso en particular, entre poderes de Estado.

			En estas condiciones, la posibilidad de resolver problemas públicos exige la acción de participantes de distintos niveles decisorios y de una variedad de unidades organizacionales funcionalmente especializadas e íntimamente codependientes, dadas las características funcionales del sistema judicial penal. De este modo, el apropiado funcionamiento entre las unidades decisorias que representan cada parte del sistema judicial depende para alcanzar sus objetivos no sólo de sus (elecciones) acciones, sino también de las de otros actores que conforman el sistema penal; las acciones en un nivel decisorio se verán afectadas por las relaciones que existen entre los distintos niveles y a través de los diferentes límites marcados por las atribuciones particulares de cada institución.

			De manera que hoy es claro que para arrojar luz sobre diversos problemas públicos debemos dejar de estudiar al gobierno como la organización o el actor de política (policy actor) y acercamos al estudio del conjunto de relaciones –cooperativas y no-cooperativas– que explican la –falta de– coordinación entre diversas organizaciones cuya interacción frecuentemente da lugar a una red, que algunos adjetivan como interorganizacional y otros más como de políticas (Cabrero, 2007).

			El proceso de cambio o reforma de ordenamientos legales que transforman instituciones para mejorar la provisión o entrega de bienes y servicios a la ciudadanía en un estado democrático requiere de la coordinación entre las instancias participantes y al interior de cada una. En este sentido, la coordinación inter e intrainstitucional es un elemento fundamental para contribuir en gran medida al éxito de cambios normativos.

			Al respecto, diferentes trabajos han dedicado su ámbito de investigación a encontrar las razones de los fracasos en los esfuerzos gubernamentales donde participan más de una institución. En la mayoría se concluye que la descoordinación y el entendimiento desigual son causas de que no se alcancen los resultados esperados (Islas, 2012). Si bien el ordenamiento legal establece las pautas normativas que guiarán el esfuerzo gubernamental, o del Estado, para mejorar la situación de los gobernados, quien lleva a la práctica o “hace realidad” lo que plantea la ley son las instituciones, que están integradas por funcionarios públicos.

			Adicionalmente a ello, cuando participan varias instituciones y al interior de cada una hay diversas áreas –que son las que acompañan el proceso de cambio–, la coordinación, orden común y el entendimiento compartido por todos son elementos que auguran en gran medida que las acciones y esfuerzos estén dirigidos hacia el mismo fin. De otra forma, los esfuerzos corren el riesgo de ir hacia distintos lugares y en velocidades variadas, provocando como consecuencias el incumplir objetivos, no alcanzar metas y no resolver los problemas planteados. En síntesis, el liderazgo institucional, la coordinación, y un entendimiento común y compartido son factores que no pueden estar ausentes en los procesos de cambio.

			En el proceso de reforma penal de México la instancia coordinadora nacional de todo el proceso fue el Coco. Este órgano tuvo como encargo realizar acciones de coordinación, apoyo técnico y financiero, a fin de guiar el proceso de implementación en las entidades federativas y la federación. El funcionamiento de esta institución política de coordinación trajo logros importantes para ordenar el proceso. Entre los principales se pueden mencionar la claridad y diseño de una estrategia de implementación, sus lineamientos de seguimiento y operación, así como la creación de un conjunto de instancias o grupos de trabajo que, con arreglo a las leyes y reglas aplicables, se encargaron de diseñar los programas de capacitación y evaluación y la difusión del nuevo sistema. También se diseñaron documentos y guías de infraestructura y equipamiento para la reorganización institucional. 

			Sin embargo, en junio de 2016 se decidió cesar la labor de esta instancia política de coordinación, lo que generó espacios grises, y sin que prevaleciera el orden y dinámicas operativas alcanzadas, en los estratos estratégicos, tácticos y operativos entre los operadores4. Es decir, sin la existencia de este órgano político (Coco) se perdieron los rendimientos alcanzados (pocos o muchos) respecto a la coordinación inter e intrainstitucional, que a partir de la operación en todo el país del sistema de justicia penal acusatorio resultan tan necesarios para asegurar el cumplimiento de los objetivos que persigue la reforma constitucional.5 Esto debido a que se trata de un proceso complejo por la cantidad de instituciones y actores participantes, y las tareas que cada uno debe llevar a la práctica.6

			Por lo anterior, se parte de la necesidad de elaborar un trabajo analítico cuyo propósito sea plantear y destacar la importancia de la existencia de un órgano nacional de coordinación en esta fase inicial del proceso de operación del nuevo sistema de justicia, la cual es igual o mayormente significativa que la implementación. Adicionalmente al funcionamiento cotidiano, o instalación del sistema penal instaurado, no se debe soslayar el cierre o “desmantelamiento” del otro sistema de justicia, mejor conocido como “sistema tradicional o mixto”, porque este cambio de sistema supone un reemplazo del anterior con todas las implicaciones materiales, jurídicas y de personal que son necesarias para tal efecto. 

 

			La política pública (como mecanismo gubernamental) para la resolución de problemas

			En nuestro país, al igual que en cualquier Estado, se realizan acciones de gobierno a través del diseño, implementación, y evaluación de políticas públicas, mediante las cuales se busca ofrecer respuestas y soluciones a demandas sociales en distintos ámbitos, como el político, económico o, como el caso que se analizará a lo largo de este capítulo, el de seguridad y justicia. En este entendido, en el año 2008 el titular del Poder Ejecutivo Federal presentó una iniciativa al Congreso de la Unión para modificar diversos artículos constitucionales.7 Esta propuesta contenía las disposiciones constitucionales para conformar un sistema de justicia penal distinto al vigente. El cambio propuesto obedeció a las deficiencias que se argumentaron por diferentes sectores de la sociedad, como la academia, organizaciones civiles, y estudiosos y especialistas en el tema, quienes afirmaban que el sistema no era justo, era ineficiente, oscuro y no se respetaba el debido proceso.

			Al respecto, entre las modificaciones más profundas que conllevó esta reforma constitucional pueden enunciarse la presunción de inocencia y la pérdida de las facultades del agente del ministerio público, que buscaron reducir la discrecionalidad de actuación en la procuración de justicia. Por su parte, también se destaca la obligación, para los jueces, de explicar en audiencias públicas las resoluciones emitidas durante el procedimiento penal, con la finalidad de que las partes conocieran enteramente los alcances de la resolución.

			A manera de resumen, el fin de todos los cambios fue fortalecer la oralidad en los procesos penales, hacer eficiente el proceso, dar certidumbre en todo momento a los implicados, además de resolver el conflicto y reparar el daño. Este nuevo sistema de justicia está regido por los principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación.8

			Otra novedad son los mecanismos alternativos de solución de controversias que fueron incluidos con el fin de propiciar, a través del diálogo, la solución de los conflictos (o probables hechos delictivos), mediante procedimientos basados en oralidad, economía procesal y confidencialidad, en los que se buscó preponderantemente asegurar la reparación del daño y tener un auge en la justicia restaurativa.9

			En resumen, esta reforma se convirtió para el Estado mexicano en una tarea importante de reestructura de todo el andamiaje jurídico en materia penal, que tendría que ser traducido a la sociedad en una política pública que se tornó cada vez más importante a medida que el plazo constitucional se iba acercando, es decir, el 18 de junio de 2016.




			La relevancia de la implementación y la lógica instrumental de las instituciones10

			En México existen múltiples trabajos dedicados a estudiar la reforma constitucional desde diferentes puntos de vista o ámbitos de interés. La mayor parte han sido estudios analíticos normativos, en los que el objeto de análisis es la ley y “los resultados” de su aplicación. Se entrecomilla la palabra resultados porque en el caso del derecho penal en México los efectos del sistema de justicia tradicional, como la impunidad, el no respeto de los derechos humanos, la dilación en los procesos, principalmente, no son solamente consecuencia de la norma; otros elementos que determinan la aplicación de la ley son el contexto social, la formación y preparación de los operadores, los modelos de gestión y, en general, las capacidades institucionales de los organismos públicos que conforman el sistema judicial penal. También existen estudios de caso sobre la operación de diferentes instituciones, como los tribunales de justicia (Caballero, Oñate, y López, 2006), procuradurías (Magaloni, 2009) y el sistema penitenciario (Zepeda, 2004), sin embargo, ante la terminada implementación del sistema de justicia penal acusatorio conocido como juicios orales, al momento de escribir este capítulo no hay análisis sobre la coordinación inter e intrainstitucional como un factor determinante para el cumplimiento de las metas y objetivos planteados al inicio del proceso.

			Diversos estudios han argumentado y demostrado empíricamente los beneficios y fallas de las instancias, mecanismos y herramientas de coordinación en los ámbitos de gobierno. Ha sido más evidente esta gama de análisis en el tema de la implementación de políticas públicas. Sin embargo, en la operación cotidiana de los gobiernos la coordinación entre los entes gubernativos es elemental para la actuación ordenada y común de estas organizaciones públicas.

			Desde esta perspectiva, el gobierno, entre sus diversas funciones, tiene la obligación de atender problemas públicos que la sociedad desea sean solucionados bajo su tutela, para lo cual éstos deben tener la relevancia social suficiente para ser seleccionados y formar parte de la agenda pública. En general, los problemas que enfrenta la sociedad pueden ser definidos en función de su solución como “dóciles” o “perversos” (Aguilar, 2003). Acerca de esta “clasificación” de problemas, se argumenta que los problemas “dóciles” se solucionan porque son fácilmente definibles y pueden verse separadamente de otros problemas y de su entorno. Su característica particular es que, independientemente de las dificultades y complejidades a que se enfrente su solución, éstas son de carácter técnico, por lo que dicha solución es factible (con las debidas reservas). Ejemplos de este tipo de problemas son la construcción de vías de comunicación, vivienda, drenaje, etcétera.

			Por el contrario, los problemas “perversos” no tienen soluciones eficaces, sino sólo temporales e imperfectas, por lo que carecen de una formulación definitiva y, por tanto, de criterios uniformes para decidir cuándo se ha encontrado una solución. Estos puntos son de gran relevancia para comprender el significado y los alcances de un problema público, puesto que seleccionar la definición de un problema determina su solución (Harmon y Mayer, 1999). Por ende, el principal instrumento de solución al problema público lo constituye la política pública.11

			Bajo estos conceptos, la transformación de las instituciones relacionadas con la impartición de justicia, cuyo objetivo es mejorar su eficiencia y eficacia, tiene elementos para considerársele un problema “perverso”, pues se trata de un fenómeno complejo por los múltiples actores participantes en su resolución, y también porque la procuración, administración e impartición de justicia son obligaciones del Estado que no tienen formulaciones definitivas o criterios uniformes con soluciones únicas.

			En el caso mexicano, con la reforma penal se está pasando de un sistema de corte inquisitivo a uno acusatorio adversarial, con lo cual queda de manifiesto que ambos “modelos” de justicia penal suponen soluciones a una misma necesidad que es la de justicia. Por tanto, la reforma al sistema de justicia penal, al tratarse de una política pública de alcance nacional que involucra la participación de gobiernos estatales, manifestados en los tres poderes, requiere de esfuerzos de coordinación considerables y deja entrever la complejidad de su implantación dada la amplia diversidad de sectores sociales que pueden verse afectados por dicho proceso. Es decir, en el caso específico de la reforma constitucional, mediante la cual se reconfigura el sistema judicial penal en México, se puede clasificar como un problema perverso, puesto que para algunos especialistas la solución planteada no es la mejor, a contrapelo de quienes definen como una mejor alternativa mejorar y hacer eficiente y efectivo el sistema tradicional o inquisitorio y no cambiar el sistema de justicia.12

			Ahora bien, en la literatura especializada sobre política pública,13 a grandes rasgos, se define ésta como “una estrategia de acción colectiva, deliberadamente diseñada, calculada y ordenada, en función de determinados objetivos”; o como el curso intencional de acción que sigue un actor o un conjunto de actores al tratar un problema público (Aguilar, 2000). Partiendo de estas definiciones, se puede afirmar que las políticas públicas pueden ser conceptualizadas como estrategias gubernamentales racionalmente diseñadas que, mediante una serie de cursos de acción y el uso de diversos instrumentos, buscan solucionar problemas de carácter colectivo definidos previamente.

			Al ser congruentes con la definición anterior, resulta evidente que las políticas no se generan espontáneamente, sino que implican un proceso que los tomadores de decisión deben seguir para su elaboración. Desde una perspectiva más analítica, en la abundante literatura sobre política pública ésta se divide en partes de un proceso o etapas para su estudio. Al respecto, es posible identificar claramente cuatro etapas o momentos analíticos, no necesariamente cronológicos, del proceso: 1) planteamiento de la agenda pública; 2) formulación y diseño de la política o sus alternativas; 3) implementación; y finalmente, 4) evaluación de sus resultados o impacto en la población objetivo o beneficiaria.

			En una síntesis de cada etapa, la formación de la agenda es aquella en la que los asuntos son definidos como problemas de interés general. La formulación y diseño de la política es el momento en que se establecen los fines, metas y medios para ejecutarla (programas y otros instrumentos de política). La etapa de implementación consiste en materializar los cursos de acción que integran la política, concretamente en operar sus instrumentos y programas. Finalmente, la evaluación es la etapa en que se lleva a cabo un análisis de los niveles esperados y ocurridos de rendimiento de la política en general, y de sus instrumentos y programas en particular (Aguilar, 2003).

			Así, el primer paso para construir una política pública de manera rigurosa, siguiendo el planteamiento de Aguilar, es identificar claramente el problema que se intenta resolver. Esta identificación del problema implica tener la información elemental que permita demostrar que el “problema” es real y que tiene la dimensión y características suficientes para ser incluido en la agenda de gobierno como una prioridad social. Al mismo tiempo, se establecen las causas del problema y con base en ellas se comienzan a plantear las alternativas de solución plausibles. Se responden preguntas tales como ¿cuál es el problema?, ¿por qué es un problema? y ¿cuáles son las causas o hechos que lo explican? Con estas respuestas se define el problema mediante una descripción del mismo y se dejan abiertas distintas soluciones para la construcción de alternativas.

			Posteriormente, una vez identificado y definido el problema, se determinan cuáles serán los objetivos de la política, las metas y los indicadores de medición. Vale decir que los objetivos deben ser mensurables, concisos y con un horizonte de cumplimento definido, con el fin de hacer de la evaluación un ejercicio objetivo para conocer los resultados y alcances de lo planteado para la resolución del problema.

			En este mismo análisis de las alternativas de solución debe plantearse el marco normativo a través del cual se llevará a la práctica la acción de gobierno, pues se parte del supuesto del principio de legalidad que forma parte del actuar de cualquier servidor público. En este sentido, se deben identificar las disposiciones normativas existentes y su efectividad, es decir, la capacidad de resolución observada. En ese mismo renglón, se debe tomar en cuenta la viabilidad normativa de las alternativas, pues una vez decidida la solución es necesario traducirla en términos de modificaciones legales para su cumplimiento y materialización.

			Llegado a este punto, se procede a la implementación de la política; con otras palabras, a cristalizar o poner en práctica la alternativa seleccionada, considerando tanto los medios para hacerlo como los costos y contextos en donde tendrá “vida” la política. Los costos son un factor determinante en el proceso, por lo que disponer de recursos es vital, pues de otra forma es prácticamente imposible llevar a cabo cualquier acción de gobierno (a menos que la alternativa sea la no acción). En cuanto al contexto, se entiende el entramado institucional y los actores relevantes que participan, públicos y privados. Además, la ejecución de una política a nivel federal es distinta de los demás niveles de gobierno, como el estatal y el municipal, por diversas razones, que van desde lo organizacional hasta lo normativo, político y económico, pues en cada nivel se tienen realidades particulares en diversos aspectos.

			Finalmente, la parte conclusiva del ciclo de la política es el seguimiento y evaluación; en esta parte se inscriben el alcance o logro de los objetivos. Hay mediciones de corto, mediano y largo aliento. En el caso de las primeras, se evalúa en qué medida se han obtenido avances en cuanto a la corrección o solución del problema definido a partir del proceso de implementación. Por lo que hace a la evaluación de mediano plazo, se intenta conocer cuáles han sido los resultados del funcionamiento de las instituciones involucradas y medir el resultado de sus acciones a partir del bien o servicio público que provean. La última evaluación consiste en calcular los beneficios sociales obtenidos con la ejecución de la política, con transformaciones sociales para lo cual fue elaborada. Cabe apuntar que existen metodologías muy acabadas para cada una de las evaluaciones y su uso dependerá del tipo de política que se trate.

			En conclusión de lo expuesto anteriormente, el cambio de sistema de justicia penal puede ser concebido como una política pública (de carácter judicial), ya que es un proceso cuyo enfoque es la resolución de un problema público acotado (el mal funcionamiento de la procuración, la impartición y administración de justicia penal), y sus decisiones implican la participación de diversos actores con sus consecuentes conflictos (Aguilar y Lima, 2009).

			En este sentido, grosso modo, lo que se definió en el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012 como política de justicia y seguridad fue renovar todo el sistema de justicia penal para su mejor funcionamiento. Visto como política pública, y a partir del diagnóstico elaborado en este documento, se específica una situación X en un tiempo t0, para lo cual se definieron objetivos específicos y estrategias para su logro a través de acciones dirigidas para su cumplimiento, y si todo esto se cumple, se estará en una situación Y en un tiempo t+1, tal como lo establecen Pressman y Wildavsky (1973).

			Ahora bien, de las etapas anteriormente expuestas de la política pública, para los fines que persigue este trabajo, la implementación es de particular interés puesto que de ahí se derivan retos importantes que necesariamente deben ser superados para el éxito de la política que se desee analizar. En el caso específico de la reforma constitucional mediante la cual se crea un sistema de justicia penal acusatorio adversarial, estos retos surgen básicamente a partir de la necesidad de armonizar la legislación procesal penal, de superar los obstáculos derivados de las resistencias al cambio, así como de minimizar la percepción negativa de la opinión pública sobre estas reformas (Culebro, 2008).

			Además de lo anterior, el impulso a la reforma del sistema de justicia penal requirió de un complejo ejercicio de coordinación, en el que las entidades federativas del país se encontraban en diversas fases de operación, con múltiples estructuras de coordinación, disponibilidad de recursos heterogénea, diversas necesidades de reorganización, infraestructura y prioridades políticas diferentes y no necesariamente complementarias.14 Se trató de una política pública que involucró a los tres poderes de Estado, liderada por actores con pesos políticos distintos y cada uno con mayor o menor determinación del proceso. Es decir, a mayor cantidad de actores con poder de decisión sobre un proceso, mayor será la complejidad para llevarlo a la práctica y, por añadidura, la coordinación y ruta de instrumentalización era menos clara y más vulnerable. Por lo tanto, para bien y para mal, los resultados fueron diferentes a los planteados en un inicio.

			Recuperando algunas ideas planteadas, en México la impartición de justicia es un problema perverso al que se busca solucionar a partir de la reforma judicial de 2008. Como se presentó líneas arriba, el sistema de justicia penal se ha caracterizado por un notable atraso y una alta deficiencia en la impartición de justicia en términos de eficiencia, acceso, y transparencia. En consecuencia, existe una desconfianza generalizada de la sociedad hacia el aparato de justicia y las instituciones que lo conforman en mayor o menor medida.15

			Dado lo anterior, el desarrollo e implementación de una reforma judicial como la penal supone el diseño de políticas públicas específicas para los cuatro principales operadores del sistema de justicia penal, como fueron: la procuraduría de justicia, la secretaría de seguridad, la defensoría pública y el poder judicial, a las cuales nos referiremos genéricamente como políticas judiciales. De ahí que una implementación eficiente de una reforma judicial dependa, en gran medida, de un diseño adecuado del conjunto de acciones a seguir, a partir de un diagnóstico de la situación imperante en cada una de estas instituciones en términos de las necesidades y de disponibilidad de recursos para llevar a cabo la implementación; la coordinación de la actuación de cada institución es un elemento decisivo para el logro de los objetivos trazados al inicio.

			En este marco analítico, Aguilar (2003) clasifica el conjunto de estudios sobre implementación en tres generaciones: la primera orientada a identificar a los incentivos que tienen agentes externos para determinar los resultados de una política, sus principales exponentes son Pressman y Wildavsky (1973) y Bardach (1977). La segunda generación considera a las necesidades de los mismos operadores de la política como los agentes determinantes de un cambio. Mientras que la tercera generación trata de incluir las características del problema público a tratar, el diseño institucional de las instancias operadoras, el marco normativo que las rige, así como el contexto económico-político-social. Entre quienes han empleado este enfoque se encuentran Van Meter y Van Horn (1975), y Sabatier y Mazmanian (1981).

			Además de esta clasificación, con base en las variables que determinan la implementación, muchos académicos han dividido los enfoques de la implementación en función de la verticalidad en que se desenvuelven estos factores: los enfoques de arriba hacia abajo (top down), los enfoques de abajo hacia arriba (bottom up), y los intentos de conciliación o enfoques mixtos de análisis (Sabatier, 1986; Long y Franklin, 2004; Matland, 1995; O’Toole, 1986).

			En particular, la propuesta de Sabatier y Mazmanian (1981), también conocida por enfoque top down, parte del supuesto de que con un buen diseño de la política, un diagnóstico adecuado, objetivos claros y compartidos, y metas definidas, se obtendrán los resultados esperados. El fundamento de este enfoque se basa en la idea de que un correcto control desde el centro de la toma de decisiones es la variable fundamental para el éxito de la implementación. Por lo anterior, las principales causas del fracaso de una política radican en la resistencia o la falta de competencia de los funcionarios de menor jerarquía, o bien en el pobre nivel de coordinación de una organización, por lo cual se hace necesario definir reglas claras y controles rígidos que aseguren la armonía operativa y garanticen los resultados (Aguilar, 2003).

			Desde esta perspectiva teórica, las principales variables a estudiar son las características de las instancias implementadoras, las condiciones políticas, económicas y sociales, la disposición de los implementadores a llevar a cabo las acciones necesarias para el logro de los objetivos y metas establecidas, la tratabilidad del problema, las variables normativas y las variables no normativas, entre otras (Sabatier y Mazmanian, 1981).

			Entre las principales críticas a este enfoque tenemos: a) desestima el valor de la aportación de los operadores locales de la política pública, al considerarlos como un obstáculo al proceso de la implementación, y al inclinarse a la centralización de la toma de decisiones; b) considera a la promulgación normativa como el punto de partida para la implementación, ignorando la gestación de los posibles obstáculos desde procesos anteriores de la elaboración de la política; y c) trata de ver a la implementación como un proceso solamente administrativo, sin tomar en cuenta el factor político del que también es inherente (Matland, 1995).

			En contraposición a esta propuesta analítica surge el criterio bottom up, en el que se plantea el análisis de la implementación desde los actores participantes en el proceso, es decir, desde los operadores directos de la política e inclusive de los beneficiaros. Entre los principales exponentes de este enfoque se encuentran Hjern y Hull (1982), Weatherley y Lipsky (1977), quienes señalan la importancia de analizar las relaciones entre los beneficiarios directos de la política y los funcionarios que directamente proveen el servicio u operan dicha política, pues es precisamente ahí donde surgen las diferencias entre los objetivos originalmente planeados en los centros de decisión y lo que finalmente logran los operadores. Esta situación, afirman, conlleva a una divergencia de intereses entre los funcionarios operativos y los tomadores de decisiones o diseñadores de la política, ya que la rigidez de las disposiciones para la operación de la misma puede dificultar la tarea a los operativos y provocar por ende un conflicto de intereses y una falta de consenso.

			Si bien bajo este enfoque –bottom-up– los operadores son el principal factor que determina el éxito o fracaso de una política pública, se debe prestar atención a las necesidades de los mismos para que se logren alinear a los objetivos planteados por los tomadores de decisiones, es decir, instrucciones claras y concretas, mayores recursos y flexibilidad en los procesos de gestión y operación (Aguilar, 2003). Por consiguiente, las variables de análisis deben concentrarse en los recursos y las necesidades de los funcionarios que operan los programas (O’Toole, 1986).

			No obstante, las teorías que han tomado como base el enfoque bottom up también han sido criticadas, debido a que plantean como un supuesto fuerte que los gobiernos locales tienen la suficiente autonomía para concentrar la toma de decisiones para la implementación, hecho que no siempre es así. Por ejemplo, si bien los gobiernos locales tienen la capacidad de emprender políticas públicas exitosas a partir de los procesos de descentralización, generalmente no logran tener un impacto importante, debido a que no se complementan con las acciones de otros niveles de gobierno, dando lugar a la dispersión y fragmentación de los servicios a los beneficiarios.16

			A partir de esta revisión a los enfoques top down y bottom up se pueden observar conclusiones interesantes: a) si bien cada postura cuenta con aportaciones de gran relevancia para la teoría de la implementación, de manera respectiva cargan el peso de la toma de decisiones desde lo central a lo local, y viceversa, respectivamente; y b) dada la diversidad de los problemas públicos y las políticas públicas, así como los entornos sociales, económicos, políticos e inclusive culturales en que se desenvuelven, es indispensable identificar un enfoque intermedio de gradualidad variable que pueda ajustarse en la medida de lo factible a la realidad del problema público que se desea definir.

			A partir de estas disertaciones, una tercera aproximación teórica al estudio del proceso de implementación o ejecución de políticas públicas es un enfoque conciliador, el cual se basa en recuperar las cualidades de ambos y propone un análisis mixto, mediante el cual se busca alcanzar una visión más integral de la implementación. Sin embargo, otros autores consideran como una alternativa más objetiva adoptar un modelo determinado para cada situación particular, en lugar de intentar construir un modelo combinado o “integral” (Matland, 1995). Por su parte, Elmore (1978) y Parsons (1995) recomiendan emplear diversos marcos de referencia para abarcar el proceso completo de la implementación, debido primordialmente a que ninguno de ellos capta toda la complejidad de este proceso, dados los diversos contextos en que se desenvuelven.

			En adición a lo anterior, el éxito de la implementación depende en cierto sentido de una concepción común de la política en la cual coincidieran todos los participantes involucrados en el proceso. En el modelo de la administración de sistemas, el acuerdo es resultado del control administrativo. En el modelo del proceso burocrático, el acuerdo resulta de la incorporación de una nueva política a las rutinas operativas de la organización. Por último, en el modelo del desarrollo organizacional el acuerdo de produce a partir del consenso entre quienes elaboran las políticas y quienes la implementan. En contraste, en el modelo del conflicto y la negociación los resultados de la implementación no son más que soluciones temporales negociadas –“resultantes”–, que no reflejan ningún acuerdo general en torno a los objetivos (Aguilar, 2000).

			En resumen, de entre las distintas aproximaciones teóricas de estudio de la ejecución de políticas públicas, las principales variables a analizar se encuentran en el contexto organizacional, político y social; el número de actores participantes; los incentivos para los participantes; las estructuras de las relaciones de poder, entre otros (O’Toole, 1986). No obstante, la búsqueda de un marco teórico múltiple que se proponga abarcar todos los aspectos del proceso de la implementación resulta una tarea difícil de alcanzar, por lo que algunos autores (tales como Bardach, 1977) sugieren la adopción de enfoques múltiples que partan de un análisis minucioso del problema y del contexto en el que se desarrolla.

			Establecido lo expuesto hasta aquí, para los fines de este capítulo se utilizará como base de análisis el modelo propuesto por Sabatier y Mazmanian (1981); particularmente se tomarán las variables analíticas para evaluar las características y resultados de la instancia implementadora a nivel nacional del nuevo sistema de justicia penal. Cabe señalar que esta orientación teórica se enmarca dentro del conjunto de teorías clasificadas con enfoque top down, y parte del supuesto de que con un buen diseño de la política, mediante un diagnóstico adecuado, objetivos claros y compartidos y metas definidas, se obtendrán los resultados esperados.

			En el caso de la reforma penal, de la Exposición de motivos de la iniciativa de ley se desprenden los elementos propuestos en el modelo de Sabatier y Mazmanian, pues en dicho documento se establece un diagnóstico de la situación del sistema de justicia penal mexicano con base en los resultados obtenidos en varios años, y se propone modificarlo para obtener los resultados mejores.17 Asimismo, en este decreto se pueden verificar metas claras, principios y objetivos que se persiguen con el nuevo sistema de justicia, así como una serie de elementos y variables que deberán atender las entidades federativas y la federación para hacer efectivo el mandato constitucional. Por lo cual, si comparamos el modelo teórico y la reforma penal observamos coincidencias importantes para emprender un análisis. Se trata de un ordenamiento legal que obliga a llevar a cabo acciones para el cumplimiento de objetivos establecidos, y se parte de que con el rediseño del sistema de justicia, a partir del diagnóstico, se obtendrán los resultados esperados.




			Origen, conformación y funcionamiento de la instancia de coordinación

			El 13 de octubre de 2008 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el decreto de creación del Coco, cuya naturaleza jurídica sería constituirse como un organismo (político) de coordinación. Se determinó que para llevar a cabo sus acciones sesionaría de manera ordinaria por lo menos dos veces al año y de manera extraordinaria las ocasiones necesarias para el cumplimiento de sus fines, rigiéndose por los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia.

			Este Consejo de Coordinación fue instalado en la Ciudad de México el 18 de junio de 2009, y a partir de ahí hasta el año 2016 celebró 18 sesiones, 16 de las cuales fueron ordinarias y dos, extraordinarias. Cabe mencionar que en el artículo Transitorio Primero de su Decreto de creación se estableció que el mismo entraría en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación y tendría una vigencia no mayor a ocho años, es decir hasta el 13 de octubre de 2016.




			Miembros permanentes del Consejo de Coordinación (13)
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Fuente: Elaboración propia.

			


La finalidad de conformar un cuerpo colegiado de esta índole fue que existiera un órgano encargado de establecer la política y coordinación nacional necesarias para implementar a nivel municipal, estatal y federal el Sistema de Justicia Penal en los términos que mandatan las modificaciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (cpeum), las cuales estuvieron encaminadas a instaurar un sistema de seguridad y justicia penal de corte adversarial en todo el país, con la finalidad de velar por el respeto de las garantías individuales y derechos humanos consagrados en la Constitución.

			Ahora bien, para la materialización de las estrategias y líneas de acción del Consejo de Coordinación, el decreto mencionado estableció que éste contaría con una Secretaría Técnica (en adelante Setec), como un órgano administrativo desconcentrado adscrito a la Secretaría de Gobernación. La Setec estuvo conformada por un promedio de 100 servidores públicos y un presupuesto de operación de alrededor de 100 millones de pesos anuales.18

			De esta manera, la Setec tuvo como principal actividad ejecutar los acuerdos y demás determinaciones que le ordenara el Consejo de Coordinación, apoyar y coadyuvar con las autoridades federales y locales que así lo solicitaran. Para el desarrollo de sus actividades, estructuralmente, contaría con cinco direcciones generales: de Estudios y Proyectos Normativos; de Asistencia Técnica; de Coordinación Interinstitucional; de Planeación, Capacitación y Difusión, y de Administración y Finanzas; mientras que el funcionario al frente de la Secretaría Técnica tendría el nivel de subsecretario, nombrado por el Presidente de la República a través del Secretario de Gobernación.19

			Por otro lado, la conformación final del Consejo de Coordinación fue modificada con base en adiciones de miembros a través de invitaciones directas a propuesta de la Setec. Estos invitados fueron principalmente expertos que tuvieran funciones de consulta para la toma de decisiones del propio consejo con el propósito de nutrir las medidas que fortalecieran la implementación del nuevo sistema de justicia penal. Fue así como a partir de 2013 se integraron diversas instituciones: Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp); Secretaría de la Defensa Nacional; Secretaría de Marina; Secretaría de Educación Pública (sep); Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública; Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas; Órgano Administrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación Social; Instituto Federal de Defensoría Pública; Conferencia Nacional de Gobernadores; Coordinación Nacional Antisecuestro; Confederación de Diputados de la República; Asociación Nacional de Defensorías Públicas Estatales de la República Mexicana, y Asociación Nacional de Facultades, Escuelas de Derecho, Departamentos de Derecho e Institutos de Investigación Jurídica, A. C.

			Estas adhesiones de miembros del Coco dibujan una composición plural, incluyente y al mismo sesgada a instituciones pertenecientes al poder Ejecutivo (federal o local). A los 13 miembros originales y permanentes se agregaron en la recta final del periodo de implementación 16 miembros más; es decir, el total de integrantes creció en más de 100%. Este hecho tiene varias lecturas. Una de ellas, es que se invitaron instituciones importantes para el proceso de coordinación, como es el caso de la shcp y un representante ciudadano o del ámbito académico. No obstante, los miembros representativos del ámbito estatal y judicial tuvieron un crecimiento de representatividad menor. Lo que hace pensar en un desequilibrio de perspectivas estatales, pues si bien el crecimiento de miembros fue importante, la mayoría estuvo enfocada al orden de gobierno federal.




			Composición final de miembros del Consejo de Coordinación
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Fuente: Elaboración propia.

			


Asimismo, se invitó a participar a distintas áreas de la Secretaría de Gobernación, como fueron: la Subsecretaría de Enlace Legislativo, la Subsecretaría de Prevención y Participación Ciudadana, la Subsecretaría de Normatividad de Medios, y la Unidad de Gobierno.







			Composición porcentual y absoluta de la conformación final del 

			Consejo de Coordinación en 2016
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Fuente: Elaboración propia

			


De acuerdo con el Decreto de creación mencionado, las atribuciones de este Consejo se plasmaron en el artículo octavo de la siguiente manera:

			
					Emitir los acuerdos, lineamientos, normas, procedimientos y demás instrumentos normativos necesarios para el debido cumplimiento de su objeto, vinculatorios para sus integrantes;

					Elaborar las políticas, programas y mecanismos necesarios para instrumentar, en los tres órdenes de gobierno, una estrategia nacional para la implementación del sistema de justicia penal, que contemple la programación de compromisos y etapas de desarrollo;

					Diseñar criterios para las reformas constitucionales y legales necesarias para cumplir con su objeto;

					Proponer a las instancias correspondientes los cambios organizacionales, la construcción y operación de la infraestructura que se requieran;

					Emitir los lineamientos para la evaluación y seguimiento de las acciones que se deriven de las políticas, programas y mecanismos señaladas en la fracción II de este artículo;

					Aprobar los programas de capacitación y difusión sobre el sistema de justicia penal dirigidos a jueces, agentes del Ministerio Público, policías, defensores, peritos, abogados, así como a la sociedad en general;

					Coadyuvar con el Congreso de la Unión y las Legislaturas de las Entidades Federativas, en el seguimiento y evaluación de los recursos presupuestales ejercidos en la implementación y operación del sistema de justicia penal;

					Elaborar los criterios para la suscripción de convenios de colaboración interinstitucional; así como los acuerdos de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas y de cooperación internacional;

					Analizar los informes que le remita la Secretaría Técnica sobre los avances de sus actividades;

					Interpretar las disposiciones del presente instrumento y el alcance jurídico de éstas, así como desahogar las dudas que se susciten con motivo de su aplicación; y

					Las demás que requiera para el cumplimiento de su objeto.

			

			Entre las obligaciones y funciones de los integrantes del Consejo de Coordinación destacan: asistir a las sesiones; proponer los temas para discusión en las sesiones; y proporcionar el apoyo requerido para cumplimentar el objeto del Consejo de Coordinación así como de los acuerdos que estableciera.

			Por último, en cuanto a la operación del Coco, es de mencionarse que para responder de forma eficiente a los retos que se planteaban en la etapa final de implementación, el Coco decidió generar y aprobar acuerdos sin necesidad de que este órgano colegiado sesionara, recayendo en la Secretaría Técnica la obligación de recabar la firma correspondiente de los Consejeros en la que constara el asentimiento.20 Este cambio no fue un tema menor, pues permitió dar celeridad en cuanto a las decisiones importantes que no se podrían tomar hasta que el Coco sesionara de forma ordinaria, lo cual significó avances en los procesos de gestión de la Setec para con las entidades federativas. Sin embargo, esta modificación de trabajo también llevó al relajamiento de los controles necesarios, es decir, las discusiones en pleno para tomar las mejores decisiones que debieron aplicarse en su momento. 




			Productos del Consejo de Coordinación: Acuerdos para la Reforma Penal

			Como se mencionó, el Consejo celebró un total de 16 sesiones, dos de ellas extraordinarias y el resto ordinarias. En cada sesión se tomaron “Acuerdos” que eran las directrices de actuación de los encargados de poner en práctica la Reforma Constitucional del 18 de junio de 2008. La dinámica grosso modo consistió en que la Setec tomaba cuenta de los acuerdos aprobados por el Coco para cumplirlos. Este cumplimiento podría darse de forma unilateral por la propia Setec, o bien, de forma coordinada con otras instituciones federales o estatales.




			Calendario de sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo de Coordinación para la implementación de la Reforma Penal de 2008

			[image: 18-calendario de sesiones]





Fuente: Elaboración propia.

			


La celebración de sesiones fue desequilibrada a lo largo del plazo de implementación. Al inicio de la vida del Coco fue cuando más sesiones hubo, muchas de las cuales obedecieron a sentar las bases de operación y funcionamiento del Consejo, más que a tomar decisiones para coordinar el proceso de implementación. De ahí que poco se pueda apuntar sobre la efectividad de las labores de la instancia de coordinación, pues el número de sesiones nos indica únicamente la actividad que tuvo en el año este órgano político de coordinación. El año que más actividad reflejó fue 2010, y en los que menos sesiones se llevaron a cabo fueron 2011 y 2016. Con el señalamiento de que en 2016 su vida institucional fue marcada por el cumplimiento del plazo legal para concluir con la implementación de la reforma constitucional: el 18 de junio de 2016. En consecuencia, el año que menor actividad registró fue 2011, ya que operó durante 12 meses, a diferencia de 2016 en el que solamente hubieron 6 meses de operación.

			


Sesiones del Consejo de Coordinación (ordinarias y extraordinarias) celebradas por año
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Fuente: Elaboración propia

			


Debido a las limitaciones que impone –para el análisis del Coco– considerar solamente el número de reuniones, se realizará un análisis de los “productos” de este Consejo y sus alcances en la implementación. Para ello vale la pena distinguir dos etapas o épocas de este órgano político: 2008-2012 y 2012-2018. En 2012 hubo un cambio de gobierno a nivel nacional en México, el cual trajo consigo la alternancia de poderes por el cambio del partido en el gobierno. Este hecho es importante por los cambios que representó en la administración pública federal. Como se describió previamente, la institución que presidía el Coco era la Secretaría de Gobernación a través de su titular, además de los diversos representantes federales, quienes también encabezaban secretarías de Estado. Por tanto, los resultados del Consejo se ordenaron primeramente de forma general o agregada, y posteriormente en lo que denomino “épocas”. La primera comenzó con el inicio de la implementación en 2008 y culmina con el cambio de poderes en 2012. La segunda está enmarcada en la presente administración, la cual inició en diciembre de 2012 y terminará su periodo en el 2018. 

			


Resultados del Consejo de Coordinación

			En las 16 sesiones se tomaron un total de 98 acuerdos de distintas modalidades y con efectos diferenciados. Todos los acuerdos están publicados en el Diario Oficial de la Federación en las fechas respectivas. Del total de acuerdos, 86 se consensaron a lo largo de 13 sesiones ordinarias, 11 en sesión extraordinaria y solamente un acuerdo se tomó sin necesidad de sesionar. 

			Sobresale que el año de mayor “producción” fue 2014 con 27 acuerdos; sin embargo, resulta extraño que el mayor número de acuerdos se signaran faltando escasos dos años para que se agotara el plazo constitucional, pues su cumplimiento se debía dar de forma acelerada, con los riesgos que esto conlleva. Igualmente, es visible que el primer año de actividades se haya tomado una cuarta parte del total de los acuerdos, y los siguientes dos años (2011 y 2012) hayan sido los periodos de menor actividad. Esta situación guarda una situación “espejo” con el avance en las entidades federativas, debido a que al revisar la entrada en operación de éstas, hasta finales de 2011 solamente habían entrado en vigencia parcial Baja California, Chihuahua, Durango, Estado de México, Morelos, Oaxaca, y Zacatecas (Zepeda, 2012). 




			Acuerdos por año
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Fuente: Elaboración propia

			


Respecto al contenido de los acuerdos, la mayor cantidad de ellos (1 de cada 4) fueron decisiones que si bien, en alguna medida, ordenaban el funcionamiento de la instancia de coordinación –como aprobar las reglas de operación del Consejo, el Plan de Trabajo de la Setec, y dictar las líneas de actuación de las instituciones federales y estatales para una adecuada implementación–, un buen número de estos acuerdos se limitaron a aprobar el orden del día, o aprobar el nombramiento de alguno de sus integrantes; inclusive los primeros acuerdos solamente dieron cuenta de la instalación del propio Consejo de Coordinación. En segundo y tercer lugar de importancia por número destacan los acuerdos normativos y los de capacitación; estos dos rubros constituyen prácticamente una tercera parte de todas las decisiones que se tomaron al interior de este cuerpo colegiado. Los temas de capacitación y tecnologías de la información fueron importantes al inicio, pues las directrices que se dictaron al respecto son mínimas; según los registros, 4 de los 98 acuerdos atañen directamente a estos espacios de implementación.
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En síntesis, se puede afirmar que el trabajo del Consejo de Coordinación fue diverso y atendió en mayor o menor medida los temas fundamentales de la implementación, así como con sesgos a tópicos apegados más al proceso jurídico y de capacidades de los operados, es decir con mayor relevancia impulso temas normativos y de capacitación. La buena nota es que alcanzaron todas las dimensiones planteadas en su mandato, aunque no en los tiempos oportunos necesariamente. Esto porque muchos de los acuerdos se tomaron próximos al final de la vigencia del decreto de creación de esta instancia, y no desde el arranque del proceso, y este hecho generó retrasos irrecuperables desde sus inicios.




			Primera época, 2008-2012

			En el primer periodo de labores del órgano de coordinación nacional se tomaron 39 acuerdos (40%) y en la segunda etapa, ya con un gobierno de distinto partido al que inició las gestiones, se acordaron un total de 59 ordenamientos (60%) para implementar el nuevo sistema de justicia. Estos datos reflejan que la segunda etapa de operación fue más productiva en números absolutos.

			Sin embargo, se debe tener en cuenta el contenido de los acuerdos como un parámetro de calidad, o de impacto favorable en la implementación y coordinación de la reforma penal. Una primera mirada de esto se refleja en la composición porcentual de los convenios por ámbito. Los acuerdos que más se tomaron fueron los de la propia operación, seguidos de los temas normativos y de capacitación. Se destaca que en esta administración todos los ejes de implementación fueron importantes, porque al menos en todos existen acuerdos.

			En este tiempo es valioso reconocer que se tomaron acuerdos de suma importancia. El primero de ellos es cuando se aprobaron las reglas de operación del Consejo.21 En el segundo acuerdo se estableció la Estrategia Nacional de Implementación, como un documento rector del proceso, pues hasta ese momento no había lineamientos claros y conocidos sobre las rutas a seguir en la implementación.22 Estos hechos merecen ser reconocidos como elementos ordenadores del proceso, en particular en un país federal como México, en virtud de que el desconocimiento de cómo iniciar los trabajos de materialización de la reforma penal puede producir distorsiones y contribuir a hacer complejas las labores de implementación. Con ello se disminuyó considerablemente el riesgo de que se llevaran a cabo procesos heterogéneos, asimétricos y sin un seguimiento apropiado.




			Acuerdos por ámbito, de 2010 a 2012
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* Se contabiliza un acuerdo común con el ámbito de difusión.

			** Incluye un acuerdo normativo para etiquetar recursos financieros a la implementación.

			*** Se consideran los acuerdos que conformaron comités de trabajo para temas específicos.

			Fuente: Elaboración propia.

			


Como conclusión se puede afirmar que los acuerdos de este periodo, comparados con los agregados de todo el periodo de existencia del Consejo, son muy homogéneos. Sobresale el dato de que, a pesar de haber signado un número menor de acuerdos, se cubrieron todos los ámbitos, se sentaron las bases para ordenar la coordinación y en general para conducir la implementación. Por otro lado, también es de resaltar que se mantuvo el número de miembros del Consejo (13), y no se realizaron invitaciones a otras instituciones para enriquecer los trabajos y decisiones que se tomaron. Además de que los acuerdos tardaron en llegar, pues desde que se publicó la reforma constitucional a la fecha de los primeros acuerdos transcurrieron por lo menos 19 meses.

			


Segunda época 2013-2016

			Con la reconformación del Coco se dio otra dinámica a su forma de operación. En primer lugar la productividad fue mayor: se tomaron 50% más acuerdos que en la anterior etapa. Se enriqueció la toma de decisiones al interior de la instancia con la participación de un número mayor de miembros en su calidad de invitados. El número de participantes creció en más de 120% (de 13 a 29). El número de sesiones se mantuvo en un promedio de dos anuales. Más allá de estas diferencias, en cuanto a los acuerdos y su contenido en esta segunda época se lograron algunos importantes, que permitieron garantizar el cumplimiento de distintos objetivos en beneficio de la reforma penal. No obstante también se tuvieron algunos frenos y cambios de timón importantes.

			En la composición de los acuerdos por tema se mantuvieron los operativos, de normatividad, y de capacitación como los más frecuentes. En contraposición, se destaca que los ejes de infraestructura y tecnologías de la información pasaron, si no desapercibidos, al menos sin que hubiera ordenamientos en ese sentido. Asimismo, es de hacer notar que el ámbito de evaluación y seguimiento tuvo mayor importancia en este periodo, así como la reorganización institucional, pues se tomaron más acuerdos respecto del periodo anterior. 




			Acuerdos por ámbito de 2013 a 2016
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* Se contabiliza un acuerdo común con el ámbito de difusión.

			** Incluye un acuerdo normativo para etiquetar recursos financieros a la implementación.

			*** Se consideran los acuerdos que conformaron comités de trabajo para temas específicos.

			Fuente: Elaboración propia.

			Finalmente, en este periodo de actuación del Consejo se destaca la creación del “Grupo de trabajo en el ámbito federal para acelerar el proceso de implementación de la Reforma Constitucional de Seguridad y Justicia Penal de junio del 2008”, el cual estuvo conformado por áreas especializadas de la Procuraduría General de la República, de la Comisión Nacional de Seguridad, de la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal, de la Secretaría de la Defensa Nacional, de la Secretaría de Marina, del Poder Judicial de la Federación, así como de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y la Setec como Secretario Técnico del mismo.23 

			Este Grupo de Trabajo se consolidó como una coordinación operativa a nivel federal que a través de cinco subgrupos de trabajo realizó las acciones necesarias para la implementación del nuevo sistema en los ejes de: Planeación, Capacitación, Normatividad, Asistencia Técnica y Difusión. Dentro de sus mayores logros están el afianzamiento para definir la gradualidad con la que se implementaría el nuevo sistema de justicia penal en todo el país, en el ámbito federal.




			Efectos del cumplimiento de los acuerdos

			Uno de los puntos favorables de la transición fue la permanencia de algunos acuerdos que delinearon el proceso de implementación y que en buena medida permitieron continuar sin grandes exabruptos. Por ejemplo, se mantuvo la estrategia de implementación, se continuó con la operación del comité de capacitación, se realizaron evaluaciones y seguimiento del proceso con base en los esfuerzos anteriores. 

			Adicionalmente, el Consejo tuvo mayor relevancia respecto a la coordinación al involucrar más actores al proceso, y también gestionar un incremento a los recursos financieros asignados. De acuerdo con información presentada en distintos foros, el crecimiento en el subsidio para la implementación creció en un porcentaje considerable en los últimos dos años del proceso. Esto posiblemente fue un efecto de la confianza en el proceso y de la información sobre el uso de los recursos que por parte de la Setec y los encargados de implementar en las entidades federativas se enviaron la shcp para su autorización.24 

			En este mismo año (2014), en la XII Sesión Ordinaria del Consejo de Coordinación se tomó un acuerdo para atender temas específicos y de alta relevancia; de ahí se creó el Comité para la Evaluación y Seguimiento de la Implementación del Nuevo Sistema de Justicia Penal de Corte Acusatorio. Este Comité respondió para dar cumplimiento a lo estipulado en el artículo décimo segundo transitorio del Código Nacional de Procedimientos Penales (cnpp), mediante el cual se ordenó al Consejo de Coordinación constituir un grupo de trabajo para llevar a cabo el seguimiento y la evaluación del funcionamiento del cnpp.

			Esta actividad debería realizarse mediante la generación, el procesamiento y el análisis de información para conocer y medir los avances en cuanto los ámbitos que se espera mejorar con el sistema de justicia acusatorio, a saber: eficacia, efectividad, trasparencia, impunidad y acceso a la justicia. Este Comité se integró por un representante de las siguientes instituciones: Consejería del Ejecutivo Federal, Cámara de Senadores y Diputados del Congreso de la Unión, Suprema Corte de Justicia de la Nación, Consejo de la Judicatura Federal, Procuraduría General de la República, Comisión Nacional de Seguridad, Comisión Nacional de Tribunales Superiores de Justicia de los Estados Unidos Mexicanos, Conferencia Nacional de Secretarios de Seguridad Pública, Conferencia Nacional de Procuración de Justicia, organizaciones académicas y organizaciones civiles; y sería presidido por la Setec.

			Generar información objetiva sobre los resultados de la instrumentación de una política pública –como lo son un conjunto de indicadores–, es una parte fundamental de cualquier esfuerzo gubernamental para medir si efectivamente se alcanzaron los resultados, pues en la medida que se conozcan los progresos y se sepa en qué grado se alcanzaron los resultados establecidos al inicio, se podrán realizar los ajustes necesarios o bien fortalecer las actividades necesarias. Al respecto, uno de los logros más importantes de este Comité de evaluación fue haber logrado la aprobación de indicadores para el seguimiento y evaluación del funcionamiento y operación del Sistema de Justicia Penal Acusatorio, los cuales deberían haberse actualizado semestralmente.25 Este hecho no es menor, pues la aprobación fue consensada entre los diferentes actores. Sin embargo, a la fecha no se tiene registro de los avances, pues con la desintegración del Consejo de Coordinación no hay claridad sobre la medición y evaluación de la operación del sistema de justicia penal.

			En cuanto a la elaboración, aprobación y entrada en vigencia de la normatividad, local y federal, necesaria (básica y complementaria) para la operación y debido proceso, el Consejo de Coordinación tuvo buenos resultados. A través de un mecanismo de medición sobre los avances en las leyes, códigos y demás ordenamientos normativos, fue posible modificar o crear prácticamente todo el marco jurídico necesario para que tanto las entidades federativas como la federación tuvieran el piso legal suficiente para llevar a cabo sus actuaciones. Este avance muy probablemente no hubiera sido posible si cada entidad federativa hubiese construido un marco jurídico de forma unilateral y sin un sistema de control y seguimiento cercano y oportuno.

			Adicionalmente, en este tema de armonización jurídica, el Consejo de Coordinación afirmó las acciones para la construcción de protocolos de actuación nacionales, mismos que a solicitud del Consejo Nacional de Seguridad Pública se distribuyeron a las entidades federativas; se trató de los protocolos de Primer Respondiente, con los anexos: Informe Policial Homologado, Cartilla de Derechos y Mapa del Procedimiento; así como el Protocolo de Seguridad en Salas. Estos protocolos fueron aprobados por el Consejo Nacional de Seguridad Pública en el marco de la implementación del sistema de justicia penal.

			Otro Comité (Acuerdo) que desafortunadamente no tuvo el mismo efecto favorable fue el Comité de Difusión para trabajar de manera conjunta en el proyecto de comunicación transversal para el conocimiento ciudadano del nuevo sistema de justicia penal,26 cuyo propósito era dotarlo de programas y proyectos necesarios en materia de difusión en el periodo de 2014 a 2016. En este caso no se lograron los resultados esperados, pues en declaraciones públicas del titular de la Secretaría de Gobernación se reconoció el desconocimiento social de este nuevo sistema de justicia.27

			Hasta aquí se han narrado de forma agregada los avances y áreas de oportunidad que se lograron en los años de actividad del órgano de coordinación nacional. La balanza se carga hacia los aciertos, y en menor medida hacia los resultados no logrados. Hay opiniones diversas sobre la actuación del Coco; en este capítulo se intentó mostrar cómo a través de los acuerdos se ordenó el proceso, se dieron lineamientos claros, y se hizo un seguimiento cercano del proceso.28 Estos elementos seguramente permitieron lograr mejores resultados que los que pudieron haberse alcanzado con la ausencia de una instancia de coordinación.

			En el siguiente apartado, además de mostrar las conclusiones, esbozaré algunos planteamientos, aunque no tienen una respuesta sobre acciones concretas que lleven a asegurar que todos estos esfuerzos realmente alcanzarán las aspiraciones del 18 de junio de 2008.




			Retos y desafíos para la consolidación del sistema acusatorio

			Finalizar las tareas de la implementación, terminar pendientes de infraestructura, crear instancias de gobierno para atender la ley nacional de ejecución, y plantear una estrategia de consolidación, maduración y mejora continua, son algunas de las tareas que están en el tintero del recién creado sistema de justicia penal en México.

			Asimismo, un desafío mayor que enfrenta es la ausencia de mecanismos o instancias que posibiliten la coordinación e instrumentación como en su momento lo logró el Consejo de Coordinación, ya que a partir de octubre de 2016 traspasó la consolidación del sistema de justicia penal a nivel nacional a otra institución federal encargada de administrar fondos financieros para temas de seguridad, “así como articular y coordinar a las instituciones de Seguridad Pública de los tres órdenes de gobierno a través de establecer directrices, alinear las políticas públicas, establecer sistemas de planeación estratégica, así como de evaluación y transparencia”,29 que es el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública (sesnsp). En ese organismo de coordinación no está incluido o representado el poder judicial de la federación, ni sus homólogos de las entidades federativas; es decir, no forma parte de la coordinación un actor preponderante como es el juzgador, el encargado de impartir justicia, el funcionario cuya responsabilidad radica en finalizar asuntos o casos mediante las sentencias. Tampoco están incluidos la sociedad civil, la academia, los congresos locales ni el Congreso de la Unión.

			Estamos entonces ante el riesgo de comenzar un proceso descoordinado de consolidación, en el cual cada entidad federativa realizará las acciones que mejor considere pertinentes, con la salvedad de que pudieran ser contrarias a los avances ya alcanzados. Esta situación es relativamente fácil de anticipar, pues no hay rastros de informes de seguimiento de los trabajos emprendidos en el pasado semestre en cuanto a la operación del sistema de justicia. No existen, al menos públicamente, datos o reportes de cómo está funcionando el nuevo sistema en las entidades, o en su caso en la federación.

			Ante esto, surgen preguntas como: ¿estamos alcanzando los resultados esperados? ¿Cuáles son las metas para el año 2020? ¿Se destinarán recursos para atender diversos temas, como las unidades de medidas cautelares? ¿Existe una base de datos nacional de los asuntos que ingresaron (a los mecanismos alternos de resolución de controversias en materia penal) para saber el estatus en que se encuentran y su resultado final? ¿Sabemos si la “capacidad instalada” que demanda el nuevo sistema de justicia es suficiente? ¿Están descongestionándose los tribunales? ¿La gente ha recuperado la confianza en el sistema de justicia penal? ¿Los jueces tienen criterios homólogos tomando como referencia que toman sus decisiones con base en una normatividad única (cnpp)? ¿Qué institución tendrá la capacidad política y técnica de coordinar a los operadores del sistema judicial penal de los tres poderes de Estado?

			Aparentemente después de haberse cumplido la fecha del 18 de junio de 2016 parece que el sistema de justicia penal acusatorio funciona en México, y seguramente es así. De lo que no estamos seguros es que la operatividad sea la misma y con igual calidad para cualquier ciudadano (víctima o probable responsable) independientemente del fuero, la entidad federativa en que sea usuario de los servicios legales, y su calidad económica. 




			Conclusiones

			La conformación de un nuevo ordenamiento jurídico para procurar e impartir justicia en el ámbito penal en México es una apuesta de gran calado, pues forma parte de una reforma que trastoca todos los ángulos de la justicia penal en México. Este cambio apenas comenzó hace escasos tres o cuatro años en la mayoría de las entidades federativas, y en la federación de forma paulatina hace menos de dos años, y de forma importante en febrero de 2016.

			Esta dinámica apresurada de implementación trajo ajustes sobre la marcha y también temas no atendidos de forma integral. Si bien no se obtuvo un proceso perfecto al final del plazo constitucional, se observaron avances sólidos como consecuencia de que existió un órgano rector del proceso con capacidad de consensar voluntades políticas que orientaron la toma de decisiones en los distintos niveles de gobierno.

			A pesar de que hubo un cambio en la conformación de este órgano, denominado Consejo de Coordinación para la implementación de la Reforma Penal, por el proceso de cambio de poderes por las elecciones en 2012, se mantuvo el mecanismo de coordinación sin mayores cambios. Ambas “épocas” del Consejo dieron frutos importantes. En la primera sobresalieron acuerdos que dieron origen a la forma de trabajo y se emitieron acuerdos como la estrategia de implementación, cuyos ejes rectores permanecieron a lo largo de los ocho años de instauración del sistema de justicia. En la segunda época se vieron claros esfuerzos por involucrar más actores para fortalecer la toma de decisiones y lograr mayores consensos.

			Con el propósito de diversificar los esfuerzos y robustecer la coordinación se crearon comités y grupos de trabajo particulares. Muestra del éxito de estas decisiones fue el establecimiento de programas de capacitación nacionales para homologar la actuación de los operadores. Asimismo, se consiguieron más recursos financieros debido a la comunicación directa entre la schp y los operadores de las instituciones locales que integran los sistemas de justicia penal. Otro signo importante de logros fue el establecimiento del comité de evaluación y seguimiento, mediante el cual por primera vez se aprobaron indicadores consensados entre los tres poderes de la unión para dar seguimiento al funcionamiento del recién creado sistema de justicia penal.

			En general, se puede afirmar que el trabajo de coordinación del Consejo fue exitoso, aunque permanecen temas por atender de infraestructura, reorganización institucional y reforzamiento de capacidades institucionales. Es motivo de preocupación la continuidad en la coordinación de los esfuerzos de los múltiples actores que participan directa e indirectamente en la operación de los 33 sistemas de justicia penal que coexisten en el país. Preocupa sobre todo cómo serán los trabajos y consensos entre los distintos poderes de Estado, cuando el órgano coordinador (sesnsp) sigue dejando fuera al Poder Judicial de la Federación, y a sus homólogos en las entidades federativas, pues estas instituciones que imparten justicia no están sentadas en la mesa de trabajo para la consolidación. Además, las funciones y atribuciones del sesnsp están claramente asociadas a temas de seguridad pública, que en alguna medida es parte del sistema de justicia, pero su peso es “menor” respecto de la procuración e impartición de justicia.

			A 11 años de trabajos de coordinación ¿En dónde queda el conocimiento adquirido sobre la coordinación que dejó el Consejo? ¿y dónde las ganancias en las relaciones intergubernamentales con el resto de las instituciones participantes? De ahí el título del capítulo, “La coordinación perdida: El nuevo sistema de justicia penal en México en vilo”.







			
				
					NOTAS AL PIE


1.	Agradezco la participación de la Lic. María de los Ángeles Molina Anaya en la recopilación y ordenamiento de los acuerdos del Consejo de Coordinación, así como los comentarios realizados.

				

				
					2.	Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública (Envipe) 2013, 2014, 2015 y 2016, Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi).

				

				
					3.	Idem.

				

				
					4.	El Centro de Investigación para el Desarrollo (cidac), propone en su reporte de 2015 sobre la implementación del sistema de justicia penal acusatorio, derivado de la reforma constitucional en materia penal de 2008, llevar a cabo una estrategia nacional que logre consolidar el sistema a través de una ruta crítica y actores definidos. “Sólo de esta forma se logrará homologar la calidad de la justicia en el país y garantizar que los objetivos de la reforma constitucional de 2008 sean finalmente alcanzados...”. Consultado en: http://cidac.org/wp-content/uploads/2016/05/HALLAZGOS_2015.pdf 

				

				
					5.	El lunes 20 de junio de 2016 se publicó el Acuerdo entre los tres Poderes de la Unión para la consolidación del Sistema de Justicia Penal, en el cual se menciona una serie de seis acuerdos de buenas intenciones. En el primero se reconoce que el Consejo de Coordinación para la implementación del sistema de justicia penal “fue una instancia que permitió la actuación coordinada por parte de los distintos actores involucrados en esa tarea”. En el segundo, que “Es necesario continuar con las acciones que la consolidación del sistema requiere”. En el tercero, que “Los poderes de la unión desplegarán las acciones a que se refiere el acuerdo segundo anterior en el ámbito de sus facultades constitucionales, bajo su respectiva y entera responsabilidad”. En el cuarto, que “Los poderes de la unión acuerdan establecer un canal de comunicación coordinado y permanente, a partir del intercambio de experiencias de todos los actores involucrados y con la colaboración que en cada caso resulte más adecuada, a fin de lograr la consolidación”. En el quinto se destaca que “Los poderes de la unión, contarán, en la esfera de sus facultades, con un órgano que fungirá como enlace operativo y, a la vez, como integrante de la instancia tripartita coordinadora de la consolidación; que en el caso del ejecutivo federal estará adscrito a la Secretaría de Gobernación”. El último acuerdo refiere que “Las entidades federativas que así lo decidan, en ejercicio de su soberanía, podrán adherirse a este acuerdo”. Es claro que no existen líneas de acción concretas, ni instancias debidamente identificadas para realizar las funciones encaminadas a dar firmeza y solidez al nuevo sistema de justicia penal. Para mayor detalle consúltese: http://www.dof.gob.mx/nota_to_imagen_fs.php?codnota=5441783&fecha=20/06/2016&cod_diario=270421 

				

				
					6.	Por ejemplo, el liderazgo de las instituciones que dependen del poder ejecutivo es distinto al de quien encabeza los órganos impartidores de justicia, incluso son instancias de gobierno que pertenecen a diferentes poderes del Estado. Además, también se suma el Congreso que finalmente es el responsable de aprobar la ley y disponer su implementación en cuanto a tiempo, responsables y recursos asociados. Cada uno de estos actores tiene su “propia lógica”, intereses particulares y maneras de ejecutar las tareas asignadas, lo cual pone de manifiesto la enorme coordinación de voluntades y de organizaciones que toman parte en este proceso.

				

				
					7.	El 18 de junio de 2008 apareció publicado en el Diario Oficial de la Federación, el decreto mediante el cual se reformaron los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22; las fracciones XXI y XXIII del artículo 73; la fracción VII del artículo 115 y la fracción XIII del apartado B del artículo 123, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

				

				
					8.	Idem.

				

				
					9.	Idem.

				

				
					10.	Este apartado se basa en la tesis presentada en 2013 por Armando Islas Delgadillo para obtener el grado de doctor en Ciencias Sociales y Políticas por la Universidad Iberoamericana, Campus Santa Fe.

				

				
					11.	Por citar solamente algunos ejemplos de problemas perversos, se puede comentar sobre el consumo de sustancias ilegales. Algunos afirman que la solución al problema sería legalizar tanto el consumo como la distribución y producción. En sentido contrario, lo que se observa en la realidad es otra solución al mismo problema: penalizar el trasiego y la producción, es decir se combate y castiga a quienes elaboran y distribuyen las sustancias ilícitas. Se trata de un problema perverso porque la solución es imperfecta, puesto que el problema subsiste y la formulación de la solución no es definitiva. Como este ejemplo se pueden citar el problema económico de la distribución de bienes y servicios, el debate conocido entre el Estado benefactor y el Estado liberal. Otro problema, relacionado con el tema de este trabajo de investigación, son los dos sistemas de justicia: el inquisitivo y el acusatorio. Con ambos se busca mantener el orden jurídico social mediante la punición de conductas disruptivas o que atentan contra la sociedad en su conjunto. Sin embargo el proceso o procedimiento de hacer justicia es distinto. A grandes rasgos, el primero enfatiza la reconstrucción histórica de los hechos y el segundo procura la resolución de conflictos.

				

				
					12.	Entre otros documentos se sugiere revisar: Caballero, Oñate y López (2006); Vázquez y Rivas (2007), y Pásara, L. (2007). 

				

				
					13.	Para efectos de este trabajo se utilizará el término de política en el sentido de acción de gobierno, y no en otras acepciones, como la función de distribución del poder en la sociedad, o el juego cotidiano de actores por espacios de poder e influencia. 

				

				
					14.	Por ejemplo hubo entidades federativas que al iniciar con la implementación tenían niveles de inseguridad bajos, pero con necesidades de desarrollo económico, social o educativo importantes. De ahí que la implementación del nuevo sistema de justicia penal no fuera una prioridad sobresaliente en el orden de atención a problemas urgentes. Por el contrario, en otras entidades –como Chihuahua– se dispararon los niveles de inseguridad y de ahí la urgencia de replantear su sistema penal. 

				

				
					15.	Presidencia de la República, Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012. Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), Encuesta Nacional de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública (Envipe) 2013, 2014, 2015 y 2016.

				

				
					16.	Por ejemplo, en un estudio realizado por Cabrero (2007) para conocer las capacidades institucionales en gobiernos locales se demuestra que las diferencias en capacidades profesionales entre los servidores públicos, y la infraestructura técnica, son elementos significativos que explican las diferencias en la situación financiera de cada estado analizado. En dicho estudio se observa claramente cómo en el caso de los municipios urbanos grandes tienen mayores posibilidades para tener haciendas saludables y hacer un uso eficiente de los recursos, a diferencia de los municipios pequeños que presentan grandes dificultades para el manejo de las finanzas públicas, además de enormes carencias técnicas. 

				

				
					17.	Decreto mediante el cual se reformaron los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22; las fracciones XXI y XXIII del artículo 73; la fracción VII del artículo 115 y la fracción XIII del apartado B del artículo 123, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Publicado en el dof el 18 de junio de 2008. 

				

				
					18.	Presupuesto de Egresos de la Federación (pef) 2010, 2011, 2012, 2013, 2014, 2015 y 2016.

				

				
					19.	Con base en el artículo décimo tercero del multicitado Decreto, se enlistan las más importantes atribuciones de la Setec: auxiliar al Consejo de Coordinación en la elaboración de políticas, programas y mecanismos necesarios para instrumentar en los tres órdenes de gobierno una estrategia nacional para la implementación del Sistema de Justicia Penal; coadyuvar y apoyar a las autoridades locales y federales en la implementación del Sistema de Justicia Penal, cuando así se lo soliciten; así como con las instancias de seguridad nacional conducentes, e instancias correspondientes para la ejecución de cambios organizacionales, construcción y operación de infraestructura; proponer y operar con las instancias correspondientes los proyectos de reformas constitucionales y legales necesarias para la consecución del Sistema de Justicia Penal, de conformidad con los criterios diseñados por el Consejo de Coordinación; elaborar programas de capacitación, así como las acciones de ejecución de los mismos sobre el Sistema de Justicia Penal dirigidos a jueces, agentes del Ministerio Público, policías, defensores, peritos, abogados, así como a la sociedad en general; realizar los programas de difusión sobre el Sistema de Justicia Penal aprobados por el Consejo de Coordinación; suscribir los convenios de colaboración interinstitucional, así como los acuerdos de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas y de cooperación internacional, y coordinar su operación y ejecución; elaborar y someter a consideración del Consejo de Coordinación el informe correspondiente sobre los avances de sus actividades; dar seguimiento a los acuerdos y resoluciones del Consejo de Coordinación; crear comités y grupos de trabajo, así como coordinar sus actividades; contratar consultorías cuando se requieran para el apoyo en las funciones del Consejo de Coordinación; y realizar estudios especializados sobre asuntos o temas que sean necesarios para el cumplimiento del objeto del Consejo de Coordinación.

				

				
					20.	En la Segunda Sesión Extraordinaria del Consejo de Coordinación fue establecido el acuerdo COCO/EXT/II/10/14, por el que se reformaron sus Reglas de Funcionamiento para la aprobación de los proyectos de Acuerdos sin la reunión presencial. Con esto se generó una mecánica de trabajo diferente para responder al plazo límite para el cumplimiento de la Reforma Penal de 2008.

				

				
					21.	Acuerdo Coco/03/III/10, mediante el cual se aprobaron las Reglas para el Funcionamiento del Consejo de Coordinación para la Implementación del Sistema de Justicia Penal. Tercera Sesión Ordinaria, celebrada el 8 de enero de 2010.

				

				
					22.	Acuerdo Coco/02/IV/10, mediante el cual se aprobó la “Estrategia de Implementación de la Reforma Constitucional en las entidades federativas”. Cuarta Sesión Ordinaria, celebrada el 18 de marzo de 2010.

				

				
					23.	Acuerdo COCO/005/X/13 tomado en la Décima Sesión Ordinaria del Consejo de Coordinación, celebrada el 23 de junio de 2013. Posteriormente se sumaron a su integración la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública, la Procuraduría Fiscal y la Procuraduría Federal de Protección al Ambiente.

				

				
					24.	En el artículo 8° transitorio del pef, para el ejercicio fiscal 2014, se aprobaron recursos en el Ramo 23 Provisiones Salariales y Económicas por $5 000 000 000.00 (cinco mil millones de pesos) para la implementación del Nuevo Sistema de Justicia Penal en las entidades federativas, sujetos a los lineamientos que emitió la Setec en el mes de enero de 2014, los cuales establecieron los requisitos y procedimientos para que las entidades federativas pudieran acceder a los recursos asignados, así como los mecanismos financieros que, en su caso, permitieran potenciar dichos recursos. Publicado en el dof del 31 de enero del 2014. En dichos lineamientos se estableció que las entidades federativas sólo podrían tener acceso a los recursos económicos para proyectos de inversión en infraestructura y equipamiento, nuevo o en proceso.

				

				
					25.	Acuerdo COCO/XV/003/15 publicado en el dof  el 21 de enero de 2016. XV Sesión Ordinaria del Consejo de Coordinación para la Implementación del Sistema de Justicia Penal.

				

				
					26.	Acuerdo COCO/EXT/II/003/14, suscrito en la Segunda Sesión Extraordinaria del Consejo de Coordinación del 24 de febrero de 2014.

				

				
					27.	Diario Reforma. Antonio Baranda. Cd. de México (21 septiembre de 2016):  “El secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong, reconoció que aún existe un profundo desconocimiento del nuevo sistema de justicia penal [...] Todavía hay un profundo desconocimiento no sólo de los operadores, y me refiero que es el mayor de los avances, se está haciendo bien, pero me refiero particularmente de los ciudadanos […] porque para exigir un derecho primero hay que conocerlo. Y por eso es tan importante que la ciudadanía entienda de qué se trata este nuevo sistema y cuáles son sus diferencias con el anterior […] Osorio Chong calificó como fundamental que las autoridades de los tres órdenes de gobierno redoblen las tareas de difusión del nuevo sistema…”

				

				
					28.	Según cidac, en su reporte de Hallazgos 2015, “los resultados de la implementación se traducen en 33 procesos arrítmicos y paralelos que dieron como resultado un escenario nacional heterogéneo, lo que implica sistemas de justicia de distintas calidades. El proceso de implementación se caracterizó por la improvisación y por una dinámica de prueba y error que, en algunos casos, se tradujo en prácticas exitosas, pero en la mayoría significó acciones aisladas, desarticuladas y de poco impacto. Por ello, es necesario que el día después del 18 de junio de 2016, cuando comience la etapa de operación nacional del sistema acusatorio, se produzca una estrategia nacional”.

				

				
					29.	Misión del sesnsp, consultado en http://www.secretariadoejecutivo.gob.mx/sistema-nacional/mision-vision.php 
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Introducción 

			Bajo el contexto actual de globalización se mantiene el interés académico por investigar los distintos factores que inciden en los movimientos migratorios: características, motivaciones y tendencias actuales. Diversos estudios han avanzado considerablemente en el desarrollo de un cuerpo teórico-metodológico a través del cual sea posible analizar las aristas de las migraciones contemporáneas, así como la relación y consecuencias para los hombres y mujeres que la asumen y sus familias; además de las transformaciones que estos movimientos de personas generan en los ámbitos económico, político, social y cultural de las comunidades de origen, destino, tránsito y retorno.

			No obstante, ha sido limitada la vinculación de los resultados investigativos que se han producido desde diversas disciplinas de las ciencias sociales con el diseño de mecanismos que contribuyan en la elaboración de políticas sociales incluyentes y que respondan a las problemáticas sociales que ocasionan los movimientos migratorios: pobreza, desigualdad, violencia, efectos ambientales, etcétera. Al mismo tiempo, el gobierno se ha mantenido indiferente hacia los resultados de las investigaciones que se producen sobre dichas problemáticas y los efectos socioculturales que desatan.

			Las migraciones hacen manifiesta la poca sensibilidad y capacidad del Estado para brindar atención especializada a las diversas situaciones que desencadenan estos movimientos; la escasa coordinación entre los gobiernos municipal, estatal y federal para dar seguimiento al desarrollo de políticas y programas públicos dirigidos a la población migrante que, por ejemplo, contribuye con el envío de remesas familiares o colectivas desde el extranjero; que retorna voluntaria o involuntariamente a las comunidades de origen, y aquella que se moviliza al interior del país principalmente de comunidades rurales e indígenas hacia regiones agrícolas y las grandes urbes. A ello debemos sumar la migración de personas centroamericanas que se movilizan por el territorio nacional con intención de llegar al Norte, a quienes se debe garantizar un tránsito seguro y el respeto de sus derechos humanos.

			En el caso de México la desigualdad y pobreza golpean sobre todo a las familias más vulnerables, que ven en la migración una alternativa para sobrevivir y acceder a recursos que les permitan costear las necesidades más básicas, como alimentación, salud, vivienda y educación. 

			Por un lado, las migraciones internas –todavía poco exploradas– son la consecuencia de la ineficiencia gubernamental para brindar apoyo, sobre todo a las comunidades rurales, para la creación de empleos y atender la falta de incentivos para el campo; aunado a la infraestructura social débil y otras carencias sociales que golpean con mayor fuerza a las comunidades rurales e indígenas. Las poblaciones de estos lugares se han visto obligadas a migrar y concentrarse en campos agrícolas del Bajío y el norte de México como en los estados de Michoacán, Guanajuato, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora y Baja California, los cuales se han convertido en los principales centro de atracción de mano de obra especializada.

			De acuerdo con datos de la Organización Internacional del Trabajo (oit), alrededor de 40% de la población mundial en edad de trabajar sigue viviendo en zonas rurales por lo que la economía de estos espacios engloba aproximadamente 80% de los trabajos pobres del mundo, que caracterizan los graves déficits de trabajo decente (oit, 2016: 13).

			La firma y la entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio a principios de la década de 1990 provocaron desequilibrios importantes en el sector agropecuario, lo que trajo como consecuencia que se diera una desigual distribución de recursos en distintas regiones de México y provocó que algunas entidades operarán como expulsoras y otras como polos de atracción. Es decir, la población que vivía en regiones donde la agricultura era de temporal necesitaba ingresos y emigraba a regiones de agricultura de exportación que requiere mano de obra especializada (Lara, 2012; Flores Guerrero, 2018).

			En México, la migración interna ha generado en las zonas rurales exclusión social y vulnerabilidad, lo cual ha insertado a la población en un núcleo de pobreza rural. Según los datos de la Red Nacional de Jornaleros y Jornaleras Agrícolas (rnjja) elaborados con estimaciones a partir de la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares (enigh, 2015), la población jornalera ascendió a 5 955 889 personas, de las cuales 1 543 400 son jornaleros y jornaleras agrícolas1 y 4 412 489 son integrantes de su familia (rnjja, 2019: 14). Los estados con mayor concentración de población jornalera son: Veracruz, Michoacán, Puebla, Jalisco, Estado de México, Sinaloa, Guanajuato y Sonora, en donde se concentra 56.5% (rnjja, 2019: 14). La población jornalera en el país se ha caracterizado por ser primordialmente migrante (aunque también hay casos de jornaleros locales) y en su mayoría indígena, proveniente de Chiapas, Guerrero y Oaxaca, estados que presentan índices elevados de migración interna de la población principalmente hacia los centros de trabajo agrícola (Barrón, 2007: 133; rnjja, 2019). Al respecto se han establecido tipos de jornaleros: a) quienes viven y trabajan en su lugar de origen; b) los migrantes temporales que trabajan en cultivos de exportación y salen de su lugar de origen a las zonas rurales (campos) de otros estados que son los productores; y, c) los migrantes asentados en las regiones de atracción (Flores Guerrero, 2018: 13-14; rnjja, 2019: 25). Esta división ha sido propiciada por la conformación de los mercados de trabajo regionales, algunos que tienen amplía tradición migrante y otros de nueva conformación.

			Por el otro lado, México se ha caracterizado por la larga tradición migratoria hacia Estados Unidos, que comienza en el siglo xx con la llamada “fase de enganche” que impulsó las migraciones al norte debido a la participación de los Estados Unidos en la Primera Guerra Mundial y a la demanda de mano de obra barata (Durand, 2000). Posteriormente viene la “era de las deportaciones (1921-1941)” en el marco de la recesión y las crisis consecutivas que alcanzaron su punto máximo en 1929, lo que devino en la expulsión y el retorno masivo de más de medio millón de migrantes mexicanos (Durand, 2013: 84). La siguiente fase (Durand, 2000) inicia cuando los gobiernos de Manuel Ávila Camacho y Franklin D. Roosevelt suscribieron en 1942 el acuerdo migratorio y laboral Mexican Farm Labor Program Agreement, mejor conocido como “Programa Bracero”, el cual fue renovado varias veces hasta su conclusión oficial en 1964 (Schaffhauser, 2018).2 El cuarto periodo corresponde a la llamada “era de los indocumentados (1965-1986)” e inicia cuando el gobierno de los Estados Unidos da por terminado el convenio bracero y opta por controlar los flujos migratorios a través de la regularización de un sector de la población migrante y la deportación de los que no tuvieran sus papeles en regla (Durand, 2000). Finalmente, en 1986 se dio nuevamente apertura a la migración con una Ley de Amnistía y un programa especial para trabajadores agrícolas: Immigration Reform and Control Act (irca), que contemplaba una amnistía para los trabajadores indocumentados, sanciones contra los empleadores que contrataran a trabajadores indocumentados y una mayor vigilancia de las fronteras, a través de ésta ley se permitió la legalización de 2.3 millones de mexicanos (Durand, 2013: 85; Alarcón, 2011).3 Sin embargo, después de los ataques del 11 de septiembre la inmigración a Estados Unidos se convirtió en un asunto de seguridad nacional y poco después se convirtió en una tendencia global (Alarcón, 2011). Esta fase concluye en 2007 cuando la migración mexicana llegó a su tope máximo con 12 millones de mexicanos en Estados Unidos de los cuales la mitad eran indocumentados (Durand, 2013: 85).

			En la actualidad, 97.8% de todos los migrantes mexicanos en el mundo residen en Estados Unidos lo que corresponde a 12.2 millones de connacionales. La población migrante mexicana en aquel país labora principalmente en el sector servicios y en el sector agrícola. Sin embargo, se destacan actividades como la construcción, la hostelería, los servicios profesionales y administrativos, la manufactura y el comercio en el caso de los hombres; mientras que en el caso de las mujeres, sus labores están ligadas a la salud y educación, la hostelería y en actividades profesionistas y administrativas (Conapo, Segob, bbva, 2018: 28-49).

			Los movimientos migratorios internos e internacionales son una muestra del fracaso de las políticas neoliberales. Éstas han incrementado la desigualdad entre la población, golpeando sobre todo a las familias en las comunidades rurales e indígenas del país, donde la seguridad social no es garantía, obligándoles a optar por la migración como la única alternativa para minimizar las condiciones de pobreza y vulnerabilidad generadas por la incapacidad del Estado y sus instituciones.

			Es a partir de la década de 1980 cuando el gobierno mexicano pone atención a los niveles de pobreza en que viven diversos grupos poblacionales, especialmente aquellos que son vulnerables y que sufren de exclusión social. Ante tal panorama comienza a diseñar e implementar políticas focalizadas a combatir la pobreza con el nacimiento de programas que incluyeran un acceso efectivo a todos los derechos sociales. Dicha atención inicia con el proyecto Solidaridad durante el gobierno de Carlos Salinas de Gortari (1988-1994); continuó con Progresa, puesto en marcha por el gobierno de Ernesto Zedillo (1994-2000); y el Programa de Desarrollo Humano Oportunidades, ejecutado durante el gobierno de Vicente Fox (2000-2006) y que se mantuvo en el gobierno de Felipe Calderón (2006-2012). La política y los programas sociales durante esos sexenios se caracterizaron por estar orientados en buscar la mejora del nivel de vida de las personas, es decir, superar la pobreza y reducir las desigualdades. Para esto se enfocaron en mejorar aspectos en áreas como educación, salud y alimentación a través de programas de protección social no contributivos, agregándose aquéllos enfocados a proteger, por ejemplo, a las personas adultas mayores con las pensiones “65 y más” (2007) y la pensión alimentaria para personas mayores de 68 años que residen en la Ciudad de México (2001) (Abramo, Cecchini y Morales, 2019; Flores Guerrero, 2018).4

			En la actualidad, el Informe de Evaluación de las Políticas de Desarrollo Social (Coneval, 2018) destaca que la política de desarrollo social, en el caso mexicano, es multidimensional y se ha concentrado en dos espacios analíticos: el del bienestar económico y el de los derechos sociales. De acuerdo con el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) se ha considerado fundamental la disponibilidad de recursos económicos porque reconoce la idea de la centralidad del ingreso para la adquisición de bienes y servicios (Coneval, 2018). En cuanto a los derechos sociales, se hace referencia a aquellos que están relacionados con educación, salud, seguridad social, alimentación, vivienda y servicios (Gómez Oliver, 2016). El objetivo primordial es que estas dos dimensiones sean garantizadas mediante el acceso de toda la población al desarrollo social (Flores Guerrero, 2018).

			Para los jornaleros agrícolas, la migración rural-rural y el mercado laboral agrícola representan la única oportunidad para acceder a un empleo remunerado y estable, agregando la estacionalidad del mercado de trabajo. Este tipo de programas sociales mejoró la calidad de vida de un sector de la población al brindarles alternativas para el sostén económico, social y familiar. Bajo este contexto el gobierno federal identificó a la población de trabajadores jornaleros agrícolas como un grupo vulnerable no sólo en sus lugares de origen –principalmente rurales– sino también en las regiones a donde migraban para trabajar en el campo; es así como decide diseñar e implementar distintos mecanismos de política pública para enfocar el apoyo hacia este grupo de personas y sus familias. El ejemplo más claro fue la puesta en marcha del Programa de Atención a Jornaleros Agrícolas (paja) en 1989 como un instrumento de política social y laboral para apoyar a las familias jornaleras que cada temporada viajan de varias regiones de México hacia los centros de trabajo agrícola ubicados en el noroeste, específicamente en regiones como San Quintín, Baja California Norte, y Valle de Culiacán-Navolato, en Sinaloa (Flores Guerrero, 2018). El paja, mediante los apoyos que ofrecía, procuró mantener una dinámica en la que los jornaleros agrícolas y sus familias tuvieran acceso a los apoyos que se proporcionaban (transferencias condicionadas o becas), y con ellos aumentaran sus ingresos y fortalecieran las capacidades humanas a través de la inclusión laboral y el trabajo decente.

			Asimismo, el gobierno mexicano implementó una serie de políticas y programas de atención que buscaban disminuir los efectos negativos de la migración internacional (Fernández de Castro et al., 2007): impulsó el acercamiento con la diáspora a través del Programa para las Comunidades de Mexicanos en el Exterior (pcme) en la década de 1990; promocionó la integración de la comunidad mexicana radicada en el norte por medio de la creación del Instituto de los Mexicanos en el Exterior (ime) en 2003 (González Gutiérrez, 2006; Délano, 2010); buscó el fortalecimiento de los vínculos con las comunidades natales en México a través de la creación y empuje de las organizaciones de oriundos como un modelo ideal de integración y participación transnacional (González Zepeda, 2012; Cfr. Moctezuma, 2011).

			El Programa 3 × 1 para Migrantes, institucionalizado por el gobierno federal durante la administración de Vicente Fox en 2002, sirve de ejemplo para observar algunos mecanismos bajo los cuales opera la política social en otro nivel y con otros actores, así como el involucramiento de los migrantes organizados en el diseño del programa y su posicionamiento como interlocutores entre las comunidades en ambos lados de la frontera. El objetivo del programa es apoyar las iniciativas de inversión de los migrantes radicados en el extranjero para aumentar la cobertura y la calidad de la infraestructura social básica en las localidades de origen a través de las remesas colectivas y los clubes de oriundos. El programa lo administra la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol) y cuenta con un Comité de Validación y Atención al Migrante (Covam) conformado por representantes de las cuatro partes involucradas: migrantes, gobiernos municipales, estatales y federales quiénes financian 25% del costo total del proyecto aprobado (Aparicio y Meseguer, 2011; Soto y Velázquez, 2006). Por medio de este programa las organizaciones de oriundos se posicionaron como instrumentos transformadores en y de sus lugares de origen.

			Con todo esto, el objetivo del capítulo es explicar el papel que ha jugado el cambio institucional en sectores importantes de la política social y específicamente en temas como la migración, para analizar los mecanismos organizacionales y de coordinación que caracterizan al Programa de Atención a Jornaleros Agrícolas y al 3 x 1 para Migrantes. La relevancia del texto radica en señalar, por un lado, los diversos problemas de coordinación en la implementación de la política social para las migraciones y, por el otro, el retraimiento del Estado y la participación de la sociedad civil migrante. El aporte es presentar la forma en que diversos factores institucionales han caracterizado cambios en dichos programas y cómo ha sido su relación con los actores involucrados, permitiendo una colaboración más horizontal en el diseño e implementación de políticas públicas. 




			Migraciones, actores y política social en México

			Los flujos de capital, comercio, mano de obra, tecnología e información entre distintos países se han acelerado debido al proceso de globalización; a pesar de ello, la generación de empleo en la mayoría de los países de América Latina, por el contrario, pareciera estar enfocada a incentivar formas irregulares de trabajo que no ofrecen los medios necesarios para subsistir y no permiten el aseguramiento de los derechos sociales y estabilidad laboral (Flores Guerrero, 2018).

			Los estudios migratorios son cada vez más importantes por la diversidad sociocultural de las personas que forman parte de estos flujos y porque visibilizan, entre otras cosas, los cambios en la arquitectura institucional y en los procesos de diseño e implementación de las políticas que buscan atender a las personas migrantes que se desplazan de las comunidades rurales a las grandes urbes (migración interna), a quienes han optado por cruzar las fronteras internacionales (migración internacional), e incluso a las que transitan por el territorio provenientes principalmente de Centroamérica (tránsitos migratorios). Lo cierto es que dichos cambios han caminado por distintas vías, una de ellas ha sido el retraimiento del Estado de muchas funciones y otra el desarrollo de nuevas formas organizacionales en todas las áreas del sector público, en donde se aprecia no sólo una mayor participación del sector privado, sino también la indiferencia del Estado para proveer de sistemas de seguridad social a estos grupos vulnerables que regularmente se encuentran por debajo de las líneas de pobreza (González Zepeda y Culebro, 2017).

			En muchas regiones del globo se estudian las migraciones a partir de las implicaciones de las políticas públicas, generalmente orientadas hacia la integración de la población migrante en los lugares de destino, como un fenómeno multidimensional en donde intervienen el acceso a los servicios de salud, educación y empleo (González Zepeda y Culebro 2017; Skivenes et al., 2015). Sin embargo, aún se requiere una adecuada coordinación entre los distintos actores y niveles de gobierno responsables de desarrollar y gestionar políticas enfocadas a la promoción de empleo de calidad en los lugares de origen y a la protección de las personas migrantes y sus familias.

			Durante los años ochenta, ante las distintas crisis económicas en la región, los programas de ajuste estructurales (1980-1994) implementados en la mayoría de los países latinoamericanos como una fórmula para hacerles frente  permitió que el foco principal fuera el Estado como responsable de crear programas sociales y liderar el combate a la pobreza. Se considera que la etapa “neoliberal” estuvo marcada por los efectos sociales emanados por las medidas de ajuste estructural, la entrada en vigor del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (tlcan) en 1994, las reformas del artículo 27 de la Constitución mexicana y las pautas neoliberales de la política económica mexicana (Vizcarra, 2009).

			En consonancia con esta evolución de la política social en América Latina, México transitó por tres generaciones de política social que, aunque tuvieron relación con los modelos de bienestar social implementados alrededor del mundo, coincidieron con el tipo gobierno que había en México en aquel tiempo (Meza et al., 2002). Durante las décadas de 1960 a 1980 la política social estuvo marcada por el corporativismo, es decir, se buscaba integrar a aquellos trabajadores que formaban parte de sindicatos o agrupaciones en un modelo en el que tuvieran acceso a prestaciones sociales como salud y vivienda (Pérez Rolón, 2013). Véase cuadro 1. 




			Cuadro 1. Modelos de programas de política social en México
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Fuente: Elaboración propia.

			*	Según Levy (1994), estos programas se articulan en torno a tres ejes fundamentales: a) desarrollo de capital humano: Progresa, Programa de Ampliación de Cobertura (PAC), IMSS-Solidaridad y los programas de educación compensatoria del Consejo Nacional de Fomento Educativo (Conafe); b) desarrollo de oportunidades de ingreso, incluyen el Programa de Empleo Temporal y los programas productivos para agricultores de bajos ingresos implementados por Sagar y Fonaes, y c) desarrollo de capital físico y de creación de infraestructura social básica en regiones marginadas (Flores Guerrero, 2018; Meza et al., 2002: 71).

			


A pesar de los distintos avances en las siguientes décadas en materia de política social en México, una de las principales críticas ha sido la focalización: el Estado ha abandonado sus funciones de supervisión y control sobre las cuestiones sociales, reduciendo el presupuesto y la cobertura de los programas sociales; además ha promovido dichos programas con un carácter selectivo para legitimarse. Lo anterior ha permitido enfocarse en los grupos más pobres, marginados, o en aquellos grupos sociales que habían sido excluidos de los avances en el combate a la pobreza, como las mujeres y los grupos indígenas (Flores Guerrero, 2018).

			En el proceso de institucionalización de la política social se observa cómo es que se han reorganizado instituciones gubernamentales, en particular las que están a cargo de aspectos sociales, las cuales han generado nuevas instituciones (ministerios, secretarías, subsecretarias, entre otras), o reestructurado las funciones de las existentes.

			En América Latina y en México las migraciones internas se han dado tradicionalmente de zonas rurales a zonas urbanas, lo que ha perpetuado que los espacios rurales presenten déficit de empleo decente, prevalezcan los bajos ingresos y la limitada cobertura de la seguridad social, así como altos niveles de trabajo infantil (oit, 2015). Otro aspecto es la estacionalidad, la cual está ligada a la oferta y demanda de mano de obra especializada en los mercados laborales rurales y lleva a que las personas se desplacen de manera individual o en conjunto (familia) de un espacio a otro.

			Las consecuencias que traen las migraciones internas impactan en las dinámicas laborales, sociales, demográficas y familiares. En diversos casos las familias no pueden acceder a los apoyos gubernamentales porque no se asientan definitivamente en las regiones a donde llegan a trabajar. Lo anterior evidencia la necesidad de que las instituciones que manejan estos apoyos procuren mayor coordinación durante los procesos de planeación e implementación de los sistemas de cobertura, administración y financiamiento de los programas sociales (oit, 2016). Esto es, actualizar cada cierto periodo de tiempo los padrones de beneficiarios de los programas para agilizar la entrega de los apoyos y con ello lograr resultados tangibles a mediano plazo.

			En el caso de las migraciones internas hacia zonas agrícolas se destaca la creciente integración al campo laboral rural, la diferenciación en los mercados de trabajo agrícolas, el aumento de la participación de las mujeres y las desigualdades que viven al momento de insertarse en estas actividades. Un aspecto importante de estas migraciones son los cambios estructurales en el sector agrícola que, durante la década de 1980, provocaron variaciones en los mercados de trabajo, como la no estacionalidad de la agricultura, amplios periodos de empleo y modificaciones en la especialización de la fuerza de trabajo (Flores Guerrero, 2018). Además, la apertura comercial y las crisis económicas de las décadas de 1980 y 1990 provocaron nuevos flujos migratorios de regiones rurales poco desarrolladas hacia centros rurales tecnificados y con vínculos cercanos a los mercados internacionales, lo que dio origen a una migración rural-rural (Ramírez y Rodríguez, 2016). Esta migración detonó la llamada “nueva ruralidad” caracterizada por la emergencia de nuevos actores que se concentraron alrededor de estas actividades ya no sólo de índole agrícola, sino también de índole económica, principalmente del segundo y tercer sector. Estas poblaciones viven una situación constante de exclusión social y vulnerabilidad.

			Por otro lado, como parte de estos cambios en las políticas gubernamentales, las migraciones de personas mexicanas hacia Estados Unidos fueron cada vez más constantes debido a la falta de oportunidades y a la ineficiencia del gobierno mexicano para proveer servicios básicos y seguridad social. Si bien desde que concluyó el Programa Bracero (1942-1964) se empezaron a trazar las rutas migratorias y a establecerse los cimientos de la patria chica, no fue sino hasta finales de la década de 1980 que se notaron los efectos directos de las migraciones al norte: en primer lugar, como un efecto de la puesta en marcha de irca por parte del gobierno estadounidense que visibilizó y permitió la legalización de casi 2.3 millones de migrantes mexicanos que se encontraban en condición irregular en aquél país (Massey, Durand y Malone, 2002); y en segundo lugar, el crecimiento de la migración indocumentada de México hacia Estados Unidos durante la década de 1990 a causa de las condiciones de pobreza e inestabilidad económica producidas por las políticas neoliberales puestas en marcha por el gobierno de Carlos Salinas de Gortari. Un buen número de personas que se sumaron a la travesía al norte lo hicieron con el objetivo de reunirse con sus familiares que años antes habían migrado y que con irca lograron regularizar su estatus migratorio y emprender los viajes de ida y vuelta a través de la frontera (Alarcón, 2011; Durand, 2013).

			En aquella época la atención del gobierno mexicano hacia sus connacionales radicados en el extranjero constituyó una de las máximas prioridades de la política exterior (De la Torre y Guiza, 2016). Los cambios en la dinámica migratoria en la década de 1990, así como los cambios sociodemográficos de la población, llevaron al gobierno a centrar la mirada en las comunidades mexicanas radicadas en Estados Unidos y a crear en 1990 el Programa para las Comunidades Mexicanas en el Exterior (pcme) responsabilidad de la Secretaría de Relaciones Exteriores (sre) con el propósito de contar con un instrumento de política exterior que permitiera al gobierno acercarse a su diáspora, conocerla y motivar la vinculación entre las comunidades de origen y de destino de los migrantes mexicanos (González Gutiérrez, 2006; De la Torre y Guiza, 2016; Délano, 2010).

			Desde la creación del pcme como un mecanismo institucional su principal objetivo fue estimular la organización comunitaria, para ello se buscó identificar los liderazgos migrantes e incorporarlos como actores clave en el diseño de estrategias para mejorar las condiciones sociales de sus comunidades natales por medio de las organizaciones de oriundos (González Gutiérrez, 1995). El pcme se encargaría de fortalecer los vínculos entre los mexicanos en ambos lados de la frontera a través de los clubes de Relaciones Ascendentes y las federaciones como espacios organizados para el reencuentro, la socialización y la integración de los migrantes y sus familias en el extranjero (González Zepeda, 2019). Con la creación de esta agencia las organizaciones de oriundos iniciaron su formalización para acceder a los programas ofrecidos por el gobierno mexicano que buscaban potenciar los recursos enviados vía remesas colectivas en la realización de obras y proyectos de desarrollo comunitario como abastecimiento de agua potable, pavimentación y electrificación de calles, entre otras actividades que desde la década de 1970 ya venían realizando los migrantes de manera autónoma en las comunidades de origen en México (Moctezuma, 2011; García Zamora, 2012; Bada 2017). 

			El enfoque proactivo del gobierno mexicano para involucrar a su diáspora y promover la formación de organizaciones permitió a los migrantes que participaban en los clubes de oriundos ser los principales interlocutores entre el gobierno mexicano y la sociedad civil mexicano-americana (Somerville, Durana y Terrazas, 2008).

			En el año 2003 el pcme se transformó en el Instituto de los Mexicanos en el Exterior (ime) con el objetivo promover estrategias, integrar programas, recoger propuestas de la comunidad migrante organizada e impulsar y fortalecer la creación de más clubes y federaciones de oriundos como un modelo ideal de organización transnacional (González Zepeda, 2019). Este nuevo acercamiento permitió al gobierno de México conocer las necesidades más apremiantes de las comunidades mexicanas: el arraigo a sus costumbres y tradiciones, así como la necesidad de identificarse con su país de origen (De la Torre y Guiza, 2016; Délano, 2010).

			En la actualidad prevalece la idea de que estos grupos de migrantes mexicanos radicados en Estados Unidos surgieron como una forma organizativa que permitió a las personas migrantes provenientes de la misma región mantener y fortalecer los lazos entre las familias y la comunidad en ambos lados de la frontera; lo cual consiguen mediante distintas prácticas sociales y culturales que se reproducen y abonan a la construcción de un sentido de comunidad colectivo y deslocalizado en el territorio que significa y fortalece la identidad del migrante a un terruño específico, que sirve de motivo para su accionar colectivo (González Zepeda, 2019;  Bada, 2017).

			Gracias a la política exterior y a las distintas agencias del gobierno creadas durante esos años, las organizaciones de migrantes establecidas en los Estados Unidos se convirtieron en el actor central de la política social encaminada a promocionar el desarrollo comunitario a través de las remesas colectivas. Estas organizaciones –que ya trabajaban por sus comunidades desde mucho antes que el Estado mexicano las contemplara en su radar– coadyuvaron al fortalecimiento de la identidad transnacional, motivados por cuestiones de pertenencia, memoria social y sociabilidad. Con el paso de los años los clubes ganaron presencia y estuvieron más activos en los principales lugares de destino de la diáspora mexicana, como California, Illinois, Nevada y Texas, por mencionar algunos. Pero también estuvieron fuertemente influenciados por la cultura política, los vínculos familiares, las circunstancias materiales y la identidad cultural (González Zepeda, 2019; Wise y Velayutham, 2017; Bada, 2017).

			Los lazos y el reconocimiento oficial por parte de las autoridades mexicanas hacia su diáspora ha sido cada vez más clara desde la creación del pcme y la promoción de las organizaciones de oriundos (De la Torre y Guiza, 2016). De acuerdo con las estimaciones, a finales de la década de 1990 se logró contabilizar la existencia de 441 clubes de oriundos, cifra que en el año 2003 había alcanzado 623. Mientras tanto, para el año 2009, cuando se publicó el directorio de organizaciones y clubes de oriundos del ime, éste incluía la información de 1392 organizaciones, que para el año 2012 sumaron 1842. Actualmente se tiene el registro de 1740 organizaciones tipo club de oriundos mexicanos contabilizadas en los Estados Unidos procedentes principalmente de Guanajuato (356), Hidalgo (129), Michoacán (120), Jalisco (88), Yucatán (72) y Oaxaca (71), establecidas en 42 estados del vecino país del norte (González Zepeda, 2019).

			Como se puede apreciar, tanto el pcme como el ime promovieron la vinculación de estas comunidades con México, al igual que su participación como actores centrales en el diseño y reglamentación de las políticas públicas orientadas a la migración, como el Programa 3 × 1 para Migrantes, enfocado en atender el rezago de sectores vulnerables en aspectos como salud, educación, deporte, cultura, desarrollo económico y organización comunitaria. Los esquemas que ha desarrollado el Estado mexicano para atender todos estos aspectos de la vida comunitaria han sido innovadores y marcan un hito internacional en materia de políticas públicas (De la Torre y Guiza, 2016). La relevancia social, económica y política de los procesos migratorios y las limitaciones que tienen los Estados nacionales para manejar, orientar, conducir y limitar los flujos de población hacen evidente y necesaria la pertinencia de estudiar el fenómeno a profundidad y desde muy diferentes perspectivas, enfoques y disciplinas, siempre intentando entender el fenómeno de manera integral (Schiavon y Durand, 2010).

			La institucionalización de la política social y el retraimiento del Estado de áreas de la seguridad social han dado origen a nuevos mecanismos de participación y coordinación que tratan de orientar las políticas hacia el establecimiento de la igualdad de oportunidades y hacia el desarrollo de las capacidades de las personas. Es en este contexto que aparecen nuevos temas y enfoques para el estudio de los movimientos migratorios y su vinculación con el desarrollo de políticas sociales inclusivas y que respondan a las necesidades reales de los distintos grupos poblacionales que conforman las migraciones internas e internacionales. La participación de la sociedad civil ha sido importante y se ha establecido como una estrategia para empoderar a los beneficiarios de los programas sociales en México (Flores Guerrero, 2018).

			Podemos decir que ha habido un avance en la implementación de políticas y programas sociales en México que ha permitido la integración de la ciudadanía en los procesos de diseño, elaboración, seguimiento y evaluación. Sin embargo, en la práctica, quedan acciones y gestiones pendientes por implementar, como el diseño de mecanismos institucionalizados de seguimiento y coordinación entre los distintos actores involucrados. 




			Contrastes organizacionales. El Programa de Atención a Jornaleros Agrícolas y el 3 x 1 para Migrantes

			Programa de Atención a Jornaleros Agrícolas

			El Programa de Atención a Jornaleros Agrícolas (paja) es resultado de la puesta en práctica de una política pública que buscaba mejorar las condiciones de las familias jornaleras agrícolas que cada temporada arribaban a distintas regiones agrícolas en el norte-noroeste de México, específicamente a lugares como San Quintín, en Baja California Norte, y Valle de Culiacán-Navolato, en Sinaloa,5 para enrolarse en un trabajo agrícola muchas veces carente de infraestructura adecuada para el desempeño laboral y de los servicios necesarios para asegurar a esta población un trabajo digno, sin dejar de lado la situación de exclusión social, pobreza y riesgo que esta población resiste en las comunidades de origen, lo mismo que en el trayecto al norte y durante su estancia en los campos agrícolas, aspectos que visibilizaron la necesidad de crear proyectos sociales orientados en apoyar a esta población.

			El programa surgió en 1989 como consecuencia del cambio en el patrón de producción agrícola a nivel nacional que, por un lado, tenía una economía campesina minifundista, cuya producción agrícola era casi exclusivamente para la subsistencia y, por el otro una agricultura comercial que demandaba mano de obra. Bajo estas circunstancias las personas jornaleras y sus familias comenzaron a migrar a estos centros agrícolas, donde exigieron infraestructura y servicios básicos que les garantizaran condiciones laborales estables. A partir de esta necesidad, surge el paja como un programa de política social y laboral que apoyaba a las familias jornaleras que migraban de manera temporal a las zonas agrícolas (Flores Guerrero, 2018).

			El paja previó tener una “integralidad” en las acciones que desarrollaba, es decir, incluía una serie de apoyos en diversas áreas, como educación (becas escolares), salud (servicios médicos en unidades de trabajo o zonas agrícolas) e infraestructura básica (comedores, guarderías y dormitorios) que permitían a las familias jornaleras reunir las condiciones necesarias para realizar sus actividades laborales diarias en los lugares de trabajo. Uno de los fines desde el diseño del Programa fue tratar de eliminar el trabajo infantil en los campos agrícolas, otorgando becas estudiantiles para que los menores asistieran a la escuela y compraran útiles escolares, y de alguna forma así minimizar dicha problemática. Posteriormente, al ampliarse el listado de programas a los que estos trabajadores tenían posibilidad de acceder y en la búsqueda de que se respetaran sus derechos humanos y laborales básicos, demandaron a los lugares de trabajo y al gobierno prestaciones orientadas a fortalecer otras dimensiones sociales asociadas al empoderamiento como grupo, al mismo tiempo que exigieron rendición de cuentas y seguimiento de las acciones del programa.

			El objetivo principal del programa era:




			contribuir a fortalecer el cumplimiento efectivo de los derechos sociales que potencien las capacidades de las personas en situación de pobreza, incidiendo positivamente en la alimentación, la salud y la educación mediante la reducción de las condiciones de precariedad que enfrenta la población jornalera agrícola (dof, 2015: 2).

			


En la última actualización de las reglas de operación del programa, éstas mantenían la entrega de dos tipos de apoyos monetarios a los jornaleros y sus familias: el primero consistía en las becas para la permanencia en el aula, para recibirlo se requería que los menores de 18 años estuvieran inscritos en la escuela ubicada en la zona donde se encuentra la unidad de trabajo. En años anteriores, la cantidad de dinero que se otorgaba mediante la beca variaba según el grado escolar que cursará el alumno,6 pero no estaba limitada por cuestiones de presupuesto disponible. Una situación que se modificó en el año 2018 es que el Programa no especificó si proveería apoyo económico a los jóvenes mayores de 15 años para que realizaran sus estudios. El segundo tipo de apoyo económico se podía solicitar al confirmar la condición de trabajador agrícola migrante o jornalero; se otorgaba a la jefa o jefe del hogar que notificara su arribo al personal de la otrora Sedesol una cantidad aproximada de $1,150.00 mxn por familia u hogar en un máximo de tres ocasiones por ejercicio fiscal en la unidad de trabajo correspondiente (dof, 2018). 

			Durante de las administraciones de Vicente Fox y Felipe Calderón el paja se modificó e incluyó dentro de sus actividades y acciones de promoción social aquellas orientadas a aspectos de formación, empoderamiento, orientación, entre otras. Se concibió a los beneficiarios no solamente como receptores de una transferencia condicionada, sino que se vio en ellos la posibilidad de que propiciaran procesos de participación y contraloría social para expandir los beneficios de este tipo de programas e incentivar acciones a posteriori como la demanda de servicios e infraestructura básicos (drenaje, pavimentación, luz) en las comunidades de asentamiento.

			Los mecanismos de participación contenidos en el programa estaban señalados en sus reglas de operación, aunque quedaba a discreción de cada entidad estatal cómo implementarlas. Entre sus acciones se consideraban: a) acciones para el desarrollo de la población jornalera agrícola. Esto es, acciones de protección social y participación comunitaria y aquellas que potenciaran el desarrollo; se daba prioridad a actividades de orientación, formación de grupos de crecimiento social, diagnósticos comunitarios participativos, jornadas informativas y talleres de promoción social, entre otras; b) procesos de operación ligados a actividades que son parte del proceso de ejecución básico: entrega de apoyos, registro de beneficiarios, etcétera. Estaban contenidos aquellos relacionados con el mantenimiento, formación y control de la red social, cuyo papel era incentivar que los beneficiarios participaran en actividades relacionadas con potenciar su desarrollo personal, familiar y comunitario; c) contraloría social, encargada de promover y ejecutar acciones relacionadas con las anteriores, como información, seguimiento, supervisión y vigilancia para el cumplimiento de las metas y acciones, uso correcto de recursos públicos, entre otras; y, d) participación social, que tenían como objetivo la promoción para organizar la creación de comités comunitarios para apoyar la construcción de infraestructura en las zonas de actuación de los programas sociales (Flores Guerrero, 2018).

			Una particularidad de este programa fue la visibilidad y la paulatina integración de las mujeres a los mercados de trabajo agrícola en el país. Su presencia puso en evidencia las formas en que ajustan las actividades laborales con las familiares (división de labores y empoderamiento), las formas de organización para la defensa de sus derechos humanos sociales y laborales y la organización para desarrollar proyectos productivos que beneficien a sus comunidades. Todas estas acciones, que no derivaron directamente del programa, permitieron el diseño e implementación de iniciativas y programas públicos para fomentar la participación de las mujeres en distintos ámbitos, desde el personal, con acceso a servicios de salud, alimentación y educación, hasta el nivel institucional, en situaciones en que se insertan en dinámicas de participación dentro de los programas sociales como gestoras voluntarias, haciéndose parte del proceso no sólo como beneficiaras sino como parte activa, apropiándose del programa (Flores Guerrero, 2018). 

			Derivado de este proceso de involucramiento y aprendizaje fue que las mujeres jornaleras comenzaron a participar con mayor frecuencia y las organizaciones no gubernamentales comenzaron a atender situaciones como la sistemática violación de los derechos humanos y laborales; por ejemplo, las jornadas laborales mayores de ocho horas diarias, el incumplimiento del contrato de trabajo o mantener a los trabajadores en condiciones de hacinamiento dentro de los campamentos agrícolas (rnjja, 2019). Además, en distintos estados de México se crearon organizaciones de corte asistencialista para otorgar servicios y apoyos en especie con el fin de complementar el listado de beneficios ofrecidos y que las personas jornaleras pudieran acceder a éstos desde sus lugares de trabajo y vivienda temporales sin tener que desplazarse grandes distancias o enfrentarse a trámites burocráticos complicados.

			Actualmente el gobierno de la Cuarta Transformación ha restructurado la Secretaría de Desarrollo Social (ahora del Bienestar), lo cual ha traído consigo consecuencias como la eliminación o cancelación de distintos programas focalizados que buscaban apoyar las distintas problemáticas que aquejan a los sectores más vulnerables. El paja no fue la excepción y recientemente fue cancelado, dejando un hueco en la cobertura de las necesidades de la población jornalera mayormente integrada por personas indígenas. 




			Programa 3 × 1 para Migrantes: un mecanismo de coordinación transnacional  

			Los antecedentes del programa 3 × 1 se encuentran en Zacatecas, uno de los estados con mayor tradición migratoria de México, como resultado del “proceso organizativo transnacional” de los migrantes, que inició en los años sesenta del siglo pasado (García, Padilla y Pérez, 2012: 97; García Zamora, 2012; Moctezuma, 2011) y que se materializo en espacios que sirvieron para el reencuentro, socialización y reivindicación de la población radicada en el extranjero; además de sentar las bases de la labor filantrópica de la comunidad emigrada a través de los clubes de oriundos, que poco tiempo después fueron capaces de financiar proyectos sociales y recreativos de mayor envergadura en las comunidades natales.

			Los clubes de oriundos provenían, además de Zacatecas, de estados como Michoacán, Guanajuato y Jalisco, que desde aquellos años promovieron ayudas filantrópicas y proyectos sociales empleando únicamente sus recursos: remesas colectivas, que funcionaron como “instrumento de financiamiento” (García, Padilla y Pérez, 2012: 97). La labor filantrópica fue la antesala que detonó el interés y el acercamiento de los gobiernos estatales y municipales con la comunidad migrante establecida en los Estados Unidos, con el objetivo de potenciar las remesas y las obras sociales. Bajo este contexto, en 1986 surge el Programa 1 × 1 en el estado de Zacatecas –con los auspicios del gobernador priista Genaro Borrego (Aparicio y Meseguer, 2011)– que contemplaba el patrocinio del estado para doblar la cantidad de dinero enviada por los migrantes radicados en el exterior: esto es, por cada dólar enviado por los migrantes a través de las organizaciones de oriundos, el gobierno estatal contribuiría con otro dólar para cofinanciar proyectos como abastecimiento de agua potable, reparación o construcción de calles y plazas públicas, entre otras (Moctezuma, 2011).

			Con la popularidad que ganó esta forma de organización entre los migrantes mexicanos radicados en el país vecino, los clubes de oriundos se consolidaron no sólo como un espacio que los migrantes utilizaron para mantenerse presentes y activos en las comunidades natales sino también como un actor capaz de atender algunas necesidades a las que el gobierno era incapaz de prestar atención. Así, durante la administración del presidente Carlos Salinas de Gortari varios grupos de migrantes recibieron apoyos como parte del interés del gobierno de acercarse a sus connacionales a través de las organizaciones (González Gutiérrez, 2006). Uno de los resultados más concretos fue la creación del Programa Solidaridad Internacional entre Mexicanos, mejor conocido como Programa 2 × 1, en el que participarían los clubes de oriundos y los gobiernos federal y estatal para cofinanciar los proyectos de los migrantes en los estados de Zacatecas y Guerrero, y que en poco tiempo replicaron estados como Jalisco, Durango y Guanajuato, que ya tenían varios clubes de oriundos (Aparicio y Meseguer, 2011; González Zepeda, 2019; Moctezuma, 2011).

			Las iniciativas para estimular la formación de clubes de oriundos en Estados Unidos y con ello el envío de remesas se potenció cuando entró en marcha el Programa Paisano en 1989 y durante la década de 1990 con la creación del pcme que en sintonía con la Secretaría de Relaciones Exteriores y la red de consulados mexicanos promovieron la formación de este tipo de organizaciones (Burgess, 2006; Aparicio y Meseguer, 2011; González Gutiérrez, 2006). La importancia que lograron los clubes de oriundos a través de las distintas obras y proyectos financiados con las remesas colectivas en los pueblos natales, llevo al estado de Zacatecas a poner en marcha en 1999 el “Programa 3 x 1” para aprovechar el incremento de sus ingresos provenientes del presupuesto federal (García, Padilla y Pérez, 2012).

			Cuando Vicente Fox (2000-2006) llegó al gobierno renovó el compromiso de trabajar con las organizaciones de migrantes: restauró el apoyo federal que ya recibía el Programa 3 ×1 y creó el Instituto de los Mexicanos en el Exterior (ime) (Délano, 2010; González Gutiérrez, 2006). Pero no fue sino hasta el año 2002 cuando el gobierno implementó una “política de gasto social” diseñada para canalizar las contribuciones materiales realizadas por las personas migrantes a través de los clubes de oriundos para promocionar el desarrollo comunitario: el “Programa 3 × 1 para Migrantes” (Duquette-Rury, 2014). Que surge como un programa de subvenciones coincidentes en el que los gobiernos local, estatal y federal contribuyen cada uno con 25% del costo total del proyecto, más la contribución del club de oriundos, que corresponde a 25% vía remesas colectivas (García Zamora 2007; Aparicio y Meseguer, 2011). 

			Desde que se implementó la versión federal del Programa 3 × 1 en el año 2002, el número de municipios participantes, clubes locales, así como el número y tipo de proyectos se amplió significativamente. En el año inaugural, 17 estados participaron en el programa, para el año 2007 eran 27, y actualmente todos los estados mexicanos participan (Duquette-Rury, 2014: 117). Si bien los estados con tradición migratoria, como Zacatecas, Jalisco, Guanajuato y Michoacán son los que más se benefician del Programa 3 × 1, tanto en el gasto total como en la cantidad de proyectos, también participan los estados con migraciones más recientes, como Veracruz, Yucatán y Chiapas. Lo anterior permite suponer el incremento de estas organizaciones debido, entre otras situaciones, a la participación de otras regiones y estados del país como expulsoras de migrantes hacia los Estados Unidos.

			El objetivo central del Programa 3 × 1 es el desarrollo de infraestructura social y de proyectos productivos en las localidades mexicanas pobres y de alta migración. Los requisitos para participar en este programa son diferentes si se trata de un club o federación, y dichos requisitos se han ido modificando porque al inicio bastaba sólo con que un grupo de migrantes dijera que se trataba de un “club o federación” para que pudiera participar. Es decir, el gobierno no solicitaba elementos o actas constitutivas que acreditaran a tales grupos como clubes de oriundos. A partir de 2008, con el fin de impulsar una mejor organización, se solicitó como requisito fundamental a los liderazgos migrantes registrar a sus organizaciones ante la Sedesol para que participaran en el programa y así tratar de disminuir, en la medida de lo posible, la aparición de los llamados clubes fantasma o avales (Soto y Velázquez, 2006; Merz, 2006; González Zepeda, 2012).

			El funcionamiento del programa se basa en las reglas de operación que se actualizan y se publican en el Diario Oficial de la Federación para cada ejercicio fiscal. Puede decirse que el programa ha motivado la participación activa de las organizaciones de migrantes no sólo en el aporte de los recursos, sino también en la elaboración de propuestas para la definición de las reglas de operación (González Zepeda, 2012). Es decir, toma en cuenta el punto de vista de los liderazgos migrantes.

			Otro de los requisitos para beneficiarse del programa implicaba que los clubes de oriundos debían registrarse en las oficinas de la Sedesol que se encontraban en los consulados mexicanos para obtener la llamada “toma de nota de registro del club”, que se basa en la concepción que el gobierno tiene sobre la estructura organizativa de los clubes de oriundos conformados por al menos 10 personas; mientras que las federaciones serían reconocidas siempre y cuando contaran con una membresía mínima de cinco clubes de 10 personas cada uno (González Zepeda, 2012; Cfr. Moctezuma, 2011).

			Un aspecto importante del Programa 3 × 1 es el papel que juega el Comité de Validación Migrante (Covam), que tiene la responsabilidad de recibir las solicitudes de los proyectos por parte de los clubes e identificar que éstos cubran con los requisitos técnicos que maneja el programa, como: a) el tipo de apoyo que brinda, principalmente a proyectos de infraestructura social y equipamiento en materia de educación, salud, deporte, drenaje y electrificación; y b) el monto máximo de los apoyos para proyectos comunitarios y de infraestructura (Soto y Velázquez, 2006; Merz, 2006; González Zepeda, 2012).

			El Programa 3 × 1, además de financiar obras y proyectos sociales comunitarios, también ofrece otra forma financiamiento, los llamados “proyectos productivos comunitarios”. Estos proyectos, más que explicarse como una razón de lucro, reflejan el interés de los migrantes por colaborar en la generación de empleos y que haya mejores ingresos en sus lugares de origen (García Zamora, 2006: 161). A través de los proyectos productivos es posible el financiamiento de invernaderos, criaderos de animales (incluidos peces), empacadoras de algún tipo de alimento, entre otros. Asimismo, requieren la existencia de una estructura organizativa en México que pueda encargase junto con el club de administrar el proyecto (González Zepeda, 2012).

			Como se puede apreciar, la “coproducción transnacional” administrada por el Programa 3 × 1 también puede ahorrar recursos importantes a los hogares de migrantes, que en lugar de gastar las remesas familiares para mejorar el acceso a los servicios públicos pueden invertirlas en atención médica, educación, negocios y otras inversiones cuando los clubes de migrantes y los gobiernos locales participan en la coproducción de obras públicas (Adida y Girod, 2011). Si bien este programa promueve la “organización comunitaria transnacional”, también posibilita la interlocución entre los migrantes, las comunidades de origen y los gobiernos municipales, al tiempo que promueve la construcción de infraestructura social en las regiones expulsoras de migrantes y genera un proceso de aprendizaje social que permite el surgimiento de un nuevo “actor social transnacional del desarrollo local” (García, Padilla y Pérez, 2012: 99). 




			Política social para las migraciones: rutas y desafíos

			Los programas sociales en México han operado en una dualidad: incentivan la participación y la coordinación institucional desde dentro y buscan integrar a la población hacia la que van dirigidos –por medio de acciones como la creación de comités y la inclusión de algunos beneficiarios como observadores del proceso o incluso como colaboradores en el diseño e implementación de éstos–. En ese contexto se expresa la capacidad de agencia que tienen los individuos para desarrollar mecanismos que les permitan no sólo acceder a los recursos federales para subsanar algunas de las necesidades inmediatas, como alimentación y vivienda, sino organizarse y articular desde las bases la ruta de la política social para las migraciones, como ocurre en el caso de los Programas para Jornaleros Agrícolas y el 3 × 1 para Migrantes.

			Sin embargo, estos programas que buscan contribuir a la disminución de la pobreza y la desigualdad social deben tomar más en serio la cuestión de la “coordinación”7 y permitir el involucramiento de los distintos actores, incluida la población objetivo, para proponer mecanismos que lleven al mejoramiento del andamiaje de los programas y logren una mayor cobertura y efectividad de las acciones concretas que de éstos se desprenden.

			En el caso de las migraciones al interior de territorio, conformadas en su mayoría por personas provenientes de comunidades rurales e indígenas en las que es evidente el abandono por parte del Estado, es necesario articular programas que como el paja permitan a las personas jornaleras contar con condiciones de trabajo dignas y acceso a servicios de seguridad social, más allá de la ayuda económica que puedan brindar a las familias jornaleras. Dicha articulación debe incluir, por ejemplo, la vinculación con algunos de los mecanismos de otros programas que operan en las distintas secretarías, por ejemplo la de Educación, para brindar atención y educación a los niños y niñas que forman parte de las familias jornaleras, evitando con ello el trabajo infantil. En el caso del retorno migratorio, el gobierno debe desarrollar mecanismos que permitan la “reinserción” de la población que retorna ofreciéndole oportunidades para potenciar el conocimiento que adquirieron durante su experiencia en el extranjero; y además de atender la cuestión laboral, desarrollar acciones que en el ámbito sociocultural permitan a las personas migrantes retornadas evitar la incertidumbre y una futura remigración. Y, en el caso de los cada vez más notables tránsitos migratorios de centroamericanos por el territorio mexicano, el gobierno debe buscar la manera de quitarse las ataduras que le impone el gobierno del norte y empezar a diseñar mecanismos que permitan a las poblaciones migrantes acceder a servicios de seguridad social durante su trayecto por México, además de garantizar el libre tránsito y el respeto de los derechos humanos.

			Éste es el rumbo hacia donde debe dirigirse la política social para las migraciones en las diversas modalidades: salida, retorno, destino, tránsito, aquel que busca conocer el origen de las problemáticas que llevan a la población a migrar y abandonar sus comunidades, estados o países de origen en la búsqueda del sustento que desde décadas atrás han esperado y que nunca llegó con las políticas neoliberales. Dicho rumbo debe considerar la diversidad que caracteriza a estas poblaciones –que han resistido la ineficacia de los gobiernos– para identificar las problemáticas estructurales que las han sumido en la pobreza y la desigualdad, debe favorecer el diseño de mecanismos que busquen la colaboración de los distintos actores en el proceso de implementación de los programas y, sobre todo, debe procurar mecanismos de evaluación, retroalimentación y rendición de cuentas.

			El reconocimiento de esa dualidad en la política social ha contribuido a la creación de programas que, como el 3 × 1, surgieron por la propia iniciativa de la población migrante durante la década de 1980 y principios de la década de 1990 y hoy forman parte de la tercera generación de políticas sociales en América Latina, que particularmente en México se enfocaron en proveer de oportunidades y servicios a población excluida, focalizando sus acciones en el combate a la pobreza y la desigualdad social. En ese contexto aparecen el Programa para Jornaleros Agrícolas y el Programa 3 × 1 para Migrantes, como instrumentos organizacionales que promocionan el desarrollo de capital humano, oportunidades de empleo e infraestructura social.

			Con respecto al vínculo entre las organizaciones de migrantes y las instancias de gobierno a cargo del Programa 3 × 1 se puede decir que la relación con los liderazgos ha permitido la consolidación del programa y mucho de ello se debe al trabajo que se realiza en los Comités de Validación Migrante, en los que todas las partes están representadas y tienen la responsabilidad de revisar y evaluar los proyectos propuestos por las comunidades migrantes, así como brindar asesoría y consulta para evitar problemas durante el desarrollo de los proyectos. A través de este esquema de cooperación entre la comunidad migrante y los tres niveles de gobierno se puede aprender para la planeación y formulación de futuras políticas públicas, ya que atiende algunas de las necesidades de las distintas comunidades mexicanas con la participación directa de todos sus miembros en ambos lados de la frontera.

			En el caso del paja y las acciones de coordinación interinstitucional, una fortaleza y al mismo tiempo una debilidad ha sido, por un lado, la interacción que se da entre diversas instituciones y dependencias de los tres niveles de gobierno, lo que ha desarrollado redes de conexión con otros programas y políticas encargadas de apoyar a los jornaleros y sus familias; mientras que, por otro lado, se ha observado que al fragmentar las responsabilidades de temas como salud, educación y vivienda se limita el alcance de las acciones y objetivos que se plantean, lo cual reduce el impacto que se puede lograr en la superación de la pobreza.

			Otras fortalezas de las conexiones de coordinación institucional, en particular del paja, han sido la optimización de recursos, la generación de programas de trabajos enfocados al grupo de población, la eficiencia en la operación (recursos humanos y financieros) y la construcción de alianzas con asociaciones público-privadas,8 las cuales ayudan a expandir la cobertura y el acceso a distintos servicios y apoyos para más familias jornaleras en las entidades del país.

			Como vemos, el interés del Estado mexicano por desarrollar una política social para comunidades migrantes se finca en la idea de que el fenómeno migratorio representa una oportunidad tanto para el desarrollo del país como para el bienestar de las personas migrantes en donde quiera que se encuentren. La migración debe convertirse en un beneficio y no en una pérdida para el país de origen (De la Torre y Guiza, 2016; Délano, 2010; González Gutiérrez, 2006). Para entender esta situación es necesario tener en cuenta que la emigración se ha caracterizado por ser un fenómeno de naturaleza económica, primordialmente vinculado al mercado de trabajo.

			En el caso de los programas aquí abordados, el reto para lograr tener una política social con enfoque migratorio será la coordinación y la complementariedad entre las distintas dependencias encargadas del diseño e implementación de programas enfocados en temas como educación, salud, empleo y defensa de derechos humanos. De esta manera será posible proteger y dar seguimiento a los grupos poblacionales tan variados que están cruzando y asentándose en el territorio nacional.




			Comentarios finales

			La exclusión social y la pobreza han sido factores importantes en la decisión de las personas para migrar. En el caso de los jornaleros y las jornaleras que se desplazan al campo mexicano, la migración ha traído como consecuencia una serie de cambios sociales, económicos y culturales que impactan en las dinámicas familiares y domésticas, lo mismo que en la búsqueda de seguridad laboral. Después de haber analizado algunos mecanismos del paja nos preguntamos si realmente a través de este programa –que durante el gobierno de la cuarta transformación dejó de operar– se logró reducir la desigualdad en términos de ingresos, acceso a servicios, y de género en las comunidades donde se aplicó, y si a lo largo de su implementación se logró integrar y hacer partícipes a las organizaciones y asociaciones locales en la dinámica de participación social. De acuerdo con nuestras observaciones, la participación del gobierno no derivó en acciones concretas que pudieran beneficiar a los receptores del programa; en este aspecto, la coordinación interinstitucional e intersectorial no propició que se ampliara el abanico de opciones, mecanismos e instrumentos que beneficiaran tanto a los empadronados en el programa como a las comunidades receptoras.

			En el caso del Programa 3 × 1 para Migrantes la creación de un modelo organizativo de coparticipación transnacional ha permitido a las comunidades radicadas en el extranjero mantener los vínculos con sus comunidades de origen y apoyarlas material y simbólicamente. Se trata de un programa que sin duda coadyuva al bienestar y desarrollo económico de las comunidades expulsoras de migrantes, por lo que las estructuras gubernamentales deberán transitar hacia estructuras más flexibles, en vez de aquellas rígidas y formalizadas, propias de las burocracias tradicionales, para incentivar la participación de la sociedad civil en el diseño y desarrollo de programas dirigidos a atender las situaciones que generan la pobreza y la desigualdad.

			La política social para las migraciones requiere gobiernos con formas estructurales maleables para encontrar caminos innovadores que ayuden a resolver problemas complejos, como los que enfrentan las poblaciones migrantes en los lugares de origen, destino, retorno y tránsito: falta se servicios de seguridad social básicos, alimentación, educación, vivienda y empleo. Carencias que la sociedad en su conjunto demanda sean atendidas, y que el Estado debe ser capaz de identificar y al mismo tiempo tratar de involucrar a los diversos actores sociales en el diseño de mecanismos que robustezcan no sólo la cobertura del programa, sino las capacidades de aprendizaje y el compromiso de los gobiernos con el ofrecimiento de políticas sociales pertinentes. Naturalmente, dichos gobiernos flexibles deben ser lo suficientemente eficientes para lograr resultados en tiempos determinados y con recursos limitados.







			
				
					NOTAS AL PIE


1.	Se tomará el concepto ligado a la Ley Federal del Trabajo (artículo 279): 

					
							Trabajadores del campo son los que ejecutan las labores propias de las explotaciones agrícolas, ganaderas, acuícolas, forestales o mixtas, al servicio de un patrón.

							Los trabajadores en las explotaciones industriales forestales se regirán por las disposiciones generales de esta ley.

							Los trabajadores del campo pueden ser permanentes, eventuales o estacionales.

					

				

				
					2.	“Entre 1942 y 1964 se firmaron 4 646 199 contratos entre empleadores, jornaleros agrícolas y trabajadores del ferrocarril con el respaldo de los gobiernos federales de los Estado Unidos y México, en el marco jurídico laboral de los llamados “acuerdos braceros” (Schaffhauser, 2018: 62). 

				

				
					3.	El efecto más importante producido por irca fue la reunificación y asentamiento familiar en los Estados Unidos de personas documentadas e indocumentadas entre fines de los años ochenta y principios de los noventa. Sin embargo, también se generó un flujo masivo de migrantes irregulares y se incrementaron los costos y el riesgo del cruce fronterizo (Alarcón, 2011; Durand, 2000). 

				

				
					4.	De acuerdo con Abramo, Cecchini y Morales (2019) este tipo de programas son de asistencia social, con ellos se busca superar la pobreza y reducir las desigualdades. Existen tres tipos de programas: a) transferencias condicionadas de ingreso, b) programas de inclusión laboral y productiva y, c) pensiones sociales. 

				

				
					5.	Además, la Sedesol identificó cinco rutas migratorias: Pacífico, Golfo, Sureste, Pacífico-centro, Centro-norte y Centro como zonas de atracción a Baja California Sur, Sonora, Sinaloa y Nayarit (Flores Guerrero, 2017: 17).

				

				
					6.	En 2015 el PAJA entregaba cantidades de acuerdo a grado escolar que tenía el alumno: prescolar, $178 MXN; Primaria: comenzaba con $178 MXN en primero y terminaba con $356 MXN en sexto. En secundaria se hacía una diferenciación por sexo: a las mujeres se les otorgaban aproximadamente $50 MXN más que a los hombres; por ejemplo, en primero de secundaria a los hombres se les daban $518 MXN y a las mujeres $551 MXN, hasta llegar a la cantidad de $669 en tercero de secundaria (DOF, 2015: 5).

				

				
					7.	Se retoma el concepto de coordinación —interinstitucional e intersectorial— utilizado por Cejudo, Lugo y Michel (2018), el cual se distingue como la respuesta tradicional de los gobiernos para solucionar el problema de la fragmentación de las políticas. Es decir, que la coordinación implica estructuras y procesos que regulen los patrones de interacción entre organizaciones, de forma que exista un flujo de información y recursos permanente para lograr objetivos comunes (Cejudo, Lugo y Michel, 2018: 17)

				

				
					8.	De acuerdo con el Banco Mundial (2019) una asociación público-privada se refiere a “un acuerdo entre el sector público y el sector privado en el que parte de los servicios o labores que son responsabilidad del sector público es suministrada por el sector privado bajo un claro acuerdo de objetivos compartidos para el abastecimiento del servicio público o de la infraestructura pública”. URL: https://ppp.worldbank.org/public-private-partnership/es/asociaciones-publico-privadas/definicion.
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Introducción 

			Desde los años noventa se desarrolló en México un proceso de innovación institucional basado en el establecimiento de agencias reguladoras independientes (ari), sugiriendo la progresiva construcción de un Estado regulador, con características distintas al modelo tradicional de Estado desarrollista que había caracterizado al Estado mexicano durante buena parte del siglo xx (Jordana 2011; Culebro y Larrañaga 2013; Pardo 2012). Por otra parte, en el contexto de la transición democrática, especialmente durante la primera década del siglo xxi, la rendición de cuentas de las instituciones públicas se convirtió en un principio clave del debate político en torno a la modernización de la administración pública mexicana (Ackerman, 2007; Cejudo y Pardo, 2016, Cejudo et al., 2012).

			A partir de estas trayectorias de transformación institucional, en este capítulo se discute y analiza en qué medida los debates sobre rendición de cuentas afectaron a las agencias reguladoras mexicanas ya establecidas, impulsando procesos de cambio en el modo en que rendían cuentas. Nuestra atención se centra en explorar en qué medida las agencias impulsaron agendas propias de rendición de cuentas que fueron más allá de las obligaciones formales a las que les sujetaba el marco institucional, desarrollando nuevos mecanismos, tanto formales como informales. Nos proponemos conocer mejor cómo las agencias reguladoras mexicanas consiguieron asentarse institucionalmente –si realmente lo lograron–, y en qué medida la rendición de cuentas fue un aspecto clave de su proceso de consolidación institucional.

			Con este propósito, el capítulo analiza tres casos de ari con distintos grados de independencia, cuya actividad se centra en sectores muy distintos: la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios (Cofepris), la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (cnbv), así como la Comisión Federal de Telecomunicaciones (Cofetel) y su transición al Instituto Federal de Telecomunicaciones (ift). Mientras la cnbv representa un caso de larga tradición en el entorno administrativo mexicano, la Cofetel nos muestra un caso de agencia reguladora creada en el proceso de reestructuración y liberalización de la economía mexicana durante los años noventa. Finalmente, el caso de Cofepris constituye una agencia más joven, impulsada a principios de este siglo, centrada en la regulación de riesgos.

			Para acotar nuestro argumento partimos de los siguientes cuestionamientos: primero, indagamos cuáles son los mecanismos formales e informales que usan las agencias para rendir cuentas a sus audiencias, después, observamos si su uso muestra un propósito estratégico que les dé mayores posibilidades de fortalecer su autonomía e independencia, vis-à-vis otros actores públicos y privados. Observamos, por tanto, los diseños institucionales y el funcionamiento en la práctica de los mecanismos de rendición de cuentas de las agencias reguladoras mexicanas, tanto si fueron definidos en el momento constitutivo de las agencias, como si se incorporaron con posterioridad. Asimismo, también consideramos la incorporación de mecanismos generales de rendición de cuentas, o bien las iniciativas particulares, fundamentalmente informales, que las propias agencias impulsaron. 

			La construcción de los casos se basa en una variedad de fuentes. En primer lugar identificamos los mecanismos formales de rendición de cuentas mediante el análisis de la legislación, informes y literatura jurídica; en segundo lugar, para identificar y contrastar los mecanismos formales con los informales, utilizamos entrevistas que incluyen a reguladores y otros actores públicos y privados que participan en los procesos de regulación de las agencias; y tercero, incluimos un breve análisis de prensa sobre las actividades de las agencias, que nos permitió identificar eventos ilustrativos de las dinámicas de interacción entre las agencias y las audiencias en torno a ciertas prácticas de rendición de cuentas, dentro del proceso regulatorio.

			Finalmente, el recorrido que proponemos es el siguiente: en primer término, situaremos el debate de las ari y la rendición de cuentas en la regulación, así como en los conceptos clave para este trabajo; posteriormente, contextualizaremos las reformas administrativas mexicanas de las que se derivan las dos tendencias de reforma que analizamos: la de rendición de cuentas y la de regulación. Inmediatamente después desarrollaremos los tres casos de estudio. Finalizaremos con los principales resultados de la comparación y las conclusiones.

			


Agencias reguladoras, legitimidad y el análisis de la rendición de cuentas

			Una de las transformaciones globales en la gobernanza del capitalismo más visibles al inicio de este siglo fue la difusión de agencias reguladoras, que con frecuencia incorporan una delegación de poderes y una protección formal en su toma de decisiones, lo que les da un carácter independiente dentro de la administración pública. Este proceso de agencificación se incorporó de manera vertiginosa a partir de los años ochenta, generando una oleada de difusión de carácter global, que implicó la creación de agencias reguladoras en casi todos los países del mundo (Gilardi, 2005; Levi-Faur y Jordana 2006; Jordana et al., 2011).

			Una parte de las nuevas agencias se crearon para regular sectores financieros, o nuevos mercados liberalizados, como los sectores de servicios en red, pero también se crearon numerosas agencias en sectores de regulación de riesgos, como los medicamentos, los riesgos laborales o la seguridad alimentaria. Aunque la historia e idea de Estado regulador (Braithwaite, 2008; Majone, 1994, 1997; Moran, 2003) supone una constelación de arreglos institucionales policéntricos (Levi-Faur, 2013) que van más allá de la creación de agencias reguladoras, éstas son su institución más visible y conspicua (ocde, 2002: 91), en otras palabras, desde las que se modula la gobernanza de la regulación. 

			Las fórmulas de diseño institucional de las agencias –a la par de la autonomía de que gozan– a menudo incluyen también estructuras institucionales de rendición de cuentas (Majone, 2000) o, en otras palabras, mecanismos que buscan legitimar tanto su desempeño como sus procedimientos (Maggetti, 2010). Algunos autores han argumentado que pueden surgir tensiones entre los arreglos de autonomía y rendición de cuentas, en la medida que la rendición de cuentas pueda minar la efectividad de su autonomía (Scott, 2000; Black, 2007). El equilibrio no es de ninguna manera sencillo. Hay cierta evidencia empírica que sostiene que al incrementar la atención en la rendición de cuentas como valor público e institucional se pueden afectar negativamente otros valores públicos igualmente importantes, como la efectividad, la eficiencia y el aprendizaje (Bovens y Schillemans, 2014). Se trata, pues, de un arreglo institucional complejo, con sus propios riesgos, aunque al mismo tiempo, en muchas circunstancias, es un mecanismo necesario para mejorar el desempeño de las ari y, por tanto, en los resultados que la sociedad espera de éstas (Black, 2012). 

			Antes de avanzar en nuestro marco conceptual, hay que destacar que la investigación sobre rendición de cuentas en la actividad de las agencias reguladoras ha enfrentado el problema de la claridad conceptual por el expansivo uso como mecanismo y la sobrecarga valorativa que se da al concepto de rendición de cuentas como virtud (Bovens, 2010). La rendición de cuentas, con el tiempo se ha expandido en una miríada de nociones confusas (Mulgan, 2000), provocando su estiramiento conceptual (Sartori, 1970). De aquí que se haya dificultado –y seguramente oscurecido– la posibilidad de construir evaluaciones empíricamente adecuadas (Bovens, 2007). Creemos que la definición acotada y agnóstica de rendición de cuentas de M. Bovens (2007: 450), quien entiende ésta como un mecanismo específico mediante el que se establece una “relación entre un actor y su foro, en [la] que el actor tiene la obligación de explicar y justificar su conducta, el foro puede plantear preguntas y emitir juicios, mientras que el actor puede enfrentar consecuencias”, captura el encadenamiento de acciones y relaciones que reproducen las prácticas de rendición de cuentas entre las agencias y su foro. Las agencias tienen la obligación de explicar y justificar sus decisiones, y frente a estas decisiones el foro puede juzgar la pertinencia, proporcionalidad, eficiencia, etc., de la decisión, lo que puede derivar en consecuencias para la agencia. La definición y la secuencia no distingue entre mecanismos formales e informales, con lo cual no se excluye la posibilidad de que ambos tipos de prácticas coexistan y se refuercen. 

			Las relaciones de rendición de cuentas entre la agencia y su foro se vinculan con toda la cadena de relaciones de la agencia, y contribuyen a estructurar las redes complejas de pesos y contrapesos institucionales en las que éstas desarrollan su actividad (Scott, 2000: 55). Usualmente se ha enfatizado el análisis de los mecanismos más formales de rendición de cuentas, especialmente en la importancia de canales gubernamentales y legislativos en el proceso de control o supervisión de las actividades de las agencias reguladoras (Lodge, 2004); en otras palabras, enfoques en los que predomina el análisis agente-principal de la rendición de cuentas de las agencias (Busoic y Lodge 2015; Bianculli et al., 2015). Sin embargo, aquí consideramos que para entender las dinámicas y prácticas de los regímenes de rendición de cuentas se necesita ampliar el análisis a tres tipos de relaciones: 1) ascendentes, de tipo agente-principal (típicamente en esta dirección se registra la relación entre ari con el Congreso y el Ejecutivo); 2) horizontales (típicamente relaciones entre agencias, esto es, intergubernamentales a nivel nacional y transnacional)1 y 3) descendentes (típicamente con los regulados, asociaciones de usuarios y ciudadanos) (Scott, 2000: 42), esto es, una visión de “360 grados” de las relaciones de rendición de cuentas (Mulgan, 2011: 4). Ahora bien, dentro de estas tres direcciones (ascendente, horizontal y descendente) proponemos identificar las prácticas (formales e informales) de rendición de cuentas que despliegan las agencias.

			En el campo de la gobernanza de la regulación, recientes estudios han demostrado la utilidad de pasar de las reglas y el análisis legal a la investigación empírica de las prácticas de rendición de cuentas (Busoic, 2013), ampliando las posibilidades de entender las implicaciones de los regímenes de rendición cuentas en el fortalecimiento, efectividad y legitimidad de las agencias. Con esto no se quiere decir que las reglas formales no importen en el contexto de la rendición de cuentas, simplemente decimos que siendo necesarias son insuficientes a la hora de capturar las relaciones que se establecen entre las ari y sus foros si las entendemos también como relaciones de poder. De aquí que sea necesario capturar la interacción entre la dimensión formal e informal de la rendición de cuentas.

			Además, la idea de la interacción entre lo formal e informal en el estudio de las ari también tiene eco en el argumento que Dubash y Morgan (2013) presentaron en su libro sobre regulación y desarrollo en sectores de infraestructura en países del llamado sur global, como India, China, Colombia, Brasil, en el que encuentran que contrario a la idea de la regulación como un fenómeno altamente juridificado, con una cultura organizacional poco flexible, en realidad las agencias reguladoras se mueven en un continuo que va de las reglas a los acuerdos, es decir, del derecho a la política. Por otra parte, conviene recordar que históricamente en el contexto latinoamericano, y mexicano en particular, la presencia en las instituciones de mecanismos informales que articulan y estructuran la vida pública ha sido un componente clave para el entendimiento de sus trayectorias institucionales (Helmke y Levitsky, 2006; O’Donnell, 2006). En este orden de ideas, entendemos los mecanismos de rendición de cuentas formales como aquellos que se expresan en términos fundamentalmente jurídicos. En contraste, aquellos que identificamos como informales están basado en relaciones interpersonales (Romzek, 2015), entendidas como aquellas interacciones que se transforman en convenciones sociales en las que se activan con regularidad y normalidad ciertos patrones de rendición de cuentas entre los actores involucrados (por ejemplo, a partir de reuniones, presentaciones o intercambios de información). La relación no necesariamente es dicotómica, de hecho los mecanismos informales pueden reforzar a los formales y construir relaciones de rendición de cuentas más productivas y constructivas. No obstante, los problemas entre la agencia y su foro pueden darse cuando predomina un tipo de interacción sobre otra, esto es, una en los extremos de lo formal y lo informal. También pueden entar en tensión cuando un mecanismo informal empieza a reemplazar mecanismos formales, distorsionando la lógica pública del proceso de la política regulativa, o bien cuando un mecanismo formal se activa y colisiona con una práctica informal previamente establecida. En suma, la relación entre la agencia y su foro a través de mecanismos ascendentes, horizontales y descendentes, tanto formales como informales, debe entenderse de manera dinámica, con una multiplicidad de configuraciones espaciales y temporales que producen encadenamientos de acciones y eventos entre la agencia y su foro.




			Cuadro 1. Relaciones e interacciones entre las prácticas de rendición de cuentas de las ari y su foro
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Fuente: Elaboración propia.

			


El cuadro 1 presenta el espacio en el que se intersectan las prácticas formales e informales de rendición de cuentas de las ari y su foro en los distintos tipos de relaciones que se establecen entre los actores. De nuevo, la idea central es que las relaciones ascendentes, horizontales (nacionales y transnacionales) y descendentes que establece la agencia, pueden darse tanto a través de prácticas formales como informales. También ilustra la interacción que estas prácticas pueden tener entre sí. Pongamos un ejemplo: supongamos que un usuario solicita información sobre los riesgos de determinados fármacos. El usuario revisa la información, la compara con el registro sanitario de otros países y observa diferencias importantes, por lo que decide hacer una campaña de divulgación en sus redes sociales. La sensibilidad de la información puede atraer la atención de medios de información. Lo que era una solicitud de información se convierte en noticia. La información resulta de interés para una comisión legislativa. Si la agencia no tiene relaciones con mecanismos formales claros con los legisladores, los integrantes de la comisión legislativa podrían buscar algún mecanismo parlamentario para que los reguladores expliquen la razón por la que se mantienen esos medicamentos en el registro sanitario. Esa interacción a su vez puede desencadenar que las organizaciones de la sociedad civil denuncien ante tribunales la permanencia de esos medicamentos en el registro sanitario y su afectación al derecho a la salud.

			Este ejemplo ilustra las maneras en que un mecanismo formal, que se da a partir de una relación en dirección descendente, se puede transformar en un asunto público que produce interacciones en la dirección ascendente y horizontal activando otros mecanismos formales e informales. De manera que, al aproximarse al estudio de la rendición de cuentas en las agencias, las dinámicas en que se activan las prácticas de rendición de cuentas crean flujos de encadenamientos de eventos y acciones a través de mecanismos formales e informales que la agencia y su foro tienen a su disposición. A continuación, para situar el marco institucional de los casos de estudio, revisemos el proceso de agencificación y el importante desarrollo de mecanismos formales de rendición de cuentas en el caso mexicano.

			


Los caminos convergentes de las agencias reguladoras y la rendición de cuentas en México

			México tiene su correlato de cambio institucional que, en alguno de sus componentes, concretamente en la delegación de poderes regulatorios a agencias autónomas, converge con la idea del “surgimiento” del Estado regulador. Y aunque no es el propósito aquí examinar de manera exhaustiva el surgimiento y desarrollo de las agencias mexicanas, repasaremos sucintamente el contexto en que esos procesos se dieron, de manera que podamos entender cómo la reforma administrativa del Estado mexicano ha coincidido con el desarrollo de procesos y mecanismos relacionados con la rendición de cuentas. 

			Como en otras partes de Latinoamérica y Europa, en las últimas décadas en México se observa una clara inclinación por acompañar el diseño institucional de la reforma regulatoria con procesos de agencificación. Cabe decir que el proceso de reformas administrativas y regulatorias ha formado parte, a manera de componente, de un programa más amplio de reconfiguración de la economía mexicana (Lustig, 1998), dentro del cual se observa un énfasis, sobre todo en diversos sectores que han sido sujetos a procesos de privatización y liberalización, en la función reguladora del Estado (Pardo, 2012). Durante la década de los noventa, en un contexto todavía de hiperpresidencialismo, muchas iniciativas encontraron fuertes limitaciones en el diseño de su autonomía (Ballinas, 2011). Sin embargo, estas condiciones político-institucionales en las que surgieron las agencias se fueron modificando gradualmente, abriendo nuevas posibilidades de diseño institucional. 

			De hecho, la puesta en marcha de los regímenes de regulación y la consolidación de sus agencias coincidió con una doble transición: la transformación del régimen político que pasó de un partido único a uno electoralmente competitivo (Magaloni, 2005; Becerra, Salazar y Woldenberg, 2005) al mismo tiempo que se avanzaba en la internacionalización del régimen económico que inició en los noventa con la firma del tlcan (Calderón, 2014). El proceso de democratización abrió espacios para que las demandas de rendición de cuentas adquirieran otro peso en la agenda pública. El cambio en las condiciones políticas modificó el número y peso de los actores que participaban en la definición de las políticas, dejando un lugar menos central a las estructuras del viejo presidencialismo. La mayor pluralidad legislativa y alternancia en el poder ejecutivo derivó en unos gobiernos divididos, que abrieron un mayor espacio para la autonomía del poder legislativo en la configuración de la agenda de políticas públicas y su intervención en la política regulatoria (Nacif, 2004; Jordana, 2011). 

			Durante estos dos periodos, de creación y desarrollo de las ari durante los gobiernos unificados y divididos, la efectividad y fortaleza de las agencias se convirtió en el aspecto de mayor preocupación entre los circuitos de expertos y promotores de la agenda regulatoria (ceey, 2009; ocde, 1999; Faya, 2010). En este sentido, el diagnóstico del Centro de Estudios Espinosa Yglesias es relevante para entender y dimensionar las complejidades para la implementación de la política regulatoria; este estudio valoró en forma crítica, a partir de paneles de expertos, tres dimensiones institucionales de las agencias reguladoras mexicanas: 1) su diseño normativo (mandato), 2) sus sistemas de procedimientos y de gestión (creación de normas y su adjudicación) y 3) su efectividad (resultados). Otro registro importante de las fortalezas y debilidades institucionales de la política de regulación son los estudios y recomendaciones de la ocde (1999, 2004, 2012, 2017) particularmente influyentes en el sector de las telecomunicaciones; todos estos estudios han delineado el menú de opciones de reforma regulatoria en la agenda pública en este sector, mientras en los otros sectores han encontrado menor eco. 

			Las recomendaciones de las instituciones que han promovido un mayor fortalecimiento de las ari, generalmente han visto en la fragmentación legislativa y las disputas políticas un impedimento para la profundización de la reforma regulatoria, aunque lo cierto es que sin que estas condiciones se modificaran han existido casos en los que se dan tanto secuencias de reformas incrementales como cambios institucionales de mayor profundidad. Los casos de la reforma energética y de hidrocarburos de los presidentes Felipe Calderón y Enrique Peña Nieto, que enfrentaron condiciones similares de fragmentación legislativa y lograron, sin embargo, resultados contrastantes son un ejemplo ilustrativo (Petersen, 2016; Méndez, 2017). Las reformas regulatorias entre 2013 y 2014 fueron impulsadas por Peña Nieto y una coalición legislativa a la que llamaron “Pacto por México”. Dentro de este acuerdo se impulsaron una serie de reformas que incluyeron una parte sustancial de las reformas regulatoria, en materia de competencia, telecomunicaciones, servicios financieros y más adelante en el sector energético. 

			 Durante estos periodos de reforma regulatoria se generaron una multiplicidad de arreglos institucionales tato a nivel de grados de autonomía, de extensión de mandatos y de recursos institucionales. Así, se generó un sistema dual de autonomías (Roldan, 2016), en el que algunas agencias, como el Instituto Federal de Telecomunicaciones y la Comisión Federal de Competencia, tienen autonomía constitucional, al tiempo que otros reguladores sociales y económicos, como la Cofepris y la cnbv, mantienen un estatus de autonomía administrativa más acotada dentro de la estructura tradicional de la administración pública centralizada. 

			A pesar de estos cambios institucionales y del mayor interés de la literatura internacional por el impacto de la rendición de cuentas en el desempeño de las ari, éste ha sido un aspecto menos abordado en el análisis de su desarrollo institucional en México. Uno de los pocos estudios que hacen una revisión sistemática del diseño institucional de las agencias con relación a la rendición de cuentas es el de López Ayllón y Haddou Ruiz (2007). Los autores analizan los mecanismos formales de rendición de cuentas, verticales y horizontales, de la Comisión Federal de Competencia, la Comisión Reguladora de Energía, la Comisión Federal de Telecomunicaciones, la Comisión Federal de Mejora Regulatoria y el Instituto Federal de Acceso a la Información Pública. De estas cinco agencias, cuatro han sido sustancialmente reformadas con posterioridad y, por otro lado, el estudio se enfoca en capturar, describir y evaluar los mecanismos formales poniendo énfasis en aquellos que se despliegan alrededor de las relaciones verticales con los otros poderes, y horizontales entre las agencias. 

			Paralelamente al proceso que hemos descrito de transformación institucional en el papel y en la función reguladora del Estado mexicano a través de la incursión de las ari, la operación de la administración pública en la que se sitúa la regulación ha experimentado un largo proceso de reformas administrativas vinculadas también al proceso de democratización y a la preocupación de diversos sectores por articular una administración pública más transparente, que responda a las demandas de la sociedad de mayor rendición de cuentas. Desde los años noventa, la creación del Instituto Federal Electoral (ife), ahora Instituto Nacional Electoral; de la cndh, y del ifai, ahora Instituto Nacional de Acceso a la Información, más los ajustes en el Banco de México y el Inegi, los cinco con protección constitucional en términos de su autonomía, son ejemplos claros del esfuerzo de modernización administrativa y construcción de instituciones que deberían controlar aspectos clave del ejercicio del poder público en México. 

			En el diseño constitucional mexicano de rendición cuentas, a través de diversas reformas se ha ido conformando un sistema institucional orientado a dotar a las instituciones y a la sociedad de mecanismos puntuales de rendición de cuentas (López Ayllón y Merino, 2010). En este tenor, el acceso a la información pública es un mecanismo que obliga por regla general a las instituciones públicas, sujetos obligados en términos de la legislación, a proveer información a los ciudadanos. Entendido como derecho fundamental (Salazar, 2008) se busca garantizar que las instituciones públicas o de interés público se sujeten al principio de máxima publicidad, de manera que los ciudadanos y la sociedad civil tengan la posibilidad de obtener información y evaluar el quehacer gubernamental. Se trata, pues, de un principio y mecanismo que articula una política pública con un alto grado de institucionalización y que abrió la puerta a las demandas de apertura de la administración pública, de sus decisiones, actividades, recursos y organización (Larrañaga, 2008). Como se puede observar, este mecanismo se relaciona únicamente con el primer paso de la secuencia que sigue la definición de Bovens de rendición de cuentas, es decir, mecanismos para presentar al foro la información sobre sus decisiones. 

			Otro mecanismo relevante para el estudio de la rendición de cuentas de las ari en México es el que se ha desarrollado alrededor de la política de mejora regulatoria, impulsada por la Comisión Federal de Mejora Regulatoria2 (Cofemer), que se encarga de la evaluación del impacto y la calidad regulatoria de la administración pública federal. El mecanismo a través del cual la Cofemer promueve la transparencia en la elaboración y aplicación de las regulaciones es la publicación de los proyectos de regulaciones de las agencias, que someten a evaluación su potencial impacto regulatorio. El proceso de mejora regulatoria sirve entonces, a diferencia del acceso a la información pública, como un mecanismo ex ante.

			Si bien es cierto que el entramado de rendición de cuentas de aplicación general del Estado mexicano es más amplio que estos dos mecanismos de transparencia y mejora regulatoria, en el ámbito de la regulación –en tanto actividad pública que concentra sus tareas en la producción normativa más que en el gasto público– estos dos mecanismos son los de mayor uso y relevancia.




			Metodología

			Nuestro estudio explora los mecanismos de rendición de cuentas de tres agencias reguladoras y el uso estratégico que hacen de éstos los reguladores para vincularse con sus respectivos foros. Los casos fueron seleccionados por dos principales razones: la primera tiene que ver con la sensibilidad de la información que administran los reguladores; administrar y evaluar los riesgos hace a los reguladores susceptibles de interactuar a través de mecanismos informativos con sus foros. Al mismo tiempo, en los tres casos que estudiamos las agencias se encuentran integradas en redes transnacionales de regulación, con un desarrollo importante de mecanismos de rendición de cuentas que implican relaciones de intercambio de información.

			Una segunda razón tiene que ver con los momentos en que las agencias se crearon y la evolución que tuvieron junto al desarrollo de la rendición de cuentas en México. El orden cronológico es el siguiente: la cnbv fue creada en 1995, la Cofetel en 1996 y su sucesor –el ift– en 2013, la Cofepris se crea en 2001. Las tres agencias se crean en momentos en que el desarrollo institucional de la rendición de cuentas en México se encontraba en distintas fases de maduración. Así, observamos posibles relaciones de esas fases con el desarrollo de mecanismos propios de las agencias. Si bien es cierto que se trata de tres agencias que muestran cierta divergencia en términos de arreglos institucionales, todas comparten un mismo régimen general de rendición de cuentas, lo que nos permite controlar sus diferencias en el uso de mecanismos formales e informales.

			Los mecanismos formales puestos en práctica por la cnbv, Cofepris e ift fueron identificados mediante el análisis de los textos legales relevantes, sus páginas web y literatura secundaria. Para la búsqueda de prácticas informales, estas fuentes se complementaron con el análisis de eventos que enfrentaron las agencias en los que tuvieron que desplegar distintas estrategias de rendición de cuentas. Adicionalmente, se incorporan al análisis 35 entrevistas (11 en el caso de la cnbv, 12 en el de Cofepris y 12 en telecomunicaciones) con funcionarios y exfuncionarios de las tres agencias (incluyendo presidentes de las comisiones, comisionados y excomisionados y representantes de diferentes áreas de las tres agencias sensibles a la política de rendición de cuentas), también fueron entrevistados representantes de diversas organizaciones (del sector público, privado y social) que intervienen en alguna de las tres dimensiones (ascendentes, horizontales y descendentes) como parte de las audiencias y del foro de las agencias. Estas entrevistas se realizaron durante el periodo que va del mes de abril al mes de noviembre de 2014, con lo cual la información abarca los aspectos de rendición de cuentas de las últimas reformas regulatorias y administrativas que se realizaron hasta ese año.




			Los casos de la cnbv, Cofepris y el ift

			La Comisión Nacional Bancaria y de Valores (cnbv)

			La organización actual de la cnbv es resultado de sucesivas reformas en la regulación del sector financiero mexicano, con las que se respondió a diversas crisis cuyo colofón fue la privatización y liberalización de la banca (Sigmond, 2010). La cnbv se creó en 1995 a partir de la fusión de dos agencias de larga tradición: la Comisión Nacional Bancaria3 (cnb) y la Comisión Nacional de Valores4 (cnv). La fusión se llevó a cabo como reacción a los desequilibrios que se produjeron en plena transición entre la presidencia de Carlos Salinas de Gortari y la nueva presidencia de Ernesto Zedillo. Así, se realizaron importantes reformas para fortalecer la supervisión de las instituciones financieras, reorganización que incluyó la fusión de la cnb y la cnv (Culebro, 1998).

			Como lo establece el artículo primero de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores (lcnbv), la agencia surgió con el mandato de “supervisar y regular en el ámbito de su competencia a las entidades del sistema financiero mexicano […] a fin de procurar su estabilidad y correcto funcionamiento, así como mantener y fomentar el sano y equilibrado desarrollo de dicho sistema en su conjunto, en protección de los intereses del público”. Entre las principales responsabilidades de la cnbv se encuentran: la formulación de regulación prudencial (art. 4, II, de la lcnbv); expedir y revocar las licencias de operación de los servicios financieros (art. 4, XXIX, lcnbv), mantener el Registro Nacional de Valores y supervisar a las entidades registradas (art. 4, XXVIII y XXX, lcnbv), así como ordenar la suspensión de transacciones cuando el mercado se encuentre en condiciones adversas (art. 4, XXXV, lcnbv).

			En el plano organizacional, la cnbv es dirigida por un presidente, designado por el secretario de Hacienda y Crédito Público (art. 14, lcnbv) y una Junta de Gobierno (art. 11, lcnbv) que formula los objetivos y estrategias de política pública y regulatoria de la institución en términos de las necesidades del funcionamiento del conjunto del sistema financiero. La Junta está integrada por trece miembros: 1) tres miembros de la cnbv (el presidente de la Junta que es a su vez el presidente de la cnbv y dos vicepresidentes), 2) cinco miembros designados por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp), 3) tres por el Banco de México (Banxico), 4) mientras que la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas (cnsf) y la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro (Consar) tienen un miembro cada una.

			Aunque la cnbv no es una agencia independiente de la estructura del ejecutivo, al estar incorporada en la administración pública federal como órgano desconcentrado de la shcp cuenta con un grado importante de autonomía técnica y operativa (art. 1, lcnbv). Su estatus institucional se encuentra protegido a nivel legislativo y sus costos de gestión son cubiertos y financiados parcialmente por las entidades que regula, a través de los derechos que forman parte de sus ingresos (art. 18, lcnbv); en otras palabras, también cuenta con cierta autonomía presupuestaria.

			A pesar de su persistencia durante más de 20 años en el aparato regulatorio de México, se observan algunas debilidades importantes en términos de autonomía e independencia (Cofemer, 2012; Jordana 2010). Claramente la falta de protección con periodos fijos en la designación del presidente de la Comisión y la ausencia de claridad en las causales de destitución mantienen a la agencia con niveles de incertidumbre e inestabilidad institucional en comparación con otras agencias mexicanas más consolidadas a nivel de autonomía, como es el caso, incluso dentro del mismo sector financiero, del Banco de México (ceey, 2009).




			Mecanismos de rendición de cuentas ascendente

			La cnbv y el Ejecutivo

			En relación a los mecanismos de rendición de cuentas con el Ejecutivo, un espacio de mucha influencia en la actuación de la cnbv se encuentra en su Junta de Gobierno. De aquí destaca que la lcnbv obliga al presidente de la agencia a presentar anualmente a la Junta de Gobierno la aprobación del presupuesto de la Comisión, una vez aprobado éste, se presentará a la shcp (art. 16, XI, lcnbv). Otros mecanismos están relacionados con sanciones a los prestadores de servicios financieros y con el otorgamiento de licencias financieras para ampliar los servicios de los participantes o abrir el mercado a nuevos entrantes; en estas áreas la cnbv necesita de la aprobación del Banxico y de la shcp. A su vez, para darle operatividad a estas facultades compartidas, existen comités de trabajo con representación de estas tres instituciones que son establecidos con el fin de coordinar la toma de decisiones en materia de sanciones y autorizaciones. Otro espacio de interacción entre la cnbv y la shcp se da en el seno del Consejo de Estabilidad del Sistema Financiero; ahí la agencia da a conocer sus actividades e informa sobre posibles riesgos (entrevista 3). En suma, la mayor parte de los entrevistados coinciden en que la principal relación formal en dirección ascendente se da a través de la Junta de Gobierno y de los comités o comisiones mencionados, desde los cuales el Ejecutivo participa activamente en la formulación de la regulación del sector (entrevistas 1, 2, 3 y 4).

			A la par de estos mecanismos formales, existen canales informales permanentemente abiertos (entrevista 4) entre la cnbv y la shcp. En este ámbito uno de los funcionarios entrevistados nos comentó: “pasando al plano informal, hay una relación directa, continua, con algunas instancias de la Secretaría de Hacienda, en la cual hay mucha coordinación, hay mucha comunicación para ver algunos temas, incluso en la misma Junta de Gobierno. Se trata de una relación cotidiana principalmente con la Subsecretaría de Hacienda y Crédito Público, y todavía más estrecha con la Unidad de Banca y Ahorro” (entrevista 2). Por su parte, un exfuncionario de la agencia coincidió con la idea de que aunque existan mecanismos informales éstos se dan en la misma lógica de los formales, esto es, en una relación de horizontalidad y de coordinación más que de control y supervisión del trabajo de la cnbv (entrevista 9). 




			La cnbv y el Congreso 

			Existen varios mecanismos formales de rendición de cuentas de la cnbv hacia el Congreso. Se pueden distinguir entre estos mecanismos las comparecencias obligatorias y coyunturales, así como la presentación de informes a la Auditoría Superior de la Federación (asf), que auxilia en la revisión de la cuenta pública a la Cámara de Diputados. En relación con las comparecencias obligatorias, “a partir de la reforma financiera, el presidente de la Comisión tiene que ir al Congreso, junto con el gobernador del Banco de México, a comparecer tres veces al año en la materia de redes de medios de disposición. Se trata de una regulación específica que publicamos a partir de la reforma financiera, respecto de la regulación en el mercado de disposición de dinero a través de medios como cajeros automáticos, puntos de venta, tarjetas, móviles, etc.” (entrevista 1). Sin embargo, las comparecencias quedaron establecidas solamente como un mecanismo transitorio durante el periodo de formulación e implementación de esa regulación.

			Por otra parte, existen comparecencias coyunturales que el Congreso le solicita a la cnbv a propósito de crisis puntuales (entrevistas 1, 2 y 4). Sumadas ambas, entre 2014 y 2015 el presidente de la cnbv asistió seis veces al Congreso por casos como Ficrea,5 Oceanografía6 y por mandato de la Ley de Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros (entrevista 1). Otro espacio de interacción con el Congreso se da a partir de puntos de acuerdo: los legisladores “solicitan información, donde nos hacen algunas puntualizaciones sobre nuestro trabajo” (entrevista 1). También hay interacción cuando “se instrumenta alguna nueva ley hay discusiones sobre la misma, como fue el caso ahora con la Ley del Crédito Popular” o el de la reforma financiera en el que la cnbv junto a la shcp participó en las negociaciones de la legislación de su competencia (entrevistas 1, 2, 4 y 9).

			De acuerdo con la mayor parte de los entrevistados, la relación es continua y normalmente se da a través de mecanismos formales que se suelen concentrar en la presidencia de la cnbv (entrevista 3). A nivel informal es difícil identificar mecanismos específicos y permanentes en los que se relacionan la agencia y el Congreso. Si acaso, uno que tiene una dimensión informal es el diseño y negociación de la legislación financiera.




			Mecanismos de rendición de cuentas horizontal

			La interacción de la cnbv con otras instituciones es objeto de la lcnbv, la cual estipula que la agencia establecerá mecanismos de cooperación con la shcp, el Instituto para la Protección al Ahorro Bancario (ipab), el Banco de México y la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros (Condusef). Así como algunas agencias del sector financiero participan en la Junta de Gobierno de la cnbv, ésta participa a su vez en la Junta de Gobierno de aquellas agencias. Este aspecto es interesante porque habla de una permanente coordinación entre las diferentes agencias que participan en la gobernanza del sistema financiero. Haciendo una escala en la frecuencia de la relación con las agencias del sector, un funcionario nos mencionó que la mayor frecuencia se concentra en la relación con el Banco de México, después hay una relación frecuente con la Condusef y la Consar y en una menor medida con la cnsf (entrevistas 2 y 9). Sobre la relación con el Banco de México, un exfuncionario de la cnbv, que ahora es funcionario del Banco de México, nos da una idea de la frecuencia con que ambas agencias coordinan sus tareas, “en promedio, semanalmente tenemos una reunión telefónica o en oficina. Cada viernes nos sentamos a ver los temas regulatorios que tenemos pendientes” (entrevista 10).

			Por otra parte, además de las relaciones con agencias del sector financiero, existe también una relación y mecanismo horizontal con la Procuraduría General de la República (pgr) en materia de lavado de dinero y actividades financieras ilícitas, para lo cual ambas agencias firmaron un convenio de coordinación (entrevista 1). En este mismo canal horizontal la cnbv participa a través de la Procuraduría Fiscal con opiniones técnicas sobre delitos financieros que se ponen a disposición de la pgr (entrevista 1). La cnbv también establece relaciones frecuentes con la Cofemer a través de los anteproyectos sujetos a manifestaciones de impacto regulatorio y con el Inai a través de las solicitudes de información.

			En el plano internacional, la cnbv mantiene un abundante número de contactos con agencias de distintos foros internacionales. La cnbv forma parte del Comité Regional Interamericano (iarc), del Consejo de Reguladores de Valores de las Américas (Cosra) y de la Asociación de Supervisores de Bancos de las Américas (asba). También forma parte de la Organización Internacional de Comisiones de Valores (iosco) y del Consejo de Estabilidad Financiera (fsb); es miembro del Comité de Basilea de Supervisión Bancaria (bcbs) y del Grupo de Acción Financiera (Gafi) (cnbv 2015). En estos foros, uno de los entrevistados con experiencia en las relaciones internacionales de la agencia nos comentó: “se tiene una comunicación bastante directa con organismos internacionales para ver los temas de reformas, indicadores, legislación, la estructura de los mercados en México; en esos casos hay una comunicación yo diría diaria…” (entrevista 9). En este mismo sentido, uno de los espacios más importantes en que ha participado la cnbv es el de Basilea III. De acuerdo con uno de los entrevistados, dos de las regulaciones que allí se definieron se trajeron directamente a la legislación nacional, específicamente lo que tiene que ver con requerimientos de capital y los planes de recuperación y de resolución (entrevista 9). Y aunque en principio estas relaciones no son formalmente espacios de rendición de cuentas, como veremos más adelante, estas relaciones transnacionales tienen la potencialidad de impulsar procesos de rendición de cuentas.

			Se puede decir que en el plano horizontal, tanto nacional como internacional, se observa un alto grado de formalización en las relaciones entre las agencias que participan en el foro de la cnbv. Sin embargo, una relación horizontal que prácticamente pasó desapercibida por los entrevistados y de la que tampoco se encontró más información en las fuentes documentales es la de la cnbv con la Comisión Federal de Competencia (Cofece) (entrevista 4). Es importante destacar el tema porque es conocido el alto nivel de concentración que existe en el mercado financiero mexicano y porque formalmente existe un mecanismo horizontal en materia de fusión de entidades financieras en el que participan ambas agencias.




			Mecanismos de rendición de cuentas descendente 

			Es interesante que en las entrevistas el mecanismo de mejora regulatoria que, en principio, funciona como un mecanismo horizontal, fuera identificado en casi todos los casos como uno descendente de rendición de cuentas. La razón es fácil de explicar: más allá de la valoración que haga la Cofemer en términos de costos de cumplimiento de la regulación de la cnbv, las manifestaciones de impacto regulatorio incluyen consultas públicas en las que participan los interesados, en este caso industria y usuarios de los servicios financieros. A partir de las entrevistas fue posible establecer con claridad la relación entre el mecanismo formal que se establece a través las consultas públicas que coordina Cofemer y un mecanismo informal que la agencia tiene establecido desde hace tiempo (entrevistas 1, 2, 3, 4, 5, 6, 8 y 9). En palabras de un alto funcionario de la cnbv: “Hay también canales formales e informales. A lo mejor se me olvidó poner el tema de Cofemer en la parte de rendición de cuentas. Todas nuestras regulaciones nuevas tienen que informarse a la Cofemer para ser conocidas por el público… ahí se reciben comentarios y se pueden hacer cambios posteriormente. Pero también lo hacemos de forma informal, cuando vamos a sacar una regulación lo platicamos con la industria, vemos sus puntos de vista […] tenemos reuniones mensuales con las organizaciones que aglomeran a diferentes intermediarios. Por ejemplo, con la Asociación de Bancos de México, nos reunimos cada mes” (entrevista, 1). Otro de los entrevistados señaló que existen dos tipos de reuniones entre la cnbv y la abm: una reunión de alto nivel del presidente y los vicepresidentes de la cnbv con el presidente y los vicepresidentes de la abm cada semestre (entrevista 6) y otras se dan conforme se necesitan entre los diferentes comités de la asociación y los vicepresidentes de la agencia (entrevista 6). Luego existen otras reuniones más informales entre funcionarios de bancos o representantes de la abm con funcionarios de la cnbv (entrevista 6).

			En este mismo sentido, funcionarios de la abm confirmaron el uso del mecanismo informal de consulta de la regulación: “en general no hay regulación que no se platique. Nos escuchan nuestros argumentos, nos explican sus razones” (entrevista, 6). Por su parte, un funcionario de uno de los bancos regulados por la cnbv y exfuncionario de la misma agencia también nos confirmó la importancia de este mecanismo informal: “se privilegia más este diálogo que el marco de consultas de Cofemer. Cuando hay inconformidad se usan las consultas de Cofemer para manifestar puntos de vista que no hayan logrado ser tomados en cuenta en los foros” (entrevista 5). En el mismo sentido, un funcionario de Cofemer reconoció que la cnbv suele “socializar” sus proyectos de regulación, lo que genera menos controversias entre las partes interesadas y la agencia en las consultas públicas (entrevista 8). Este intercambio informal de la cnbv con la industria no solamente se da con la abm, también se tiene una relación estrecha, aunque menos frecuente, con la Asociación Mexicana de Instituciones Bursátiles (amib) y la Confederación de Cooperativas de Ahorro y Préstamo de México (Concamex). De hecho, es interesante señalar que la legislación de sociedades cooperativas de préstamos sí establece como un mecanismo formal la obligación para que los anteproyectos de regulación de la cnbv se hagan del conocimiento directo de la industria, mientras que en el resto de los casos más bien se trata de mecanismos voluntarios (entrevista 4).

			La proximidad entre la agencia y la industria contrasta con la lejanía que mantiene la cnbv con los usuarios. La explicación que dio uno de los funcionarios tiene que ver con que formalmente quien tiene la función de atender los casos de usuarios es la Condusef; sin embargo, en casos puntuales y relevantes la agencia también atiende a usuarios, como sucedió en el caso Ficrea (entrevista 1, 2, 3, 4 y 9). Formalmente, los usuarios también tienen posibilidad de participar en el proceso de mejora regulatoria; pero funcionarios de la cnbv confirmaron que las opiniones que se presentan en las consultas públicas normalmente provienen de la misma industria (entrevista 3). Por otra parte, tampoco se identificó algún consejo consultivo que involucre y formalice la relación con organizaciones académicas, expertos y, en general, organizaciones de la sociedad civil.

			La relación entre la cnbv y el Inai podría también ser considerada como un mecanismo descendente; esto se debe a que cualquier contacto entre el Inai y la cnbv se activa a partir de solicitudes de información de los ciudadanos. Este proceso se establece en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública (lftaip), que estipula que cualquier entidad pública debe poner a disposición cualquier documento relativo a su función y proporcionar un amplio acceso público a los mismos (artículos 2, 3, 6, 121, 122 y 123, lftaip). Es interesante que siendo uno de los mecanismos formales más importantes de interacción entre la sociedad y el gobierno, en el caso de la cnbv no apareciera en las entrevistas como un mecanismo que se resaltara en la actividad cotidiana de la agencia. La agencia suele destacar la cantidad de información que provee a los usuarios y a la industria en su página de internet (informes anuales de actividades, boletines trimestrales con la regulación emitida, comunicados de prensa y cierta actividad en medios de comunicación) (entrevistas 1, 2 y 4), pero se percibe un uso cauteloso de la información que provee vía solicitudes de información que gestiona el Inai. De acuerdo con el mismo Inai (2016), en su portal de obligaciones de transparencia se indica que efectivamente la cnbv forma parte de las 20 entidades del gobierno federal que más consultas recibe, con un total de 788 342 que abarcan el periodo de octubre 2015 a septiembre de 2016.
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Dinámicas de rendición de cuentas: el caso de la publicación de sanciones

			Ahora revisaremos algunas dinámicas de rendición de cuentas que ejemplifican el flujo que adelantábamos en el cuadro 1 entre mecanismos formales e informales en la interacción de las agencias y su foro. 

			Durante el período estudiado, hemos encontrado muy pocas noticias que vinculen directamente a la cnbv con cuestiones de transparencia o rendición de cuentas. No obstante, un caso interesante es el de la publicidad de sanciones a las entidades financieras. Este caso muestra la dinámica de prácticas de rendición de cuentas en las que las reglas formales e informales se superponen y enfatizan la relación de temporalidad que existe entre ellas. Hasta la reciente reforma financiera de 2014,7 la cnbv no estaba obligada a publicar la relación de entidades financieras sancionadas por malas prácticas. La costumbre de la cnbv era publicar únicamente los montos de las sanciones por el tipo de entidades cuando éstas quedaban firmes ante los tribunales –lo que podía llevar hasta siete años– o cuando los mismos regulados aceptaban su responsabilidad y acataban la sanción (entrevistas 1, 2 y 6). De esta manera el efecto disuasivo (credible deterrence) de las sanciones quedaba por completo diluido (entrevistas 1 y 9).

			Un caso de sanciones que por no ser divulgadas afectaron la credibilidad de la cnbv se dio en un caso que involucró a hsbc: entre 2007 y 2008 la cnbv identificó que la filial de hsbc México no cumplió con regulaciones prudenciales y de lavado de dinero.8 Aunque la actuación de la cnbv inició de manera oportuna el proceso para sancionar esas operaciones, dicha actuación no fue publicada y la opinión pública en México se enteró de esta noticia sólo cuando intervinieron las autoridades de regulación financiera en los Estados Unidos e Inglaterra, debido a que el asunto se había convertido ya en un escándalo internacional (entrevista, 1).9

			Un segundo evento vinculado a la publicación de las sanciones impuestas por la cnbv se vinculó a solicitudes de acceso de información pública a cargo de la ponencia de la comisionada del entonces ifai, Jacqueline Peschard. A partir de recursos de revisión, se modificó la clasificación de información reservada de la cnbv. Así, el ifai obligó a la cnbv a dar a conocer la versión pública de 141 casos de sanciones de entidades financieras que incumplieron la regulación de prevención de lavado de dinero durante el periodo de 1997 a 2012. Se trataba en este caso de sanciones que ya habían agotado sus procesos jurisdiccionales, con lo cual no cabía la justificación de evitar su publicación por razones de protección de datos o vulneración de la integridad de los regulados.10 Ambos eventos tuvieron efectos negativos sobre el prestigio y la credibilidad de la agencia. Como resultado, se estableció en la reforma financiera de 2014 la obligación de la cnbv de publicar sus sanciones (art. 5 Bis, 2). A raíz de estos casos “afortunadamente pudimos cambiar la ley en ese sentido, ahora cada 15 de mes publicamos todas las sanciones de todo el sector financiero en la página de internet, allí puedes verlas y en qué situación se encuentran los procesos de sanciones” (entrevista 1).11

			El evento muestra con elocuencia las implicaciones de déficits de rendición de cuentas para la credibilidad de las agencias ante sus audiencias, incluyendo la dimensión internacional. 




			Comisión Federal para la Protección de los Riesgos Sanitarios

			La Cofepris fue creada en 2001 durante el primer gobierno de alternancia de Vicente Fox. La actual Cofepris es producto de una reorganización administrativa de la Secretaría de Salud. Inicialmente fue la Subsecretaría Regulación y Fomento Sanitario, que se integraba por cuatro direcciones generales: de Medicamentos y Tecnologías para la Salud, Control Sanitario de Productos y Servicios, Salud Ambiental, Control Sanitario de la Publicidad, y el Laboratorio Nacional de Salud Pública. Sin embargo, dentro del proceso de agencificación y modernización administrativa de la administración pública federal, se consideró el establecimiento de una comisión reguladora que incorporara las funciones de la estructura administrativa de estas direcciones.

			La agencia fue creada con autonomía técnica, administrativa y operativa, era responsable del ejercicio de los poderes de regulación, control y promoción de la salud, en los términos de la Ley General de Salud (lgs). Posteriormente, una reforma importante en el desarrollo y fortalecimiento institucional de la Cofepris fue la del 30 de junio de 2003, en la que los legisladores dotaron a la agencia en la lgs de un estatus legislativo como organismo regulador. No obstante, los legisladores mantuvieron la delegación de las funciones regulatorias de la Cofepris dentro de la estructura administrativa de la Secretaría de Salud, como organismo desconcentrado con autonomía administrativa, técnica y operativa (art. 17 bis, lgs). 

			La agencia cuenta con diversas fuentes de financiamiento, las cuales se incluyeron en la misma reforma de 2003. Su presupuesto se compone de las asignaciones que establezcan la Ley de Ingresos y el Presupuesto de Egresos de la Federación y de los recursos financieros que le sean asignados; en cuanto al financiamiento mediante donaciones nacionales e internacionales, fuentes de seguros de rescate y otros ingresos excepcionales que recupere la agencia, existe la posibilidad que sean incorporados como fuentes de financiamiento para su operación (art. 17 bis 1, lgs).

			Por otro lado, la agencia es dirigida por un comisionado federal nombrado por el presidente de la República a propuesta del secretario de Salud (art. 17 bis 2, lgs). Y Actualmente, para el ejercicio de sus funciones y competencias, la Cofepris está compuesta por ocho unidades administrativas y cuatro órganos de consulta y opinión (Cofemer, 2011).

			Para poner en perspectiva la importancia económica de las funciones regulatorias que realiza Cofepris, hay que destacar que su supervisión abarca 15 grandes industrias del país,12 así como productos y establecimientos con un valor económico equivalente a 9.8% del pib,13 que va desde laboratorios farmacéuticos, playas, restaurantes, hasta supermercados y farmacias, actividades en las que participan cerca de 6000 verificadores (entrevista, 1) que forman parte del Sistema Sanitario Federal (Arriola, 2011).14 




			Mecanismos de rendición de cuentas ascendente 

			Cofepris y el Ejecutivo 

			La principal relación de Cofepris a nivel ascendente es con la Secretaría de Salud (ss). Como órgano desconcentrado de la ss se encuentra sujeta a la formulación de políticas públicas que aquélla define (entrevistas 1, 2, 3, 4, 9 y 11). Cofepris provee informes periódicos a la ss (entrevista 4) pero no existe una obligación formal de hacerlo ni se publican. Como nos señaló un ex comisionado federal que en el momento de la entrevista se encontraba en funciones: “La rectoría de la Cofepris la tiene la Secretaría. Yo acuerdo con la ss de manera permanente, y la ss es el emisor de las políticas públicas que ejecuta la propia Cofepris. Ésa es la forma por la cual no se pierde el control administrativo, sino que solamente se tiene una desconcentración” (entrevista 1), lo que otro funcionario confirmó diciendo que tienen “una gran dependencia administrativa de la Secretaría de Salud” (entrevista 3). Aunque, de acuerdo con otro de los entrevistados, “al final la Secretaría no incide en qué se aprueba y que no se aprueba” (entrevista 9). En ningún momento se mencionó al Consejo Interno –establecido en el Reglamento de la Cofepris– como un mecanismo que funcione de hecho para formalizar la relación con la ss y otras entidades del sector salud con las tareas de la agencia (art. 6).

			Por otra parte, la Cofepris mantiene una relación que es relevante en términos de autonomía presupuestaria. En palabras de uno de los ex comisionados federales entrevistados: “también la shcp tiene intervención, ya que administra los derechos que pagan los usuarios de la regulación por los servicios de Cofepris” (entrevista 9). Esta relación, a partir de la Ley Federal de Derechos, con la Subsecretaría de Ingresos de la shcp es interesante no sólo por la importancia que tenga para el presupuesto de la agencia, sino también porque de esta relación surgió el nombramiento de Mikel Arriola como comisionado federal de Cofepris.




			Cofepris y el Congreso

			Formalmente, la información que el Congreso recibe de la Cofepris se proporciona a través de la ss y la Secretaría de Gobernación (entrevistas 1, 2, 4 y 9). Al ser el presupuesto de la Cofepris parte del presupuesto público federal, está sujeto a revisión por parte de la asf. Por otro lado, la asf también realiza auditorías de desempeño a los organismos que forman parte de la administración pública federal. El otro mecanismo formal, de nuevo en este caso indirecto, con el Congreso, es la información que Presidencia recaba de la situación de la administración pública federal como parte del Informe presidencial que entrega anualmente al Congreso (entrevista 1). 

			Directamente, la relación entre el Congreso y la Cofepris puede darse de manera casuística, a partir de solicitudes de información y comparecencias de funcionarios de la agencia (entrevistas 1, 4 y 9). Por otro lado, tratándose de iniciativas de reforma a las secciones de la Ley General de Salud que se relacionan directamente con el funcionamiento de la agencia, ésta tiene que procesar sus propuestas legislativas a través de la ss (entrevistas 1 y 4); sin embargo, un ex comisionado federal nos comentó que “en la práctica lo que sucedía es que yo me reunía con los diputados y ellos presentaban las iniciativas directamente” (entrevista, 9). En un plano informal, también se dan interacciones en las que legisladores buscan a la agencia para intervenir en procesos de autorización de registros sanitarios (entrevista 9).

			En suma, aunque no existen obligaciones puntuales en las que la agencia deba de informar directamente al Congreso sobre sus actividades y desempeño, hay algunos canales formales (indirectos) e informales (directos) de interacción para la presentación de iniciativas legislativas y la definición del presupuesto de la agencia. En lo general, los entrevistados coinciden en que la relación se encuentra muy subordinada administrativamente a la ss.




			Mecanismos de rendición de cuentas horizontal 

			Horizontalmente, la Cofepris tiene que establecer una amplia gama de interacciones con otros organismos, no solamente en materia farmacéutica, sino también en áreas como alimentación, medio ambiente, comercio exterior y protección del consumidor (entrevistas 1, 3, 4, 8 y 9). En el caso de la seguridad alimentaria, el Sistema Nacional de Inocuidad Agroalimentaria se articula a través de la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación (Sagarpa) y la ss. Las agencias que coordinan esa relación son la Cofepris y el Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria (Senasica) (entrevista 1). 

			En este mismo tenor, se establece otra relación horizontal con la Secretaría de Economía (se) y la shcp para coordinar las inspecciones de la seguridad alimentaria y farmacéutica en las aduanas de todo el país (entrevistas 1 y 4). Asimismo, en el espacio administrativo de la se, cuando se modifica alguna norma interna, la Cofepris coordina con la Comisión de Comercio Exterior la actualización de las partidas arancelarias (entrevista 4). Otra relación horizontal con las agencias de la se, en este caso relacionada con el sector farmacéutico, es con el Instituto Mexicano de la Propiedad Intelectual (impi), por ejemplo, cuando la agencia autorice cualquier medicamento genérico, tiene la obligación de consultar al impi (entrevista 1).

			Otro vínculo es con las agencias del sector ambiental y de recursos naturales. La Cofepris regula y supervisa la calidad del agua de las playas y cualquier masa de agua (ríos, lagos, etc.). En esta área su tarea es verificar la calidad del agua para consumo humano y actuar de manera directa y en coordinación con la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (Semarnat), la Comisión Nacional del Agua (Conagua), y con la Procuraduría Federal de Ambiente Protección (Profeco) (entrevista 1).

			En materia de protección de los consumidores, la Cofepris también comparte con Profeco algunas responsabilidades. Un ejemplo típico es el caso de publicidad engañosa de productos terapéuticos, en el que se activan mecanismos de vigilancia y eventualmente se sanciona cualquier posible infracción del marco normativo (entrevistas 1, 4 y 8). También acerca de la publicidad engañosa, la Cofepris se relaciona con el ift para el monitoreo de los anuncios de radiodifusión que contienen este tipo de publicidad. Aquí la relación es, fundamentalmente, de intercambio de información.

			Con todas las agencias mencionadas se dan relaciones formales también a través de los canales en que se elaboran normas oficiales mexicanas en los que concurren competencias de las agencias. Este mecanismo está vinculado a su vez con el proceso de mejora regulatoria a través del cual se establecen mecanismos horizontales entre la Cofemer y la Cofepris. Un funcionario de Cofemer señaló que la revisión de la regulación de Cofepris ocupa entre 40-50% de la actividad normativa de la agencia (entrevista 12). Otro mecanismo es la transparencia y la protección de datos a través del cual Cofepris se relaciona con el Inai. Sobre estos profundizaremos en la siguiente sección. 

			Otros mecanismos horizontales que han ampliado el foro de interacciones de la Cofepris se dan en el ámbito internacional. En 2012, la Cofepris obtuvo la certificación15 como agencia sanitaria con autoridad reguladora regional en materia de dispositivos médicos, medicamentos y vacunas (entrevistas 1, 4 y 6). A partir de esta certificación la Cofepris ha promovido la firma de convenios de reconocimiento de registros mexicanos e intercambio de personal para capacitación en la aprobación de insumos para la salud con agencias de países como Ecuador, Costa Rica, Panamá, el Salvador y Chile, entre otros (entrevista 1). Por otro lado, las relaciones con la Organización Mundial de la Salud (oms) también son permanentes en materia de cooperación sanitaria y en políticas concretas, como fue el caso de una herramienta de certificación en dispositivos médicos, medicamentos y vacunas (entrevista 1).

			En general, se puede decir que las relaciones horizontales de la agencia son muy amplias y parecieran llevarse con mecanismos formales de rendición de cuentas.




			Mecanismos de rendición de cuentas descendente 

			Cofepris utiliza numerosos mecanismos de diálogo con la industria y los usuarios de los servicios de salud. Algunos de ellos están formalizados, otros se dan mediante interacciones más informales entre la agencia y las partes interesadas. Los foros nacionales de diálogo sobre políticas son en su mayoría informales. Si bien es cierto que el reglamento de Cofepris contempla un Consejo Consultivo Mixto, este mecanismo pareciera tener poco uso (entrevista 6). Para los entrevistados tampoco pareciera ser un mecanismo relevante de vinculación con la industria y usuarios (entrevistas 1, 4, 5, 8 y 9) ni existe en la página web de la agencia información al respecto. 

			El otro mecanismo que facilita el diálogo entre la industria, usuarios y agencia es el proceso de mejora regulatoria; aunque, si bien se cumple formalmente (entrevistas 1, 4 y 9), este canal es poco utilizado por las organizaciones de la industria farmacéutica, que privilegian mecanismos informales de consulta y negociación de la regulación (entrevista 6). Un funcionario de Cofemer señala que Cofepris suele informar sobre sus regulaciones a la industria, pero hay casos en que se suscitan batallas entre la agencia y su foro (entrevista 12).

			La Cofepris interactúa regularmente con asociaciones de la industria: se tienen relaciones con más de 100 cámaras empresariales (entrevista 1). En el caso de la industria farmacéutica mantienen una estrecha relación con la Cámara Nacional de la Industria Farmacéutica (Canifarma) y la Asociación Nacional de Fabricantes de Medicamentos (Anafam) (entrevista 1). Por otra parte, también se privilegian mecanismos informales con la industria porque la Cofepris busca en alguno de estos casos su apoyo técnico para diseñar regulaciones (entrevista 5). Así, uno de los entrevistados, funcionario de una asociación de industrias farmacéuticas, señala que:




			esas limitaciones llevan a la agencia a pedirnos que hagamos como industria propuestas de regulación y así empezamos a trabajar con el equipo del Comisionado y los funcionarios de la Cofepris. Así, se conforman grupos de trabajo, se llega a un consenso. Y evitamos entrar en divergencias cuando pasa a la Cofemer, ya no la criticamos para que salga más rápido (entrevista 5).

			


Hemos mencionado antes que el mecanismo horizontal de rendición de cuentas entre la Cofepris y el Inai también podría considerarse un mecanismo descendente. Sobre este mecanismo es interesante destacar que, en el caso de la industria, por lo general, no es un mecanismo que se use (entrevistas 5 y 6). Existen mecanismos informales entre las cámaras y la agencia para compartir información, por un lado, a través de reuniones periódicas entre el comisionado y la industria, y por el otro, entre funcionarios de las cámaras y de la Cofepris (entrevista 6). También existe un mecanismo llamado “citas técnicas” en las que interesados en el sector pueden solicitar aclaraciones sobre las regulaciones y la actuación de Cofepris (entrevistas 6, 7 y 11). No obstante, la Cofepris aparece en la lista de 20 entidades del sector público con más solicitudes de información de acceso a la información pública (inai 2016).

			La agencia también tiene mecanismos de publicación voluntaria de información en su página de internet y se promueven por otros medios según su impacto a la salud (entrevista 1). Entre estos se destacan: 1) listas de los establecimientos médicos que han sido clausurados por malas prácticas, 2) comunicados con alertas de fallas en medicamentos y 3) la publicación de los productos que entran al mercado. No obstante, una crítica que hizo uno de los entrevistados es que en materia de inspección y vigilancia hace falta que Cofepris desarrolle mecanismos de transparencia hacia los prestadores de servicios de salud (entrevista 8).

			En suma, encontramos evidencia que indica que en las relaciones que establece la agencia en dirección descendente se traslapan mecanismos formales e informales. Esto lo confirman no solamente los mecanismos informales que hemos identificado sino también la percepción que existe en el foro sobre la incertidumbre que enfrentan la industria y los usuarios frente a cambios en el gobierno y la agencia, que los dejan a expensas de las relaciones interpersonales que sean capaces de establecer con la agencia y de la importancia que quien ocupe el cargo de comisionado federal le dé al diálogo y a los mecanismos de rendición de cuentas (entrevistas 5, 6, 7 y 11).




[image: 23-cuadro 3]





			Dinámicas estratégicas de rendición de cuentas: el estilo de los comisionados federales

			Ahora revisaremos algunas dinámicas de rendición de cuentas que ejemplifican el flujo que adelantábamos en el cuadro 1 entre mecanismos formales e informales en la interacción de las agencias y su foro. La cobertura periodística de Cofepris con implicaciones en materia de rendición de cuentas y transparencia durante el periodo de estudio es escasa.16 Hay, sin embargo, entre 2008 y 2010 cierta difusión de eventos que se relacionan con la cuestión cuando Miguel Toscano fungía como comisionado federal de Cofepris. Al iniciar su gestión, Toscano anunció “acciones nunca antes vistas”17 en la regulación del sector. Durante este periodo, muy pronto escalaron algunos conflictos entre los regulados y la agencia (entrevistas 5, 6 y 7) que muestran dinámicas de relaciones formales e informales. Los desencuentros se pueden observar a partir de tres eventos: 1) acusaciones de prácticas ilegales entre la agencia y la industria; 2) la emisión de regulación y sanciones para productos “milagro” y 3) la dimisión de Miguel Toscano como comisionado federal de Cofepris.

			En el primer frente, el 29 de agosto de 2008, durante una participación en el Simposio Estratégico de la Industria Farmacéutica 2008-2012,18 organizado por la Canifarma, Miguel Toscano informó al auditorio que el viernes anterior se había identificado una red de corrupción que operaba dentro de la Cofepris. De acuerdo con la información que presentó en la reunión, un funcionario, con nivel de jefe de departamento, y tres de sus colaboradores favorecieron a un laboratorio farmacéutico. Allí Toscano les dijo abiertamente: “Cambiaron los papeles y dictaminaron a favor de un registro sanitario para la comercialización de un medicamento […] cuando aún no concluía el trámite”.19 El Comisionado señaló que el laboratorio debía presentar una explicación por ese acto de corrupción y, en el mismo evento, el representante de Canifarma, Carlos Abelleyra, pidió reglas claras y transparentes para el sector, un trato igualitario entre laboratorios y privilegiar el diálogo.

			El segundo evento se da en 2011, durante la segunda semana de febrero: la Cofepris anunció que abriría el proceso de consulta sobre un nuevo proyecto de reglamento dedicado a combatir la publicidad engañosa de los llamados productos “milagro”. Entre el 14 y el 20 de febrero, el Comisionado Toscano ofreció varias entrevistas para informar al público sobre los argumentos de la iniciativa. Entonces los senadores del Partido Acción Nacional (pan) pidieron a Toscano que aumentara las penas por el anuncio de los llamados productos “milagro”: reconociendo la determinación de retirar del mercado 250 de estos productos, los senadores del pan Ernesto Saro, entonces presidente de la Comisión de Salud, y Guillermo Tamborrel, entonces presidente de la Comisión de Atención a los Grupos Vulnerables, consideraron que las sanciones no eran suficientes y pidieron a Toscano evaluarlas y aplicar sanciones más severas. Tamborrel reconoció que es un tema difícil, afirmó: “tocan muchos intereses y los felicito porque ustedes defienden los de la salud de los mexicanos; estos productos significan un fraude que daña el bolsillo de las familias mexicanas”.20 Después de días muy intensos de disputa en los medios de comunicación entre la industria afectada –incluyendo las corporaciones de televisión con vínculos o intereses en esta industria– y el comisionado, el 22 de febrero Toscano dimitió.

			Ante la renuncia de Toscano se designó a un nuevo comisionado federal: Mikel Arriola. Arriola provenía de la shcp en la que tuvo relación con la Cofepris como responsable de la gestión de los derechos que pagan los regulados por los servicios de la agencia (entrevista 1). Durante su mandato, continúa algunas de las iniciativas de Toscano, pero la forma de interacción con la industria se modifica y se establece un estilo más consensual (entrevistas 5, 6 y 7). Los niveles de tensión fueron considerablemente reducidos y, por lo tanto, se encuentran menos eventos mediáticos y politización entre la agencia y la industria. Arriola estableció una agenda con más enfoque en la modernización y profesionalización de la agencia. Con esto en mente, emprendió la homologación de los procesos regulatorios con los estándares de la ops y la oms. En un editorial de El Universal,21 Mikel Arriola definió el papel de la Cofepris de la siguiente manera:




			El papel de una agencia reguladora debe conducir a buscar mejores condiciones para regular el mercado, evitando distorsiones e intervenciones cuando surgen, y facilitando la interacción entre agentes económicos a través de regulaciones claras y eficientes que no generen litigios ni costos de transacción [...] Al mismo tiempo, no hemos bajado la guardia y hemos seguido combatiendo con todo rigor la falsificación de medicamentos, la publicidad de los productos “milagro” que amenazan a la industria formal y el tabaquismo.

			


Aunque su posición mantiene una cierta continuidad con el comisionado anterior, la editorial en que fija la agenda de Cofepris omite hablar de rendición de cuentas, transparencia y corrupción, y en cambio enfatiza una agenda en términos de efectividad, eficiencia y modernización de las prácticas. No encontramos en este análisis de prensa temas relacionados con la transparencia o la rendición de cuentas durante el mandato de Arriola como comisionado federal de Cofepris. Una de pocas noticias que relacionan a la agencia con eventos de transparencia o rendición de cuentas durante el mandato de Mikel Arriola –que inició en febrero de 2011 y concluyó en febrero de 2016– es un acto formal en el que la Cofepris firmó un acuerdo de coordinación y colaboración con el Inai.




			De la Cofetel al ift

			La Cofetel surge de una primera ola de agencificación de la regulación económica en el contexto de la firma del tlcan y la implementación del programa de reforma regulatoria que amalgamó privatizaciones, liberalización, desregulación y creación de agencias reguladoras en diversos sectores (Barrera, 1995, Jordana, 2011; ocde, 2012). El surgimiento de la Cofetel, como lo ha demostrado Ballinas (2011), enfrentó a distintos grupos dentro del gobierno del pri: la tecnocracia reformista y los sectores que defendían la preservación del monopolio estatal. En realidad, durante esta nueva época de regulación de las telecomunicaciones se facilitaron condiciones regulatorias favorables para la consolidación de un mercado dominado por Telmex y América Móvil como campeón nacional (Mariscal y Rivera, 2007), pero fueron creciendo las presiones políticas por abrir el sector y se produjeron recurrentes diferendos por la reforma regulatoria entre la Cofetel, la sct, el Congreso y los operadores. 

			Los cambios políticos que enfrentaba el país llevaran a un complejo proceso de democratización que posibilitó la alternancia en las elecciones presidenciales del año 2000. A partir de este cambio político, se abrió un espacio que le dio un mayor peso a los partidos de la oposición y a los intereses creados a través de canales legislativos que permearon la disputa por la regulación de las telecomunicaciones. Quedó claro que en esta nueva etapa política la participación del Congreso sería cada vez más relevante en el proceso regulatorio (Jordana, 2010). En particular, el Congreso, a través del Senado, ganó influencia en dos tareas principales: la selección de comisionados y el desarrollo de la regulación, que en el periodo presidencialista tenía un mayor desarrollo a nivel reglamentario y que ahora empezaba a adquirir mayor importancia a nivel legislativo. Ambos mecanismos fueron la clave para influir en la agenda y las reformas en el sector. Por ejemplo, las reformas en pleno proceso electoral de 2006 a la Ley Federal de Radio y Televisión y de Telecomunicaciones, mejor conocida como “Ley Televisa” o “Ley de medios”, muestra cómo los intereses de los partidos representados en el Congreso se cruzaban con los intereses de las empresas del sector que empujaban su propia agenda.

			Esta reforma llegó, a través de la acción de inconstitucionalidad 26/200622 promovida por el Senado de República, ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn). Ésta23 declaró inconstitucionales algunas secciones de la reforma que trastocaban algunos principios constitucionales, y que fueron identificados por la opinión pública y una parte de la oposición como parte de la agenda de la industria de la radiodifusión, que pretendía fortalecer a la Cofetel como un espacio de mayor resonancia para sus intereses (Madrazo y Zambrano, 2007). En cualquier caso, la reforma terminó por confirmar a Cofetel como el regulador económico del sector de radiodifusión. A partir de ese momento Cofetel se convirtió en el espacio de intereses encontrados entre las radiodifusoras, el operador de telecomunicaciones dominante y los operadores minoritarios, que a su vez se intersectaban con las diferencias entre la visión del regulador, durante una época la sct, Presidencia y el Senado. Este conflicto llevó a un periodo de alta politización nacional al que se sumaron nuevos actores de la sociedad civil organizada. Sólo en 2013, en un intento por arreglar las anomalías estructurales de algunas agencias reguladoras que habían sido cuestionadas por su debilidad institucional para regular sus sectores (ceey, 2009; Cofemer, 2012; Faya, 2010; ocde, 2012), se plantea una reforma constitucional, que formó parte de la reforma regulatoria del Pacto por México, en la cual se creó y otorgó al ift estatus de órgano constitucional autónomo. Se trató de una ampliación sustancial en sus poderes y capacidades de regulación y competencia respecto de los poderes que dispuso la Cofetel (Faya 2013, ocde 2017).

			Brevemente, este repaso muestra cuán importante es el caso de las telecomunicaciones para el estudio de la rendición de cuentas y la regulación en México. Como veremos, se trata de un caso paradigmático de la forma en que un regulador surge en un momento de escaso desarrollo institucional de rendición de cuentas, pero en los años 2000 poco a poco se transforma y adapta gradualmente a un contexto de mayores presiones y exigencias de rendición de cuentas, arribando a un nuevo diseño que institucionaliza un amplio e innovador menú de prácticas de rendición de cuentas que no tenían precedente en la todavía breve historia del Estado regulador mexicano.

			A partir de este recuento de la transformación de la Cofetel a la creación del ift, pasemos a contrastar algunas de las diferencias en las relaciones y mecanismos de rendición de cuentas que establecía la Cofetel con su foro vis a vis los del actual regulador. 




			Mecanismos de rendición de cuentas ascendente 

			Cofetel, ift y el Ejecutivo 

			La Cofetel inició como un órgano técnico y consultivo en materia de regulación de telecomunicaciones de la sct. Con el tiempo fue ganando competencias, particularmente en radiodifusión y posteriormente en la determinación de tarifas de interconexión, pero en materia de telecomunicaciones el trabajo de Cofetel se mantuvo siempre bajo la revisión de sct (entrevista 8). 

			La relación entre Cofetel y la sct tuvo altos niveles de tensión. Desde su creación, se sugirió eliminar la Subsecretaría de Comunicaciones para evitar que compitiera con la agencia por la regulación del sector; se buscaba que de esta manera la delegación de la sct a la Cofetel fuese completa en materia de telecomunicaciones (entrevista 1). Pese a ello, la sct decidió mantener la Subsecretaría de Comunicaciones, y así, desde la primera Cofetel de Carlos Casasús se abrieron dos canales para el foro de las telecomunicaciones que fue conocido en el sector coloquialmente como la “doble ventanilla”. Esto es importante porque el canal entre la sct y la Cofetel era precisamente a través de la Subsecretaría de Comunicaciones. De hecho, los tres primeros presidentes de la agencia fueron previamente subsecretarios que revisaban el trabajo de Cofetel, ya que ésta tenía más visibilidad y más medios que la propia Subsecretaria (entrevista 1).

			Algunos de los entrevistados coinciden en que la relación entre la sct y la Cofetel era primordialmente informal (entrevista 2 y 8). De acuerdo con un expresidente de la agencia la relación dependía del vínculo personal con el secretario y él mantuvo relaciones “radicalmente distintas con cada uno de estos” (entrevista 8). Incluso uno de los últimos secretarios decidió no designar subsecretario de comunicaciones para evitar la confrontación con Cofetel (entrevista 8). En la época de Cofetel otra relación igualmente importante era la de la agencia con la Presidencia, la cual se daba también fundamentalmente por canales informales. Si la agencia llegaba a un acuerdo con los operadores de telecomunicaciones podía pasar que al poco tiempo Presidencia llegara a un acuerdo distinto con los operadores y se le pidiera a la agencia sustituir el acuerdo previo (entrevista 8). Igualmente importantes eran las relaciones con la shcp en la negociación de las licitaciones y derechos por el uso de espectro, que frecuentemente les enfrentaban por la búsqueda de diferentes objetivos públicos.

			Con la reforma de telecomunicaciones la relación entre la agencia, la sct y el Ejecutivo se modificó sustancialmente. Actualmente los entrevistados coinciden en que se trata de una relación de coordinación que en términos de mecanismos de rendición de cuentas se ha formalizado y se entiende como una relación horizontal (entrevistas 6, 7 y 9). 




			Cofetel, ift y el Congreso 

			La relación entre el Congreso y la Cofetel se dio, fundamentalmente, a través del Senado de la República. Éste participaba en el proceso de nombramientos de comisionados de la agencia; a partir de este vínculo el Senado ejerció un peso muy importante en la composición de la agencia, al grado que durante la última época de Cofetel se empezó a hablar de la “partidización” de la agencia (entrevista 1). Para uno de los expresidentes de la Cofetel, la relación con el Senado también se daba a partir de mecanismos informales. En su periodo compareció en 11 ocasiones ante las comisiones de comunicaciones y transportes, y de radiodifusión del Senado. En su opinión las comparecencias al Senado se solicitaban, fundamentalmente, cuando Cofetel afectaba dos tipos de intereses: 1) los de radiodifusión, en particular los vinculados a Televisa y 2) los de telecomunicaciones, en particular los vinculados a América Móvil. Además de los nombramientos, estas comparecencias eran el otro canal de interacción entre la agencia y el Senado. Las comparecencias le servían, entonces, al Senado para mantener desenfocado al regulador “de su tarea cotidiana; mantener un regulador distraído, agazapado, paralizado” (entrevista 8). Por otro lado, un exfuncionario de Cofetel que participó en un número importante de estas comparecencias, en particular de la última etapa, señaló que observaba una importante asimetría de información entre el regulador y los legisladores, con lo cual el regulador al final de día tenía siempre más información y argumentos para esquivar las críticas de los legisladores.

			Actualmente, la principal relación del ift con el Congreso sigue siendo a través del Senado de la República, el cual define a los comisionados que integran el pleno del ift y al presidente de la agencia; para nombrarlo se requiere el voto de dos tercios de los miembros presentes en el Senado (art. 28 constitucional). El Senado mantiene también la potestad de destituir a los comisionados en supuestos de faltas graves a la constitución (arts. 31 y 32 de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión –lftr–).

			Adicionalmente, el ift debe presentar su informe anual de actividades y resultados (art. 15, II, lftr) del cual se deriva una comparecencia anual obligatoria a ambas cámaras del Congreso de la Unión (artículo 28, VIII, constitucional). Asimismo, debe presentar un informe trimestral de actividades al mismo Senado (art. 20, XI, lftr) que ha servido para dar seguimiento a la agenda de la reforma de telecomunicaciones (entrevista 3). Todos estos informes son públicos y pueden ser consultados abiertamente. Hasta la fecha este mecanismo formal ha sido atendido por la agencia y de hecho a partir de estos informes se han mantenido reuniones con las comisiones de comunicaciones y transportes, de radiodifusión y estudios legislativos (entrevistas 4, 5, 6, 9 y 10).

			Por otra parte, se mantienen los canales de comparecencias y exhortos que suele usar el Senado en casos de interés para los legisladores. Este mecanismo ha sido usado recientemente en asuntos como la definición de regulación de la portabilidad y la transición analógica-digital. Por otra parte, cuando la agencia y el Senado han tenido desencuentros sobre ámbitos competenciales de la regulación se han usado los canales institucionales para dirimir los conflictos, esto es, a través del poder judicial, específicamente por la vía de controversias constitucionales que resuelve la Suprema Corte de Justicia de la Nación (entrevista 7).

			El ift también mantiene contactos con la Cámara de Diputados. En particular, el énfasis en la relación se da a partir de la negociación del presupuesto de la agencia y la revisión de la cuenta pública, que es competencia exclusiva de los diputados. En la estructura del ift se contempla un contralor que es designado por los diputados (arts. 37 y 38, lftr) y que, pese a que se encuentre dentro de la estructura del ift, en realidad responde directamente ante la Cámara de Diputados. Este mecanismo se encuentra formalizado en el artículo 35 de la lftr 2014; de aquí se derivan otras obligaciones de información hacia el Congreso, en este caso la contraloría del ift debe presentar informes directamente a la Cámara de Diputados (art. 35, XIX, lftr). El ift es independiente en cuanto a la formulación y ejercicio de su presupuesto, pero lo otorga y revisa la Cámara de Diputados (art. 28, II, constitucional). Es interesante que, no obstante que en la reforma de telecomunicaciones quedara claramente formalizada esta relación, hasta la fecha de las entrevistas la Cámara de Diputados no había designado al contralor del ift.

			Finalmente, para el caso en que un legislador tiene algún interés particular con la agencia, sea como representante de la industria o regulado, la reforma también incluyó una regla que formaliza cualquier contacto que establezca el foro con la agencia, a este mecanismo se le llama regla de contacto (entrevistas 4,5 y 6).

			Puede decirse que se percibe una clara transformación entre la relación que mantenía con el Congreso la Cofetel respecto a las relaciones que establece actualmente el ift, con una mayor formalización de todos los mecanismos de rendición de cuentas, aunque no por ello han desaparecido tensiones en algunos temas entre ambos.




			Mecanismos de rendición de cuentas horizontal 

			Horizontalmente la Cofetel estableció relaciones con diversas agencias, pero de nuevo el acento en estas relaciones parecía estar basado más en relaciones interpersonales entre la agencia y sus pares (entrevista 2 y 8). En todo caso, fueron cuatro las relaciones más continuas y estables que estableció la Cofetel con otras agencias. En materia de competencia económica con la Comisión Federal de Competencia (Cofeco); en materia de protección al consumidor con la Procuradouría Federal del Consumidor (Profeco), en materia de mejora regulatoria con la Comisión Federal de Mejora Regulatoria (Cofemer) y en materia de derechos por el uso y aprovechamiento de espectro con la shcp. En el último periodo de Cofetel estas relaciones fueron cercanas, excepto con la shcp, con la que existieron tensiones recurrentes en las negociaciones de procesos de licitación (entrevista 8). No parece que haya sido significativa la relación con otras agencias, como Cofepris, el ifai o el ife con los que, en principio, también existían intersecciones competenciales.

			Un caso interesante de relación horizontal que resultó muy cooperativa en el último tramo de Cofetel, es la establecida con la Profeco, fundamentalmente, a partir de dos iniciativas comunes. La primera fue el sitio Mi Cofetel, que buscaba que los usuarios concentraran en una misma página de internet sus quejas por las fallas en los servicios de telecomunicaciones que, por mandato de ley, necesariamente debían atender en coordinación Profeco y Cofetel (entrevistas 8 y 11). Esta iniciativa ayudaba a ambas agencias a facilitar información para posteriormente emitir sanciones contra los operadores que tuvieran fallas en la prestación del servicio. Otra iniciativa en la que ambas agencias hicieron mancuerna fue la norma oficial mexicana 184. En esta norma Cofetel y Profeco crearon una obligación a los regulados para que registraran e hicieran públicos sus contratos de adhesión, de manera que se pudieran detectar las disparidades entre los contratos en términos de plazos forzosos y portabilidad, entre otros (entrevista 11). Profeco se encargaba de hacer accionable esa parte de la norma y Cofetel se encargaba de estimar el resarcimiento del daño.

			Finalmente, incluso con agencias internacionales la relación también fue bastante informal (entrevistsa 6 y 8). Mucho más cercana con la ocde y más lejana con la Organización Internacional de las Telecomunicaciones (oit) (entrevista 8), dados sus vínculos más directos con la Subsecretaria. En buena medida la diferencia en el tratamiento con organismos internacionales se debía a que funcionarios de la agencia detectaban intereses de la industria nacional en algunos de estos casos (entrevista 8).

			Actualmente, las relaciones horizontales se han modificado de manera importante. La interacción del ift con otra institución es objeto de un artículo de la lftr: el artículo 53 establece la posibilidad de que la agencia participe junto a otros poderes, órganos y dependencias a través de acuerdos de colaboración. Así, de manera específica, la misma ley establece los mecanismos a través de los cuales la agencia se relaciona con la Cofece, la ss, la Secretaria de Gobernación, la misma sct, y la shcp, entre otros.

			El caso de Cofece es interesante. Anteriormente se trataba de una relación clave en las tareas de la Cofetel en tanto compartían responsabilidades en materia del proceso de competencia económica en las telecomunicaciones. Ahora, el ift absorbió esas competencias y la relación con la Cofece se redujo al grado que ahora existen algunas lagunas normativas en la relación (entrevista 4). De cualquier forma, existe una relación que se formalizó a través de un convenio de colaboración, que sirve para activar mecanismos de diálogo cuando existe una zona gris en la legislación y dar seguimiento a asuntos que atendían la Cofeco y Cofetel (entrevista 4, 6 y 9).

			La relación con Cofemer también se ha transformado de manera importante en este proceso de cambio institucional. El ift, como órgano constitucional autónomo, define su propia política de mejora regulatoria y cuenta con un área encargada de la realización de los estudios de impacto regulatorio y de las consultas públicas. La mejoría en este mecanismo también es notoria (ocde, 2017). No obstante, sigue manteniendo alguna relación con Cofemer para intercambiar información en torno a metodologías, y en lo que concierne a la relación con la ocde que suele ser un canal permanente con la agencia de mejora regulatoria (entrevista 3).

			Una relación que sigue manteniendo la agencia es con Segob. La relación se da a propósito del uso ilegal del espectro y regulación de contenidos y de protección infantil. Una comisionada nos comentó que ésta es una de las relaciones horizontales que están sujetas a mayores tensiones (entrevista 6). Por otro lado, con el Inai se establecen contactos en el marco de la lftaip (entrevista 5). 

			También se mantiene la relación de coordinación con la Profeco. La nueva lftr aclaró la relación y coordinación de competencias entre ambas agencias en la protección de los usuarios de telecomunicaciones (ocde 2017) basándose en los mecanismos que desarrolló la última Cofetel con Profeco. Y existe un convenio de colaboración en el que se definen con claridad las responsabilidades de cada agencia (entrevista 6). Se creó una herramienta similar a Mi Cofetel, de nombre Soy Usuario. En esta plataforma los usuarios presentan su queja y la reciben ambas instituciones: en cuanto a la calidad del servicio actúa el ift, lo relacionado con el contrato de servicio lo ve Profeco (entrevista 6).

			El ift también ha tenido una mejora en cuanto a la organización y difusión de su información estadística (entrevista 10). Ya en 2017 completó el diseño de su Banco de Información de Telecomunicaciones (bit) (ocde, 2017), una innovación importante para la gestión y difusión de información estadística de las ari en México.

			Finalmente, la relación con organismos internacionales actualmente pareciera más simétrica. Algunos comisionados participan en los foros de la oit, otros en los de la ocde y otros más en mesas regionales de reguladores (entrevistas 5 y 6). Sin embargo, en materia de gobernanza regulatoria la ocde es la organización internacional con mayor incidencia en este sector (entrevista 5). 




			Mecanismos de rendición de cuentas descendente 

			Desde mediados de los noventa, la Cofetel se fue desarrollando a la par que se construyeron mecanismos formales de rendición de cuentas descendientes en la institucionalidad mexicana, que fueron los principales canales de acceso para que las audiencias entrasen en contacto con las agencias. Fue el caso del acceso a la información pública a través de las solicitudes de información que gestionó el entonces ifai y de las consultas públicas que coordinó Cofemer. 

			Varios entrevistados reconocen que, si bien durante el último periodo, que va de 2010 a 2012, las consultas públicas se empezaron a usar con mayor frecuencia –como nunca en la historia de Cofetel (ocde, 2012; entrevistas 2, 3, 7 y 8)–, no siempre se encontraban las condiciones políticas para tratar los proyectos de la agencia vía consultas públicas (entrevista 8). Predominaban, entonces, reuniones directas con los regulados en las que participaban varios operadores y se redactaban minutas de las reuniones (entrevista 8). También existían relaciones de regulador a regulado y hasta cafés en la esquina (entrevista 8). El presidente de Cofetel incluso usaba estas reuniones para verificar lo que hacían distintas áreas de la agencia que, históricamente, habían mostrado una alta porosidad frente a los regulados. También se usaban estas reuniones para “socializar” la regulación y conocer las opiniones de los regulados. Era, pues, frecuente el uso de estas vías informales (entrevista 8). Estas relaciones también variaban según la forma de hacer negocios de los regulados, había un contraste interesante de Telcel y Telmex, que provenían del mismo grupo empresarial, pero divergían en su forma de interactuar con la agencia (entrevista 8).

			En materia de transparencia, en particular de solicitudes de acceso a la información, la Cofetel también tuvo cuestionamientos. En 2010, el ifai, ordenó la divulgación de los acuerdos de interconexión de Telmex-Telnor.24 Posteriormente, en 2013, la agencia reservó la información en un caso de sanciones a operadores en el que también el ifai le revocó la reserva y pidió se entregara la información a los solicitantes de ésta.25 La interacción entre los usuarios de solicitudes de información, el ifai y la Cofetel, como se puede ver, fue problemática, pero al mismo tiempo el propio ifai reconoció, en el último tramo que va de 2010 a 2013, mejorías en el desempeño de Cofetel en su política de transparencia.26

			Un mecanismo adicional que activó Cofetel en sus últimos años, en particular durante la gestión de Mony de Swaan, fue el de la conformación de un Consejo Consultivo con representantes del foro (ocde, 2012). Si bien la legislación ya pedía a la agencia conformar este consejo, no se hizo sino hasta la gestión de Mony de Swaan. Este consejo se integró por 30 representantes designados directamente por el presidente de la agencia. No obstante, el consejo no tuvo suficiente eco en el pleno ni en las áreas encargadas de las tareas regulatorias de la agencia (entrevista 8).

			Por último, en el caso de Cofetel, a nivel informal la relación entre la agencia y los intereses de los regulados se dio de manera muy intensa a través de la prensa. Tanto la agencia como los operadores de los servicios de telecomunicaciones y radiodifusión para avanzar sus agendas de regulación frecuentemente establecían estrategias de comunicación y cabildeo a través de los mismos medios de comunicación (entrevistas 1 y 8). Este mismo fenómeno llevó a que la agencia, al enfrentar restricciones presupuestarias para su comunicación, empezara a utilizar una comunicación más agresiva en redes sociales y a fortalecer organizaciones no gubernamentales que defendieran los intereses de los usuarios frente a las empresas que ejercían su poder mediático para favorecer sus posiciones en el sector (entrevista 8).

			En este ámbito también la reforma de telecomunicaciones tuvo importantes implicaciones. En primer lugar, el ift, aunque no se encuentra sujeto al proceso de mejora regulatoria que establece la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, reforzó su estrategia de mejora regulatoria y consultas públicas a través de la creación interna de una coordinación que se especializa en la gestión de estos procesos. Los entrevistados coinciden en que se trata de un mecanismo que ha ganado mayor aceptación entre los operadores, los mismos funcionarios de la agencia y el conjunto del foro (entrevistas 3, 7, 8 y 9). De hecho, asociaciones de usuarios e integrantes del nuevo Consejo Consultivo son algunos de sus usuarios más recurrentes (entrevista 7 y 9).

			La agencia también continúa siendo sujeto obligado de la lftaip. Para atender las solicitudes de los usuarios la agencia cuenta con un Consejo de Transparencia que revisa en particular los recursos de revisión de solicitudes que, por alguna razón, han sido rechazadas (entrevista 6). En este ámbito, la agencia está avanzando notoriamente en una política proactiva de transparencia con la que busca transitar hacia una política de gobierno y datos abiertos con un enfoque hacia el usuario (entrevistas 6 y 10).

			Un mecanismo más que ha alcanzado un alto nivel de formalización son las reuniones entre funcionarios de la agencia y su foro. Actualmente todas las reuniones se tienen que dar bajo los parámetros de la regla de contacto, que implica que se tiene que publicar la agenda de los comisionados y funcionarios de la agencia (entrevistas 4 y 6). Esta regla obliga a los funcionarios a publicar la información de sus reuniones: la fecha, los nombres de quienes solicitan la reunión, la representación que ostentan, el tema a tratar y todas están reuniones se graban, aunque las grabaciones no se hagan públicas, se guarda el registro que, en caso de anomalías, puede ser escrutado por el Senado de la República. La regla de contacto puede entenderse como una respuesta a la porosidad que caracterizó la historia de las relaciones de Cofetel con la industria y las frecuentes dudas de captura de aquel regulador.

			Por último, un mecanismo que se ha consolidado con la reforma de telecomunicaciones es el Consejo Consultivo. La lftr establece en su artículo 34 la integración de 15 miembros honorarios, que deberán ser especialistas de reconocido prestigio en el sector, de los cuales se garantiza, cuando menos, un asiento para un integrante que tenga experiencia en concesiones de uso social. Los integrantes del Consejo son nombrados por el pleno y pueden durar en su encargo un año, sujeto a refrendarse por periodos similares indefinidamente. Un integrante del ift participará como secretario del Consejo Consultivo. Las opiniones del Consejo no son vinculantes, pero deberán ser comunicadas al pleno. Hasta el momento en que se realizaron las entrevistas, la participación del Consejo Consultivo ha sido activa; sin embargo, uno de sus miembros sugirió que la relación con el pleno sigue siendo insuficiente, en la medida en que las opiniones del Consejo no terminan de construir un diálogo regulatorio con la agencia (entrevista 6). Al mismo tiempo, los integrantes del Consejo suelen participar en las consultas públicas cuando el Consejo Consultivo no alcanza una mayoría para opinar sobre ciertas decisiones del regulador.

			En suma, la importancia que han adquirido los mecanismos descendentes en el tránsito de Cofetel a ift es notoria; surgió una articulación de la rendición de cuentas mucho más reforzada y articulada institucionalmente después del cambio. A continuación, resumimos en los cuadros 3 y 4 los principales mecanismos de rendición de cuentas identificados en la Cofetel y en el ift.
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De las resoluciones de la Cofetel a las del ift 

			Ahora revisaremos algunas dinámicas de rendición de cuentas que ejemplifican el flujo que adelantábamos en el cuadro 1 entre mecanismos formales e informales en la interacción de las agencias y su foro. Cuando se observan las diferencias entre las estrategias y mecanismos de rendición de cuentas entre la Cofetel y el ift se puede apreciar con cierta claridad el contraste entre un regulador que surgió y creció en un ambiente institucional reticente a desarrollar prácticas de rendición de cuentas, frente a uno que se estableció después de la institucionalización de dichos mecanismos, en un sector que sufrió fuertes tensiones políticas y resistencias a transparentar la regulación. Con el paso del tiempo, conforme los mecanismos de rendición de cuentas en la administración pública se fueron asentando, Cofetel entró en un periodo en el que dependía, en buena medida, de la voluntad y capacidad del presidente de la agencia llevar a la práctica los mecanismos que ya formaban parte del andamiaje institucional del sector público en general. Poco a poco en la agencia empezaron a percibir las posibilidades de usar mecanismos de transparencia como vehículo para fortalecerse, para ejercer su independencia (entrevista 6). 

			Existe consenso en que el aprendizaje sobre este uso de mecanismos de rendición de cuentas ayudó a contrarrestar resistencias durante los últimos tres años de la existencia de Cofetel. Poco a poco la agencia fue construyendo relaciones cada vez más próximas a la lógica de la rendición de cuentas, lo que le fortaleció frente a la industria y a otros actores del gobierno que solían dinamitar el ejercicio de su autonomía para mantener o ampliar intereses en el sector (entrevistas 1, 2, 6 y 8). Este consenso es todavía más amplio cuando se trata de valorar la diferencia entre el régimen de rendición de cuentas en el que se despliegan las relaciones del ift con su foro vis a vis con el de la Cofetel (entrevistas 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11 y 12).

			Para ilustrar esta transición vale la pena detenerse brevemente a comparar el caso de las resoluciones del pleno de la Cofetel frente a las del ift. En las resoluciones de Cofetel era muy difícil identificar el sentido en que votaban los comisionados (entrevista 9). De hecho, durante más de 10 años no hubo decisiones por mayoría ni con voto de calidad, esto es, las decisiones se tomaban hasta que se lograba un consenso entre todos los comisionados (entrevista ١). Esta práctica perduró hasta la última etapa, en la que se empezaron a tomar decisiones sin consenso, incluso en algunos casos el presidente de la agencia hizo uso del voto de calidad que le concedía la legislación en los casos de impases (entrevista 1). Más aún: en la página web de Cofetel era muy complicado encontrar las resoluciones del pleno a partir de criterios claros de búsqueda, lo que limitaba la posibilidad del foro de dar seguimiento a las decisiones del regulador (entrevista 4).

			Frente a estos antecedentes de la Cofetel, las prácticas en materia de resoluciones del ift son contrastantes y, en definitiva, van más allá del legado de los últimos años del extinto regulador. Primero, siguiendo la tendencia de la última etapa de Cofetel, las decisiones colegiadas ya no se dan siempre por consenso. Segundo, los comisionados publican sus votos particulares (entrevista 4). Tercero, se publica la versión estenográfica de las sesiones del pleno. Cuarto, si es necesario, algunos comisionados salen a la opinión pública a promover varias de las posturas que defienden en el pleno.27 No obstante, existió un debate en torno a la interpretación de la publicidad que las sesiones del pleno y las resoluciones del ift deberían tener.28 Por un lado, de acuerdo con la reforma y la lftr (y recientemente en la lftaip), las sesiones del pleno deben ser públicas, bajo este argumento expertos y asociaciones del sector pidieron al ift que abriera las sesiones del pleno a la sociedad y que se divulgaran las sesiones por medios electrónicos tal como lo hacen la scjn, el ine, el Inai e incluso los tribunales especializados en competencia y telecomunicaciones (entrevista 6). La justificación del ift para defender que las sesiones no se hicieran abiertas al público se basó en que las sesiones incorporan información confidencial o reservada.29 Pese a ello, se le criticó que en la mayoría de los casos la agencia no discute en el pleno asuntos que tengan ese carácter de información reservada y que, por tanto, se podría haber buscado un mecanismo para solamente omitir de la apertura de las sesiones aquellos casos en los que, efectivamente, existiera esa restricción (entrevista 6).30 La agencia respondió a las críticas publicando en su sitio web las grabaciones de las sesiones y las versiones estenográficas, pero se le criticó que de esta forma se afectaba la oportunidad con que se publica la información. En términos generales, es claro que existe un avance importante; incluso en un reciente informe –sobre avances y nuevos retos de la reforma de telecomunicaciones– de la ocde (2017: 32) se reconoce la mejora en los procesos de toma de decisiones del ift.




			Comparación de mecanismos y estrategias de rendición de cuentas de la cnbv, Cofepris y Cofetel/ift

			En esta sección, con base en lo que hemos ido mencionando, comparamos el uso de mecanismos formales e informales de rendición cuentas en las prácticas de cada una de las agencias. En primer lugar, en un plano general fue posible identificar la relevancia que para las agencias y algunas audiencias tienen los mecanismos formales de rendición de cuentas creados como parte de la reforma administrativa del Estado mexicano. Por otra parte, encontramos una cierta convergencia en los mecanismos y prácticas formales de las agencias (y, en alguna medida, en varias de las prácticas informales), lo que merece ser discutido detalladamente. 

			En el ámbito de los mecanismos ascendentes, las agencias muestran algunas diferencias importantes en el plano formal e informal tanto con el Ejecutivo como con el Congreso. A raíz de la reforma financiera se formalizó, por primera vez en su historia, que la cnbv esté obligada a informar y comparecer ante el Congreso. Cofepris nunca ha tenido mecanismos formales para informar de sus actividades y decisiones de manera directa al Congreso. Cofetel tampoco los tuvo. En cambio, para el ift existe la obligación de presentar anualmente un informe de sus actividades y comparecer ante el Senado. Informalmente las agencias tienen patrones comunes, tanto la cnbv como la Cofepris y la Cofetel mantuvieron relaciones con los legisladores, especialmente con las comisiones de sus sectores, de manera casuística, a propósito de crisis puntuales, durante eventos que tuvieron impacto en la opinión pública.

			Con las secretarías de sus sectores, tanto Cofepris como Cofetel mantuvieron lazos fundamentalmente informales y sujetos al tipo de relaciones que fueron capaces de establecer con los secretarios y subsecretarios. La cnbv tiene una Junta de Gobierno que facilita el mantenimiento de una relación formal y estable con la shcp y el sector financiero. Mientras que el ift, al haber obtenido autonomía constitucional, dejó de mantener relaciones ascendentes con la sct. Sin embargo, es interesante que en este nuevo contexto entrega su informe anual de actividades también a la sct y a la Segob.

			En cuanto a mecanismos horizontales, la cnbv muestra un alto grado de formalización cuando interactúa con otras agencias. En buena medida ello se debe a la participación de éstas en su Junta de Gobierno. La Cofepris también muestra un grado importante de formalización de sus relaciones horizontales. Cofetel, en cambio, parecía depender más de relaciones informales con otras agencias, aunque hubo casos como el de Profeco que a partir de ciertas iniciativas logró desarrollar mecanismos formales. Mientras que el ift muestra un alto grado de formalización en sus mecanismos horizontales.

			El plano con mayores contrastes es probablemente el de los mecanismos descendentes. La cnbv, si bien hace uso de las consultas públicas formales en el marco del proceso de mejora regulatoria, tiene un mecanismo informal de consulta e intercambio permanente de opiniones con la abm y, con menos frecuencia, con otros participantes del sector. De hecho, para la industria el mecanismo formal pareciera ser secundario. En cambio, la cnbv no tiene ningún mecanismo formal ni informal de interacción con los usuarios de los servicios financieros, a pesar de tener distintos formatos abiertos sobre sus actividades para informar al conjunto del foro. Con Cofepris pasa algo similar: la industria tiene un mecanismo informal de consulta, aunque éste pareciera menos estable que el de la cnbv, por lo que se observa una mayor dependencia de la relación personal entre el comisionado federal y la industria. Cofetel también hizo uso de las consultas públicas del proceso de mejora regulatoria, aunque esto dependió de la importancia y las condiciones que encontrara la agencia frente al sector; en cambio, tuvo un mayor uso de mecanismos informales, en los que consultaba en distintos formatos a los operadores del sector. En el último tramo de su existencia, también estableció un consejo consultivo que, sin embargo, no logró consolidarse como un foro de interacción para los actores del sector. En la historia de Cofetel, la participación de los actores en prensa, radio y televisión fueron un espacio clave para la interacción del foro en el proceso regulatorio. No obstante, con el ift, la relación con los operadores se formalizó de manera importante. El uso de la regla de contacto, mediante la cual las reuniones con interesados del sector se publican en el sitio web y solamente puede llevarse a cabo en las oficinas de la agencia, ha sido muy importante para evitar la porosidad que caracterizó la relación de la Cofetel con la industria. Al mismo tiempo, el ift ha implementado diversos mecanismos de transparencia en su sitio web para facilitar a los usuarios del sector información acerca de sus actividades. El ift tiene un proceso de mejora regulatoria y consultas públicas propias, con lo cual abandonó este mecanismo a cargo de Cofemer. Y finalmente tiene un Consejo Consultivo que a su vez hace un seguimiento importante de las consultas públicas.

			Siguiendo el esquema del cuadro 2 puede observarse una síntesis de estas prácticas y mecanismos formales e informales entre la agencia y su foro en las tres direcciones analizadas: ascendente, horizontal y descendente. En la relación entre los mecanismos en las tres direcciones, éstos se pueden distinguir y tienen una vida institucional propia, pero no es posible separarlos en la práctica, porque es ahí donde su interacción permite a los actores diversas posibilidades estratégicas en el proceso regulatorio.

			A través de la comparación realizada es posible identificar qué estrategias concretas se escogieron en cada caso y cada momento histórico, incluyendo la posibilidad de estrategias frente a la ampliación de mecanismos (obligatorios y voluntarios) de rendición de cuentas. Asimismo, también podemos discutir hasta qué punto fueron algunos grupos de las audiencias los que, utilizando la disponibilidad de mecanismos generales de rendición de cuentas en la primera década del siglo xxi, impulsaron a las agencias a realizar un mayor esfuerzo en sus prácticas y estrategias de rendición de cuentas.

			Las agencias usan mecanismos formales e informales al negociar la regulación consderando las presiones que encuentran en su foro para lograr sus agendas. En los extremos de estas estrategias de rendición de cuentas podemos ubicar a la Cofetel/ift y a la Cofepris: mientras que la estrategia de la última Cofetel fue incorporar un mayor número de prácticas de rendición de cuentas que fortalecieran su presencia frente a su foro, la Cofepris no activó algunos de los mecanismos formales e informales que tenía a su disposición para desarrollar estrategias de rendición de cuentas que le dieran posibilidades de fortalecer su agenda y posición dentro del panorama institucional mexicano. En cambio, Cofetel y el ift representan un caso de innovaciones y uso estratégico de sus prácticas de rendición de cuentas que va más allá de las reglas formales del régimen general de rendición de cuentas federal. Dicha experiencia institucional claramente fue incorporada por los legisladores y el nuevo regulador al régimen de regulación de las telecomunicaciones. En medio de este espectro tenemos a la cnbv, la agencia con la trayectoria institucional más prolongada. La cnbv mostró cierta proactividad cuando necesitó cuidar su reputación frente a su foro, especialmente con el caso de publicación de sanciones, que la expuso a presiones en distintos circuitos nacionales y transnacionales de opinión pública y rendición de cuentas. A partir de aquí, se involucró en la innovación de mecanismos que fortalecieran las prácticas de transparencia de su régimen sancionador. Sin embargo, no se observó esa misma proactividad para innovar y crear mecanismos de rendición de cuentas en su relación con audiencias, por ejemplo, los usuarios de los servicios financieros.

			Las estrategias de rendición de cuentas que establecieron las agencias muestran que un uso apropiado de prácticas formales e informales en contextos de relaciones jerárquicas y horizontales puede reforzar el poder de las agencias y su legitimidad política para gobernar sus sectores. En cambio, un uso inadecuado y poco estratégico de prácticas de rendición de cuentas puede producir efectos contraproducentes para la consolidación de las agencias y configurar espacios de decisión y actuación con mayores condicionamientos institucionales formales e informales.

			En este sentido, la transición de la Cofetel a ift es paradigmática para el caso mexicano. Frente a las grandes presiones que sufrió el regulador, constreñido a un diseño institucional sumamente débil y sujetado por actores con más recursos de poder formal e informal, logró emprender estrategias en las que utilizó mecanismos formales e informales de rendición de cuentas para cultivar mejores relaciones con su foro y ganar peso en la opinión pública como el árbitro idóneo para conducir las disputas regulatorias del sector. Además, fue parte activa de la construcción de condiciones favorables para hacer una reforma regulatoria, postergada durante décadas, que consolidó un régimen de regulación que la dotó de amplios poderes regulatorios, los cuales fueron inscritos en la Constitución.

			En ciertos momentos concretos, los tres casos parecieran mostrarnos con elocuencia el despliegue de estrategias de rendición de cuentas que incorporan una mezcla de mecanismos generales de la administración pública federal, junto al desarrollo de prácticas propias; estas estrategias se transforman en innovaciones institucionales que procuran legitimidad política y reputación profesional frente a sus foros.

			En suma, la relación entre rendición de cuentas y ari se encuentra fuertemente determinada no solamente por las reglas formales incluidas en las reformas que ha experimentado el país en las últimas dos décadas, sino también por las orientaciones estratégicas de las prácticas que impulsan las agencias para llevar adelante sus agendas y robustecer su gestión. Además, a ello habría que añadir el tipo de relaciones que las audiencias logran establecer con la agencia: cuando las agencias necesitan fortalecer sus posiciones para la regulación del sector o cuidar su reputación, buscan diversos tipos de apoyos de forma activa a través de mecanismos formales e informales de rendición de cuentas, que les permiten cultivar vínculos para promover sus agendas y ganar respaldos entre las audiencias, este uso estratégico les da la posibilidad de consolidar su posición, legitimidad y reputación en la constelación de instituciones regulatorias.




			Cuadro 5. Comparación de estrategias de rendición de cuentas
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Fuente: Elaboración propia.

			


Consideraciones finales 

			Nuestra atención se centró en explorar en qué medida las agencias impulsaron agendas propias de rendición de cuentas que fueron más allá de las obligaciones formales a que les sujetaba el marco institucional, desarrollando mecanismos propios, tanto formales como informales, para avanzar en sus estrategias y su agenda regulatoria. En este sentido, nuestro interés reside en el propósito de conocer mejor cómo las agencias reguladoras mexicanas consiguieron asentarse institucionalmente –si realmente lo lograron–, y en qué medida la rendición de cuentas constituyó realmente un aspecto clave en el tránsito hacia su consolidación institucional. 

			Hemos intentado demostrar la utilidad de ampliar el análisis de la rendición de cuentas en las agencias reguladoras observando el contraste entre el uso de los mecanismos formales e informales en las estrategias de rendición de cuentas de las agencias con sus foros. A través de este enfoque, puede constatarse que sus prácticas no sólo han evolucionado a la par del mayor o menor desarrollo de la rendición de cuentas en México, de hecho, algunas permanecen ancladas a los mecanismos informales que habían establecido previamente con su foro para intercambiar información y opiniones. Puesto así, la juridificación claramente no es garantía de que los mecanismos formales abarquen e institucionalicen las relaciones de las agencias y sus audiencias, pues las agencias se mueven en el péndulo de las reglas y los acuerdos. En todo caso, tanto las agencias como sus foros ganan nuevas herramientas para participar en el proceso regulatorio y establecen estrategias que combinan los mecanismos formales e informales en su interacción cotidiana.

			Por otro lado, ha quedado claro que el periodo en que se crean las agencias pareciera un indicador importante de la amplitud de formalización que llegan a adquirir los mecanismos de rendición de cuentas en sus regímenes de regulación, como lo demuestra el claro contraste entre el surgimiento de la Cofetel y la creación posterior del ift. Esta idea la refuerza el hecho de que, aunque la cnbv y la Cofepris surgieron en dos momentos en que la importancia política de la rendición de cuentas contrastaba –una en 1995, en la última época de gobiernos unificados; la otra en 2001, en pleno auge de la alternancia y bajo nuevas dinámicas de gobiernos divididos–, en ninguno de los dos momentos se había institucionalizado el régimen de rendición de cuentas federal. Puede decirse que la cnbv, Cofepris y la Cofetel convergen en cuanto a que surgen antes de que se desarrollen mecanismos formales de rendición de cuentas y a partir de ahí toman distintos caminos para ajustar paulatinamente sus prácticas y estrategias al régimen de rendición de cuentas que fue emergiendo. El ift, en cambio, surge en un momento de maduración del régimen de rendición de cuentas y tras una etapa prolongada de experimentación e innovación de las prácticas de rendición de cuentas en la regulación del sector.

			Las estrategias de la cnbv, Cofepris y Cofetel/ift tienen como marco de referencia la estructura del régimen de rendición de cuentas general que el país fue desarrollando y que se introdujo e intersectó con sus regímenes de regulación. Pero este marco de referencia se despliega a partir de la mediación de los agentes que participan en la política de regulación, determinando sus posibilidades, necesidades estratégicas y alcances. A partir de aquí podemos identificar tres estrategias puntuales: una primera estrategia se apoya en mecanismos de rendición de cuentas formales y no desarrolla nuevas prácticas en el tiempo, podría clasificarse como complaciente; en ésta, las audiencias tienen demandas reducidas de rendición de cuentas, privilegian mecanismos informales y la agencia a su vez responde con prácticas informales que no se institucionalizan como innovaciones de rendición de cuentas en su marco regulatorio. En una segunda estrategia, la agencia enfrenta demandas coyunturales de rendición de cuentas frente al foro; cuando estas demandas activan amenazas que podrían dañar su reputación profesional, la agencia se moviliza y hace uso estratégico de sus mecanismos formales e informales para realizar ajustes e innovaciones institucionales a sus prácticas de rendición de cuentas. Un tercer tipo de estrategia se despliega en un contexto de deficiencias estructurales en su diseño institucional que, sin embargo, se mezcla con altas expectativas y demandas del foro para lograr una regulación eficaz; la agencia se ve en la necesidad de emprender estrategias proactivas para desarrollar vínculos con su foro que le permitan construir un mayor respaldo y así obtener mayores poderes regulatorios y establecerse como el actor institucional hegemónico del sector. 

			Los tres casos abordados indican que aquella preocupación normativa por una rendición de cuentas que erosiona las posibilidades de efectividad del modelo de gobernanza regulatoria a través de las ari, como se observó en estos casos tiene poco sustento empírico. Por el contrario, un uso estratégico de los mecanismos de rendición de cuentas puede favorecer la toma de decisiones de los reguladores y consolidar su rol estratégico en la gobernanza de la regulación. Los casos también muestran con cierta elocuencia que la transición a elecciones competitivas, alternancias y creación de un régimen de rendición de cuentas es insuficiente para consolidar las prácticas de rendición de cuentas de las agencias. Las agencias y su foro, si han de consolidar el desarrollo institucional de su régimen de regulación, necesitan construir relaciones de rendición de cuentas a partir de estrategias propias que vayan más allá de los mecanismos generales que paulatinamente se van incorporando conforme se amplía el régimen general de rendición de cuentas durante el proceso de democratización.

			Cabe, sin embargo, una advertencia. Si bien los casos muestran cierta diversidad sectorial y de arreglos institucionales que representan una parte importante del universo de ari en México, somos conscientes de que apenas nos permiten una primera aproximación temporal, limitada a un número de casos que es previsible denoten patrones que no representan la diversidad de estrategias y de prácticas de rendición de cuentas de las agencias mexicanas. Más aún, podría haber importantes divergencias con algunos sectores que no han pasado por procesos de agencificación y siguen anclados al modelo administrativo previo. A pesar de esta limitación, creemos que con este análisis se pueden mostrar algunas regularidades y patrones que quizá se observan también en otras partes del conjunto del Estado regulador mexicano.







			
				
					NOTAS AL PIE


1.	Para autores como Maggetti (2010) las relaciones transnacionales que interactúan formalmente como relaciones horizontales tienen la potencialidad de impulsar una mayor rendición de cuentas y fortalecer su legitimidad.

				

				
					2.	Durante el período de análisis que abarca el capítulo, la Cofemer aún no había sido cambiada a Comisión Nacional de Mejora Regulatoria (Conamer), por lo que a lo largo del texto la información que presentamos se refiere al trabajo que realizó Cofemer.

				

				
					3.	La cnb fue creada en 1924 por la Ley General de Instituciones de Crédito y Establecimientos Bancarios, contaba con cierta independencia de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp) –que antes de 1924 dirigía directamente la supervisión del sector bancario.

				

				
					4.	Por su parte, la cnv fue creada en 1946 por decreto del entonces presidente Manuel Ávila Camacho, con la tarea de aprobar la oferta de valores y acciones mexicanas y aprobar o prohibir el registro de valores y acciones en el mercado de cambios mexicano u otros asuntos relacionados. En las próximas décadas, la cnv extendió sus prerrogativas a la evaluación, supervisión y sanción de las entidades que participan en la bolsa mexicana.

				

				
					5.	Punto de acuerdo en el que la Comisión Permanente del Congreso de la Unión solicita información y comparecencia a la cnbv por el caso Ficrea: http://gaceta.diputados.gob.mx/Gaceta/62/2015/ene/20150107-VI.html#Proposicion33

				

				
					6.	Informe de actividades (2015) de la Comisión especial para la atención y seguimiento del caso Oceanografía del Senado de la Republica, en el que se da cuenta de las solicitudes de información a la cnbv y comparecencias del presidente de la Comisión, Jaime González Aguadé. En total se hicieron cuatro solicitudes de información a la agencia entre 2014 y 2015 y el presidente de la agencia compareció ante la comisión especial el 9 de julio de 2014. http://www.senado.gob.mx/comisiones/oceanografia/docs/Informe.pdf

				

				
					7.	Un extracto de los diferentes aspectos de la reforma financiera puede verse en: http://reformas.gob.mx/wpcontent/uploads/2014/06/Explicacion_ampliada_de_la_Reforma_Financiera.pdf

				

				
					8.	Véase: http://archivo.eluniversal.com.mx/notas/860827.html

				

				
					9.	Véase: https://www.theguardian.com/business/2012/dec/11/hsbc-bank-us-money-laundering

				

				
					10.	Véase: http://archivo.eluniversal.com.mx/notas/912590.html 

				

				
					11.	Aquí se puede consultar una relación histórica de las sanciones antes y después de que fuera obligatoria su publicación: http://www.cnbv.gob.mx/PRENSA/Paginas/Sanciones-Historico.aspx

				

				
					12.	Dentro de las que encuentran: alimentos y bebidas, insumos para la salud, servicios de salud, otros productos de uso y consumo (cosméticos), plaguicidas, nutrientes vegetales y sustancias tóxicas, emergencias, salud laboral y riesgos ambientales.

				

				
					13.	Calculado con datos del censo económico de Inegi los productos regulados por la Cofepris equivaldrían a 1 186 399 000 000 de pesos que representan 9.8 % del pib nacional. Esta información se puede consultar en el informe: Cofepris: gestión de la salud pública en México (2015): http://www.cofepris.gob.mx/Documents/NotasPrincipales/08012015.pdf

					En este mismo sentido puede consultarse: Arriola, M. (25 de junio, 2011): http://archivo.eluniversal.com.mx/editoriales/53434.html

				

				
					14.	El Sistema Federal Sanitario, en relación a la protección de los riesgos sanitarios, funciona a través del establecimiento de acuerdos entre las entidades federativas y la Cofepris, mismos que se denominan “acuerdos específicos de coordinación para el ejercicio de facultades en materia de control y fomento sanitario”. Véase la página web de la agencia: http://www.cofepris.gob.mx/cofepris/Paginas/Historia.aspx

				

				
					15.	Véase: http://www.cofepris.gob.mx/Documents/NotasPrincipales/cert_ops.pdf

				

				
					16.	El análisis se basa en un análisis de prensa que se llevó a cabo utilizando el motor de búsqueda de Lexis-Nexis. El término de búsqueda utilizado fue “Comisión Federal para la Protección de los Riesgos Sanitarios Y transparencia O rendición de cuentas” y el periodo establecido, desde el 1 de enero de 2008 al 1 de junio de 2016. Como resultado de esta búsqueda, se encontraron solamente 25 artículos relacionados con la cuestión, entre los cuales había repeticiones en algunos artículos, de ahí que el análisis se redujo a 18 noticias, de las que se destacan las de mayor importancia. 

				

				
					17.	http://expansion.mx/actualidad/2008/07/19/201cesperen-acciones-nunca-vistas201d

				

				
					18.	Ver: http://archivo.eluniversal.com.mx/cultura/57222.html

				

				
					19.	Ver: http://archivo.eluniversal.com.mx/cultura/57222.html

				

				
					20.	Véase: http://eleconomista.com.mx/sociedad/2011/02/21/pan-pide-mas-sanciones-contra-productos-milagro

				

				
					21.	Véase: http://archivo.eluniversal.com.mx/editoriales/53434.html

				

				
					22.	La acción de constitucionalidad se puede consultar aquí: <http://207.249.17.176/Transparencia/sentencias/AI_26_2006_PL.pdf>. 

				

				
					23.	Lo sentencia de la scjn puede ser consultada en: http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=4996806&fecha=20/08/2007. 

				

				
					24.	Véase: http://archivo.eluniversal.com.mx/notas/889989.html

				

				
					25.	Véase: http://archivo.eluniversal.com.mx/finanzas/99728.html

				

				
					26.	Véase: http://archivo.eluniversal.com.mx/finanzas/101339.html

				

				
					27.	Un caso relevante fue el voto minoritario de las comisionadas Adriana Labardini y María Elena Estavillo, quienes a pesar de perder la votación en el pleno sobre la posibilidad de presentar una controversia constitucional contra el Congreso de la Unión, defendieron activamente ante la opinión pública esta posición. La entrevista con mayor impacto la dieron en el programa de radio de la periodista Carmen Aristegui, véase: https://www.youtube.com/watch?v=pPeBuvH-KVc 

				

				
					28.	Véase:http://archivo.eluniversal.com.mx/finanzas-cartera/2014/ift-sesiones-1040736.html

				

				
					29.	Véase: http://archivo.eluniversal.com.mx/nacion-mexico/2014/impreso/condicionan-banxico-e-ift-abrir-informacion-219021.html

				

				
					30.	Véase: https://lasillarota.com/opinion/columnas/la-opacidad-del-ift/62270
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			Capítulo IX. Sistema Universal de Salud: cambios institucionales y el derecho a la salud en México
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Introducción

			Las transformaciones del Sistema Nacional de Salud en México, a partir de los procesos de descentralización del sector salud en los años ochenta, han significado una menor participación del Estado y la ampliación de los servicios privados. En este texto se analizan los cambios institucionales contenidos en la reforma para conformar el Sistema Universal de Salud en México –los cuales se han realizado de manera parcial– y sus efectos en el ejercicio del derecho a la salud de la sociedad mexicana. Para ello, presento en primer término algunos referentes teóricos para el análisis de la relación entre el Estado, el mercado y la sociedad para la producción del bienestar social; marco teórico que permite exponer, en el segundo apartado de este texto, los cambios institucionales en materia de políticas de atención a la salud en México durante los últimos 30 años, a manera de antecedente para analizar la propuesta de modificaciones parciales para el establecimiento del Sistema Universal de Salud en México.

			


Modelos institucionales para el análisis de políticas sociales

			Dos tipologías basadas en el análisis institucional de la relación entre el Estado, el mercado y la sociedad han sido utilizadas como referentes de la política social: la de Titmuss (1969), y la de Esping-Andersen (1990).

			Titmuss (1969) clasifica las políticas sociales, con base en la fuerza reguladora de las instituciones públicas (Carey-Bélanger, 1999), en los modelos residual, laboral y redistributivo. 

			El modelo residual se basa en la premisa de que existen dos caminos naturales a través de los cuales se satisfacen adecuadamente las necesidades de un individuo: el mercado privado y la familia. Las instituciones de gobierno intervienen únicamente en el caso que las otras dos vías no funcionen, incluso de forma temporal. La extensión de los servicios y beneficios estatales es mínima y el rol de las organizaciones privadas, de los grupos de ayuda mutua y del bienestar no cubierto por las prestaciones establecidas, es más importante. El sistema estatal debe intervenir solamente si las estructuras de la familia y del mercado son insuficientes (Titmuss, 1969; Mishra, 1989). Al respecto Carey-Bélanger (1999: 4), apunta que:




			En esta perspectiva la responsabilidad del Estado es mínima, los servicios establecidos limitados y la población cubierta por dichos servicios es minoritaria. El nivel de las prestaciones es bajo así como la proporción del P.N.B. destinada al sector social. Los beneficiarios son los pobres y la utilización del test de elegibilidad es común. En su expresión contemporánea, este sistema favorece las medidas selectivas. 

			


El modelo basado en el logro personal-resultado laboral. En éste se asigna una función importante a las instituciones de bienestar social como auxiliares de la economía; sostiene que las necesidades sociales se satisfacen sobre la base del mérito, los resultados alcanzados en el puesto de trabajo y la productividad.

			En el modelo redistributivo se considera el bienestar social como una institución muy importante integrada en la sociedad, que proporciona servicios generales fuera del mercado basándose en el principio de la necesidad. Se apoya, en parte, en los efectos múltiples del cambio social y el sistema económico, y, en complemento, en el principio de igualdad social. Los servicios establecidos son numerosos. La mayoría de la población está cubierta por los servicios estatales en tanto ciudadanos. El nivel de las prestaciones es más elevado, así como la proporción del producto interno bruto asignada al sector social. El test de elegibilidad es secundario. Este sistema intenta favorecer las medidas universales.

			Por su parte, Esping-Andersen (2000) argumenta que el principal objetivo subyacente a la política social es asegurar a la población contra los riesgos sociales, por lo que el debate sobre los modelos de política social se halla, en última instancia, intrínsecamente unido a la gestión de los riesgos sociales. El Estado del bienestar es una de las tres fuentes de gestión de los riesgos sociales, las otras dos son la familia y el mercado. El modo en que compartan los riesgos constituye un régimen del bienestar, el cual se puede definir como la forma conjunta e interdependiente en que se produce y distribuye el bienestar por parte del Estado, el mercado y la familia. Éstos representan tres principios radicalmente distintos de gestión de riesgos: en la familia, el método de asignación predominante es, presumiblemente, el de la reciprocidad; los mercados, en cambio, están gobernados por la distribución a través del nexo monetario, y en el Estado el principio de asignación predominante adopta la forma de redistribución autorizada. En el nivel macro, la producción de bienestar de cualquiera de los tres componentes está obviamente relacionada con los otros dos. Y en el nivel micro, el bienestar de las personas depende de cómo logren agrupar los productos resultantes de estas tres instituciones (Esping-Andersen, 2000: 50-51). El autor construye, a partir de la caracterización de diversos países, tres tipos de regímenes de bienestar: el liberal, el conservador y el socialdemócrata.

			El régimen de bienestar liberal refleja el compromiso político de minimizar el Estado, individualizar los riesgos y fomentar las soluciones de mercado. Tres aspectos fundamentales caracterizan al régimen liberal. En primer término, es residual, en el sentido de que las garantías sociales se limitan típicamente a los malos riesgos o riesgos inaceptables. Adopta una definición restringida a la hora de elegir qué sujetos tienen derecho a dichas garantías. La política social liberal favorece las comprobaciones de los ingresos para averiguar el grado de desamparo y de necesidad, a través de una prueba de medios. Consecuentemente, el peso relativo de la asistencia social basada en las necesidades, en comparación con los programas de reconocimiento de los derechos, es un indicador adecuado para observar la presencia de un régimen liberal. En segundo lugar, la política liberal es residual en el sentido de que “abraza” una concepción restringida acerca de qué riesgos se deben considerar sociales. La tercera característica del liberalismo es el fomento del mercado: los sujetos de riesgo aceptables pueden valerse por sí mismos en el mercado (hay por supuesto, varias maneras de actuar en el mercado: individual o colectivamente); los sujetos de riesgos inaceptables dependen de la asistencia social. Los regímenes del bienestar liberal reflejan el compromiso político de minimizar el Estado, individualizar los riesgos y fomentar las soluciones de mercado. Por tanto, desfavorecen los derechos de los ciudadanos (Esping-Andersen, 2000).

			Por su parte, la esencia del régimen de bienestar conservador radica en su mezcla de segmentación de estatus y familiarismo. En cuanto a la segmentación de estatus, las necesidades sociales deberán satisfacerse a partir del mérito, en concreto de las capacidades transformativas (de producción y aportación a la sociedad en sentido lato) del individuo. Las instituciones sociales de bienestar deberán edificarse como “anexos” a las instituciones del sistema económico, integrando el nivel de vida y de seguridad del individuo en la medida en que contribuye o ha contribuido a la riqueza colectiva. En este modelo, también nombrado de bienestar ocupacional, los beneficios son distribuidos según la posición en el mercado de trabajo (Carey-Bélanger, 1999).

			El familiarismo se comprende como la combinación de la protección social sesgada a favor del varón “cabeza de familia” y el carácter central de la familia como dispensadora de cuidados y, en última instancia, responsable del bienestar de sus miembros (principio de subsidiariedad). Las transferencias familiares suelen considerarse innecesarias dada la práctica del salario familiar. Pero, ya que el modelo parte de la base de la unidad familiar estándar fundamentada en el varón “cabeza de familia”, la provisión de servicios para las familias atípicas, como las integradas por las madres que viven solas con sus hijos, tiende a ser residual.

			Existe, pues, un mínimo carácter residual en el modelo conservador, que aparentemente lo equipara al liberal. Sin embargo, los sujetos a quienes va destinado son distintos: el carácter residual liberal hace referencia a la selección de los riesgos inaceptables que el fallo del mercado ha dejado al margen; el conservador, en cambio, es ante todo una respuesta al fallo de la familia. En ambos casos, no obstante, el planteamiento favorece la asistencia social antes que los derechos (Esping-Andersen, 2000).

			Por razones distintas, tanto la política social conservadora como la liberal favorecen básicamente un enfoque pasivo de la gestión del empleo. El modelo liberal simplemente da prioridad a los mercados de trabajo no regulados; el conservador, a una fuerte protección laboral para los adultos que ya tienen empleo: los “cabezas de familia” masculinos. En ambos casos las políticas de empleo activo o de formación tienden a ser marginales. La gestión del desempleo en un régimen liberal es, idealmente, una cuestión de equilibrio de mercado y de flexibilidad salarial; en un régimen conservador es, o bien una cuestión de apoyo familiar (como en el caso de empleo juvenil o femenino), o bien una cuestión de inducir la reducción de la oferta de mano de obra (desincentivando la dedicación profesional de las mujeres casadas y fomentando la jubilación anticipada).

			La peculiaridad del régimen conservador se manifiesta de manera aún más acusada cuando nos damos cuenta de que los regímenes de bienestar socialdemócratas son, sin excepción, peculiarmente desfamiliarizadores, y que todos los regímenes liberales presentan un nivel bajo de corporativismo.

			En un régimen de bienestar socialdemócrata, el Estado está especialmente comprometido con una cobertura universal del riesgo y unos niveles de subsidios generosos, así como con el igualitarismo. Lo que resulta específicamente socialdemócrata es, pues, en primer lugar la fusión del universalismo con la generosidad, y en segundo término su socialización global de los riesgos.

			El modelo socialdemócrata y el igualitarismo se han convertido prácticamente en sinónimos. Para muchos, el elemento igualitario es simplemente la práctica del universalismo: toda la población disfruta de los mismos derechos y subsidios. Para otros, tiene que ver con la promoción activa del bienestar y las oportunidades vitales. Y aun otros equiparan el igualitarismo con la redistribución y la eliminación de la pobreza.




			Cuadro 1. Características de los regímenes de bienestar

			[image: 25-cuadro 1]


Fuente: Esping-Andersen, 2000.

			


Evidentemente, la relación entre las instituciones productoras del bienestar señaladas es dinámica y objeto de continuos debates.




			El futuro del Estado social es puesto en cuestión y el análisis de la pertinencia misma de su existencia a la luz de las políticas económicas actuales, las estructuras sociales y las estructuras políticas cambiantes, es una de las cuestiones más importantes de nuestro tiempo (Carey-Bélanger, 1999: 1).

			


Al respecto, Adelantado y Calderón (2005), se preguntan si los Estados de bienestar (eb) están en proceso de expansión, de supervivencia o de reducción, habida cuenta de que las previsiones de desmantelamiento no se han cumplido. La primera posición argumenta que la expansión del gasto en protección social se debe a factores como el desempleo, el bajo crecimiento económico y el cambio tecnológico, que producen transformaciones estructurales en los mercados de trabajo nacionales (Castles, 2001). La segunda posición defiende la capacidad de resistencia y adaptación de los eb para hacer frente a los nuevos cambios sociales (Sykes y Alcok, 1998; Kersbergen, 2000) mediante distintas combinaciones de Estado, mercado y sociedad civil, en la provisión del bienestar (Kuhnle, 2000). La tercera, pronostica una situación de austeridad debido a la globalización como fenómeno que impone una lógica competitiva que constriñe las políticas de impuestos y del mercado de trabajo; al convencimiento de los políticos de que los votantes no aceptan incrementos de impuestos y de contribuciones; al predominio de la política económica que prioriza la libertad del mercado sobre la intervención del Estado en el suministro de bienestar, y a las presiones contradictorias desde direcciones opuestas: por un lado, el crecimiento de las necesidades sociales debidas al cambio estructural, y por otro, la lógica de la globalización que aconseja la contracción de la provisión (Bonoli y Taylor-Gooby; 2002: 2). Pero esta reducción que se presenta en un contexto de maduración de los derechos sociales no puede ser radical, ha de apropiarse en distintas estructuras institucionales y con trayectorias nacionales que condicionan las posibilidades de cambios. De manera que se produciría una reestructuración con tres estrategias dominantes: remercantilización, contención de costes y recalibración –racionalización– (Pierson, 2001).

			A partir de los años ochenta, en México ha disminuido la participación del Estado e incrementado la presencia del mercado y de la sociedad civil en el suministro de bienes y servicios en materia de políticas sociales, relación que evidentemente se observa también en el sector salud y que se exponen en el apartado siguiente.




			Cambios institucionales en las políticas de salud en México

			La crisis financiera de 1982 y el propósito de reducir el déficit fiscal disminuyeron las fuentes de financiamiento del aparato de bienestar en una época en que la demanda de los servicios aumentó debido al crecimiento de la población, al deterioro de las condiciones de vida y a la falta de capacidad de la economía para crear nuevos empleos. Los datos indican que el sector social:




			Perdió terreno, en particular a lo largo del gobierno de De la Madrid (1982-1988), aunque el declinar empezó desde el gobierno de su predecesor, López Portillo (1976-1982). Durante el sexenio delamadridista, la cantidad gastada en bienestar social sufrió una erosión del 41% en términos reales, hasta cerca del doble de la cifra de 1970 (Ward, 1989: 27).

			


Las políticas estabilizadoras basadas en el control de salarios y de precios abrieron un proceso de ajuste estructural que pretendía instaurar un modelo económico regido por el mercado, que favoreciera la desregulación, las privatizaciones y la apertura comercial.

			Un aspecto característico de las transformaciones que se presentaron en la acción del Estado fue la reforma del artículo 27 constitucional que se realizó a fines de 1991, con la que se canceló el reparto agrario, se suprimió la prohibición a las sociedades mercantiles de poseer predios rurales, se vetó a estas sociedades para asociarse con ejidatarios, y se abrió la posibilidad de enajenar las tierras ejidales.

			El conjunto de reformas en que se inscribió la desincorporación de empresas gubernamentales formó parte de una percepción distinta del papel que se había asignado al Estado hasta principios de los años ochenta. La nueva concepción que se ha pretendido aplicar, identificada con los principios del liberalismo económico, postula que el Estado se debe retirar de ciertas áreas para fomentar en ellas la competencia, bajo el supuesto de que el desarrollo del mercado conduce a un mayor nivel de bienestar social.

			Esta nueva forma de concebir al Estado enfatizó los objetivos de eficiencia y productividad en el ejercicio del gasto público, y partió de considerar que si se desplazan recursos hacia áreas prioritarias podría mejorar la eficacia del sector público para fomentar el crecimiento a largo plazo y, en consecuencia, aliviar la pobreza. De acuerdo con esta perspectiva, el Estado debe concentrar su esfuerzo en áreas de poca rentabilidad, donde la iniciativa privada no se interesa en intervenir, como salud, educación y nutrición. Según esta postura, el crecimiento económico depende de la capacidad competitiva de cada economía nacional sin la acción de medidas proteccionistas internas o externas impulsadas por el Estado, cuya intervención debe limitarse a crear mecanismos que favorezcan el desempeño eficiente del mercado. Así, se sustrae al Estado de su función tutelar, se disminuye su responsabilidad en las tareas distributivas para paliar las desigualdades que produce el mercado y se le retira la exclusividad en la tarea compensadora (Brachet, 2004).

			A partir de este enfoque se definieron algunos objetivos con respecto a las modalidades de las políticas sociales, como el trasladar al sector privado el manejo de operaciones consideradas lucrativas, fijar normas de carácter técnico y criterios explícitos con el fin de estimular la competencia en la adjudicación de contratos, y desplazar a los sindicatos de la toma de decisiones.

			La dinámica de distribuir las cargas sociales llevó a proponer la descentralización, con el fin de dar a los estados y municipios funciones en materia de recaudación de impuestos (predial y traslado de dominio), suministro de servicios y planeación del territorio. Así, se inició la descentralización de los servicios de educación y de salud del gobierno federal hacia los estados (Gordon, 1999).

			En el marco de las reformas dirigidas a implementar nuevas modalidades de gestión de los recursos, se planteó la necesidad de utilizar diferentes criterios de distribución del gasto social y otras formas de ejercicio del mismo. Estos planteamientos pusieron en duda la capacidad del Estado para satisfacer las crecientes demandas sociales y cuestionaron la pertinencia de aplicar políticas universales –inspiradas en un igualitarismo formal– a grupos de población caracterizados por sus grandes asimetrías económicas.

			Se considera, entonces, que las medidas redistributivas realizadas mediante el control de precios pueden perjudicar a la economía, sin que los más necesitados reciban los beneficios; por eso, se plantea la pertinencia de subsidiar sólo al segmento más pobre de la población, esto es, focalizar los territorios y población receptores de las políticas sociales.

			La política de expansión generalizada y de provisión de servicios fue sustituida por una de carácter selectivo, que se proponía privilegiar la viabilidad técnica de los proyectos. Esto trajo consigo la aplicación de programas dirigidos a grupos de beneficiarios claramente definidos; es decir, focalizados, e implicó un doble mecanismo selectivo: la determinación de los grupos beneficiarios de las políticas públicas y la restricción del gasto social.

			El modelo que se implantó entonces es el que se basa en el mercado para la producción del bienestar social. Inicialmente se dio a través de una mezcla de recursos públicos y privados que se extendió del campo de la salud al de la seguridad social y de la vivienda. En este modelo se presenta el retiro de dos actores claves de la política social de esos años: el Estado y los sindicatos. La renovación se llevó hasta la normatividad de cada una de las políticas; desaparecieron programas, por ejemplo, en el área del abasto popular. Las grandes políticas sociales educativas, de seguridad social y de vivienda menguaron y surgieron los programas cada vez más focalizados de combate a la pobreza.1

			Respecto del renglón de salud, la situación no es distinta. De acuerdo con el artículo 4º constitucional y La Ley General de Salud, todos los mexicanos tienen derecho a ser incorporados al Sistema de Protección Social en Salud, sin importar su condición. En teoría, la protección social es un mecanismo por el cual el Estado garantiza los accesos efectivos, oportunos, de calidad y sin discriminación a los servicios médico-quirúrgicos, farmacéuticos y hospitalarios que satisfagan de manera integral las necesidades de salud. Eso es la norma en el texto, sin embargo, Osorio (2007) apunta que en los últimos 30 años el sector salud ha vivido en crisis.

			A mediados de los años ochenta comenzó un proceso de reformas tendente a liberar al gobierno federal de la responsabilidad de prestar este servicio. Las medidas de descentralización avanzaron muy lentamente y en numerosos casos fueron suspendidas por insuficiencias de carácter técnico (Cardozo, 2006).




			El Sistema Universal de Salud

			En 1983 se incorporó el derecho a la protección de la salud en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en 1984 se expidió la Ley General de Salud. El derecho a la protección de la salud es un derecho humano que implica que la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promoverlo, respetarlo, protegerlo y garantizarlo de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Así, en el año 1996 se suscribieron el Acuerdo Nacional para la Descentralización de los Servicios de Salud –por el gobierno federal, los gobiernos de cada una de las entidades federativas de la República Mexicana y el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Secretaría de Salud– y los acuerdos de coordinación para establecer las responsabilidades en la conducción y operación de los servicios de salud.

			En el año 2003 se creó el Sistema de Protección Social en Salud, con la finalidad de promover la cobertura universal del aseguramiento en salud y brindar protección financiera a la población no afiliada a las instituciones de seguridad social. La creación de sistemas de salud, orientada por la Organización Mundial de la Salud, la Organización Panamericana de la Salud, el Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial, fue una respuesta al problema de la deuda externa en los países latinoamericanos y constituyó una oleada de reformas sanitarias cuyos principales objetivos fueron el ahorro en los gastos de salud del Estado y la apertura y reforzamiento de las instituciones privadas de atención médica. Éstos fueron los principales objetivos de las reformas sanitarias para América Latina, y parte de las políticas de ajuste estructural. Al respecto, se advierte que:




			El Sistema Nacional de Salud en México se enfrentó a problemas similares a los que tienen muchos países en desarrollo: una población que creció a ritmo excesivo, encarecimiento progresivo y continuo en los costos de insumos para la salud, fragilidad de la economía nacional (León, 1998: 243).

			


Eibenschutz y Vilar (2007) exponen que en las negociaciones iníciales del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, en el rubro de salud, se convino que sería posible otorgar permisos para establecer laboratorios, clínicas y servicios médicos privados, respetando los requisitos que presenta cada país para otorgar licencias.

			En México, la reforma sanitaria ha estimulado la ampliación de los servicios privados, a través principalmente de los seguros colectivos de gastos médicos privados. En la actualidad, el gasto en salud privado representa más de 50% del gasto total en salud (Eibenschutz y Vilar, 2007).

			De 2000 a 2004 el gobierno aumentó su inversión de 2.6 por ciento del PIB a 3.0%, por debajo de otros países latinoamericanos. Fue en 2004 cuando el gasto público en salud incrementó en 12% respecto de 2003, en virtud de la reforma a la Ley de Protección Social del que ahora depende el Seguro Popular (Osorio, 2007).

			Frente a la grave problemática de la situación sanitaria en México, relativa a la falta de presupuesto, el monopolio de hospitales privados y el encarecimiento de los medicamentos, el gobierno federal (2000-2006) diseñó el programa denominado Seguro Popular.

			En el año 2003 el gobierno federal introdujo el Seguro Popular de Salud (sps), con el objetivo de brindar protección financiera a familias y ciudadanos que por su condición laboral no son derechohabientes de las instituciones de seguridad social, con el fin de reducir el pago directo y fomentar la atención oportuna de la salud. El sps está dirigido a los trabajadores no asalariados, los autoempleados y desempleados, y a sus familias, a quienes se les ofrece acceso a un paquete de salud básico, incluyendo la provisión gratuita de medicinas. Bajo el sps el gobierno federal entrega recursos a las entidades para que éstas a su vez los canalicen a los hospitales o clínicas de su competencia con la finalidad de hacer frente a la demanda de servicios de salud de la población beneficiaria por el programa. 

			En su inicio el sps contempló un esquema de expansión que permitiera atender primero a la población de alta marginación —zonas rurales e indígenas— y posteriormente abarcar zonas de menor marginación. En la práctica, sin embargo, la expansión del sps ha estado sujeta a las negociaciones que en lo individual lleva a cabo el gobierno federal con los gobiernos estatales y municipales, debido a que el programa requiere la concurrencia de los servicios locales de salud. El esquema actual de afiliación de beneficiarios del SPS contempla tres etapas: la primera consiste en la negociación del gobierno federal con cada estado en particular para establecer un acuerdo de coordinación; posteriormente se constituye lo que se denomina Regímenes Estatales de Protección Social en Salud, cuyo fin y responsabilidad es divulgar el programa y afiliar directamente a la población objetivo. En esta etapa, los interesados deben llenar una cédula con información socioeconómica, la cual sirve para determinar el decil de ingresos al que pertenece el hogar y con ello fijar el monto de la contribución. Los individuos pertenecientes a hogares situados en el primer o segundo decil de la distribución del ingreso son exentos de pago. La población con ingresos mayores al segundo decil está sujeta a dar un copago, cuyo monto varía en función de los ingresos del hogar, para tener acceso al paquete básico de salud. Según cifras administrativas, actualmente 93% de los afiliados se encuentran entre el primer y segundo decil; 40% de los afiliados al sps son también beneficiarios del programa Oportunidades (Rubalcava y Teruel, 2008).

			El sps es un programa descentralizado, los gobiernos estatales son los encargados de difundirlo, de empadronar a los beneficiarios y de distribuir y asignar los recursos entre las diversas clínicas y hospitales de su competencia. Asimismo el sps contempla un sistema de conversión por medio del cual los recursos federales se complementan con fondos estatales y locales.

			El Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018, en su meta nacional México Incluyente, establece como una de sus estrategias avanzar en la construcción de un Sistema Nacional de Salud Universal que garantice el acceso y la calidad de los servicios de salud a los mexicanos. Se parte de reconocer que el Sistema de Salud se caracteriza por su segmentación en múltiples subsistemas, en los que diversos grupos de la población cuentan con derechos diferentes y prevalece la participación de distintas instituciones verticalmente integradas Esta situación limita el acceso efectivo a los servicios de salud para dicha población; impide una mayor eficiencia del gasto en el sistema público de salud y dificulta el aprovechamiento pleno de su capacidad instalada en sus niveles de atención. Asimismo, México se encuentra entre los países de la ocde que menos gasta en salud: asigna 2.86% del pib; mientras Dinamarca, 9.19%; Chile, 3.98%; Corea, 4.02%; Israel, 4.62% y Turquía 4.81%.2

			No basta que la población se encuentre afiliada a alguno de los subsistemas de salud hoy vigentes, sino que, independientemente de su edad, lugar de residencia y especialmente de su condición social o laboral, debe tener acceso efectivo a los servicios de salud de cualquiera de ellos, y así, hacer realidad el derecho constitucional a la protección de la salud. En el Acuerdo Nacional hacia la Universalización de los Servicios de Salud3 se argumenta que la segmentación por grupos de población es el origen y principal fuente de inequidad del referido sistema, tanto en términos de financiamiento como de acceso a los servicios públicos, lo cual conlleva a una prestación de servicios de salud diferenciada en cuanto a la cobertura y calidad. También se expone que los datos demográficos y epidemiológicos indican que la demanda sobre el sistema de salud será cada vez mayor, poniendo en riesgo la sustentabilidad financiera de las instituciones públicas. Ante esto se propone que para alcanzar la universalidad de los servicios de salud y darle viabilidad financiera al sistema, es indispensable –sin alterar sus estructuras organizativas, la población cautiva o sus modalidades de financiamiento– redefinir sus mecanismos de coordinación, para garantizar el uso ordenado de sus recursos financieros, la mejor utilización de la infraestructura hospitalaria y el óptimo desempeño de los recursos humanos, y de este modo, hacer efectiva y equitativa la protección de la salud para toda la población. Se requiere el diseño de nuevas estrategias de interrelación que se traduzcan en formas diferentes de manejar los recursos públicos disponibles para obtener mejores resultados en beneficio de la salud, a través de acciones articuladas y ordenadas de la Secretaría de Salud, las instituciones de seguridad social y los prestadores de servicios de salud de las entidades federativas; así como la formulación de políticas para la asignación de recursos; la acreditación de las instituciones que desarrollen las funciones de articulación y prestación de servicios; el fortalecimiento de los sistemas de información, la generación y uso de la misma; la definición de indicadores, criterios y estándares que midan la prestación del servicio y la calidad para la evaluación del desempeño de las organizaciones, y la rendición de cuentas de cada institución y del sistema de salud en su conjunto.

			Asa Cristina Laurell4 expone que en las orientaciones establecidas en el acuerdo mencionado se observa un paso más en el “intercambio de servicios” bajo convenios de gestión entre la instituciones del sector público en algunas partes del país, donde hay capacidad instalada sobrante, y principalmente involucra a servicios auxiliares de diagnóstico, como mastografías o estudios de resonancia magnética. Se está avanzando el costeo de los protocolos de atención, pero no tiene mucha cabida en el sobresaturado sector público donde hay pocos servicios que vender. Sin embargo, los protocolos tienen importancia para el sector privado si acaso pudiera administrar los fondos públicos y comprar servicios a algunos grupos de asegurados dispuestos a realizar un pago extra para acceder a los prestadores de servicios privados. Es la propuesta de la ocde, de Funsalud y de la Asociación Mexicana de Instituciones de Seguros (amis). En este escenario podrían cobrar vigencia el “Seguro Popular para la clase media”, el “Seguro Popular competitivo” o cualquier otro esquema de asociación o mezcla público-privada.







			
				
					NOTAS AL PIE


1.	 Cabe señalar que, en los años recientes, el discurso de la lucha contra la pobreza ha desplazado parcialmente al de la política social, como apuntan Boltvinik y Hernández, 1999.

				

				
					2.	http://www.jornada.unam.mx/2015/03/28/politica/010n1pol

				

				
					3.	https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/76997/ACUERDO_NACIONAL_FIRMADO_7_ABRIL_2016.pdf

				

				
					4.	 http://www.jornada.unam.mx/2016/06/29/opinion/a03a1cie
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			Capítulo X. Condiciones laborales e irregularidades que enfrentan los migrantes michoacanos, jornaleros agrícolas, contratados para trabajar temporalmente en Canadá o en Estados Unidos
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Introducción

			En el contexto mundial, con el avance de la globalización y de un sistema económico neoliberal, los Estados-nación han modificado muchas de sus funciones; cambios que se observan en la modernización administrativa y en las nuevas formas de regulación institucional y de política pública. Pero a la par enfrentan distintos y numerosos problemas derivados de los procesos de globalización, en los que pareciera que el Estado está ausente porque no puede (o no quiere) incidir directamente en ellos; o no tiene los recursos suficientes para atenderlos. Un ejemplo de esta situación se da con la movilidad de los ciudadanos fuera de su país de origen; movilidad que está delimitada por políticas, requisitos legales y normatividades restrictivas, que regulan, vigilan y coordinan la migración internacional. Especialmente la que se produce con fines laborales, en la que, generalmente, un país es proveedor de mano de obra y otro requiere de ésta para llevar a cabo tareas que sus propios habitantes no aceptan realizar, por las condiciones laborales que se ofrecen y los bajos salarios.

			En este capítulo queremos destacar las irregularidades que se dan en dos casos de movilidad laboral internacional, bajo lo que se ha llamado migración “controlada, ordenada y segura”, en los que se presentan diversas acciones que actúan en detrimento de los trabajadores migrantes. Para ello, abordamos por un lado el caso de mujeres y hombres jornaleros agrícolas michoacanos que van al extranjero con un contrato por tiempo determinado, en el Programa de Trabajadores Agrícolas Temporales (ptat) que requiere mano de obra mexicana para trabajar en Canadá; y por otro, un programa estatal regulado mediante las visas H2-A, para trabajadores agrícolas no inmigrantes que son requeridos en los campos estadounidenses.

			Esas irregularidades se presentan aun cuando en el primero de ellos existe un convenio bilateral entre México y Canadá a través de dos organismos gubernamentales: la Secretaria del Trabajo y Previsión Social (styps) en México y el Ministerio de Recursos Humanos y Desarrollo de Competencias de Canadá (hrsdc). El otro programa laboral, aunque no interviene el Estado mexicano directamente, está regulado por tres departamentos del gobierno estadounidense1 que reglamentan el ingreso, salario y formas de contratación de los jornaleros, migrantes mexicanos, que son contratados por agricultores o agroempresas estadounidenses.

			La información etnográfica para realizar este escrito proviene de observaciones y entrevistas a trabajadores del ptat que se encontraban laborando en Leamington, Canadá; posteriormente se hicieron entrevistas a trabajadores del ptat que viven en el estado de Michoacán. Los contratados con visas H2-A fueron entrevistados en su lugar de origen, también en Michoacán.2 

			El argumento se desarrolla de la siguiente forma: en primer lugar se habla de los factores socioeconómicos que han influido para que los mexicanos tomen la decisión de buscar fuentes de empleo fuera del país; a la par se mencionan, brevemente, algunos antecedentes del proceso histórico de la migración en México. Posteriormente se habla de las características que tiene la llamada “migración controlada”, esto es, la movilidad laboral que se da bajo el ptat y con las visas H2-A; la forma y los mecanismos de contratación; las condiciones y problemas que enfrentan los michoacanos que migran bajo estos esquemas; la falta de vigilancia y seguimiento de estos procesos, que dan origen a distintas irregularidades, y las condiciones de vida y de trabajo de los michoacanos en las granjas canadienses y estadounidenses. Se finaliza con algunas reflexiones que, más que buscar ser conclusivas, son un punto de partida para seguir pensando y hablando del tema.




			El contexto migratorio

			Para entender el ingreso de mexicanos en programas de trabajadores huéspedes habrá que pensar en un contexto estructural más amplio, en el que se entretejen varios y diferentes factores, entre ellos, a nivel global, la existencia de un sistema de reestructuración productiva y de fragmentación económica que requieren la incorporación de mano de obra extranjera en mercados de trabajo internacional (Sassen, 1988). A decir de Ariza y De Oliveira (2001), este sistema se caracteriza por el incremento del trabajo flexible, de tiempo parcial, la informalización, de subempleo, de pérdida de seguridad laboral y de mano de obra barata, temporal, descartable, que acepte trabajar bajo condiciones precarias, lo que lleva a las grandes industrias a maximizar las ganancias y reducir los costos de producción. A nivel local los factores de índole económica, la pobreza y marginación en los lugares de origen son determinantes. Tales como los cambios que se han dado en la situación de las familias mexicanas, fuertemente impulsados por las circunstancias que ha vivido el país desde la década de 1970, particularmente a partir de 1982 debido a la implementación de un modelo económico neoliberal que, junto con los malos manejos de los gobernantes, desató diversas crisis económicas y la pérdida del poder adquisitivo de la población. 

			Los problemas que ha enfrentado la economía mexicana, que también se hicieron presentes en gran parte de Latinoamérica, se han manifestado en la disminución del empleo, depreciación de los salarios, subocupación y mayor participación de la economía informal. En el medio rural esta situación se potencializó con la pérdida de apoyos para la producción agrícola y con el deterioro del nivel de vida de los campesinos.3 Y aunque no se puede ver la salida de un mayor número de mexicanos al extranjero como una consecuencia directa y exclusiva de estas crisis, si ha coadyuvado para que los flujos migratorios se incrementen y que nuevos actores, entre ellos las mujeres, estén buscando alternativas en mercados de trabajo fuera de su país. A estos factores se suma que durante las últimas tres décadas la situación social en casi todo México se ha “enrarecido” por la existencia de grupos armados de “el crimen organizado” y la presencia constante de fuerzas castrenses en diversas regiones; escenarios que crean un contexto y una sensación de permanente inestabilidad e inseguridad entre los habitantes.

			La migración laboral mexicana hacia Estados Unidos ha sido constante desde fines del siglo xix; a lo largo del tiempo, este proceso se ha hecho cada vez más complejo, diversificado (Durand, 2006) y tiene presencia en casi todas las regiones del país. Cada una de ellas con una lógica migratoria propia, dadas sus características geográficas, la magnitud del flujo, destino, madurez, construcción de redes sociales y su historial migratorio (Durand, 2000). La salida de trabajadores, hombres primero, y posteriormente mujeres, era un escenario histórico y más o menos común en varias localidades de la frontera y del centro-occidente (Jalisco, Michoacán, Zacatecas, Guanajuato), no así en las del centro y sur-sureste que actualmente participan de manera creciente en los flujos de movilidad internacional. La migración de mexicanos a Canadá se hizo visible a partir de 1974 con la contratación de trabajadores agrícolas impulsada por un acuerdo entre ese país y México, para proporcionarle al primero trabajadores temporales para el cultivo y empaque de frutas, hortalizas y flores y para las procesadoras y empacadoras de carne, mariscos y pescado. La demanda de trabajadores extranjeros respondía a la falta de mano de obra local para lograr la producción en los tiempos que marcan el mercado internacional de alimentos frescos y el cultivo de productos precederos. Se suma a ello que la agricultura es uno de los sectores productivos más peligroso, temporal, intensivo y mal pagado; debido a ello, los trabajadores locales no aceptan laborar en éste, al que califican como dirty, dangerous, dull –sucio, peligroso, aburrido. 




			Migración controlada: trabajo agrícola temporal por contrato

			Programa de Trabajadores Agrícolas Temporales (ptat)4

			Es administrado por el Ministerio de Recursos Humanos y Desarrollo de Competencias de Canadá (hrsdc)5 y la styps (a través de la Coordinación General del Servicio Nacional de Empleo). Se trata de una movilidad laboral legal, internacional, temporal, individual y voluntaria (Arana, et al. 2009), sujeta a normatividades y vigilancia por parte de los países involucrados.6

			El ptat se creó en 1966, como una solución a corto plazo para satisfacer la demanda de mano de obra en la agricultura canadiense. Los primeros trabajadores contratados (264) en este programa provenían de Jamaica. En 1974 México participó por primera vez, gracias a la firma del Memorandum de Entendimiento, con el envío de 203 trabajadores; en 1990 ingresaron 5000 trabajadores de primera vez. Entre 1996 y 2001 el número creció a 10275 (Mellado, 2004, Vanegas, 2000 y Binford, 2002). En 1989 se incorporaron al programa, por primera vez, 37 mujeres. La mayor parte de los mexicanos contratados son empleados en Ontario, donde se concentra gran cantidad de empresas agrícolas de escala industrial; aunque en las últimas temporadas aumentó el número de los enviados a Columbia Británica, Alberta, Québec7 y Saskatchewan. Según datos de la Secretaria del Trabajo, en 30 años de existencia del ptat (de 1974 a 2004) habían participado 134 518 mexicanos. Para 2013 ya eran 261 265. En 2015,8 después de 41 años de firmado el Memorandum de Entendimiento, se habían enviado en total 302 593 trabajadores mexicanos. Y aunque el número de mujeres contratadas ha crecido con el paso del tiempo, no representan más de 4% del total de los trabajadores mexicanos.

			En términos oficiales, hay una serie de requisitos para ser contratado en el ptat: vivir en una zona rural; ser campesino, jornalero o que su ocupación actual se relacione con la agricultura; tener entre 22 y 45 años de edad; contar con una escolaridad mínima de tercero de primaria y máxima de tercero de secundaria; ser casado o que viva en unión libre, y preferentemente con hijos. Podrán ser candidatos los solteros que demuestren tener dependientes económicos.

			Uno de los requisitos para la contratación en el ptat es tener experiencia en las labores agrícolas; sin embargo, tomando en cuenta los datos obtenidos en las entrevistas realizadas en Michoacán, podemos destacar que actualmente han ingresado hombres que se desempeñaban como albañiles, mecánicos, taxistas, intendentes; es decir, oficios que nada tienen que ver con el trabajo en el campo. En el caso de las mujeres, antes de su ingreso al ptat trabajaban en talleres de costura, como empleadas domésticas, artesanas, obreras en pequeñas industrias o procesadoras de alimentos –congeladoras–, incluso una de las entrevistadas era educadora y “activista” en una ong. Para las mujeres se agrega el requisito de que sean madres solteras, viudas, divorciadas o separadas; es decir, se busca enrolar a mujeres que sean jefas de familia con dependientes económicos, principalmente hijos, como un mecanismo para obligarlas a regresar a su país al término del contrato. También se han aceptado mujeres solteras (los dependientes económicos suelen ser sus padres de edad avanzada) o casadas. El ingreso de personas cuya ocupación actual no era la agricultura parece indicar que los requisitos de contratación se flexibilizan o que, al incrementarse el número de trabajadores requeridos por las agroempresas canadienses, se echa mano de todos los solicitantes disponibles.

			En Michoacán, la edad de las personas entrevistadas, contratadas en el ptat y con visas H2-A, se encontraba en el rango de 22 a 50 años. Su escolaridad era diversa: analfabetas funcionales; con primaria incompleta o completa; con secundaria, incompleta o completa, y sólo una mujer con preparatoria. La mayoría de las personas contratadas tenía alguna experiencia laboral en el campo michoacano, trabajando en la cosecha de fresa, chile, jitomate, papa o ayudando a algún familiar en la siembra para autoconsumo (maíz, fríjol) en su comunidad de origen.

			Los michoacanos llegan a Canadá desde principio de año, son alojados en viviendas (casas o departamentos) que los patrones canadienses les proporcionan y que generalmente se encuentran en las inmediaciones de los campos agrícolas y alejadas de los poblados más cercanos. Algunas de estas viviendas se encuentran en condiciones deplorables, no funcionan la calefacción, los sanitarios, el refrigerador, ni la estufa, o los muebles son viejos. El tiempo de su estancia y contrato es variable (va de 3-4 a 6-8 meses) dependiendo de la provincia asignada y el tipo de actividades que desarrollarán. Las personas contratadas trabajan en la preparación del terreno, siembra, cultivo y cosecha de hortalizas en granjas, viveros, invernaderos y en el campo a cielo abierto o en el empaque de frutas, vegetales y flores. El promedio de horas laboradas por semana fluctúa entre 60 y 70 (Sepúlveda, 2007), de lunes a sábado;9 pero cuando se requiere, también laboran los domingos. Una trabajadora del ptat mencionó en una entrevista:10




			Cuando hay más trabajo entrábamos, había veces a las seis de la mañana y salíamos ocho, nueve de la noche. O había veces rolábamos el turno. Por decir, en febrero que hay mucho trabajo, entrábamos cuatro de la tarde y muchas salíamos cuatro de la mañana, otras entraban a las cuatro o cinco de la mañana y salían hasta en la tarde. Cuando hay trabajo, sí trabajamos mucho (D.1. L.R, 40 años, madre soltera, originaria de una localidad rural michoacana, con estudios de primaria. Ocampo, Mich., 2013).

			


El salario de los trabajadores contratados en el ptat no se ha incrementado como sucede en otras áreas de la economía canadiense.11 La mayor parte de sus ingresos la destinan los trabajadores michoacanos a la manutención de su familia en su lugar de origen, y tratan de guardar una parte para el periodo en que están en su hogar esperando la siguiente salida, ya que al regresar de Canadá no cuentan con un empleo seguro o bien pagado, por lo que muchos de ellos se mantienen de sus ahorros.

			Aun cuando las condiciones laborales dejan mucho que desear –en comparación con el modelo laboral para los canadienses–, los michoacanos siguen ingresando al ptat y llegan a Canadá con la idea de “trabajar duro”. Quizá ésta es la razón para que los empleadores sigan solicitando mano de obra mexicana, pues según la opinión de algunos managers:12 “los mexicanos son trabajadores”13 y han adquirido la experiencia necesaria para saber el punto en que deben cosechar las frutas y verduras. Sin embargo, también señalan que los mexicanos: “son problemáticos y muy quejosos” (D.1. Entrevista a manager italiano en Leamington, Canadá, 2009). 




			Programa Federal de Trabajadores Agrícolas Temporales (no inmigrantes) con visas H2-A 

			Este tipo de visas se creó para permitir la entrada de trabajadores extranjeros que laborarían temporalmente en los campos norteamericanos. Para que éstas se otorguen, un patrón o las corporaciones de agronegocios deben presentar una solicitud, argumentando la carencia14 en su localidad y en la región de mano de obra disponible, o que esté dispuesta a realizar las actividades agrícolas que requieren. Para poder contratar a trabajadores extranjeros los agricultores o las agroempresas deben obtener una certificación15 del Departamento de Trabajo norteamericano y recibir la aprobación de la Oficina de Seguridad Nacional y de la Oficina de Inmigración y Naturalización.

			El programa de trabajadores huéspedes con visas H2 inició en 1943 por la falta de mano de obra en la industria de la caña; los primeros contratados fueron de Bahamas. Posteriormente, en los años ochenta, se dividió en dos categorías: H2-A (para tareas agrícolas) y H2-B (para no agrícolas). Y aunque el otorgamiento de visas H2-A no está limitado a un número específico de trabajadores, no siempre los agricultores estadounidenses logran obtener los que necesitan. Aunado a ello, los jornaleros contratados sólo pueden laborar con los patrones o compañías precisados en sus visas y por el tiempo especificado en ésta. Por lo que es ilegal que se haga algún cambio sin la autorización –por escrito– del Departamento de Seguridad Nacional.

			Actualmente, para sacar adelante su producción agrícola varios estados norteamericanos dependen de trabajadores migrantes: indocumentados y contratados. Según informe del dol la mayoría de los jornaleros agrícolas se concentra en la región sureste del país. Carroll (2005) menciona que 75% de esa fuerza laboral es mexicana,16 proveniente, en mayor número, de los estados de migración tradicional: Guanajuato, Michoacán y Jalisco. Para 2015, Global Worker Justice17 menciona que 90% de las contrataciones corresponden a trabajadores mexicanos;18 ahora originarios de distintos estados del país (entre ellos, Tamaulipas, Tlaxcala, Durango, Hidalgo, Veracruz, Oaxaca y Guerrero). Aun cuando el programa de visas H2-A ayuda a proporcionar mano de obra, varios granjeros estadounidenses se quejan de éste, porque implica un proceso burocrático y de alto costo para ellos. En el programa de visas H2-A, igual que como sucede en el ptat, se han observado diversas irregularidades con respecto a las condiciones laborales de los contratados; condiciones que se abordarán más adelante.

			A diferencia de los trabajadores que van a trabajar a Canadá en el ptat, en México no se tiene un registro oficial o confiable del número de individuos que van a Estados Unidos con visas H2-A; menos aún se sabe cuántos son hombres y cuántas son mujeres.19 Según el dol, los mexicanos contratados en 2015 se localizaban principalmente en los siguientes estados y cultivos (Véase cuadro 1).




			Cuadro 1. Estados norteamericanos receptores de trabajadores agrícolas migrantes y actividades que éstos desarrollan. Temporada 2015

			[image: 27-cuadro 1]





Fuente: http://www.dol.gov; consultado en febrero de 2016.

			


Formas de reclutamiento y contratación 

			El ptat 

			Las personas empleadas mediante el ptat a quienes se entrevistó en Michoacán se enteraron del trabajo en Canadá por parientes, vecinos, conocidos, compadres, o excompañeros de trabajo, que ya estaban dentro del programa o que habían escuchado de éste. Otros, vieron los carteles de la Secretaría del Trabajo donde se anunciaba el empleo. La oficina estatal del Servicio Nacional de Empleo (sne) lleva a cabo el reclutamiento, la selección, la asignación20 y el envío de los trabajadores. El primer paso que deben dar los aspirantes es obtener su pasaporte, que generalmente tramitan en la cabecera municipal de su lugar de origen. Hacen la mayor parte de sus trámites para la contratación en la oficina estatal del sne, en la capital de su estado. Tramitan su visa y les hacen la entrevista en el consulado canadiense en la ciudad de México. El boleto de avión lo compra el empleador canadiense, pero se le descontarán al trabajador 700 dólares como pago de éste, el resto del costo lo cubre el patrón.




			Visas H2-A

			Las personas aspirantes a ser contratadas se enteraron de la oferta laboral por un anuncio que hizo el sacerdote de la parroquia de su localidad; por medio de un auto que pasó en su pueblo con altavoces, anunciando la fecha de la reunión informativa, o por medio de parientes, amigos, vecinos o conocidos que ya se habían ido con este tipo de visas. En Michoacán existen varias modalidades para reclutar a los posibles trabajadores: 

			1. Un agricultor o un empresario agrícola norteamericano emplea a una agencia de contratación en su país que le pueda proveer de mano de obra extranjera; esa agencia, a su vez, subcontrata a otra empresa mexicana que enviará a reclutadores nacionales a diversas regiones del país a buscar a los posibles trabajadores. Estos reclutadores pueden cumplir varias funciones, entre ellas, ayudar a los aspirantes a elaborar las solicitudes que se presentarán ante el Departamento del Trabajo estadounidense, elaborar los contratos, coordinar las entrevistas de los aspirantes en el consulado de Estados Unidos y, de manera individual, preparar a los trabajadores sobre lo que deberán decir en éstas. 

			Este sistema de reclutamiento es muy similar al que se empleó a principios del siglo xx para atraer mano de obra mexicana para la agricultura, tendido de vías de ferrocarriles y minería, y posteriormente se replicó en los años 1940 en que arranca el Emergency Farms Labor Program o Mexican Farm Labor Program, conocido como Programa Bracero (que se canceló en 1964). En Michoacán, el reclutador busca a hombres y mujeres en diversas regiones del estado; algunos de ellos se ponen en contacto con los presidentes municipales o con los sacerdotes locales para pedirles que les ayuden a convocar a la gente, así ellos pueden organizar las reuniones de información y reclutamiento. Pero la mayoría no establece relación, ni informa de su objetivo a ninguna autoridad estatal o municipal.

			En México, según la Ley Federal del Trabajo, las empresas contratistas que ofrecen empleo en el extranjero deben estar registradas en la Secretaria del Trabajo, pero la mayoría de las que están participando en la contratación con las visas H-2A, operan sin ese permiso. Además, el que tengan un registro no garantiza al trabajador que no se cometerá algún fraude o irregularidad durante la contratación.21 

			En los últimos años, y dados los problemas y denuncias penales que se han presentado por el cobro indebido, el Gobierno de Estados Unidos ha elaborado una lista de las agencias de contratación sobre las que pesan acusaciones de fraude con las visas H2-A,22 entre ellas: Chamba México23 (chambamex), AQlcotramex, Soluciones de Logística Mexicana, Job Consultoria, InterAmerica, American Jobs S. A., Servicios legales Internacionales. Esperanza de los inmigrantes, Internacional Hospitality Resources de Dakota del Sur.24

			Hay casos en que la embajada norteamericana no expide la visa a los trabajadores al darse cuenta de que éstos habían pagado por ser anotados en las listas de los contratados. Por ello, cuando el trabajador migrante descubre que no debió haber pagado no denuncia el hecho ni habla sobre esto, para evitar que le nieguen la visa (además, perdería lo que ha pagado previamente por ésta y por su traslado hasta la frontera).

			2. Otra forma de búsqueda y enrolamiento de trabajadores se da cuando contratistas individuales llegan directamente de Estados Unidos o de las empresas mexicanas de otro estado del país o de la Ciudad de México, pero tienen dificultad para enrolar a posibles trabajadores; por lo que generalmente buscan vincularse con individuos clave en las localidades de origen, quienes se convierten a su vez en reclutadores locales o regionales, y que les funcionan muy bien a los contratistas no locales, pues la gente les tiene más confianza y hablan en sus mismos términos (palabras sencillas o regionalismos). Estos reclutadores locales perciben una cantidad por cada trabajador que enrolan, aunque a veces pueden percibir sólo una comisión por el grupo completo de trabajadores. El vínculo entre la empresa mexicana de contratación y el reclutador local, de cierta manera legitima a la labor de este último, porque los aspirantes lo identificarán con dicha empresa, y no lo tomarán como un individuo aislado, sin algún referente que lo respalde.

			Cabe aclarar que las personas michoacanas que se van contratadas con la visa H2-A, en su mayoría son reclutadas directamente en su comunidad de origen o en alguna cercana a ésta. Asisten primero a una charla informativa, donde el enrolador o contratista les dice a donde irían a trabajar, las actividades que llevarían a cabo y la duración de las jornadas de trabajo (que dependen de las necesidades que les marque el producto que están cosechando), un aproximado de lo que ganarían (que es variable dependiendo de las actividades a realizar y del estado al que sean asignadas),25 el tiempo por el que se les contrata y las prestaciones que tendrían.26 También les indican los requisitos: tener pasaporte vigente, credencial de elector, y en el caso de los hombres, una carta de no antecedentes penales. Ese día se anotan en una lista y se les cita con sus documentos para uno o dos días después. En la segunda sesión se les pide información de los últimos trabajos que han tenido, su escolaridad, sobre su experiencia en el trabajo agrícola y, a los hombres, se les interroga detalladamente sobre si no han sido deportados, pues de ser así no podrán obtener la visa laboral. Y aunque se les pregunta su estado civil y el número de hijos que tienen, esto no parece ser determinante para darles el empleo.

			Si son aceptados, se les informa que deberán pagar su visa y los gastos para tramitarla en Monterrey, Nuevo León, o en Laredo, Tamaulipas. Si se las otorgan, el patrón norteamericano puede rembolsarles lo que invirtieron en ésta (no así los gastos que su tramitación implicó) y darles algunos dólares que ayuden a solventar los gastos del viaje desde su localidad de origen27 hasta esas ciudades, a donde llegan autobuses de las compañías o de los agricultores particulares a recoger a los trabajadores para llevarlos a las granjas o campos donde estarán. Otras veces los patrones sólo pagan la visa.28 Es importante mencionar que hay algunos contratistas locales que también prestan dinero a los aspirantes si éstos no cuentan con lo suficiente para pagar la tramitación de la visa, sin embargo, al préstamo se le puede agregar una cantidad extra que se paga como interés. Al tramitar la visa, firman un contrato, que generalmente está en inglés; en ese momento, el enrolador también le puede pedir dinero al trabajador, por “sus servicios” para que lograra ser contratado y obtener la visa.

			En Michoacán, varias empresas norteamericanas han utilizado a individuos locales con el fin de enrolar a hombres y mujeres para trabajar en el corte, destronque y embolse de lechuga y repollo en Arizona, el corte de zarzamora, arándano o jitomate en Arkansas, de fresa en California, de tabaco en Carolina, y de naranja y jitomate en Florida. El tiempo por el que son contratados va de uno a cuatro meses. Las fechas de partida son variables: de octubre a diciembre, de junio a agosto o de mayo a julio (la fecha depende de para qué producto se les contrate). El salario con estas compañías puede variar desde 7.50 hasta 10 dólares por hora. La mayoría de las personas contratadas desconocía el nombre del dueño o la empresa para la que estaban laborando; si acaso, tenían alguna referencia de la población donde estaba ubicada su fuente de trabajo y sabían el nombre del contratista que los llevó. Los entrevistados en Michoacán mencionaron a cuatro reclutadores (en un caso se trataba de varios miembros de una familia) que eran originarios de regiones cercanas a las localidades de origen de los trabajadores; tres están vinculados a dos agencias norteamericanas de contratación: Del-Al Associates, Inc. y CSI Labor Services; otro enrola a los trabajadores comisionado directamente por pequeños y medianos agricultores estadounidenses. Se mencionó también que había enroladores que llegaban del vecino estado de Guanajuato.

			Otra forma de enrolar y contratar, la cual pone en juego la iniciativa y habilidad de los contratistas y de los posibles trabajadores, consiste en publicar un aviso en los diarios locales anunciando el trabajo en Estados Unidos, en esos anuncios se anota una dirección de correo electrónico al que se tendrá que comunicar el aspirante. Un ejemplo de esos correos son los siguientes:29 

			
					a.b.ch.d. on October 26th, 2015 10:11 am 

					me gustaria tener una oportunidad d trabajo con ustedes soy mama soltera y ser mama y papa a la ves es muy duro espero q m den una oportunidad y unirm asu ekipo d trabajo nesesito mucho el trabajo

					C.G.T. on October 26th, 2015 4:02 pm 

					He ido 14 años con visa de trabajo k es la h2a pero a hora no tengo patrón y yo quisiera k se me apoyara para encontrar uno soy de Michoacán y mi número de teléfono es (…) si marca de México, y (…) si marca de Estados Unidos gracias

					H.f. on October 26th, 2015 6:06 pm 

					hola mi nombre es hector y me interesa travajar para su compañia espero su respueta tengo pasaporte vigente soy d sonora

					d.v.g. on October 28th, 2015 12:53 am 

					deseo superarme quiero trabajar actualmente no sigo estudiando por falta de dinero y me gustaría tener la oportunidad para trabajar. mi edad 19 años dispuesto a todo trabajo el que sea

					G.m. on October 28th, 2015 1:58 pm 

					Hola me ínteresa demasiado trabajar con ustedes radicó en Matamoros tamaulipas ojala y me contacten de antemano les doy las gracias.mi numero es (…) 

					h.f.m. on November 1st, 2015 11:10 pm 

					Ola me gustaria trabajar con ustedes espero me llamen y me den una oportunidad. para trabajar en estados unido. mi numero es (…)

			

			Esta modalidad requiere que el aspirante sepa usar internet y tenga una dirección de correo electrónico; de no saber, tendrá que recurrir a los dueños/encargados de los cybers para que lo ayuden a comunicarse. Es importante señalar que ésta es una forma de reclutamiento que puede dar origen a fraudes, pues el trabajador no establece relación con individuo específico, ni tiene información acerca de dónde está ubicado físicamente quien puso el anuncio (oficina o agencia), y si le piden haga un pago, tampoco le expiden un recibo por éste. 

			Otra forma menos sofisticada, que tiene mayor efectividad y que genera menos desconfianza entre los aspirantes se da cuando un agricultor/empleador solicita a uno de sus trabajadores, que ha sido eficiente y cumplido, le consiga otros trabajadores de su misma localidad, tal vez infiriendo que todos serán tan activos como éste. Sin embargo, esta modalidad de enrolamiento puede generar algunos problemas para el encargado de conseguir a la gente, pues a veces se producen “chismes” y críticas en su pueblo sobre lo que le pagan a él por buscar y llevar gente; o el trabajador/reclutador puede tener problemas con su patrón si los contratados no resultan tan eficientes como él, ingieren bebidas alcohólicas en el lugar de trabajo o se “escapan” durante el contrato. 




			Irregularidades 

			Lo primero que se observa en la información anterior es que en el proceso de contratación con las visas H2-A en territorio mexicano los enroladores/contratistas –y, de manera indirecta, las compañías o agricultores norteamericanos con quienes llegan a trabajar los migrantes mexicanos contratados– están violando lo especificado en la legislación civil y laboral de México.

			En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el artículo 123, apartado A, fracción XXVI, se establece que:30 




			Todo contrato de trabajo celebrado entre un mexicano y un empresario extranjero deberá ser legalizado por la autoridad municipal competente y visado por el Cónsul de la Nación a donde el trabajador tenga que ir, en el concepto de que, además de las cláusulas ordinarias, se especificará claramente que los gastos de repatriación quedan a cargo del empresario contratante (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de octubre de 1986).

			


Instrucción legal que no se cumple, pues muchas veces la autoridad municipal no se entera de la contratación de sus connacionales, ni de la presencia de los enroladores/contratistas en las localidades del municipio. Y como ya se mencionó, el contrato que recibe el trabajador está en inglés, por lo que nunca se entera lo que éste contiene, ni de sus derechos.

			En la Ley Federal del Trabajo,31 en el apartado denominado Título Segundo, Relaciones Individuales de Trabajo; Capítulo I, Disposiciones Generales, artículo 28 se establece que para la prestación de servicios de los trabajadores mexicanos fuera de la República, se observarán las normas siguientes:




			I. Las condiciones de trabajo se harán constar por escrito y contendrán para su validez las estipulaciones siguientes: 

			Los gastos de transporte, repatriación, traslado hasta el lugar de origen y alimentación del trabajador y de su familia, en su caso, y todos los que se originen por el paso de las fronteras y cumplimiento de las disposiciones sobre migración, o por cualquier otro concepto semejante, serán por cuenta exclusiva del patrón. El trabajador percibirá íntegro el salario que le corresponda, sin que pueda descontarse cantidad alguna por esos conceptos. 

			
					El trabajador tendrá derecho a las prestaciones que otorguen las instituciones de seguridad y previsión social a los extranjeros en el país al que vaya a prestar sus servicios. En todo caso, tendrá derecho a ser indemnizado por los riesgos de trabajo por una cantidad igual a la que señala la Ley Federal del Trabajo.

					Tendrán derecho a disfrutar, en el centro de trabajo o en lugar cercano, mediante arrendamiento o cualquier otra forma, de vivienda decorosa e higiénica.

			

			En la fracción III de este mismo artículo se señala que el contratista debe dejar una fianza o depósito que estime suficiente para garantizar el cumplimiento de las obligaciones contraídas. El depósito deberá hacerse en la institución bancaria que se designe. El patrón deberá comprobar que hizo la fianza o el depósito.

			Para el caso del ptat, en la reforma a la Ley Federal del Trabajo del 30 de noviembre de 2012 se incorporó el artículo 28-A, en el que se deja la regulación de las condiciones y relaciones de trabajo bajo el memorándum citado y se establece que las cláusulas del contrato laboral se sujetarán a las leyes de Canadá (Kurczyn y Pastrana, 2015: 2).

			Ahora bien, los entrevistados mencionaron otras anomalías que se han presentado en el ptat y en el programa con visa H2-A, cuando los trabajadores ya se encuentran en Canadá o en Estados Unidos, tales como: la negativa de dar a los jornaleros agrícolas un salario similar al que reciben los trabajadores locales, a pagar horas extra y por laborar días festivos oficiales y domingos; la retención, por parte de los empleadores, de los documentos personales del trabajador (pasaporte, tarjeta del seguro médico); que les ordenen aplicar pesticidas sin darles el equipo de protección y sin haber recibido alguna capacitación sobre cómo usarlos debidamente; o que otros trabajadores locales fumiguen cuando los migrantes aún están trabajando en los campos; aunado a ello, mucho material, instrucciones y letreros relativos a cuestiones de salud, seguridad y uso de sustancias químicas no se encuentran en el idioma materno de los jornaleros temporales; negarles el acceso a la atención médica; que no se respete el tiempo (horas/periodo de trabajo) anotado en su contrato; que al contratarlos les digan que harán unas actividades y allá los pongan a hacer otras diferentes. Además de deducciones no especificadas (o no entendibles para el trabajador michoacano) en su recibo de pago; que no exista alguna instancia o recurso de apelación, ante la cual pueda reclamar por su repatriación antes del término de su contrato.

			En algunos casos, cuando el trabajador se enferma o sufre un accidente se le envía de regreso a su país, antes del término de su contrato, sin pagarle una indemnización y el empleador no se hace cargo de la atención médica que se le debe proporcionar y que está estipulada en el contrato. Los empleadores también han utilizado la repatriación de los trabajadores como una herramienta coercitiva y sancionadora para aquellos que se afilian algún sindicato, o cuando el trabajador expresa quejas por el trato, el salario, las condiciones materiales de la vivienda, o asuntos de salud y seguridad.

			En el caso del ptat es importante destacar que los empleadores han hecho que los trabajadores dependan de ellos, lo que contribuye a la “docilidad” que deben mantener. Dependencia que se puede observar en varios aspectos; por ejemplo, al llegar el trabajador no cuenta con los recursos necesarios para comprar los alimentos que consumirá durante una o dos semanas (antes de que le paguen su primer salario), por lo que los patrones les ofrecen dinero para hacer sus compras. Este préstamo se les descuenta de su salario en las siguientes semanas, junto con algunos de los gastos que implica su participación en el programa. En algunas granjas o agroempresas también les cobran renta32 por las casa/departamentos donde se alojan mientras están ahí trabajando, lo que no está permitido, según los lineamientos del programa. Los descuentos en los primeros meses disminuyen de forma considerable el salario de los trabajadores, debido a ello lo que envían a sus familias en México para su manutención y el pago de las deudas que generó el proceso de contratación no es suficiente.

			Otro ejemplo de esa dependencia creada lo vemos en el control que tiene el empleador sobre sus trabajadores desde el momento que llegan al aeropuerto de Canadá. En éste los recibe el personal del consulado de México, quienes separan a los trabajadores dependiendo de los lugares de destino y las granjas a que van asignados, y los “entregan” a cada uno de los empleadores o a sus representantes. A la salida del aeropuerto ya los están esperando los autobuses que los llevaran directo a los centros de trabajo, en los que deberán permanecer mientras dure su contrato. En las casas de la empresa, los reciben los supervisores, que generalmente hablan español (los trabajadores casi nunca tienen trato con los dueños de las granjas, a menos que sean pequeñas industrias agrícolas familiares); ellos les explican las reglas de las casas, los horarios de trabajo y las normas de la empresa.

			Al día siguiente, al integrarse al trabajo, se les explica lo relativo al funcionamiento en el vivero, invernadero o empacadora y las tareas que deben realizar; sin embargo, no siempre les explican cómo hacer las tareas asignadas, por lo que los trabajadores de primera vez deberán fijarse en otros compañeros y aprender cómo lo hacen. Esta forma de proceder con los trabajadores, por una parte les facilita su llegada al centro de trabajo, pero también los ata a una empresa de la que muchas veces no saben ni el nombre, ya que no dominan el idioma y no saben cómo moverse del aeropuerto a la ciudad y de ahí a la granja que se les asignó (generalmente están alejadas de las grandes ciudades y no siempre hay transporte público para llegar a ellas); por lo que quedan supeditados a los tiempos y disponibilidad de aquellos que los transportan.

			Otro ejemplo se observa en la sujeción del trabajador hacia el patrón: se propicia una situación en la que el primero debe mostrar que sabe hacer bien las tareas asignadas para mantener su empleo, y el segundo exige que sean “buenos y obedientes” trabajadores. Sujeción que el mismo sistema facilita, pues durante el tiempo que están adscritos al programa los mexicanos no pueden cambiar de patrón y tienen que trabajar duro y ser dóciles para ser catalogados como buenos trabajadores y que el empleador los solicite la siguiente temporada. La posibilidad de volver a ser contratado está vinculada al reporte que cada empleador hace, al término del contrato, de cada uno de los trabajadores del ptat que recibió. Es una evaluación en la que se especifica el desempeño que éstos tuvieron durante los meses en que permanecieron en la granja o agroempresa, sus conocimientos, habilidades y calidad del trabajo realizado; su capacidad para trabajar en equipo y para comunicarse; su comportamiento y relación con compañeros de trabajo (Muñoz, 2011) –jornaleros agrícolas y personal local de la granja o empresa–, y con su jefe inmediato, dentro y fuera de las instalaciones de trabajo. 

			Esta evaluación sólo se aplica en un sentido,33 pues solamente si el empleador o el encargado directo de los trabajadores migrantes cometen algún delito grave34 en contra de los trabajadores (como golpearlos, maltratarlos verbalmente, no dejarlos salir a comprar sus alimentos de la semana, retenerles el salario, violencia, acoso sexual hacia las trabajadoras,35 u obligarlos a trabajar más horas que las especificadas en el contrato), se le castiga retirándole de la lista de participantes en el ptat. Si no son denunciados los abusos, o no son considerados “suficientemente importantes” no se toma ninguna sanción en contra de los empleadores. 




			Continúan las irregularidades 

			En México se ha establecido que los programas para trabajar temporalmente en el extranjero en el sector primario deben dar prioridad a posibles participantes de comunidades pobres, indígenas o de zonas marginadas del país; sin embargo, debido al poco control sobre las empresas de contratación con las visas H2-A o al desconocimiento de los funcionarios mexicanos que participan en la selección y contratación del ptat, cada vez son menos los supuestos beneficiarios de estos sectores, ya que ahora se integran, como se mencionó al inicio de este documento, aspirantes de poblaciones urbanas  cuya actividad laboral no es la agrícola. En el caso de las visas H2-A, se observa que en el proceso de selección y enrolamiento se pone en juego la capacidad y efectividad negociadora de los contratistas mexicanos particulares para “ofertar” la mano de obra de “sus” trabajadores, aduciendo mayor beneficio económico para el productor (lo que significa abaratar la fuerza laboral mexicana para hacerla más atractiva y colocar a un mayor número de “sus” trabajadores con respecto a los de otros contratistas).

			Otra irregularidad que se da en los programas laborales por contrato, sucede cuando los trabajadores llegan al país de los empleadores y éstos ponen en práctica diversos mecanismos de control y aislamiento que van configurando, alrededor de los contratados, una especie de ghetto, físico, social y sicológico, tanto en los lugares de trabajo como en los de residencia. A ello se suma la existencia de un rígido sistema de control y vigilancia por parte del gobierno de los países receptores, a quienes les preocupa que los migrantes laborales se queden a residir en su territorio. Estas circunstancias de aislamiento y movilidad controlada (de guetización) también facilitan y encubren los abusos de los empleadores, la segregación racial que se da en los lugares de trabajo y, en casos extremos, la violencia física, verbal y sicológica hacia los trabajadores por parte de los contratistas, supervisores, mayordomos o managers y de algunos agricultores, dueños de pequeñas granjas. Acciones que el gobierno de México desconoce o no cuestiona, ni interviene para buscar impedirlas o sancionarlas.

			Uno de los problemas más notorios con los programas de trabajadores temporales que van a Estados Unidos con visas H2-A (y con las H2-B) es que no existe conocimiento por parte del gobierno mexicano sobre el número de trabajadores que son contratados, sobre el lugar de procedencia, las condiciones laborales que enfrentan, el lugar de trabajo al que llegan en Estados Unidos, tiempos de contrato, etcétera. Esto es porque muchos de los contratistas extranjeros entran con visas de turistas al país y se dirigen con contactos locales quienes se encargan de reclutar y seleccionar a los posibles trabajadores. Esta falta de control y vigilancia por parte del Estado mexicano ha facilitado que se generen casos de extorsión, fraudes, abusos, malinterpretación o engaño de las condiciones de trabajo, o en los datos que se anotan en las solicitudes para el Departamento del Trabajo estadounidense. Sólo las embajadas de Estados Unidos36 tienen la información de cuantos trabajadores entran a ese país con visas laborales, a dónde van, cuándo regresarán, con quién van a trabajar, etcétera. Información que no es fácil obtener.

			Aunado a ello, muchos de los trabajadores contratados se enfrentan a situaciones de vivienda, salariales o de inseguridad laboral que suelen ser similares a las de los trabajadores indocumentados; esto es, viviendas en muy malas condiciones, salarios por abajo del ofrecido en el reclutamiento, menor número de horas de trabajo o que los regresen antes del tiempo especificado en su contrato. También existen mecanismos coercitivos como la constante amenaza de que pueden ser sustituidos por trabajadores de otro país si no aceptan las condiciones ofrecidas o si se quejan de éstas. Por ejemplo, RM,37 una mujer entrevistada en Michoacán, comentó que a las contratadas con las visas H2-A, por una compañía que las llevaba a Arkansas, el primer año (2007) les pagaron 9.50 dolares la hora; en 2008 solo les ofrecían 9; en 2009 de nuevo bajó el salario y les propusieron 8.70 la hora. La explicación que les dieron para bajar el pago fue que se debía a la “crisis económica”, pero les dijeron que había una manera de ganar más dinero: haciendo horas extras y trabajando los domingos. Se argumentó también que debido a que la empresa invertía 2 800 dólares por cada trabajador para su transportación, alimentos y diversos trámites que se debían hacer para la contratación, se había tenido que reducir el salario. Las mujeres contratadas no reclamaron por estas irregularidades, pues aun con la disminución de salario consideraban que era una “oportunidad” para irse a Estados Unidos a trabajar, de manera segura y documentada.

			Otra irregularidad, que contraviene lo anotado en la Ley Federal del Trabajo, tiene que ver con los gastos y condiciones de traslado del lugar de origen al de trabajo. Como se mencionó, la mayoría de los contratados con visas H2-A paga los gastos que se generan de su lugar de origen a la frontera; en ocasiones el agricultor norteamericano sólo les reembolsa una parte.

			Una de las irregularidades en la que pocos trabajadores reparan, o a la que consideran un mal necesario, es que en los programas temporales del ptat y con visas H2-A les quitan de su salario lo correspondiente al seguro del desempleo y al plan de jubilación. Beneficios que nunca gozarán, pues al terminar su contrato no se quedan en Canadá o Estados Unidos (el mismo día que termina su contrato son regresados a México), por lo que nunca hacen uso del seguro de desempleo. Y para poder utilizar el plan de jubilación, necesitarían participar en el programa entre 30 y 35 años. Esta situación parece similar a lo que sucedió durante el Programa Bracero.

			Además, algunos empleadores confiscan los pasaportes a los trabajadores para obligarlos a quedarse hasta el final de su contrato y se los entregan sólo cuando están en el aeropuerto o en la línea fronteriza México-Estados Unidos. Igualmente, se han creado listas negras de trabajadores en el ptat, que circulan entre los empleadores y los funcionarios de la Secretaria del Trabajo y de las embajadas; también en el programa de las visas H2-A las listas se difunden entre los contratistas y reclutadores de la región.

			Lamentablemente, hasta en su propio país los trabajadores migrantes temporales enfrentan problemas, pues a muchos de ellos se les niega la posibilidad de participar o tener acceso a programas federales de ayuda a poblaciones marginadas, tales como Progresa y Oportunidades (o en el caso de sus padres, en el programa “70 y más”), porque se piensa que ganan mucho dinero en Estados Unidos o en Canadá. Sin embargo, lo que ganan, sobre todo cuando se trata de mujeres trabajadoras que son jefas de familia, se asigna a la sobrevivencia y manutención de los hijos y padres (el dinero ganado se ocupa principalmente en alimentación, servicios médicos, educación, pago de deudas, etcétera).

			Las personas contratadas también señalan que en ambos programas laborales no tienen libertad de movilidad (están todo el tiempo en la misma granja o agroindustria) y que las actividades suelen ser monótonas. Aunado a ello, son programas en los que compiten por un lugar con trabajadores de otros países, principalmente de Guatemala, Nicaragua y Filipinas.

			A pesar de todas estas irregularidades, y tal vez obligados por sus condiciones económicas, los michoacanos siguen buscando ser contratados en el ptat y con visas H2-A porque les ven ventajas. Consideran que son un gran beneficio pues, por una parte, se les garantiza tener un empleo por un tiempo determinado, con un salario, que aunque mínimo para el país receptor, es superior a lo que ganan en su lugar de origen, y se les da la certeza de que al término de su contrato regresarán sin problemas a su casa. Por otra, expresan que por esa vía tendrán menos riesgo al cruzar la frontera (sobre todo las mujeres que van contratadas a Estados Unidos), sin exponerse a las peripecias de pasar por el desierto, por el río o por el cerro; sin el temor de ser asaltados o secuestrados por las bandas del crimen organizado, y sin el peligro de ser víctimas de abuso físico o sexual. 




			Consideraciones finales 

			A nivel mundial, el proceso de globalización que conlleva la circulación de información, bienes y servicios también ha propiciado, la mayoría de las veces de manera no intencional, el aumento de la movilidad humana. Sin embargo, esto no ha ido asociado (o por lo menos no con la misma rapidez con que se da la migración internacional) a los cambios que se tienen que dar en las políticas migratorias, en el marco normativo en materia de trabajo y en el que regula los contratos laborales de los trabajadores extranjeros, sobre todo de aquellos que se insertan en el sector agrícola.

			En la migración legal hacia Estados Unidos y Canadá podemos señalar que existe, como menciona Escobar (2001), intervención del Estado mexicano. Por una parte debido a los procedimientos oficiales para la movilidad de las personas, como el otorgamiento de visas y la supervisión de entradas y salidas; por otra parte, y de manera más evidente, en la firma de convenios o tratados con países extranjeros para autorizar la contratación y salida de los trabajadores mexicanos, como es el caso de quienes van a Canadá dentro del Programa de Trabajadores Agrícolas Temporales. Esa intervención es nula en el caso de quienes se van a Estados Unidos con las visas H2-A.

			Aun cuando existen acuerdos legalmente establecidos para la migración laboral controlada, vía los contratos temporales, se cometen violaciones a las condiciones de trabajo de aquellos que entran al país contratante de manera autorizada, a semejanza de lo que sucede con las condiciones laborales de aquellos que ingresan de manera indocumentada. Por ello es necesario que en los acuerdos bilaterales de contratación se pase de las condiciones actuales a una política migratoria que realmente sea responsabilidad de los gobiernos de los dos países implicados (Escobar, 2001). Por parte del gobierno de México se debe buscar no sólo ofrecer abundante mano de obra a los patrones extranjeros, sino que ésta participe en los mercados laborales estadounidenses y canadienses con mejores condiciones de trabajo y de seguridad, y que los contratados gocen de plenos derechos como trabajadores, reciban un trato justo y vivan en condiciones dignas, por lo que también habría que vigilar que no se violenten sus derechos humanos.

			En particular, es necesario que el Estado regule y verifique el proceso de reclutamiento y contratación de los trabajadores que se van con las visas H2-A. Así, no sólo debe existir un compromiso con los países contratantes, sino también hacia el trabajador mexicano. Lo que implica no sólo la defensa del trabajador, sino también supervisar, regular y evaluar periódicamente los programas para garantizar que se cumplan los objetivos y las condiciones pactadas. Igualmente, debe evaluarse no sólo el desempeño de los trabajadores migrantes, sino también el de los funcionarios encargados en México del ptat, para detectar casos de corrupción que pudieran existir en diferentes estados del país.

			Los programas de trabajo en el extranjero por medio de la contratación temporal, ptat y visas H2-A, son cualitativamente diferentes pero ambos son vistos como una buena alternativa, tanto para los países que proporcionan la mano de obra como para los que la contratan, pues permiten la movilidad de los trabajadores migrantes de manera segura y controlada. Pero esta concepción conlleva que se dejen de ver las deficiencias, tensiones, contradicciones e irregularidades que se dan desde el mismo proceso de enrolamiento y contratación, así como los problemas que enfrentan los trabajadores mexicanos en el lugar de trabajo y el trato que reciben en éste. Por ejemplo, con la existencia de las llamadas listas negras; el incumplimiento en el pago de horas extras; la amenaza constante por parte de los patrones de no recontratarlos; el fomento de la rivalidad racial en el mercado de trabajo (lo que genera competencia entre grupos culturales que buscan su permanencia en el programa); las prácticas discriminatorias que enfrentan por su condición de extranjeros, originarios de países del tercer mundo, por su fisonomía y color de piel y por su condición de trabajadores agrícolas con baja capacitación. Aunado a ello, para los países de origen de los trabajadores, los programas laborales en el extranjero se ven como generadores de remesas y ayudas para lograr el desarrollo local o de reinversión y reactivación de la economía, dejando en las espaldas del migrante la responsabilidad que tienen los gobiernos locales, estatales y federal de dar solución y generar respuestas alternativas para lograr el desarrollo comunitario, estatal y nacional. 

			Asimismo, se pierde de vista que estos sistemas de contratación laboral también abren una puerta a la migración indocumentada, porque se está favoreciendo a los patrones y a los intereses de los países contratantes, más que a los trabajadores. Esta situación se presenta cuando un trabajador contratado pasa a ser indocumentado porque se “escapa” al no tolerar más las condiciones laborales o materiales en que vive en las granjas, porque el mayordomo/capataz/patrón lo ha golpeado o amenazado y porque dentro del sistema de contratación no se le permitió hacer un cambio de granja.







			
				
					NOTAS AL PIE


1.	 Departamento del Trabajo (Department of Labor, dol), Department of Homeland Security (dhs) y Department of State.

				

				
					2.	 La información para elaborar este escrito se obtuvo durante el trabajo de campo realizado en los municipios de Cojumatlán, Sahuayo, Jiquilpan, Zamora, Jacona, Ocampo, Chilchota, Tangancícuaro, Ixtlán y Senguio en Michoacán de 2009 a 2016, y en Leamington, Canadá en 2009. 

				

				
					3.	La producción familiar sustentada en la agricultura tradicional es la que más ha sufrido los embates del proceso de apertura y liberación comercial. Entre 1993 y 2003 ha habido una reducción de Población Económicamente Activa (pea) agrícola, con pérdida de población en edad productiva (Ariza y Portes, 2007). 

				

				
					4.	 sawp, por sus siglas en inglés: Seasonal Agricultural Workers Program.

				

				
					5.	 El hrsdc establece la lista de empleadores, condiciones de vivienda y trabajo, y el salario a percibir. La  styps es la encargada del enrolamiento y procesamiento de documentos. Inicialmente el reclutamiento y las contrataciones se hacían desde y en la Ciudad de México; ahora, se realizan en las oficinas del Servicio Nacional de Empleo estatales (dependientes de la styps); el examen médico y las entrevistas se hacen en la Ciudad de México.

				

				
					6.	Los términos de las condiciones de vida y laborales se determinan anualmente en reuniones sostenidas por el gobierno canadiense, el del país de origen de los trabajadores y los representantes de los empleadores agrícolas. Los trabajadores no son tomados en cuenta, ni tienen algún representante que asista a estas reuniones. 

				

				
					7.	En 2015 se enviaron a esta provincia 4 000 trabajadores.

				

				
					8.	En el año 2015 participaron 21 506 personas, de las cuales 669 eran mujeres. En la temporada 2016, hasta el 30 de marzo, habían viajado a Canadá 7 207 trabajadores y 271 trabajadoras agrícolas.

				

				
					9.	 Su horario laboral está supeditado a los requerimientos del producto a cultivar o cosechar, por lo que a veces llegan a trabajar 12 a 14 horas por día.

				

				
					10.	 Cuando una persona trabajadora regresa de Canadá es citada en las oficinas de la styps y se le pregunta si tuvo algún problema; sin embargo, si alguno se queja de exceso de trabajo o de que no está de acuerdo con el trato dado por managers o mayordomos en las granjas canadienses, no se atienden sus quejas y existe la probabilidad de que no lo vuelvan a llamar para contratarlo la siguiente temporada. Debido a este tipo de situaciones y para no crear un escenario que vulnere o exponga a represalias a las personas trabajadoras entrevistadas, sólo se utilizarán las iniciales (en lugar de su nombre completo), igualmente, dado el número reducido de trabajadores michoacanos –y de que existe un listado de todos ellos–, tampoco se anota el nombre de la localidad donde viven, sólo se menciona el municipio al que pertenece su comunidad de origen, en donde fueron entrevistados.

				

				
					11.	En 1992, el salario para un trabajador agrícola era 8.43 dólares por hora, pero si desarrollaba tareas en el cultivo de frutas y vegetales, era 6.78 (aquí se ubican los trabajadores del ptat). En 1995, el salario del primero subió a 9 dólares, mientras que el del segundo fue 7.32 por hora. Para 2001, en la provincia de Ontario se pagaba a este tipo de trabajadores, 7.10 dólares por hora, que es menos de lo que se le paga a un trabajador local. Sin embargo, para los mexicanos, al enviar su dinero a México representa 10 veces más que lo que podrían ganar por día en su país. Aunque actualmente se paga a los trabajadores del ptat 9.20 a 9.45 dólares por hora, con los descuentos les quedan cerca de 7 dólares y centavos por hora. Este salario no admite pago por horas extra ni por vacaciones, tampoco se toma en cuenta la antigüedad o la experiencia adquirida a lo largo de las temporadas en que han participado en el programa. 

				

				
					12.	Un manager en las agroempresas no sólo se encarga de planificar y organizar lo relativo a la producción agrícola, también es una especie de gerente de recursos humanos, pues es el encargado de tratar con los trabajadores del ptat todo lo relativo a las tareas que deberán desarrollar, cualquier asunto que tenga que ver con su contrato, de la –buena o mala– conducta que tengan en la granja, instalaciones de empaque o en las viviendas colectivas, incluso, de resolver los problemas que se presentan entre los mismos trabajadores. 

				

				
					13.	Efectivamente, los trabajadores mexicanos sacan la producción en menos tiempo y en la cantidad que se precisa para surtir los pedidos que tengan las granjas o las agroempresas canadienses, claro está que ello implica trabajar horas extras –que no les pagan–, domingos y días festivos, de ser necesario. 

				

				
					14.	Para Dolores Huerta (United Farm Workers), en muchas regiones agrícolas norteamericanas no escasea la mano de obra, pero si los salarios justos y condiciones de trabajo seguras para los jornaleros agrícolas (citada en Smith-Noni, 2002: 67).

				

				
					15.	Las asociaciones de productores agrícolas, las agroempresas o los dueños de pequeñas granjas deben seguir varios pasos para poder certificarse: llenar la Applications for Temporary Labor Certification for Seasonal Agricultural Workers (eta Form 9142) y cumplir con los determinantes del proceso de certificación establecidos por Department’s Office of Foreign Labor Certification, Employment and Traillenarning Administration. En este documento se debe indicar el número de trabajadores solicitado; la nacionalidad de éstos; la fecha de inicio y terminación del contrato; el número total de horas trabajadas y la forma y tiempo en que se pagará el salario (hora, semana, mes, destajo. Esto no debe afectar negativamente las oportunidades de empleo, los salarios y las condiciones de trabajo de los trabajadores locales); las causas por las que se solicitan trabajadores extranjeros –se debe especificar que primero se buscaron trabajadores locales–; actividades a realizar (poniendo el código que le corresponde a éstas de acuerdo a la clasificación establecida por Standard Occupational Classification (soc) System; experiencia y escolaridad que se requiere de los trabajadores; nombre y domicilio del empleador y de su representante legal. Esta aplicación es procesada por varios meses en las agencias estatales y la oficina regional del dol. Los tiempos de procesamiento de la solicitud se actualizan mensualmente y están disponibles para su consulta en: http://icert.doleta.gov. Posteriormente se entregará la solicitud de trabajo temporal, previamente certificada y aprobada por el Departamento de Trabajo y el Departamento de Seguridad Nacional, en Servicios de Inmigración y Ciudadanía (uscis) donde tendrá que hacer la solicitud para “importar” trabajadores extranjeros, para ello deberá llenar la forma 1-129. 

				

				
					16.	 Smith-Noni (2002) menciona que 40% de todos los trabajadores contratados se ocupa en industrias agrícolas de Carolina (norte y sur); sobre todo en el cultivo del tabaco.

				

				
					17.	 Información obtenida en la página www.globalworker,org (consultada en marzo de 2016). 

				

				
					18.	 Otra fuente, la National Agricultural Workers Survey (naws), menciona que para 2011-2012 la fuerza laboral migrante, por contrato, que trabajaba en el sector agrícola era 95% mexicana (consultada en agosto 2015 en http://www.doleta.gov/agworker/naws.cfm).

				

				
					19.	 En la información presentada por el dol se observa una fuerte disparidad genérica en el número de contratados con esta visa. Por ejemplo, en la temporada 2010 se contrataron 53 836, de éstos sólo 2 074 eran mujeres (3.7% del total).

				

				
					20.	 La asignación de los trabajadores a las granjas y provincias la hace el sne tomando en cuenta los requerimientos especificados por los empleadores canadienses.

				

				
					21.	Comunicación personal con el Lic. Claudio Méndez, abril de 2011.

				

				
					22.	Los casos de fraude han sido difundidos por diversos diarios, en distintas entidades federativas del país, y a través de organizaciones no gubernamentales de defensa de los derechos de los migrantes (como Global Workers Justice Alliance, Jornaleros safe, entre otras). Y aun cuando se haga una denuncia o se levante un acta por la estafa no es fácil proceder contra los defraudadores, “supuestos contratistas” ya que el trabajador rara vez tiene un documento que ampare la cantidad que entregó. Aunado a ello, los estafadores utilizan nombres falsos y desaparecen rápidamente (aun teniendo una “oficina”, ésta es desmontada en muy poco tiempo). Información proveniente de la conversación con Mayela Blanco, excolaboradora de Global Workers Justice Alliance, septiembre de 2016.

				

				
					23.	 Lo paradójico en este caso es que esta compañía contaba con registro de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp) y con permiso de la styps. La empresa ofertó visas en 19 estados de la república, entre ellos: Oaxaca, Michoacán, San Luis Potosí, Tabasco, Yucatán, Guanajuato, Querétaro, Coahuila, Estado de México, Distrito Federal. Las visas se ofertaron entre 7 mil y 8 mil pesos (información en http://old.nvinoticias.com/oaxaca/general/migrantes/231113-operan-libremente-empresas-fraudulentas-que-reclutan-migrantes. Consultado el 30 octubre de 2016.

				

				
					24.	Información en http://inmigracion.about.com/od/Bases-de-datos/ss/Visas-H-2A-y-H-2B-reclutamiento-de-migrantes-temporeros-en-Meacutexico.htm

				

				
					25.	Aunque se supone que debe ser por lo menos el salario mínimo vigente, puede variar de 7 hasta 15 dólares por hora. 

				

				
					26.	Generalmente les ofrecen casa, y eventualmente las tres comidas –pero pagarán por ellas 10 dólares diarios–; transporte de la frontera a la granja donde trabajarán y servicio médico (atención y medicamentos) –sin embargo, este servicio lo paga el trabajador y el monto se le descuenta mensualmente.

				

				
					27.	Se encontraron casos en que el conjunto de trabajadores de una región contrata un autobús particular que los lleve hasta Monterrey y entre todos lo pagan; pero cada uno pagará sus propios gastos de alimentación y, de requerirlo, de hospedaje, pues el trámite de la visa a veces llega a tardar dos días. 

				

				
					28.	Global Workers Justice Alliance indica que una empresa contratista debe proporcionar al trabajador: un contrato por escrito en español en donde se establece el número de horas a trabajar, nombre de la empresa, domicilio, pago por horas (no menor a 7.5 dólares ni mayor a 15 dólares). Se tienen que estipular los gastos por transporte desde la comunidad de origen hasta el lugar de destino; copia del permiso de verificación o de operación autorizado por el Departamento de Trabajo norteamericano o de la Secretaría de Relaciones Exteriores y anotar que el costo de la visa será pagado por la empresa contratante. Conversación con Mayela Blanco, excolaboradora de Global Workers Justice Alliance, septiembre de 2016.

				

				
					29.	Se ha respetado la ortografía y gramática de los mensajes electrónicos enviados por los aspirantes a ser trabajadores migrantes. Mensajes citados en Ross Courtney, “Contratista de Lacey es una de las más grandes de EE.UU.”, en el Sol de Yakima, 12 de junio de 2014.

				

				
					30.	Comunicación del Lic. Claudio Méndez, abril de 2011 y consulta de la Constitución en línea.

				

				
					31.	Ley Federal del Trabajo. Nueva Ley publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1º de abril de 1970. Texto vigente. Última reforma publicada dof 22-06-2018. Consultado el 8 de septiembre 2016 en http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/125_220618.pdf 

				

				
					32.	Renta que puede “esperar” para ser cobrada hasta que reciben su salario.

				

				
					33.	Aunque al término de su contrato los trabajadores deben presentarse en las oficinas del sne y hacer un reporte referente a las condiciones laborales y trato recibido, no siempre se atienden sus quejas, por lo que algunos de ellos ya no explicitan éstas, y sólo buscan permanecer en el programa.  

				

				
					34.	Y tiene que ser realmente grave para atraer la atención de las autoridades del consulado o de alguna otra organización que defienda a los trabajadores agrícolas.

				

				
					35.	En el caso de agresiones sexuales, solo se han documentado dos casos en que se impuso una sanción, pero no por parte de la styps, ni del consulado mexicano, sino de un tribunal canadiense, como se menciona en el artículo de la jornada en https://www.jornada.com.mx/2015/06/08/sociedad/047n1soc, consultado en febrero de 2016.

				

				
					36.	Las autoridades migratorias norteamericanas han negado visas a los trabajadores si saben que pagaron a los reclutadores alguna cantidad para ser seleccionados (en algunos casos este pago va de 100 a 1000 o 2000 dólares, o su equivalente en pesos mexicanos).

				

				
					37.	D. 2: RM. Viuda, madre de seis hijos, de quienes tres aún dependen económicamente de ella. Entrevista realizada en Sahuayo, Michoacán, en septiembre de 2012.
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Introducción

			Existe un vínculo entre la educación y el desarrollo económico de un Estado-Nación capitalista,1 ambos factores influyen en el modelo productivo de éste y, a su vez, determinan el nivel de cualificación y el tipo de educación que requieren los trabajadores (Castles y Wüstenberg, 1982). En este sentido, las universidades son actores fundamentales, pues es en estas instituciones  donde se adquiere la formación y ocurren las innovaciones tecnológicas que deben responder al incremento de la demanda de perfiles profesionales globales requeridos en el escenario de la sociedad del conocimiento e información (Bell, 1976; Castells, 1997 y 2001). 

			Una de las capacidades demandadas por los empleadores es contar con una experiencia de movilidad internacional que dote de habilidades globales como son: el conocimiento de idiomas, adaptación a otras culturas, entre otras (Trejo, 2015). De igual forma, las nuevas tecnologías facilitan y promueven la internacionalización de la Educación Superior (es) y alianzas entre asociaciones de las universidades a escala global, regional y nacional. Por ello, dicha internacionalización es uno de los principios rectores de la es. Su importancia radica en que a través de ella se logrará una mayor difusión del conocimiento (Alcántara, 2006). A partir de la década de los noventa la globalización y las políticas neoliberales refuerzan el proceso de internacionalización de la es (Rama, 2009). Dicho proceso incrementa la movilidad estudiantil internacional a nivel terciario.

			Dado este contexto, las sociedades postindustriales requieren recursos humanos altamente calificados (rhac); es decir, individuos con formación especializada, la cual, regularmente, obtienen a través de estudios de posgrado. Asimismo, debido al cambio de un modelo de industrialización a uno en el que las innovaciones tecnológicas generan crecimiento económico, el Estado ha tenido que implementar políticas neoliberales y regulaciones para encauzar la orientación de las instituciones universitarias (Díaz Barriga, 1990). 

			Con referencia al efecto de la economía en la normatividad en Europa, el Estado regulador ha utilizado herramientas de estabilización y redistribución presupuestaria ante la privatización de servicios públicos (Majone, 1994) –como pueden ser los cambios del mercado o las fuerzas tecnológicas (Veljanovski, 1991)–. En el ámbito educativo, el Estado ha gestionado diversas normativas y reformas con tintes neoliberales. Varios autores (Díaz Barriga, 1995; Kent y Ramírez, 1999) afirman que el proceso de profesionalización en México se enmarca en tres etapas2 que coinciden con la llegada de gobiernos neoliberales al país. Empero, las políticas y reformas neoliberales realizadas en México entre 1982 y 2006 han sido ineficientes para reducir la desigualdad educativa en el país (Alcántara, 2008).

			Estas políticas3 fueron la respuesta gubernamental ante el escenario económico internacional de la década de los ochenta, ocasionado por la caída de los precios del petróleo y el aumento de la deuda externa. Entre los efectos colaterales que ha tenido la introducción de políticas neoliberales en el escenario mexicano destaca la reducción del gasto social, misma que afectó a los presupuestos en salud y educación (Alcántara, 2008).

			Dado este escenario cabe cuestionarse ¿cómo actúan los factores institucionales en México para detonar la movilidad estudiantil mexicana de posgrado al extranjero? Para responder a esta interrogante hemos determinado como el objetivo de este capítulo mostrar la relación entre los factores institucionales en México (normatividad, condiciones de inserción laboral y dispositivos públicos de formación de estudiantes a nivel posgrado en el extranjero) y la movilidad estudiantil de posgrado hacia otros países financiada con recursos públicos mexicanos. Para ello, utilizamos una metodología mixta, por una parte, analizamos los instrumentos normativos que regulan la es en México, por otra, utilizamos las estadísticas nacionales (Inegi, 2010; Conacyt, 2012; sep, 2006) e internacionales (unesco, 2014)4 para proporcionar un panorama de la movilidad estudiantil mexicana de nivel terciario. 

			Estructuramos el texto en tres secciones. En la primera analizamos los factores institucionales que desde México detonan la movilidad estudiantil de posgrado al extranjero. En la segunda presentamos la normatividad que regula la es en México. Finalmente, dimensionamos la movilidad estudiantil mexicana de nivel terciario hacia el extranjero, destacando el papel de los dispositivos mexicanos públicos que incentivan este tipo de movilidad hacia otros países. 




			Dificultades para el aprovechamiento de los egresados de Instituciones de Educación Superior en México

			Debido a los vacíos que el Estado mexicano presenta para la incorporación laboral de los egresados de las instituciones de educación superior en México (iesm), ellos incumplen ciertas aspiraciones5 relacionadas con su vida profesional, y ya que estudiar fuera proporciona un reconocimiento que puede facilitar la movilidad entre clases (Gérard, 2013), los egresados trazan estrategias de movilidad formativa hacia el extranjero con miras a cumplir dichas expectativas.

			Con el objetivo de analizar la relación entre el nivel de escolaridad con la actividad económica y la ocupación presentamos la tabla 1, en ella observamos que aquellos que no completaron el nivel de estudios de secundaria, muestran el porcentaje más bajo de ocupación, con 28 puntos porcentuales, y quienes han completado la secundaria, así como aquellos que cursaron la educación media superior muestran porcentajes mayores a 50% en su condición de actividad. Aquellos que cuentan con título de primer ciclo tienen el mayor nivel de ocupación. Como se muestra en esta tabla, los egresados de licenciatura en México tienen casi el mismo nivel de ocupación que quienes sólo estudian secundaria. Estos datos nos muestran que tener un mayor nivel de formación no es un factor que obligatoriamente incremente las posibilidades de incorporación laboral en México, pero tener un título de licenciatura sí incrementa las posibilidades de ocupación. Sobre este mismo grupo (estudios superiores), se observa que son quienes tienen menores tasas de inactividad.




			Tabla 1. Población de 12 años y más por nivel de escolaridad según condición de actividad económica y de ocupación* en 2010
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*	En esta tabla P12+ se refiere a la población mayor de 12 años, pea a la población económicamente activa y pei a la población económicamente inactiva.

			Fuente: Elaboración propia con datos del Censo de Población y Vivienda, 2010 (Inegi, 2010), disponibles en: https://www.inegi.org.mx/programas/ccpv/2010/.

			


El tipo de estudios realizados no siempre coincide con la ocupación que desempeñan los egresados de las iesm (véase gráfica 1). La ocupación no se distribuye de la misma manera entre los egresados de las iesm.  Se puede observar que hay disciplinas como Educación, Ciencias de la Salud o Artes en las que un gran porcentaje de egresados se desempeñan en ocupaciones relacionadas con sus estudios superiores. En contraste, en disciplinas como Económico/Administrativas, Ciencias Biológicas o Ingenierías un porcentaje no despreciable se desempeña en ocupaciones no relacionadas con sus estudios superiores.6




			Gráfica 1. Relación entre ocupación y estudios realizados en México 2011, según disciplina de formación universitaria
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Fuente: Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS) (2012).*

			*	Con base a la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (enoe) en México, segundo trimestre de 2010.

			


Es más, de 112 336 538 mexicanos, sólo 12 millones de éstos cuentan con estudios superiores, y de ésos, aproximadamente 200 000 han estudiado un posgrado. La gráfica 2 muestra la distribución porcentual de la población mexicana de 25 a 29 años. En este trabajo nos interesa centrarnos en 23% de mexicanos que se agrupan en la categoría de es, porcentaje que correspondería a los potenciales estudiantes de posgrado tanto en México como en el extranjero (véase gráfica 2).




			Gráfica 2. Nivel de escolaridad de la población mexicana de 25 a 29 años en 2010*
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Fuente Elaboración propia con datos de Inegi (2010). Datos disponibles en: https://www.inegi.org.mx/programas/ccpv/2010/

			*	En la categoría de posgrado incluimos a quienes obtuvieron maestría (1.2%) y doctorado (0.1%).

			


Al respecto hay que resaltar que la matriculación del alumnado mexicano en es7 no ha hecho más que crecer. Si en 1950 había 35 240 estudiantes, en 1990 llegamos a 1 310 835 y en 2008 se duplicó la cifra alcanzando 2 623 000. 

			Con referencia al perfil sociodemográfico de los sujetos potenciales a la movilidad, identificamos que de los 138 379 mexicanos que declararon tener grado de doctorado durante el levantamiento del censo de población y vivienda en 2010, se registraron 86 030 varones y 52 349 mujeres. Con relación a los 759 208 mexicanos con estudios de maestría, 411 538 son hombres y 347 670 son mujeres (véase gráfica 3). 




			Gráfica 3. Mexicanos con estudios de maestría y doctorado por grupo de edad
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Fuente: Elaboración propia con datos del Censo Nacional de Población y Vivienda de 2010 (Inegi, 2010), datos disponibles en: https://www.inegi.org.mx/programas/ccpv/2010/.

			


La tabla 2 muestra a la población mexicana con maestría y doctorado, cada conjunto se distribuye por sexo y grupo de edad. Uno de los primeros aspectos que llaman la atención es el de la paridad por sexos. En maestría, la proporción según sexos es bastante similar, con aproximadamente 54% de hombres y 46% de mujeres. Por el contrario, a nivel doctorado se observa un cambio notable en dicha proporción, con aproximadamente 62% de hombres y 38% de mujeres. Sin embargo, un cálculo fácil y rápido permite comprobar que los grupos de edad entre 30 y 60 años concentran alrededor de 75% de los hombres con maestría, de las mujeres con maestría, de hombres con doctorado y de mujeres con doctorado, lo que da cuenta de que el fenómeno de los estudios de posgrado en México es relativamente reciente.




			Tabla 2. Mexicanos con estudios de maestría y doctorado por sexo y grupo de edad
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Fuente: Elaboración propia con datos del Censo Nacional de Población y Vivienda de 2010 (Inegi, 2010), datos disponibles en: https://www.inegi.org.mx/programas/ccpv/2010/.

			


Esta distribución porcentual de mexicanos con maestría por grupo de edad concentra, tanto para hombres como para mujeres, alrededor de 16% en el grupo de edad de 30 a 39 años, que correspondería a egresados de maestría y potenciales estudiantes de doctorado ya sea en México o en el extranjero. De hecho, el que haya cada vez más egresados de maestría se refleja en un aumento de potenciales estudiantes de doctorado, quienes cuentan con una amplia oferta a nivel nacional e internacional. 

			Precisamente nos referimos a los grupos de edad de 30 a 39 y 40 a 49 años, pues concentran a jóvenes doctores que, si no han logrado una plaza definitiva en algún centro de investigación o un puesto estable en algún otro sector y si se encuentran subempleados, podrían ser atraídos por países que les proporcionen una mejor calidad de vida en relación con su grado de estudios.8 Ahora bien, estos datos nos han ayudado a dimensionar a la población mexicana que potencialmente puede realizar estudios de posgrado en el extranjero, pero es necesario que presentemos información sobre la regulación nacional que coordina la es en el país, tema que se presenta en el siguiente apartado. 




			Instrumentos normativos en materia educativa y sus reformas en la legislación mexicana

			Respecto a la legislación para regular las iesm, la norma suprema que rige a nivel jurídico en México, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece en su artículo tercero las directrices que deben cumplir los establecimientos públicos y privados en el país. La autonomía de las universidades públicas nacionales, que se concretó en 1929, es uno de los logros de la revolución mexicana que, como veremos en las siguientes páginas, ha sido objeto de omisión en la propuesta de reforma educativa del gobierno en curso –López Obrador–. La carta magna establece en el artículo tercero que: 




			Toda persona tiene derecho a la educación. El Estado –Federación, Estados, Ciudad de México y Municipios– impartirá y garantizará la educación inicial, preescolar, primaria, secundaria, media superior y superior. La educación inicial, preescolar, primaria y secundaria, conforman la educación básica; ésta y la media superior serán obligatorias (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos). 

			


Dicho artículo hace explícito el derecho a la educación que tienen los ciudadanos mexicanos. La siguiente figura sintetiza las legislaciones nacionales que deben tener en cuenta, cada sexenio, las instituciones de evaluación del sistema de educación mexicano. 

			Desde 1979, el Sistema Nacional de Planeación Permanente del Sistema de Educación Superior (Sinappes), junto con la Asociación Nacional de Universidades e Instituciones de Educación Superior (anuies), establecieron cuatro unidades de evaluación: la Coordinación Nacional para la Planeación de la Educación Superior (Conpes), el Consejo Regional para la Planeación de la Educación Superior (Corpes), la Comisión Estatal para la Planeación de la Educación Superior (Coepes) y la Unidad Institucional de Planeación (uip). El Conpes crea en 1989 la Comisión Nacional para la Evaluación de la Educación Superior (Conaeva). En el año 2000 la sep y la anuies crearon el Consejo para la Acreditación de la Educación Superior (Copaes) del que se derivaron 26 organismos acreditares (Aréchiga, 2003).

			En primer lugar, el artículo tercero de la Constitución es el pilar central de cualquiera de las otras leyes, de él se desprenden la Ley General de Educación y, como novedades: la Ley del Instituto para la Evaluación de la Educación y la Ley General del Servicio Profesional Docente (véase figura 1).




			Figura 1. Legislaciones nacionales que regulan a las instituciones de educación
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Fuente: Elaboración propia.

			


El marco normativo básico de la es lo conforman los siguientes instrumentos jurídicos: la Constitución Política, la Ley General de Educación, la Ley para la Coordinación de la Educación Superior, la Ley para la Coordinación y la Asignación de Recursos Federales, la Ley Reglamentaria del Artículo 5º Constitucional, las leyes estatales de educación y de educación superior, el Reglamento Interior de la sep, las leyes orgánicas de las universidades públicas, autónomas y no autónomas, los decretos gubernamentales de las universidades no autónomas, los Acuerdos 93, 243, 279, 286 y 328 de la sep y los convenios de coordinación, operación y apoyo financiero entre la Federación, estados de la República Mexicana e instituciones nacionales. 

			Dentro de la Ley para la Coordinación de la Educación Superior se establece que la función educativa superior abarca la promoción, el establecimiento, la dirección y el sostenimiento de los servicios educativos, científicos, técnicos y artísticos; expedición de constancias y certificados de estudios; otorgamiento de diplomas, títulos y grados; autorización para impartir estudios y reconocimiento de validez oficial. Por su parte, la Ley de Ciencia y Tecnología hace referencia a la Ley para la Coordinación y la Asignación de recursos federales (arts. 21, 23, 24, 25, 26, 27) y a las leyes orgánicas de las ies públicas en México (tales como la unam, el ipn, la uam, etcétera).

			A partir de la década de los ochenta, en cada sexenio las iesm deben considerar las líneas generales en materia de educación establecidas por el Plan Nacional de Desarrollo (pnd), donde se definen las metas nacionales, los objetivos, las estrategias, las líneas de acción, así como la forma de dar seguimiento a cada una de estas vertientes del pnd. “Sin embargo, es relevante advertir que en la mayoría de ellos los problemas a resolver de un programa permanecen al siguiente” (Alcántara, 2008: 7).

			En el pnd 2013-2018 se determinan cinco ejes: México en paz, México incluyente, México con educación de calidad, México próspero y México con responsabilidad global. A su vez, el que se refiere a la educación propone cinco ejes: la expansión de la educación básica; la vinculación de la educación con las necesidades sociales y económicas; la evaluación de la educación –a través de las pruebas de Evaluación Nacional de Logro Académico en Centros Escolares (enlace),9 del Programa para la Evaluación Internacional de Alumnos de la ocde (pisa, por sus siglas en inglés)10 y el Laboratorio Latinoamericano de Evaluación de la Calidad de la Educación (llece)11–; la cultura y el deporte como parte de una educación integral, y la necesidad de impulsar el posgrado como un factor que influya de forma positiva en el desarrollo de la investigación científica. Por otra parte, las instituciones responsables de crear ciencia –como el caso de los dispositivos de movilidad estudiantil a nivel posgrado auspiciados por el Conacyt– deben incluir en sus lineamientos el Programa Sectorial de Educación y el Programa Especial de Ciencia y Tecnología (véase figura 1). Cada institución educativa en el país tiene que crear una planificación organizativa y líneas generales a seguir respetando las legislaciones establecidas en materia educativa. 

			A pesar de los cambios en la normatividad nacional y que la respuesta gubernamental buscaba reducir el centralismo en México, no se ha logrado distribuir de manera más equitativa la cobertura educativa en el país, lo cual se explica por la ubicación de instituciones gubernamentales, centros económicos y producción de conocimiento principalmente en tres puntos: la Ciudad de México, Guadalajara y Monterrey.12 Gil Antón (2012) afirma que el centralismo es uno de los principales problemas de la educación básica, pues los cambios necesarios para atender las necesidades regionales dependen de la voluntad del secretario de Educación Pública en turno. Este centralismo impacta de forma negativa no únicamente en la equidad entre las instituciones educativas, sino también en la falta de cobertura educativa en regiones menos desarrolladas en el país. No obstante, en los pnd de diversos gobiernos se han realizado esfuerzos para incrementar la presencia de iesm en diversas entidades estatales de México (Alcántara, 2008). De hecho, las universidades públicas federales más importantes del país se ubican en la Ciudad de México (sep, 2015). En la gráfica 4 se aprecia la distribución porcentual de mexicanos con estudios de posgrado (maestría y doctorado) según entidad federativa.

			Con referencia a la distribución porcentual de los programas inscritos en el Programa Nacional de Posgrados de Calidad sep-Conacyt (pnpc), de 1991 a 2011 se ha realizado un esfuerzo en México por descentralizar los posgrados de calidad, concretamente de la oferta formativa de la Ciudad de México. En 1991, prácticamente la mitad de los posgrados inscritos en el pnpc se ubicaban en la capital mexicana, y la otra mitad se encontraba distribuida en el resto de los estados. En 2011 la situación es muy diferente: casi 30% de los posgrados del pnpc se concentraban en la Ciudad de México, mientras que poco más de 70% se distribuían en el resto del país (Villa y Ponce, 2011). 

			Aunque ha habido una tendencia hacia la descentralización en los países latinoamericanos, con el objetivo de cumplir las exigencias de organismos internacionales como el Banco Mundial (bm) y el Fondo Monetario Internacional (fmi), se observa claramente que los mexicanos con estudios de posgrado se concentran fundamentalmente en la Ciudad de México, el Estado de México, Jalisco y Nuevo León, lo cual es consistente con el centralismo mexicano. 

			En la gráfica 4 se observa que Veracruz y Guanajuato concentran alrededor de 5% de los maestros y doctores a nivel nacional. Mientras que en Puebla y en entidades fronterizas como Baja California y Sonora resulta interesante ver que el esfuerzo por distribuir la centralidad educativa en México ha surtido efecto, pues según estos datos ha incrementado la presencia de mexicanos con posgrado residiendo en dichas entidades. Debido al desigual panorama educativo en Latinoamérica, se han llevado a cabo tres reformas en el nivel educativo superior durante el siglo xx.

			La primera de ellas aconteció a inicios del siglo xx;13 en respuesta al modelo de industrialización masiva, las universidades públicas dieron cabida a las nuevas clases medias, con una estructura basada en años lectivos; había pocas instituciones privadas y poca competencia al interior del sector universitario (Rama, 2017). Con la segunda reforma, entre las décadas de 1980 y 1990, en las ies de América Latina existía una diversidad de estructuras organizacionales, pero predominaba un esquema semestral y trimestral.

			Además, en este periodo se apoyó la expansión de la educación privada sin controlar la calidad. Finalmente, y entrando al tema que nos atañe, durante la tercera reforma se desarrollan los mecanismos para asegurar la calidad, se comienza el proceso de internacionalización de la es (en un marco global que regula la calidad), nacen la educación virtual y las alianzas internacionales entre instituciones de educación superior (ies). Es durante esta reforma que la movilidad estudiantil se constituye como una dinámica de la sociedad del conocimiento (Rama, 2017).
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La Reforma Educativa del sexenio pasado (2012-2018) no resuelve los problemas del Sistema Educativo mexicano, fue una reforma administrativa, que implantó una serie de evaluaciones al profesorado (snee, inee, el spd) y en la que perduran las desigualdades (Gil Antón, 2012). Ni en el gobierno de Vicente Fox,14 ni en el de Calderón,15 ni en el de Peña Nieto, se ha tomado en cuenta lo que ocurre en las aulas ni la diversidad de contextos que existen en el país (a saber: sociales, económicos y culturales) (Gil Antón, 2012). En palabras de Gil Antón (2012), “toda reforma educativa debería pretender cambiar lo que ocurre en el aula y no en las estructuras administrativas”, lo que sucede ahí apoya a cambiar la tendencia de que el origen social determine el destino de los estudiantes. 

			En el Diario Oficial de la Federación del martes 26 de febrero de 2013 se publicaron varias reformas al artículo tercero de la Constitución Política; en la fracción IX, se estableció la creación del Sistema Nacional de Evaluación Educativa (snee) coordinado por el Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación (inee). Además, se promulgan la Ley del Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación (misma que reglamenta la fracción IX del artículo tercero) y la Ley General del Servicio Profesional Docente (que incluye una serie de reglas para el ingreso y la permanencia).

			Se reforma el artículo 3o en sus fracciones III, VII y VIII, y se le adiciona un párrafo tercero, un inciso d), al párrafo segundo de la fracción II; se reforma también el artículo 73, fracción XXV (dof, 2013). No obstante, existen afirmaciones de que las modificaciones no son de fondo, sino que sólo se limitan a evaluar al profesorado; siendo así, en palabras de Imanol Ordorika: un engaño, un mito y un fraude (Ordorika, 2015) que invierte en la evaluación del profesorado pero no en la formación del mismo (Gil, 2012).

			“La reforma educativa que hizo obligatoria la educación media superior a partir del 2012, y que tiene por objetivo la cobertura total en este nivel para el 2022, es un paso importante para reducir los altos niveles de deserción en México” (ocde, 2015: 2). Sin embargo, a pesar de que el Estado garantice la cobertura gratuita de la educación nacional, en el país existen establecimientos educativos privados, los cuales segregan cada vez más a la población según las instituciones educativas en que se matriculen para cursar sus estudios (Comepo, 2010).16

			Si bien la educación en el país es obligatoria hasta el bachillerato –desde la reforma educativa que tuvo lugar en 2012–, no lo es a nivel universitario.17 Pero aun así, en la fracción V del artículo 3o se afirma que: 




			además de impartir la educación preescolar, primaria, secundaria y media superior, señaladas en el primer párrafo, el Estado promoverá y atenderá todos los tipos y modalidades educativos –incluyendo la educación inicial y a la educación superior– necesarios para el desarrollo de la nación, apoyará la investigación científica y tecnológica, y alentará el fortalecimiento y difusión de nuestra cultura. 

			


Desde finales de 2018 entró un nuevo gobierno a nuestro país, una de las tareas que se ha propuesto es derogar la reforma educativa de 2012. A diferencia de las anteriores reformas, esta iniciativa de ley sí propone cambios en la regulación del nivel superior, concentra sus esfuerzos en conseguir la gratuidad y obligatoriedad de la universidad pública, pero se ha omitido reconocer la autonomía de las universidades públicas (Rodríguez, 2019). De hecho, para que esta reforma sea del todo adecuada, según Gil Antón (2012) se debería incluir la participación del magisterio y centrar la reforma en los niños y no en la evaluación.




			Panorama de la movilidad estudiantil internacional mexicana y sus dispositivos públicos

			En México existe una tradición histórica de formación de las élites en el extranjero (Remedi, 2009). Las clases altas enviaban estudiantes a países desarrollados, ya sea a países europeos como Inglaterra o Francia o más recientemente a Estados Unidos. 

			El traslado temporal, circular o definitivo del estudiante de posgrado al extranjero comienza con la obtención de un financiamiento. “Las becas son el punto de partida para los que no regresan, las cifras dejan vislumbrar que una revisión de las reglamentaciones podría significar un paso adelante en la conformación de lazos y puentes entre los cerebros fugados y los países afectados. Aunque no se piensa en obligar a los exbecarios a retornar, la perspectiva de una inversión pierde su sentido si no se establecen vínculos” (Remedi, 2009: 96). Es por eso que los países de origen han hecho programas para crear redes con la diáspora establecida en otras regiones del mundo.

			Existe una relación entre las becas y los proyectos migratorios de los estudiantes; es más, la obtención del financiamiento hace replantear el proyecto formativo de posgrado hacia otros países (Trejo, 2015). Por tanto, la obtención de una beca que tiene fondos del gobierno mexicano actúa como un factor estructural que permite la movilidad de los estudiantes. De hecho, tener una experiencia previa como becario Conacyt a nivel maestría proporciona un bagaje que facilita obtener dicho financiamiento con fondos mexicanos cuando se busca estudiar en el extranjero (Trejo, 2015). Aunque el gobierno mexicano ha buscado fortalecer al posgrado nacional reduciendo el presupuesto destinado a la movilidad estudiantil mexicana de nivel posgrado, ésta no deja de crecer. Por lo que desde la entrada del gobierno de Andrés Manuel López Obrador se ha comenzado a cuestionar la pertinencia de destinar fondos para subsidiar los posgrados en el extranjero ya que los estudiantes subsidiados no siempre vuelven a México. 

			Así pues, cobra relevancia dimensionar a la población mexicana en movilidad internacional por motivos de estudios en el extranjero. De acuerdo con el Instituto de Estadística (ius), de la unesco, entre 1999 y 2010 aumentaron los estudiantes mexicanos en movilidad internacional. En la siguiente tabla analizamos la evolución de estudiantes mexicanos en los países donde tienen mayor presencia. Estados Unidos es el principal destino de los estudiantes mexicanos. En el caso de Canadá18 podemos ver que, aunque está dentro de los ocho países hacia donde se dirigen los estudiantes mexicanos en el extranjero, entre 1999 y 2010 concentra un porcentaje menor a 5%, mientras que Estados Unidos, en ese mismo periodo, tiene a casi 70% de los estudiantes mexicanos en el extranjero (véase tabla 3). Según estos datos, está por debajo de países como el Reino Unido, España, Alemania y Francia.
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Si bien hay países como Alemania que, a través de su agencia de promoción de titulaciones alemanas en el extranjero, denominado Servicio Alemán de Intercambio Académico (daad por sus siglas en alemán),19 promociona ayudas financieras, los programas académicos que otorgan movilidad internacional de mexicanos hacia ese país son menores que para otros países. 

			Por otra parte, en el Reino Unido, en donde podríamos pensar que el idioma favorecería la atracción de más estudiantes mexicanos, el número de éstos disminuyó a partir de 2005. Paralelamente a este decrecimiento, en España se fue incrementando: en 1999, tenía 8% de la totalidad de estudiantes mexicanos en el extranjero y entre 2007 y 2010, este porcentaje pasó a 12%, aproximadamente. 

			Como vimos en la tabla anterior, entre 1999 y 2010 España concentra un promedio de 9% y Francia 6% (o sea, haciendo una media de esos 12 años), ambos son los países europeos que atraen a la mayor parte de los estudiantes mexicanos en Europa. España casi triplicó el número de estudiantes mexicanos. De hecho, incluso con el contexto de crisis económica, sigue siendo el destino preferido de Europa para los mexicanos. 

			Por estas razones vale la pena conocer la política de ciencia y tecnología en México, misma que es determinada por el Conacyt –que es el organismo público que hace posible la movilidad mexicana de posgrado hacia el extranjero. 

			Los organismos públicos mexicanos promotores del intercambio y movilidad estudiantil nacional son: Conacyt, la sep, la Secretaría de Relaciones Exteriores y las iesm públicas. El Conacyt tiene un papel fundamental, no sólo en la dotación de recursos económicos para la movilidad, sino por la promoción de estudios en el extranjero que anualmente oferta en la “Feria de posgrados Conacyt”, en la cual los estudiantes pueden conocer las ies tanto nacionales como extranjeras que ofertan formaciones y financiamiento para cursar un posgrado. Asimismo, el que cada vez haya más convenios y programas impulsa el aumento de la movilidad estudiantil mexicana hacia el extranjero de nivel terciario. 

			A partir de la década de los setenta, instituciones gubernamentales como el Conacyt comenzaron a financiar estudios de posgrado para mexicanos en el extranjero. No obstante, en 2006 se redujo el número de becarios en Gran Bretaña y en Estados Unidos, aunque se siguieron manteniendo como los principales destinos de los becarios mexicanos. Estos países captaron 25.3% y 23.1% de los becarios, respectivamente, seguidos por España con 16.6 %, Francia con 13.1%, y Canadá con 7.0 % (Conacyt, 2010).

			En la gráfica 5 se presenta la evolución porcentual de las becas del Conacyt para cursar posgrados en México y en el exterior (1971-2011). Vemos que de 1971 a 1973 más de 60% de las becas que se otorgaron para cursar estudios de posgrado se destinaron para ir al extranjero. A partir de esos años, las becas destinadas para cursar estudios fuera del país decrecieron paulatinamente. 

			Entre 1974 y 1981 las becas para el extranjero experimentaron pequeñas variaciones sin dejar de predominar las becas para cursar posgrados financiadas por Conacyt. Desde 1983 hasta 2011 se fortaleció el posgrado nacional y se dio preferencia a financiar estudios de posgrado dentro de México, en detrimento de la financiación de estudios en el exterior. Podemos observar ese mismo periodo dividido en dos momentos (véase gráfica 5). El primero de ellos correspondería a los años 1984-2004 en los que se presenta un predominio del posgrado nacional, con aproximadamente 80% de las becas destinadas a doctorando para matriculados en centros de investigación mexicanos. Mientras que el segundo momento correspondería a los años que abarcan desde 2005 hasta 2011, cuando las becas financiadas para cursar posgrados nacionales corresponden a entre 90 y 95% del financiamiento de Conacyt destinado a estudiantes mexicanos que deseen cursar un posgrado. 
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Financiar los posgrados en países desarrollados tuvo un efecto contrario al esperado por el Conacyt, ya que al terminar el grado los estudiantes decidían establecerse en los países donde habían estudiado, en perjuicio del desarrollo nacional. A pesar de que el Conacyt ha reducido notablemente los apoyos económicos para estudiar un posgrado en el extranjero, el número de mexicanos que decide estudiar fuera ha aumentado a través del tiempo. Según el Conacyt “Los objetivos del Programa de Becas de posgrado incluyen: contribuir a la formación, desarrollo y consolidación de los científicos y tecnólogos al más alto nivel, que den sustento al incremento de las capacidades de Ciencia y Tecnología del país”. Si bien se había estado apoyando con financiamientos para cursar posgrados y existía la cláusula de que, como por el pago del financiamiento, el graduado debía regresar a México para retribuir el conocimiento adquirido y financiado por el país, se han documentado casos de exbecarios Conacyt residiendo de forma permanente en los países de estudio (Trejo, 2015).

			La reducción del presupuesto afectó a las becas para realizar estudios de posgrado de larga duración; no obstante, se han incrementado y diversificado las posibilidades de obtener apoyo para estancias cortas durante el curso del posgrado. Ante esta situación el Conacyt desarrolló tres programas para contribuir al desarrollo científico y tecnológico en México: 1) En 1984 creó el Sistema Nacional de Investigadores (sni) e implantó programas de repatriación de talentos (Remedi, 2009). 2) Estableció un programa para fortalecer al posgrado nacional. 3) Gracias a la participación de varias instituciones gubernamentales creó el Programa de Apoyos para Repatriación y Retención de Científicos del Conacyt.

			Asimismo, el otro dispositivo de financiación pública que ha financiado la obtención de estudios de posgrado en el extranjero es el Programa de Mejoramiento del Profesorado (promep), dirigido a profesores de tiempo completo. Entre 1998 y 2012 se presentó una tendencia de decrecimiento de becas al extranjero con respecto a los primeros años del programa. Asimismo, destaca un predominio de becas otorgadas para España (994 becas) en detrimento de Estados Unidos, país que formó al mayor número de mexicanos estudiando fuera: 488 becarios en el periodo analizado. Otros destinos importantes para estos becarios son Cuba (256 becas), Reino Unido (263 becas) y Francia (131 becas). Consideramos que la alta concentración de becarios promep en España se puede explicar por la facilidad que hay en ese país para inscribirse a posgrados sin tener que homologar las titulaciones de licenciatura que han obtenido los estudiantes en México. No obstante los recursos públicos destinados a este programa, la reinserción de los exbecarios promep se ha relacionado con el “shock del reincorporado”; es decir, el tiempo que ha pasado fuera incide negativamente en el desempeño del profesor. Aún más, existen graduados como doctores que deben pasar por un proceso de validación una vez que regresan a México (sep, 2006). 




			Conclusiones 

			Debido al contexto de globalización y la necesidad de recursos humanos altamente calificados para el desarrollo de innovaciones tecnológicas, los países han apostado por implementar una normatividad que gestione atraerlos dentro de sus fronteras. Por ello, los dispositivos financiados con fondos públicos para fomentar la movilidad estudiantil a nivel posgrado cobran relevancia para incrementar el desarrollo económico de México. 

			Por una parte, en este capítulo vimos que existen varios factores institucionales que, desde México, empujan a los estudiantes a formarse en el extranjero. Es decir, esta movilidad se relaciona con el contexto expulsor de partida (la educación en México, las instituciones educativas, la legislación nacional y las becas como detonadoras de la movilidad). Por otra, la legislación educativa en México ha experimentado cambios desde la entrada de los gobiernos con tendencias neoliberales sin lograr reducir las desigualdades educativas y las deficiencias en la cobertura nacional. Sin embargo, no fue sino hasta años recientes que se consideró al nivel educativo superior dentro de la propuesta legislativa que vislumbra la gratuidad y obligatoriedad en su impartición dentro del territorio mexicano. Es por lo anterior que, tomando en cuenta la importancia que tiene la formación de recursos humanos altamente calificados para el desarrollo económico de México, se esperaría que la política de ciencia y tecnología en el país incluyera en su normatividad al tema de la internacionalización de la es y que considerara una gestión que promoviera la incorporación laboral efectiva de quienes han invertido en obtener un posgrado, ya sea con fondos públicos o propios. 

			Los dispositivos de movilidad para la formación de posgrado nos llevan a plantearnos otras interrogantes que convendría analizar en futuras investigaciones, tales como la efectividad del Promep en la reinserción laboral de los exbecarios que vuelven a sus ies de procedencia para reincorporarse en su plaza y las dificultades en la validación de títulos obtenidos en otros países. Por ende, convendría hacer un seguimiento de las trayectorias profesionales tanto de los exbecarios Conacyt como de los Promep –que han sido los principales impulsores de estudiantes de posgrado al extranjero subsidiados con fondos públicos– para evaluar la efectividad de los dispositivos de movilidad para la formación de mexicanos a nivel posgrado en el extranjero.







			
				
					NOTAS AL PIE


1.	Según Díaz Barriga (1990) la exigencia de ciertas habilidades técnicas en el empleo y el pensamiento tecnocrático determinan la política educativa de corte neoliberal en México.

				

				
					2.	Según Díaz Barriga (1995) tres etapas: de 1950 a 1979 acontece el proyecto desarrollista basado en el desarrollo industrial; entre 1970 y 1982 se da la segunda etapa, denominada desarrollo compartido; en 1982 ocurre la tercera etapa, conocida como “modernización”. Mientras que Kent (1999) propone tres marcos cronológicos: el primero a finales de los setenta, el segundo entre 1970 y 1982 y el tercero a partir de 1988.

				

				
					3.	También enmarcadas en el denominado “ajuste estructural” y “políticas modernizadoras” (Alcántara, 2008). “En ningún momento cobra tanta importancia el pensamiento económico en la política educativa en México” (Díaz Barriga, 1990: 144). 

				

				
					4.	Cabe mencionar que las estadísticas de este organismo internacional tienen limitaciones ya que no incluyen a todos los estudiantes en movilidad internacional sino sólo aquellos que entran en la definición que hace la misma unesco. 

				

				
					5.	Anteriormente, en las iesm bastaba con el grado de licenciado o maestro para trabajar en dichas instituciones educativas. Ahora es más común que se exija el grado de doctor, y en el caso de optar por una carrera profesional de tipo académico, se exige además cumplir con los requisitos de ingreso al Sistema Nacional de Investigadores de México (sni). 

				

				
					6.	Las formaciones en Educación, Ciencias de la Salud, Artes, Arquitectura, Urbanismo, Diseño y Humanidades muestran una mayor relación entre la formación adquirida y la ocupación. En todas estas formaciones la proporción es mayor a 70%.

				

				
					7.	Actualmente la mayoría de las matriculaciones en es en Latinoamérica se concentran en cinco países: Argentina, Brasil, Colombia, México y República Bolivariana de Venezuela (Ferreyra, et. al., 2017).

				

				
					8.	En México, tener un mayor nivel educativo no implica necesariamente tener mejores resultados en el mercado laboral. Según un estudio publicado por la ocde en 2014, entre los países miembros de esta organización únicamente México, con 4.6%, y Corea, con 2.9%, mostraron las tasas de desempleo más altas entre egresados con estudios superiores. De hecho, la diferencia en México es aún mayor entre los adultos jóvenes en el rango de 25 a 34 años: cerca de 7% de los graduados de es y casi 5% de los jóvenes adultos con niveles educativos por debajo de la enseñanza media superior están desempleados (ocde, 2015). 

				

				
					9.	Es la evaluación que aplica la sep en planteles públicos y privados del país para evaluar el aprendizaje de los alumnos con respecto a los programas educativos, para establecer criterios y estándares de calidad educativa en todo el país.

				

				
					10.	Es una prueba internacional de aprendizaje que aplica la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (ocde) para evaluar las áreas de lectura, matemáticas y ciencias.

				

				
					11.	Es una prueba que aplica la unesco para evaluar los desempeños de los estudiantes en matemáticas, lectura y ciencias.

				

				
					12.	Dado que se trata de datos del censo mexicano (es decir, es un levantamiento de datos poblacionales en su lugar de residencia habitual), podemos inferir que dicha distribución refleja la existencia de polos de atracción en donde la gente con estudios de posgrado puede encontrar oportunidades.

				

				
					13.	Esta reforma ocasionó problemas, por ejemplo: “la cantidad y calidad de los egresados no tenía una fuerte pertinencia con la demanda del mercado, cuyos perfiles estaban cambiando, lo cual comenzó a expresarse en un nuevo desempleo de profesionistas y el inicio de migraciones de técnicos y profesionales universitarios” (Rama, 2017: 4-5).

				

				
					14.	Durante este sexenio se utilizó una gran cantidad de dinero para incorporar en las escuelas la Enciclomedia; las autoridades confundieron esta instalación de equipos tecnológicos con una reforma pedagógica en el nivel de educación básica (Gil Antón, 2012). 

				

				
					15.	La política educativa de ese sexenio se concentró en la evaluación (Idem.).

				

				
					16.	Según el Estudio del Posgrado en México realizado por la Consejo Mexicano de Posgrado (Comepo) en 2010, en México hay 8 522 programas de posgrado en un total de 1 423 instituciones, de las cuales 1 134 son privadas y 289 públicas. Las instituciones privadas cubren 63% de la oferta nacional a nivel posgrado, pero esta cobertura se concentra en el nivel de maestría: de 5 865 programas, 70% se corresponden a ies privadas y el resto a públicas. En cambio, en estudios de doctorado, de 884 programas, 62% se hallan en ies públicas y 38% en privadas (Comepo, 2010). 

				

				
					17.	No obstante, en la propuesta de reforma educativa actual sí se contempla la obligatoriedad de la Educación Superior.

				

				
					18.	Canadá es un país que atrae a gran cantidad de estudiantes extranjeros, basa su sistema migratorio en la atracción de recursos humanos altamente calificados por medio del sistema de puntos, en el que se puede solicitar la residencia una vez finalizados los estudios y se pueden cursar los estudios en inglés.

				

				
					19.	La movilidad a Alemania tiene sus raíces en una larga tradición de cooperación y en el programa de becas del daad. Alemania y Francia comparten un marketing dinámico y promocional a América Latina (muchas de las operaciones se llevan a cabo en forma conjunta) (Campus France, 2013).
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Comité

Institucionalizacién del intercambio politico

Oxtotitlan

El comité se conformé por un presidente, un secretario, un
tesorero y ocho vocales -uno para cada indicador, pero en
lugar de cohesién social eligieron un vocal de seguridad-.
También se eligieron personas para auxiliar a los vocalesy se
les anoté como vocales auxiliares. Para el transecto hubo un
responsable que ayudé al promotor en el recorrido para la
identificacién de problemas. Todos participaron activamente
en la realizacién del plan comunitario y su posterior
seguimiento con las autoridades competentes

Santa Ana
Tlapaltitlan

El comité se conformé de presidente, secretario, tesorero y
siete vocales. Hubo un responsable para hacer el recorrido
(transecto) con el promotor. En la mayoria de las actividades
de la Cruzada sélo se cumplié con la participacién necesaria

San José
Guadalupe
Otzacatipan

El comité se conformé por un presidente, secretario,
tesorero y tres vocales, el dia de la asamblea general

quedé pendiente la eleccién de algunos vocales y nadie

fue elegido para apoyar al promotor en el transecto. El
comité se desintegré por conflictos con el presidente del
mismo comité. De esta forma se perdi6 el interés y no se
culminaron las actividades de la Cruzada, en especial el plan
comunitario
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Periodo 2010-2012

Ambito .
Absolute | Relativo
Infraestructura 2 5%
Tecnologfas de la informacién y comunicacién 2 5%
Reorganizacién institucional 2 5%
Evaluacién y seguimiento 2 5%
Difusién 2 5%
Planeacién 3 8%
Capacitacién® 4 10%
Normatividad** 10 2%
Operacién*** 12 31%
Total de acuerdos por afio 39 100%
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Muestra de1998 a 2007

Muestra de 2007 a 2013

chi2(1)=566.96;Prob>chi2=0.0000

chi2(7)=118.34;Prob>chi2=0.0000
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Brasil (Hambre Cero)

México (cNCH)

Normatividad
yreglas de
operacién

Apartir de la Medida
Provisoria niim. 103 del

1 de enero de 2003, se
dispusieron cambios
enla organizacién

de la Presidencia de
laRepublica y de los
Ministerios. Se promulga
laLey nim. 10683 del 28
de mayo de 2003, crea

el Consejo Nacional de
Seguridad Alimentariay
Nutricional (Consea) y el
Gabinete del Ministro de
Estado Extraordinario de
Seguridad Alimentariay
Lucha contra el Hambre
(Mesa); el Decreto nim.
4564 del 1 de enero de
2003 definié el Mesa como
érgano gestor del Fondo
de Combate y Erradicacién
dela Pobreza.

Decreto por el que se
establece el Sistema
Nacional para la Cruzada
contra el Hambre, del
22 de enero de 2013.
Publicado en el Diario
Oficial de la Federacién.
Lineamientos de
organizaciény
funcionamiento del
Consejo Nacional dela
Cruzada contra el Hambre,
del 22 de enero de 2013.
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Comité

Capacidades decisorias

Ejido de
Oxtotitlan

Desde un inicio el cc mostré interés por conocer el
funcionamiento de la cnchy exigié la informacién completa
de las funciones del comité y de la mesa directiva; esto
permitié que la comunidad se organizara para llevar a cabo
las actividades de autodiagnéstico y plan comunitario.
Surgieron lideres que estaban en constante contacto con
las autoridades municipales, estatales y con el promotor
comunitario para el seguimiento de su plan

Santa Ana
Tlapaltitlan

En un principio hubo problemas para involucrar a la gente,

el representante del gobierno municipal intervenia en las
decisiones del comité, lo que provocé confusién entre

la gente. Posteriormente, después de superar la curva

de aprendizaje se fueron implementado las acciones de

la Cruzaday el comité comunitario se involucré mas; el
promotor comunitario también jugé un papel importante ya
que instruy6 al comité comunitario para que decidiera qué
acciones emprender en su comunidad. El comité comunitario
cumplié con los requisitos de asistencia y participacién en las
asambleas

San José
Guadalupe
Otzacatipan

La capacidad decisoria de éste comité fue poca porque
continuamente habia conflictos politicos entre dos grupos
de personas en la comunidad, estos conflictos provocaron
que las demas personas del comité no continuaran con su
participacién en las actividades de la Cruzada. El promotor
comunitario tuvo muchas complicaciones al realizar el
autodiagnéstico y matriz de inversién ya que las personas
del comité estaban en constante desacuerdo






OEBPS/Images/18-listado de acuerdos.png
“eidosd ugpesoqe eueny

“sooypedse sewe) eied ofeqEn P SSHUOD UOIRLLIOIOD @Nb SOPIENOE SO UBISPISUOD S yur
EawacLL B B SCISIoU BUY SOSINDR) 1 E1ENbYS £1ed OAEULIO OPIBN2E UN SN2 4y
“UGISTYIP 9P CUGLL [o UOD ULIO OPJANJE UN E21IqEIGD 2

%00L |86 | st | 2z | 4o 6 8 2z | oueiodsopiense op e3or
@z [se| e | v | 9 | 0 | z | o wevopeiedo
we || € | s | v | s | | v “PEPIEON
wi | ¢ | ¢ e | v | 1|z LonmpEdey
%o Jo| € | ¢ [z | v [ o] e upEauElg
we [o | v | v |t [ v o | 1 g
w || z |z |+ [+ o [t GwernBss Kuzpenfag
@ | 9] + | £ | 0 | o | t | t | muosmusuuopezmtiony
Upimeamios K g peo
w |z o | o | o] o | v |t P Sy
% || 0o | 0| 0| o | z|o cinonisseil

I=oL SL0Z | PLOZ | €LOZ | ZLOZ | LLOZ | OLOZ ouquy

9102 € 0L0Z P ‘ouquig 10d sopiande op opeisr]





OEBPS/Images/23-cuadro 1.png
Relaciones
ascendentes

Formales/Informales

Relaciones  Formales Relaciones
horizontales 44— horizontales
nacionales Informales transnacionales.

Formales | Informales

Relaciones
descendentes





OEBPS/Images/14-cuadro1.png
Fases de Niveles de participacion
las politicas T 1. ] |
Siblicas | Informacién | Consulta | Decisién | Delegacién | Contro

Agenda si si si si s
Andlsis de si si si si si
alternativas

Decisién si si No No No

Implementacién si si No No No
Evaluacion si No No No No
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Componente Brasil Meéxico
Nombre Programa Hambre Cero Sistema Nacional para la
Cruzada contra el Hambre
Fecha de La propuesta surgié 2013 a la fecha
creacion €n2001y se implements en
y periodo 2003y hasta 2011
Iniciativas De la sociedad civil, La administracion de

ONG, especialistas,
organizaciones populares

y movimientos sociales,

del Instituto Ciudadania,
que retomé el entonces
candidato del partido de los
Trabajadores Luiz Inécio Lula
dasilva

Enrique Pefia Nieto toma
el modelo brasilefio para
impulsar la Cruzada

Impulsado por

El ejecutivo

El ejecutivo

Puesto en Ministerio Extraordinario | Secretaria de Desarrollo
marcha por de Seguridad Alimentariay | Social
Lucha contra el Hambre
Tipo de Republica democrética Republica democrética
gobierno representativa presidencial | representativa presidencial
federal federal
Orientacion Socialdemocracia con Lula | Centro-derecha.
poltica dasilva Exceptuando a la Ciudad

de México, que ha sido
gobernada por partidos
asumidos como de
“izquierda- socialdemdcrata”
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Estado receptor

Actividad/cultivo sefialado en el contrato

Nort-Carolina

Tabaco, camote, varias actividades agricolas

Luisiana Cafia de azlicar, camote
Georgia Cebolla, pimiento, varias actividades agricolas
Florida Citricos (naranja), fresa
Tabaco, trabajo en invernaderos/viveros, varias
Kentucky . .
actividades agricolas
New York Manzana y varias actividades agricolas
California Lechuga, fresa, cuidado de ovejas
Arizona Lechuga, melén vegetales
Cafia de azlicar, tomates, trabajo en viveros e
Arkansas .
invernaderos
Texas Melén, granos, trabajo agricola
Virginia Tabaco, manzana, trabajo agricola
Tennessee Tabaco, tomate, trabajo agricola
\daho Trabajo agricola, fumigacién, sistemas de riego, cuidado
de ovejas
Durazno, trabajo agricola, cultivo en viveros e
Colorado

invernaderos

Sur-Carolina

Durazno, vegetales y trabajo agricola
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Fases de

Niveles de participacién

las politicas . L .

piblicas Informacién | Consulta | Decisién | Delegacién | Control

Agenda Si Si Si Si Si
Andlisis de si si si si si
alternativas

Decisiéon Si Si No No No

Implementacion Si Si No No No

Evaluacion Si No No No No
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Ambito Federal

Membresia Total
Ejecutivo Legislativo Judicial
Permanente 4 1 2 7
Invitado " 1 1 13
Ambito Estatal
Membresia Total
Ejecutivo Total Judicial
Permanente 2 0 1 3
Invitado 2 1 0 3
Membresia Ambito ciudadano Total
Permanente 2 2
Invitado 1 1
Total 22 8 4 29






OEBPS/Images/12-cuadro 1.png
epdotaur o0
eousigsue souomeuquon | smepuany souonm
Educ smots | prnag
eousisuen | sepesed seoniog upomy couniqos | spowsiqos | eqoip | seweiboiy
ope)
)
(e T
©opormd)
sy d oewa
eousssuen | pepioduon edon ——— ewsu
woeuen
fopeusuen | spomeq | opsey
waredsiop
oseaes e snpuo>
puiapsuen | epusisien | epussapsuen womuen
wiougs? | eysp suopousay | spsopuy cmoussjsuen 5 s spuop o s ono?

(5661 )4sIeI A Zpwoloq op sed o Spiam st op 03






OEBPS/Images/29-grafica 3.png
5059

4049

2039

2229

B Maestria M Doctorado





OEBPS/Images/18-calendario de sesiones.png
Aiio Sesién Fecha
2009 Primera Sesién Ordinaria 18 de junio
Segunda Sesién Ordinaria 13 de agosto
Tercera Sesién Ordinaria 8de enero
Cuarta Sesién Ordinaria 18 de marzo
2010 Primera Sesién Extraordinaria 25 de junio
Quinta Sesién Ordinaria 26 de julio
Sexta Sesién Ordinaria 9 de diciembre
201 Séptima Sesion Ordinaria 17 de junio
Octava Sesién Ordinaria 23 de marzo
2012 Novena Sesién Ordinaria 23 de noviembre
2013 Décima Sesién Ordinaria 24 de junio
Décima Primera Sesion Ordinaria 9 de diciembre
Segunda Sesién Extraordinaria 25 de febrero
2014 Décima Segunda Sesién Ordinaria 14 de julio
Décima Tercera Sesién Ordinaria 10 de diciembre
Décima Cuarta Sesién Ordinaria 25 de agosto
2018 Décima Quinta Sesién Ordinaria 8 de diciembre
2016 Décimo Sexta Sesién Ordinaria 9 de junio
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Periodo

Tasa de crecimiento

2007-2008 3.35%
2008-2009 -1.80%
2009-2010 2.15%
2010-2011 8.4%
2011-2012 6.97%
2012-2013 0.23%
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1. Disminuir la cantidad de robos en las casas y en
las calles de la comunidad.

Demandas 2. Solicitar la afiliacién al programa Prospera
de la comunidad X . P X
3. Mejorar las condiciones de la primaria y secundaria
de Santa Ana
Tlapaltitlan 4. Dotar de equipamiento y medicinas al centro de salud
5. Solicitar que se contrate a otro médico, ya que sélo
hay uno en el centro de salud
1. Solicitar vigilancia durante la noche en las calles
de la comunidad
Demandas

de la comunidad
de San José
Guadalupe
Otzacatipan

2. Gestionar la construccién de un centro de salud

3. Afiliar al programa 65 y més a los adultos mayores que
no cuenten con el apoyo

4. Ayudar a las familias que tengan carencias en sus
vivendas

5. Gestionar la construccién de una preparatoria
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Estrategias
de rendicién

Incorporacién
de mecanismos

Desarrollo
de practicas

Innovaciones
institucionales

decuentas |  generales propias de rendicién de cuentas
Principalmente | A partir de crisis
gy si. conlaindustria. | o necesidades
coyunturales.
Principalmente | No se identificaron
Cofepris | Si. conlaindustria. | en su relacién con las
audiencias.
Gradualmente, | Tanto con Diferentes practicas
por resistencias | la industria para compensar sus
Cofetel/ift | de suforo. como con deficiencias estructurales

organizaciones
de la sociedad
civil, los usuarios.
yen generalla
opinién piblica.

yampliar sus poderes
regulatorios que
fueron incorporadas
enlareforma de
telecomunicaciones.
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Solucionque | El Estado debe crear No s clara lasolucion dal
plartea sl mecanismos (emergentes | problema. De acuerdo con
programa y permanentes) que el dacrato da creacidn, los
permitan abaratar rasultados a corto plazo para
accesoalaalimentacion | lograr el accaso al derachoa
ytambién incantivar al laalimentacin son acciones
cracimiento da laofertaa | coordinadas para qua.
través dal autoconsumo ola | ningin mexicano padezca
produccién de subsistancia. | hambre.
Setrata da nclir a los
excluidos.
‘Argumantacion | Eldiagnstico del problema | No es claro el argumnto.

del hambre indic6 una
insuficiente demanda qua
mermaa produccion da
alimantos, las razones no son
coyunturales sino rasultado
del modalo aconémico.
vigente; la esolucion del
problema del hambra
exige un nuevo modslo de
dasarrollo econémico qua
dé prioridad al racimiento
con distribucion d a rent,
de manera que se amplie

el marcado interno, sa
generan emplaos y mejoras
salarios, recuperar el poder
adaquisitivo dal salario
minimo.

Enlos documentos da
creacion sa safala que

para garantizar el deracho
ala alimentacion deben
realizarse acciones conjuntas
con otras dimensiones
(derechos) como trabajo,
saludy aducacion, y con
diversas institucionasy
nivelas da gobiarno. No
plantea que el problema

sa dariva del modslo
acon6mica vigants, o bier,
que se articule con otros.
procesos estructurales.

Enfoqua sobre
Ia pobraza

La pobreza no as algo
aleatorio, ocasionsl,sino
el rasultado da un modelo.
da cracimianto parvarso,
basado an salarios muy.
bajos qua ha llevado ala
craciente concantracion da
la rentay ol desempleo.

La pobreza as resultado da
Iafalta da oportunidadas
para el desarollo. Asi, los
programas de desarrallo
Social e esta rubro astarian
anfocados a complementar
elingreso de as familias
para “superar* a pobreza.
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Escolaridad P12+ PEA Pl
Total 100 53 47
Sin escolaridad y 100 - ©
preescolar

Primaria* 100 26 54
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incompleta
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Estudios técnicos

© comerciales 100 W "
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terminada

Educacién media 100 » w“
superior
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Publicaciones
y concertacién
con autoridades

Asambleas Diagnésticos Andlisis de
- — gnostic — opovumdd
comunitarias. participativos
problemética
Propuesta

Seguimiento
y evaluacién
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Implementacién Gestién Presentacién
de los proyectos ms(\luc\orvra\ de propuestas,
< (elaboracion < validaciény
de expedientes seleccion de
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documental) (Pl.
D=
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Comité

Estrategia (instrumentos y herramientas)

Ejido de
Oxtotitlan

El interés y seguimiento de este comité se mantuvo activo
desde la asamblea general. Cuando se conformé el comité,
sus integrantes solicitaron copia de las actas que firmaron

y solicitaron mayor informacién acerca de sus funciones;
posteriormente, en la realizacién del autodiagnésticoy
transecto, elaboraron un mapa junto con el promotor para
identificar los problemas urgentes de la comunidad. En la
realizacién del plan comunitario se incluyeron problemas
reales y posteriormente el cC se mantenia en contacto con
el promotor comunitario, autoridades municipales y estatales
para dar seguimiento a sus demandas. El comité sigue
vigente y en repetidas ocasiones asiste a las oficinas de la
Sedesol y autoridades municipales para gestionar apoyos

a su comunidad. La estrategia de este comité fue hacer
presién constante acudiendo a las autoridades competentes

Santa Ana
Tlapaltitlan

En este comité se cumplian con los requisitos que solicitaba

el promotor; sin embargo, no fue de su interés llevar a cabo
mas de lo solicitado o pedir mayor informacion sobre la
Cruzada, su autodiagnéstico y plan comunitario estuvo

bien realizado pero dejaron todo en manos del promotor
comunitario y del gobierno municipal. Unicamente para el
tema de seguridad acudieron al ayuntamiento para pedir
apoyo, el cual se les fue dado, pero de manera esporadica. A
pesar de que el comité siguié reuniéndose se perdié el interés
y actualmente sélo el presidente y el secretario contintian con
el seguimiento a las actividades de la Cruzada. Este comité
carecié de una estrategia propia, se interesaron més por recibir
apoyos por parte de las autoridades municipales y no tuvieron
mucho interés por hacer cumplir los objetivos del comité

San José
Guadalupe
Otzacatipan

Desde que se conformé el comité hubo problemas entre
sus miembros. Dos grupos politicos continuamente se

iones del comité, esto propicié que
disminuyera la participacién por parte de los habitantes. No

enfrentaban en las deci

hubo consenso en la comunidad, el comité no funcioné ni se
organizé para la elaboracion del plan comunitario. No hubo
estrategia porque no hubo organizacién en el comité
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Exhortaciones

Candados

Cooperacion

Transparencia proactiva

Negociaciones
interorganizacionales

Acuerdos no vinculantes

Inspecciones aleatorias

Ordenes ejecutivas

Acuerdos vinculantes
(contratos)

Estatutos

Auditorfas punitivas

Gestién interactiva
(interactive management)

Presupuesto por
resultados

Sistemas de aprendizaje

Profesionalizacién (incl.

capacitacion)

Planeacién centralizada
y presupuesto por insumo
(“etiquetado”)

Sistemas de informacién
centralizados
Estandarizacién

NAO (network
administrator
organization)
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Requerimientos
administrativos

Tiene institucionalidad
a través dal Ministario
Extraordinario de
Sequridad Alimentariay
Lucha contra el hambray.
participa dal presupussto
piblico

Tiena institucionalidad
através de la Secretaria
da Desarrollo Socialy
participa dal presupussto
piblico da los tres niveles
da gobierno

Necesidad de
personal

El Proyacto Hambra Caro
propuso la incorporacién
da diversos tipos de
politicas: estructurales,
espacificas y locales. En
cada caso, las necasidades
da personaly de racursos,
sa definisron para cada
politicay programa
espacifico

La Cruzada incorpors
programas praviamente
existantas, por lo que las
necesidadss da opsracién
las datarminan los.
programas espacificos

Receptoras del
programa

9.3 millones de familiasy
44 millones da personas
muy pobres (con base e
Encuesta Nacional por
Musstrao de Domicilios
1999, realizada por el
Instituto Brasilefio de
Geografiay Estadistica
1BGE). Considera
wlnerables al hambray
quienes viven con hambre

En 2014 se identfics que
28 millones de personas
tianan carencia alimentaria,
y11.4 millones de parsonas
Viven en pobreza extrema,
sa raalizs un cruce en
ambas categorias para
identificara 7.4 millones
da personasquass la
poblacién objetivo. Son
los pobres extramos qua
tianan carencia alimentaria
S6lo considara a quisnes
viven con hambra. No se
ocupa da la poblacién an
situacin de pobreza o de
vulnerabilidad
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1. Resolver el problema del rio que pasa por la
comunidad ya que representa un riesgo de salud
para los habitantes

2. Construccién de aulas en la escuela preescolar,

Demandas primaria y secundaria

de la comunidad
de Ejido de 3. Construccién de una escuela de nivel medio superior
Oxtotitlan

4. Incorporar a los adultos mayores al programa
65y mas

5. Mantener el comedor comunitario






OEBPS/Images/08-figura 2.png
Cooperacién
Exhortaciones

Candados

Coordinacién

A
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SISTEMA
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FLEXIBLE
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DESCONCENTRADO ACOPLADO
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r Comité comunitario ‘l

Promotor Plan comunitario
r Municipio T
Coordinacién municipal de FISM (FAIS), programas
la Cruzada. Autoridades municipales, plan de
municipales (ayuntamiento, desarrollo municipal

dir. desarrollo social)

r Estado T

Coordinacion estatal Cruzada, Programas de SEDESOL,
delegacion de SEDESOL, programas del gobierno del
gobierno del Estado Estado. FISE (FAIS)
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Legislativo

Ejecutivo 10%
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Periodo 2013-2016

Ambito Absoluto Relativo
Infraestructura 0 0%
Tecnologias de la informacin y comunicacién | 0 0%
Reorganizacién institucional 4 %
Evaluaciény seguimiento 5 8%
Difusién 6 10%
Planeacién 7 2%
Capacitacin® 2 20%
Normatividad* 2 20%
Operacion™** 3 2%

Total de acuerdos por afio 59 100%
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Papel de: Liberal Socialdemécrata | Conservador
La familia Marginal Marginal Central
El mercado Central Marginal Marginal
El Estado Marginal Central Subsidiario
P t
Modo de solidaridad - . arentesco,
X Individual Universal corporativismo
predominante .
y estatismo
Lugar d? solidariclad Mercado Estado Familia
Predominante
Alto (para el
Grado d
redede Minimo Maximo cabeza de
desmercantilizacion "
familia)
Estad
Ejemplos modales stados Suecia Alemania, ltalia

Unidos
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Brasi M

Programa Hambre Coro Cruzada Nacional corra s
Hambre

Problama Hambre  pobreza. Hambre dsfinida como.

publico carenciaalmentariay

dentiicador pobreza extrem.

Caractersticas | El Proyecto Hambre Corose | Se defin como una

delapolfica | ansforms enlaprincipal | ssuategia deincusiony
sstrategiagubemamental | artculacidn de divrsos
que buscd reoriantarlss | sectores dals sociedad y del
polficas scondmicasy | goblemo. Se asume como
Socisles Se ssums como | ssratagia de gobism.
poliica piblica

Oriantacién da | Articular politicas ‘Agrupar s los programas

Ia polica astructursles Gistibucicn | socales ya sxistantes
delarents, generacien | orentar acciones hacia
deempleo, reforma 1a poblacién en extrema
agrara,entrectros)con | pobreza que ademis tsns.
polficas coyunturales carencia aimentara

o compensatoras de
mergenci)enlalucha
contra sl harbrayls

pobreza
Enfoque dela | Seguridad slimentariay | Aunque retoma slementos
poliica nuticional. de sequridad limentara,
sufundsmeto radics en ol

derecha s a limrtacién
cam underacho humsno.

Esrategiadela | Asume un esquema Combateala pobreza,
poliica universaldesds elpunto [ focalizacin, wansforencias
devistadalderschoals | condicionadss, distibucién

slimentaciony lagarantia | yconsumo da almentos.

de sequridad slimentaria
para todoslos cudadanos.
Sin ambargo, combinaun
esquema de focalizacien,
transarenciss.

Los marcos tesricos y concaptusles sobre of hambra y la pobrza son dife-
s on cada caso. Cabe salar que on ol caso mesicano las dimensiones
tatricas y emplricas del problema o son suficientamants explicadas en los
documentos de creacién.
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Programas
de primera
generacion

Comprende las décadas de 1960-1980, en que la politica
social estuvo ligada a programas regionales que eran
ambiciosos (en cuanto a metasy alcance), sin continuidad y
orientados a regiones rurales.

Entre los que destacan: Programa de Inversion para

el Desarrollo Regional (Pider) vigente entre 1973 y

1982; el Programa Nacional de Integracién de la Mujer

al Desarrollo, (Pronam) dependiente del Conapo; la

Coordinacién General del Plan Nacional de Zonas
Deprimidas y Grupos Marginados (Coplamar) que funcions
entre 1977y 1982.

Programas
de segunda
generacion

Comprende la década de 1980.
Los programas estaban orientados a ayudas a todos los
afectados pora crisis de la década de 1980.

€l programa més ambicioso fue el Programa Nacional de
Solidaridad (Pronasol) creado en 1989, respondiendo a los
Fondos de Inversién del Banco Mundial.

Fue el primer programa de combate a la pobreza vinculado
al nuevo modelo exportador, concentréndose en promover
unalto grado de participacién y organizacién de los
beneficiarios.

Programas
detercera

generacion

Esta generacion de programas respondié a severas criticas
contra Pronasol y estén ligados a una nueva estrategia
conémica surgida después de la crisis de 1994.
Desarrollan acciones focalizadas en nicleos especificos de
la poblaciény no de carécter universal.

Su énfasis esté en la eficiencia administrativa.

Los programas se articularon bajo tres ejes fundamentales:
1) desarrollo de capital humano, 2) desarrollo de
oportunidades de ingreso, y 3) desarrollo de capital fisico
y de creacion de infraestructura social basica en regiones
marginadas.*
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En las dltimas décadas el sector puiblico mexicano
ha llevado a cabo un conjunto de reformas ten-
dientes a modificar el aparato estatal y las relacio-
nes entre el gobierno y la ciudadania. Durante esta
transformacién, dimensiones como la coordinacién
y regulacién han sido elementos importantes para
la modernizacién y la transformacién institucional
en México. Asi, el libro contribuye a profundizar so-
bre los efectos de la coordinacién y regulacion en
estas reformas desde un conjunto de enfoques or-
ganizacional / institucional. Para ello, se abordan los
diferentes problemas de coordinacién y regulacién
en areas como la corrupcién, politica social, poder
judicial, migracién, agencias reguladoras entre otros
ya sea desde la tensién entre la fragmentacién y la
coordinacién, o bien desde los efectos no esperados.
Alo largo de estas contribuciones se logran presen-
tar propuestas de solucién de politica y administra-
cién publica a partir de una serie de diagnésticos de
las reformas llevadas a cabo en México. Esperamos
que el libro contribuya a generar un debate mas
amplio, no solo en la utilidad de herramientas tes-
rico-metodolégicas novedosas, sino también a en-
tender mejor el funcionamiento de la administracién
publica en un contexto de cambio institucional.

ESTUDIOS INSTITUCIONALES

/
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Indicador

Material de intercambio de la cnch

Ingreso corrianta
per cépita

Prospera; Programa de empleo temporal; proyectos
productivos, centros de acopio

Rezago educativo
promedio en el
hogar

Incorporar a los nifos a la educacién primaria
y secundaria. Certificar a personas que no tienen
I primaria o secundaria completa

Accesoalos
servicios de salud

Seguro popular, construccién de centros de salud,
casa de salud, equipamiento de centros de salud

Accesoala
seguridad social

65 anos y més, sequro para jofas de familia

Caldad y espacios
do lavivienda

Pisos firmes, techos firmes, muros firmes. Cuartos
adicionales, construccion de pie de casa, estufas
ecolégicas

Accesoalos
servicios basicos
enlavivienda

Agua entubada, red de drenaje, sistema de
saneamiento, bafos secos, biodigestores, letrinas
ecolégicas

Accesoala
alimentacion

Comedaras comunitarios, lacharia Liconsa, comedor
escolar, tienda Diconsa

Grado da cohasién
social

Comités comunitarios, asambleas comunitarias
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Maestria Doctorado
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